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Prólogo 
a la quinta edición

Cuando el doctor Luis H um berto Delgadillo Gutiérrez am ablem ente me solicitó 
la elaboración del prólogo de la más reciente edición de su libro P rincipios d e D erecho 
Tributario, em pecé a pensar en lo que diría en mi carácter de presentador del libro, 
ya que, com o lector privilegiado, tengo a cargo la primera opinión de la nueva 
edición, lo que de suyo im plica enorm e responsabilidad, pues las conclusiones 
que se form ulen dan una idea general de la obra comentada que puede alentar, en 
el mejor de los casos, su consulta por futuros lectores.

D ebo m anifestar, com o prim era im presión, que la sencillez con que se 
manejan conceptos jurídicos y se explica su alcance, simplifica la lectura y la com ­
prensión de los tem as expuestos, sin perder el rigor técnico im prescindible en 
obras como la que se com enta, lo que perm ite acceder a una m ateria tan com pleja 
como lo es el fenóm eno de la tributación y su regulación jurídica en nuestro país. 
Al final se arriba a conclusiones que se presentan diáfanas y sin que haya lugar 
para las dudas. Por decirlo en palabras de José Saramago: E s lo  qu e tienen  d e bu eno  
las palabras sim ples, qu e n o saben  engañar. (Ensayo sobre la lucidez.)

El valor de toda obra se m ide y determ ina por su valor educativo; por ello, la 
nueva edición de esta obra será de enorm e beneficio para los interesados en el es­
tudio ju ríd ico  de la tributación. Baste destacar que fue escrito principalm ente con 
la intención de adentrar a quien se acerca por prim era vez a una m ateria que se 
nos presenta com o propia de unos cuantos entendidos. Se afirm a que siem pre ha 
sido más difícil escrib ir para quien no conoce un tem a que para el experto; por 
ello, en el trabajo del doctor Luis H um berto D elgadillo G utiérrez se m uestra que 
su intención no fue escrib ir un libro sólo para iniciados en la m ateria, sinó que, 
conociendo su actitud personal hacia el conocim iento, es evidente que su deseo 
fundam ental fu e p erm itir  a qu ien  desconoce la asignatura acercarse a ésta  y 
comprenderla cabalm ente, adem ás de dotar al novel estudiante de los elem entos 
necesarios para conocer y m anejar - c o n  p r e c is ió n -  la term inología ju ríd ica  del
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. .  j ,  más loable en un investigador que co,np,lrl¡r 
derecho tributario. Nada bre todo con quien apenas se inicia,,,  ,iconocimientos con qu,en los t,en , y

estudio de la materia. perspectiva del docente, el libro que se co„H,nta
Por otra parte, y des r  ^  ^  para ,a proparadón lk,

tiene otra virtud: es un "• b j  rfe ^  ,QS temas se presentan y desarrolla,, *  
mo para su exposición,e dc una rápida revisión, conocer qué tópico,
una manera tan logic q P ^  ^  ad(!más dc que c | auh)r hj ^

deben ser analizados ‘ pueden utilizarse durante la explicación

Lac¡mandeóTa comprensión del tema en concreto, aunado a que el índice es« 
apegado a la mayoría de los programas académicos de nuestras u n .vcrsu M ,,,, 
insbtuciones de educación superior, por lo que su valor como instrumento de en-

señanza es más que evidente.
El libro que nos ocupa pretende resolver, de manera concisa, aquellos pun­

tos de discusión que la aplicación del derecho presenta en esta materia altamente 
especializada, de suyo compleja, que no obstante tener enorme trescendencia en 
la esfera jurídica de los gobernados, su estudio ha quedado en manos de unos 
cuantos "técnicos" - n o  necesariamente juristas— que acaparan su conocimiento 
de manera celosa, adquirido en la práctica diaria, pero que difícilmente es com­
partido con quien no pertenece al propio ámbito profesional. El doctor Luis 
Humberto Delgadillo Gutiérrez muestra su generosidad intelectual al compartir 
su vasta experiencia en la materia y el gran conocimiento adquirido en largos 
años de estudio y actividad profesional —como docente y juzgador— al publicar 
el libro que se comenta, en el que una vez expuestas las opiniones y conclusiones, 
se presenta al final de cada capítulo una breve reseña bibliográfica complementaria 
relativa al tema analizado, lo que redunda en auxilio al lector deseoso de pro­
fundizar en el estudio.

Preciso es señalar que el texto inicia con una disertación sobre la actividad 
financiera del Estado. En este punto debe recordarse que doctrinalmente se ha 
discutido sobre la existencia del denominado Derecho Financiero, sin soslayar su 
utilidad desde el punto de vista didáctico, que permite el conocimiento de tan 

portante actividad estatal analizada desde una perspectiva global, vinculando

o anHrar  ̂ ^  ^  recursos ec°nóm icos, como su administración y su gasto
merece la e x p ia c ió n  clara y precisa que hace del 

ompete da t b ,T  ^  3 ’° S ‘" S ™ 08 d d  Estad° ' - í  como de la potestad y 
doTumos t i ?  - f r  toral-  -  'a materia que se an aliza- abordan-

federativas y del DistritoUFederaltnbUtariaS ^  13 fedoración' de líis cn,idod‘'S

la tributación: la norma'wh ?  e.XplÍCan de manera clara las bases doctrinales dc 
obligación fiscal, desde sn n ^  re'ac‘6n jurídico-tributaria y sus sujetos, a

SU nac,miento hasta su extinción, así como la exención;
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además del crédito fiscal como concepto especial. Es importante destacar que la 
intención del autor es dotar al lector de los elementos teóricos para comprender 
el fenómeno de la imposición, ya que estudiar la norma positiva sin el sustento de 
la doctrina crea aplicadores mecánicos de disposiciones legales, carentes de la ca­
pacidad de crítica, que es precisamente lo que permite la evolución de la disciplina.

Un capítulo de especial interés es el relativo al ilícito tributario, donde aborda 
con maestría el tema de la infracción y el delito fiscal, máxime que muchos abo­
gados que se dedican al derecho fiscal no profundizan en aspectos penales, como 
les sucede a algunos penalistas que no se aventuran en los delitos fiscales precisa­
mente por ser delitos tan especiales. Por ello, estudios como el que se comenta son 
tan importantes, porque permiten conocer seriamente instituciones que en la 
práctica profesional, a veces se soslayan.

También deben mencionarse los capítulos en los que se analizan los diversos 
procedimientos administrativos que existen en materia fiscal, estudiando en 
capítulo especial el procedimiento administrativo de ejecución, de cuya lectura 
puede verse que el hilo conductor de la exposición es el principio de legalidad 
que debe imperar en la actuación administrativa. Es claro que nuestro autor, si 
bien conocedor de la tributación, no deja de m ostrar la sólida form ación 
administrativista que lo caracteriza. Por ello, los capítulos que se mencionan se 
presentan al lector desde la perspectiva de la actuación de la administración, 
emitiendo actos administrativos —de naturaleza fiscal— que afectan la esfera 
jurídica de los gobernados, los que, como se señaló, deben cumplir con el principio 
de legalidad, y por ende, surge la obligación para el legislador de establecer los 
medios de control de la legalidad de los actos dictados en tan importante materia, 
ya sea a través de la existencia de instancias y/o recursos administrativos, o bien 
mediante la interposición de un juicio ante el Tribunal competente para conocer 
de controversias fiscales.

Com entario aparte merece el último capítulo de esta obra relativo al 
procedimiento contencioso administrativo ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa —otrora Tribunal Fiscal de la Federación — , que originalmente 
tuvo una competencia exclusivamente tributaria, pero en la actualidad es un 
tribunal de lo contencioso administrativo, en toda la extensión de la palabra. La 
amplitud del número de materias de las que conoce el invocado Tribunal exige 
que sea un administrativista —como lo es nuestro autor— quien explique qué es 
el contencioso administrativo federal, cómo se tramita y su alcance en la práctica 
profesional, aunado a su trayectoria como juzgador en el propio órgano de 
impartición de justicia, con lo que se combina perfectamente el conocimiento de 
la doctrina con la práctica, razón por la que todo interesado en el contencioso 
administrativo federal tendrá como referencia obligatoria el libro que se comenta, 
porque gracias al sustento doctrinal que obtendrá con su lectura, podrá comprender 
completamente el contenido material de la litis que llegare a plantearse ante el 
invocado órgano jurisdiccional.
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En conclusión, me es grato expresar que si bien el doctor Luis Humberto 
Delgadillo Gutiérrez nos tiene acostumbrados a obras de gran valor, de suma 
actualidad y que son resultado de muchas horas de trabajo y reflexión, en la nueva 
edición de P rincipios de D erecho Tributario cualquier antecedente queda rebasado 
por la claridad, precisión y seriedad con que se abordan los temas desarrollados 
en el libro que se comenta, que tiene bien ganado su lugar como un clásico de la 
doctrina jurídica mexicana.

Mis parabienes al autor.

México, Distrito Federal, marzo de 2006.

Prólogo

M ag. Dr. Luis M al p ica  y  d e Lan iadrid  
Presidente del Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa
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Introducción

Esta obra se escribió en apoyo a la enseñanza del Derecho Fiscal a nivel profesio­
nal. En ningún momento se intentó sustituir algún tratado de la materia sino que, 
por el contrario, su propósito es llenar un vacío que existe por la falta de un texto 
sencillo que, a manera de guía, contenga los aspectos jurídicos de la tributación.

Su contenido, en concordancia con su título, está encauzado al estudio de las 
contribuciones y de las relaciones que se generan como consecuencia de la im po­
sición, ya que en materia fiscal, el fenómeno que produce mayor impacto en la 
esfera jurídica de los particulares es el impositivo.

Los temas que expone fueron elaborados, ordenados y estructurados de 
manera sencilla y con una secuencia lógica que permite al estudiante ir afian­
zando los aspectos básicos del Derecho Tributario aprovechando el conocim iento 
jurídico adquirido en cursos anteriores para evitar repeticiones innecesarias de 
conceptos e instituciones, y de esta manera ir accediendo en la materia de lo sencillo 
a lo complejo y de lo conocido a lo desconocido.

De acuerdo con lo anterior, se desarrolló un enfoque esquem ático a partir de 
las diferentes ramas del Derecho en que se apoya cada uno de los aspectos tri­
butarios, por lo que, sobre la base de una ubicación previa de la actividad finan­
ciera del Estado, se presentan los aspectos constitucionales, adm inistrativos, 
penales y procesales de la tributación.

Consciente de que en un semestre lectivo no es posible dom inar en su totali­
dad una asignatura tan compleja por su contenido y dinám ica transform ación, el 
principal objetivo de este texto es proporcionar al alum no las bases fundam en­
tales del Derecho Tributario. Ante la alternativa de amplitud o profundidad de 
contenido, se prefirió incluir los aspectos fundamentales de cada uno de los te­
mas, cuyo aprendizaje proporcionará al alumno una sólida base para adquirir el 
dominio com pleto de la materia.

Al término de cada capítulo se proporciona la bibliografía adecuada para 
complementar los temas estudiados basada principalm ente en publicaciones na­
cionales, por ser las de más fácil acceso para los alumnos, y al final del libro se
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Figura 1. El proceso fiscal 
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1. La actividad financiera 
del Estado

1.1. Las finanzas públicas 1.3. El Derecho Fiscal
1.2. El Derecho Financiero 1.4. El Derecho Tributario

Objetivos específicos

Al finalizar este capítulo el alumno podrá:

1. Diferenciar la actividad financiera del Estado con respecto a las demás actividades que 
realiza.

2. Describir las concepciones clásica y moderna de las finanzas públicas.
3. Comentar las diferentes disciplinas que participan en el estudio de las finanzas públicas.
4. Identificar las disciplinas que integran el Derecho Financiero.
5. Explicar el objeto de estudio del Derecho Fiscal.
6. Exponer un concepto de Derecho Tributario.
7. Enunciar las divisiones técnico-didácticas del Derecho Tributario.

Las actividades que realiza el Estado para la consecución de sus fines han varia­
do en cantidad y contenido, conforme se ha ido transformando la concepción de 
sus cometidos. Así tenemos que de un Estado Liberal, en que la consigna se reducía 
a la simple vigilancia para que los individuos pudieran desarrollarse bajo la mira­
da protectora del "dejar hacer, dejar pasar", cambiamos a la concepción del Estado 
Providencia, en que la redistribución del ingreso, el control de los precios de ciertas 
mercancías y el manejo de sus organismos descentralizados y empresas para la 
atención de áreas estratégicas y prioritarias, son actividades que lleva a cabo como 
indispensables para la realización de sus metas, aunque las realiza con diferente 
intensidad, de acuerdo con las concepciones políticas y económicas del momento,

17



I a actividad financiera del Estado

va que en ocasiones resulta un Estado con intervención muy acentuada, t n tantc 
que en otras épocas se manifiesta con una política más liberal.

1.1. Las finanzas públicas
Frente a esta realidad encontramos que para el ejercicio de sus funciones, t i  Esta 
do requiere de los medios económicos que le permitan su realización, a k  ta  c t  

"bien común” no se puede alcanzar sin los fondos necesarios para eftctuar sus ac 
tividades. Todo ello implica el gran número de recursos que requiere el Estado
para cubrir sus necesidades.

Por lo tanto, estamos ante la idea de necesidades y satisfactores. obtención
de recursos, manejo de medios y, finalmente, el pago que será necesario para la 
ejecución de esas actividades. Es aquí donde aparecen las finanzas públicas, que 
en términos generales nos dan la idea de dinero, lo cual precisaremos a conti­
nuación.

La palabra finanzas se deriva de la voz latina fin er, que significa "terminar, 
pagar". Así, el concepto de finanzas hace referencia a todo lo relativo a pagar, y 
relaciona no sólo el acto de terminar con un adeudo, de pagar, sino también la 
forma de manejar aquello con que se paga y la manera en que se obtuvo, a fin de 
estar en posibilidad de lograr el finiquito. Es así que por finanzas se debe enten­
der la materia relativa a los recursos económicos.

Aplicando este concepto a nuestro campo, las fin an zas pú blicas constituyen 
la materia que comprende todo el aspecto económico del ente público, que se ma­
nifiesta en la actividad tendiente a la obtención, manejo y  aplicación  de los recursos con 
que cuenta el Estado para la realización de las actividades que le permitirán la 
consecución de sus fines.

El Estado obtiene sus recursos por muy diversos medios, como la explota­
ción de sus propios bienes y el manejo de sus empresas, así como por el ejercicio 
de su poder de imperio, con base en el cual establece las contribuciones que los 
particulares deberán aportar para los gastos públicos. Finalmente, su presupues­
to se complementará con otros mecanismos financieros, que en calidad de em­
préstitos vía crédito interno o externo, obtendrá de otros entes.

El manejo de los recursos que obtiene el Estado se efectúa mediante los 
diferentes órganos que integran la administración pública, centralizada y paraes­
tatal, siempre sujetos a las disposiciones que regulan la legalidad de su actuación.

La aplicación de estos recursos se traduce en las erogaciones que por concepto 
de gasto público tiene que efectuar en su gestión para alcanzar sus objetivos. Sin 
embargo, la concepción clásica  que considera como el único objeto de la actividad 
financiera del Estado la obtención de los recursos necesarios para cubrir su presu­
puesto, ha sido superada por la concepción m oderna, para la cual las finanzas públicas

18



Las finanzas públicas_________________ _

no son "...solam ente un medio de asegurar la cobertura de sus gastos de adm i­
nistración. sino también, v sobre todo, un medio de intervenir en la vida social, de 
evroer una presión sobre los ciudadanos para asegurar el conjunto de la nación, 
la s  medidas fm ancierasconstituyenasí una forma de intervencionism o especial. 
\V.aunoe H ¿c:m da pú blica.) Esto se logra mediante el manejo adecuado de la tri­
butación, estimulando sectores de la producción y áreas geográficas, lim itando o 
promoviendo exportaciones, gravando utilidades excedentes o el consum o de ar­
tículos superfinos, etc. Esta intervención del Estado busca regular la producción y 
el comercio, la igualdad en la distribución de la riqueza y la protección contra los 
riesgos sociales.

Esta amplia materia también es objeto de estudio de diversas disciplinas que 
aportan sus principios para el manejo adecuado de los recursos. Así tenemos que las 
finanzas publicas pueden ser analizadas por la economía, la sociología, la psico­
logía, la política, el Derecho, etc., que vistas en particular se denom inan, por 
comodidad técnica, economía financiera, sociología financiera, etcétera.

Las finanzas públicas como materia de estudio, han dado lugar a una serie 
de conceptos, principios e instituciones relativos a los fenómenos de obtención, 
manejo y aplicación de los recursos económicos con que cuenta el Estado para la 
realización de sus fines. Estos conocimientos se estructuran sistem áticam ente en 
una ciencia, la cual se denomina cien cia d e las fin an zas o cien cia d e la  hacien da.

Los diversos tratadistas han pretendido explicar su naturaleza con base en 
sus propias especialidades. Por un lado, el mayor número de estudiosos, partiendo 
de su contenido eminentemente económico, pretenden enfocarla como una ciencia 
netam ente económica y aplican los principios de esta disciplina para explicar su 
existencia.

Otros autores, por su parte, pretenden enfocarla desde el punto de v ista 
político en virtud de que los criterios de obtención, manejo y aplicación de los re­
cursos del Estado se encuentran a cargo de un ente de esta naturaleza, adem ás de 
que su objetivo se debe dirigir hacia la satisfacción de los grupos sociales que 
integran la población. En este mismo sentido, pero dando m ayor im portancia a 
las necesidades de los habitantes, la escuela sociológica considera com o base 
prim ordial el aspecto social.

No faltan criterios que a partir de la sujeción del ente público a un conjunto 
de norm as que regulan su actuación, dan una im portancia fundam ental al aspec­
to jurídico, base estructural del funcionam iento del Estado, por lo que identifican 
a las finanzas públicas con un contenido preponderantem ente jurídico.

La realidad es que tanto las disciplinas señaladas, com o otras no m encio­
nadas, concuerdan en diversos aspectos que es necesario considerar; pero, sobre 
todo, debem os tener presente que las finanzas pú blicas tienen  un conten id o 
em inentem ente económ ico, con un sujeto político que se encarga del m anejo de 
los recursos para la determ inación de las prioridades y de los m edios para la

19



. idad —

-ere ad em ás, de u n  instrumento 
el cual requi . etn isión  de norm as que te. 

necesidade 'urs0S a través de i*

» « sfacci6?facién ■i" dÍCh0S reCUlS oclu ir q«e existen disciPUnas Hue si
P«a 13 aP ,ruaci6n- „ riot podemos n principios que podemos
«U’a oS;rc u e -d o c o n '^ sartoUo P' ^  son; la economía financiera, la p .

W*» aÚn E  í Í c S r o  (véase figura 2).

* * * * *  C a  Y el D « ech°financiera y

OBTENCIÓN j MANEJO
ec o n o m ía

POLÍTICA

DERECHO

DE RECURSOS 
ECONÓMICOS

Figura 2. Las finanzas públicas

1.2. El Derecho Financiero
del

Ubicados dentro del marco ,i

de ̂ o ^ ^ u c ió n  de su t̂ ín19"^ 0  ̂ ^ e a c tó n ^ e ^ Q ^ ^ ^ 11̂ 11 aCtUaC‘° n

8rarenuntodoorPá atlVaS 3 las finan*as p ú b l^  h° mo8enea sistematice el con- 
que regulen I0s v a n á is  n° rmaSconst¡t a c i o n a l ^  P a ra  e ll°  sería  n ecesario  inte 

En diversas én ° S aspectos que com n  ^ Sustantivas/ procesales y  penales,

r r *  - ¡ S ?  ***■c s r m ««■“D ' urecho ^onetari más esn^c- ̂  en 8Ste senticIo'‘ es más' x  ha
'fecho Tributario au° '  erec|io  Patrim on' ¡  ^  Com o D erech o  Presupuesta-

que sin alcanzar un 1  E stad o '  D erech o  Crediticio y
n éxito concreto.



El Derecho Fiscal

como
Desde el punto de vista científico no es posible hablar del Derecho Financiero 
disciplina autónoma, como tampoco es posible hacerlo en el caso de las de­

más disciplinas mencionadas. Sin embargo, desde el punto de vista didáctico es 
tan posible como necesario, ya que se puede alcanzar la unificación hom ogénea 
de las normas y principios que trata esta materia en particular. Caso concreto es el 
relativo al Derecho Tributario, que tiene principios e instituciones propias, con ca­
racterísticas particulares y una legislación y procedim ientos exclusivos, que nos 
permiten hablar de uniformidad en su regulación (véase figura 3).

REGULACION DE LA 
ACTIVIDAD DEL 
ESTADO

OBTENCION

< MANEJO

EXPLOTACIÓN DE 
SU PATRIMONIO

CRÉDITOS O  
CONTRIBUCIONES

DE RECURSOS ECONÓMICOS

Figura 3. El Derecho Financiero

1.3. El Derecho Fiscal

Ubicados en la delim itación de nuestra m ateria de estudio, podrem os in tentar 
precisar el cam po de acción del Derecho Fiscal. Para ello debem os partir de la m a­
teria que lo contiene: el D erecho Financiero.

Com o ya se explicó, el D erecho Financiero com prende las n orm as relativas a 
la obtención, m anejo y aplicación de los recursos del Estado. Este cam p o se red u ­
ce cuando nos concretam os al aspecto de la obtención de los recu rsos que recibe el 
Estado por distintos m edios, ya sea por la explotación de sus propios b ien es, por 
la aportación voluntaria de diversos sujetos, o por la im p osición  q u e estab lece  
debido a su poder de im perio.

Por ello, cuando enfocam os esta m ateria exclu sivam en te h acia  la o b ten ció n  
de recursos estam os frente al llam ado D erecho Fiscal, el cual com p ren d e las n or­
m as que regulan la actu ación  del Estado para la obten ción  de recu rsos y las re­
laciones que genera esta actividad.
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El término "fiscal" proviene de la voz latina fisco, tesoro del Emperador, al 
que las provincias pagaban el tributum  que les era impuesto. A su vez, la palabra 
"fisco" se deriva de fiscu s, nombre con el que inicialmente se conoció la cesta que 
servía de recipiente en la recolección de los higos y que también utiliza )an os re 
caudadores para recolectar el tributum. De aquí que todo tipo dc ingreso que se
recibía en el fisco tenía el carácter de ingreso fiscal.

El contenido del Derecho Fiscal ha sido confundido con frecuencia, debido a 
que los tratadistas de la materia lo conciben bajo diversos enfoques, al grado de que 
lo han llegado a confundir con el Derecho Financiero y con el Tributario, lo que ha 
generado anarquía en el uso de este concepto. Sin embargo, todos coinciden en 
que las normas que lo integran regulan las relaciones que se derivan de la activi­
dad del Estado para la obtención de los ingresos, pero mientras que unos lo re­
lacionan con todo tipo de ingresos, otros lo circunscriben solo a una parte de ellos.

Si partimos del origen etimológico de la palabra, tenemos que concluir que, 
en efecto, lo fiscal se refiere a todo tipo de ingresos, es decir, a todo lo que ingresa 
en el "fiscus", o "erario", como también se le conoce debido a que finalmente la 
hacienda del Estado se formó con dos tesoros, el del emperador (fisco) y el del 
pueblo (erario).

Desde el punto de vista del Derecho Sustantivo encontramos que lo fiscal se 
extiende a todo tipo de ingresos de derecho público que percibe la Federación: 
contribuciones, productos, aprovechamientos y sus accesorios, todos regulados 
por la Ley de Ingresos de la Federación que anualmente emite el Congreso de la 
Unión, por lo que podemos afirmar que el Derecho Fiscal regula todo lo relativo 
a los ingresos que el Estado obtiene en el ejercicio de sus funciones (véanse figuras
4 y 5).

1.4. El Derecho Tributario

Una corriente de tratadistas de las finanzas públicas se ha concentrado en el estu­
dio de la regulación de la actividad del Estado tendiente a la obtención de recursos 
fundada en su poder de imperio, a través de la cual se impone a los particulares la 
obligación de contribuir a las cargas públicas, con lo que se ha estructurado una 
disciplina denominada Derecho Tributario.

Fue Dino Jarach, con su obra clásica E l hecho imponible, quien en 1943 sentó 
las bases de esta disciplina al precisar la naturaleza de la relación jurídica impo­
sitiva y de la actividad administrativa de determinación, y elaboró la dogmática 
del hecho imponible para demostrar la autonomía estructural, que no científica, del 
Derecho Tributario.

Una vez sentadas las bases del Derecho Tributario, se desarrollaron teorías 
de gran importancia y su estudio adquirió una dimensión de magnitudes con-

La actividad financiera del Estado_______________
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siderables, al grado de poder afirmar, sin temor a equivocarnos, que dentro de la 
materia jurídica de las finanzas públicas este Derecho es el que ha tenido mayor 
desarrollo.

Para dejar expuesto un concepto claro de Derecho Tributario, diremos junto 
con Dino Jarach que "...es el conjunto de las normas y principios jurídicos que se 
refieren a los tributos. La ciencia del Derecho Tributario tiene por objeto el co­
nocimiento de esas normas y principios" (véanse figuras 5 y 6).

Planteando así el contenido del Derecho Financiero, del Derecho Fiscal y del 
Derecho Tributario, concluiremos con la explicación que Adolfo Atchabahian nos
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Figura 6. Ámbitos de normatividad financiera

hace con respecto a estas disciplinas {Lo contencioso tribu tario en  Am érica-, segundo 
número extraordinario de la Revista del Tribunal Fiscal de la Federación):

En realidad, no habría solamente una rama jurídica, sino tres 
íntimamente vinculadas, y en cuanto al modo de denominarlas 

" con propiedad, somos partidarios de sostener, como lo sugirieron
;  algunos autores, que existirían algo así como sucesivos círculos 

concéntricos que comprenden dentro de sí, o bien resultan com­
prendidos, los diferentes ámbitos de normatividad jurídica que 
nos interesan.

En orden decreciente de comprensividad, habría: Derecho 
Financiero, Derecho Fiscal y Derecho Tributario.

El primero incluiría la regulación de los actos cumplidos 
por el Estado: a fin de procurar los medios de financiamiento 
para atender los gastos públicos; a fin de realizar estos últimos; 
y los que se relacionan con la administración de los bienes que 
le pertenecen.

El Derecho Fiscal incorporaría los principios y normas según 
los cuales el Estado percibe los recursos resultantes de la contra­
prestación por los particulares, en pago de los servicios públicos 
que les son dados, los derivados de la explotación de los bienes 
del dominio público originario, y de las empresas de que sea ti­
tular, como igualmente los percibidos por el uso del crédito 
público.

Por ultimo, el Derecho Tributario mentaría aquel conjunto 
de materias exclusivamente relativas a la actuación del Estado 
en uso del poder de imposición, esto es, el de crear tributos, in-
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El Derecho Tributario

gresos públicos coactivamente exigibles de los particulares, y a 
su actuación, en tanto fisco, o sea ente recaudador de los tributos 
establecidos.

Al tratar sobre el contenido del Derecho Tributario, algunos autores han pretendido 
dividirlo en diversas ramas, división que fundamentalmente obedece a una como­
didad didáctica. De esta manera, se habla de Derecho Tributario Sustantivo o 
Material, Derecho Tributario Administrativo o Formal, Derecho Tributario Consti­
tucional, Derecho Tributario Penal, Derecho Tributario Procesal, etc. Al respecto, 
Dino Jarach (E lhecho imponible’) nos señala:

El conjunto de normas jurídicas que disciplina la relación jurídica 
principal y los accesorios, constituye el Derecho Tributario Sus­
tantivo, o como se acostumbra denominarlo a menudo, el De­
recho Tributario Material.

El conjunto de normas jurídicas que disciplina la actividad 
administrativa, que tiene por objeto asegurar el cumplimiento 
de las relaciones tributarias sustantivas y de las relaciones entre 
la administración pública y particulares que sirven al desen­
volvimiento de esta actividad, constituye el Derecho Tributario 
Administrativo, o como se le titula a menudo, el Derecho Tri- i 
butario Formal.

...el derecho del Estado o de otras entidades públicas de 
determinar los casos en que pueden pretender el tributo, y los 
criterios generales que determinan la manera y los límites de 
las pretensiones tributarias, están disciplinadas por un conjunto 
de normas jurídicas, lógico y estructuralmente anterior al De­
recho Tributario Material y Formal, que constituye el llamado 
Derecho Tributario Constitucional.

El conjunto de las normas que definen los ilícitos penales 
en relación con la materia tributaria y establecen las penas 
llámase Derecho Tributario Penal.

Las normas que disciplinan el proceso con que se resuelven 
las litis entre la administración pública y los sujetos en materia 
tributaria, constituyen un conjunto muy a menudo distinto de 
las normas que disciplinan la generalidad de los procesos o en 
particular los procesos en los cuales es parte la administración.
A este conjunto de normas procesales se da el nombre de Dere­
cho Tributario Procesal.

De acuerdo con los conceptos expuestos, podemos estructurar diversas disciplinas 
con una pretendida autonomía al separarlas de la rama a que pertenecen, por el 
hecho de referirse en algún momento al aspecto tributario; sin embargo, debemos 
ser conscientes de que esta separación e integración carece de bases científicas y 
solamente se expone con fines didácticos (véase figura 7).

fundada  i n  w »o

PLANTEL CHAPULTEPEC 
CENTRO DE INFORMACIC
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Figura 7. Distintas ramas del Derecho Tributario

Para concluir el presente capítulo es conveniente aclarar el uso de los conceptos 
"fiscal" y "tributario", toda vez que el nombre curricular de nuestra materia ha 
sido tradicionalmente "Derecho Fiscal", no obstante que su contenido se refiere 
sólo a las contribuciones y efectos de su establecimiento.

Por lo tanto, para que realmente pudiéramos estructurar un curso completo 
de Derecho Fiscal sería necesario incluir lo relativo a todos los ingresos del Estado,
lo que nos llevaría al estudio de los ingresos patrimoniales y crediticios, y las rela­
ciones que se originan con su obtención, que no tratamos en nuestra asignatura, 
que fundamentalmente se circunscribe al aspecto tributario, razón fundamental 
del título de esta obra: P rincipios de D erecho Tributario.

Sin embargo, en razón de la costumbre de usar como sinónimos ambos tér­
minos, en el desarrollo de nuestros temas utilizaremos indistintamente las palabras 
"fiscal" y "tributario".
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2. Los ingresos 
del Estado

2.1. La ley de ingresos de la Federa- 2.2. Los ingresos tributarios
ción 2.3. Los ingresos no tributarios

Objetivos específicos

Al finalizar este capítulo el alumno podrá:

1. Enunciar las diversas fuentes de los ingresos públicos.
2. Comentar la estructuración de las fuentes de ingresos conforme a la ley de ingresos de 

la Federación.
3. Exponer las características de los ingresos tributarios.
4. Enunciar las diferentes contribuciones.
5. Explicar las características de los ingresos patrimoniales.
6. Señalar las bases y fuentes de los ingresos crediticios.

El tema que estudiaremos en este capítulo plantea una problemática de gran con­
sideración al pretender clasificar los diferentes tipos de ingresos públicos, ante 
todo por el enfoque personal que cada autor utiliza para agruparlos. Así, tenemos 
que hablan de ingresos originarios y derivados; de ingresos de derecho público y 
de derecho privado; de ingresos ordinarios y extraordinarios, etcétera.

Con el propósito de simplificar esta problemática, señalaremos que los 
ingresos a que nos referimos en este texto son los que obtiene normalmente el 
Estado; es decir, estaremos siempre frente a ingresos ordinarios, pues los extraor­
dinarios, por su naturaleza, no serán materia de análisis en el presente estudio, en 
el que partiremos de la clasificación que la ley hace propia.

2.1. La ley de ingresos de la Federación

Como punto de referencia para el análisis y agrupamiento de los ingresos del 
Estado tenemos como elemento fundamental la ley que los regula, denominada
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I_o5 ingresos del Fstado

,  . n *  a u e  emite anualm ente el Poder Legislativo, en
Ley de In g re sa  de “ 1 1 ' to 74, fracción IV. de la Constitución, y
cumplimiento de lo d .sp u^ . .  . .  n |a fracción VII del artículo 73.

dt' b n r f M * .  fracción IV del artículo 74 constitucional. „ d a

a T der i n a n ,s c —
ser las suficientes para cubrir los . 4
donde deriva el carácter anual de esta ley.

La Ley de Ingresos de la Federación para el año 2006 señala que ésta percibirá
ingresos por los siguientes conceptos.

A .  I n g r e s o s  d e l  g o b i e r n o  f e d e r a l

I. I m p u e s t o s :

• Impuesto sobre la renta
• Impuesto al activo
• Impuesto al valor agregado
• Impuesto especial sobre producción y servicios
• Impuesto sobre tenencia o uso de vehículos
• Impuesto sobre autom óviles nuevos
• Impuesto sobre servicios expresam ente declarados de interés público 

por ley, en los que intervengan em presas concesionarias de bienes del 
dominio directo de la N ación

• Impuestos a los rendim ientos petroleros
• Im puestos al com ercio exterior
• Accesorios

II. C o n t r i b u c i ó n  d e  m e j o r a s :

• Contribución de m ejoras por obras públicas de infraestructura hidráulica
III. D e r e c h o s :

• Servicios que presta el Estado en funciones de d erecho p ú blico
• Por el uso o aprovecham iento de bienes del d om in io  pú blico
• Derecho a los hidrocarburos

IV. C o n t r ib u c io n e s  n o  c o m p r e n d id a s  e n  l a s  f r a c c i o n e s  p r e c e d e n t e s  c a u s a d a s

EN EJERCICIOS FISCALES ANTERIORES PENDIENTES DE LIQUIDACIÓN O DE PAGO.

V. P r o d u c t o s :

• Por los servicios que no corresp on d an  a fu n cio n es de d erech o  público
• D erivados del uso, ap rovech am iento  o en a jen ació n  d e  b ien es  no su jetos 

al régim en de d om in io  p ú b lico
V I. A p r o v e c h a m i e n t o s :

• M ultas

• In d em n izacion es
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La ley de ingresos de la Federación

• Reintegros
• Provenientes de obras públicas de infraestructura hidráulica
• Participaciones en los ingresos derivados de la aplicación de las leyes 

locales sobre herencias y legados expedidas de acuerdo con la Fede­
ración

• Participaciones en los ingresos derivados de la aplicación de leyes lo­
cales sobre donaciones expedidas de acuerdo con la Federación

• Aportaciones de los Estados, Municipios y particulares para el servicio 
del Sistema Escolar Federalizado

• Cooperación del Distrito Federal por servicios públicos locales prestados 
por la Federación

• Cooperación de los Gobiernos de Estados y Municipios y de particulares 
para alcantarillado, electrificación, caminos y líneas telegráficas, telefó­
nicas y para otras obras públicas

• Cinco por ciento de días de cama a cargo de establecimientos par­
ticulares para internamiento de enfermos y otros destinados a la Se­
cretaría de Salud

• Participaciones a cargo de los concesionarios de vías generales de co­
municación y de empresas de abastecimiento de energía eléctrica

• Participaciones señaladas por la Ley Federal de Juegos y Sorteos
• Regalías provenientes de fondos y explotaciones mineras
• Aportaciones de contratistas de obras públicas
• Destinados al Fondo para el Desarrollo Forestal
• Cuotas Compensatorias
• Hospitales Militares
• Participaciones por la explotación de obras del dominio público 

señaladas por la Ley Federal del Derecho de Autor
• Recuperaciones de capital
• Provenientes del decomiso y de bienes que pasan a propiedad del Fisco 

Federal
• Rendimientos excedentes de Petróleos Mexicanos y organismos subsi­

diarios
• Provenientes del programa de mejoramiento de los medios de infor­

mática y de control de las autoridades aduaneras
• No comprendidos en los incisos anteriores provenientes del cumpli­

miento de convenios celebrados en otros ejercicios
• Otros

B . I n g r e s o s  d e r iv a d o s  d e  o r g a n i s m o s  y  e m p r e s a s

V II . I n g r e s o s  d e  o r g a n i s m o s  y  e m p r e s a s :

• Ingresos propios de organismos y empresas
• Otros ingresos de empresas de participación estatal
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Los ingresos del Estado

VIII A p o r t a c io n e s  d e  s e g u r i d a d  s o c i a l .

:  Aportaciones y abonos retenidos a trabajadores por patrones para el
Fondo Nacional de la Vivienda para los adores

• Cuotas rara el Seguro Social a cargo de patrones y trabajadores
.  Cuotas del Sistema de Ahorro para el Retiro a cargo de los patrones
• Cuotas para el Instituto de Seguridad y Servidos Sociales de los Traba- 

jadores del Estado a cargo de los citados trabajadores
• Cuotas para el Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas r a as

Mexicanas a cargo de los militares
C. I n g r e s o s  d e r iv a d o s  d e  f i n a n c i a m i e n t o s

IX. I n g r e s o s  d e r iv a d o s  d e  f i n a n c i a m i e n t o s :

• Endeudamiento neto gobierno federal
• Otros financiamientos
• Superávit de organismos y empresas de control presupuestario directo.

Del análisis de esta larga lista resulta una clasificación básica que nos permite di­
vidir a los ingresos en dos grupos: los provenientes del poder impositivo del Estado, 
que llamaremos ingresos tributarios, y los demás, que tienen características dife­
rentes y que por lo mismo llamaremos ingresos no tributarios.

De acuerdo con lo anterior, podemos incluir en los ingresos tributarios los 
siguientes conceptos:

a) Impuestos
b) Aportaciones de seguridad social

c) Contribución de mejoras
d) Derechos

e) Contribuciones pendientes 

j )  Accesorios de contribuciones

Para la integración de los ingresos no tributarios es conveniente hacer una sub- 
clasificación en patrimoniales y crediticios. Dentro de los patrimoniales podría­
mos incluir la mayoría de los aprovechamientos y los provenientes de organismos 
descentralizados y de empresas de participación estatal, así como los productos.

Finalmente, en los crediticios integraríamos a los ingresos derivados de finan­
cian,,entos tanto del sector central de la administración, como de organismos y 
empresas de participación estatal.

2.2. Los ingresos tributarios

derar^ron\Tcaracterística de trUjiutario^ se^equiere partfr ^ Sta^ °  ^ b e m o s  consi-
que no deje lugar a dudas en la clasificación ° ° un,forme
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__________ .

El criterio ilo selección timo que referirse, necesariamente, a la idea que nos 
situó ante la tacultad o poder que el listado, como ente supremo de la sociedad, 
tiene para obtener recursos de los particulares; es decir, estaremos frente a un po­
der soberano, y en el ejercicio de esta soberanía se obtendrán dichos recursos.

Corno sabemos, uno de los aspectos de la soberanía es el conocido poder de 
imperio, facultad que en el l'.stado romano se expresaba en el dominio absoluto 
sobre los pueblos que conquistaba, sometiéndolos a su autoridad e imponiéndoles 
la obligación de aportarle recursos.

Con base en esta idea, podemos decir que en virtud de su poder de imperio 
el Estado cuenta con la (acuitad de exigir determinados recursos al particular, 
pero es indispensable dejar asentado que no toda imposición a los particulares 
podrá tenor el carador do exacción tributaria, ya que existen otros tipos de ingresos 
que, a pesar de sor impuestos por el poder soberano, no tienen esta característica, 
caso particular lo constituyen las multas, que no obstante representar ingresos 
para el Estado, su imposición tiene como antecedente un hecho ilícito y su finalidad 
es, ante todo, ejomplificativa y aflictiva, ya que con ella se pretende, más que otra 
cosa, imponer un castigo a quien incumple un mandato legal, y difundir su eje­
cución para desanimar la práctica de este tipo de conductas.

Siguiendo el orden do ideas expuestas, encontramos que los ingresos tribu­
tarios tienen su origen histórico en el poder de imperio del Estado, por ello tenemos 
que excluir aquellos ingresos que se derivan del acuerdo de voluntades entre el 
Estado v otros organismos, ya sean públicos o privados, como pueden ser los 
derivados de la explotación de sus propios recursos, y que constituyen los in­
gresos patrimoniales, y los recursos crediticios, que en virtud de un contrato espe­
cifico v por su propia naturaleza, no obstante ser ingresos del Estado, se tienen 
que rembolsar en su oportunidad.

Por lo tanto, se consideran ingresos tributarios, conforme a lo señalado en la 
Ley de Ingresos de la Federación, a los impuestos, las aportaciones de seguridad 
social, las contribuciones de mejoras y los derechos, así como sus accesorios.

Como toda disposición legal, la que establece los tributos debe fundar su 
existencia en la Constitución, y si partimos del análisis de sus preceptos encon­
tramos que no existo disposición expresa que defina a los tributos como aquellas 
aportaciones que el Estado impone a los particulares con el fin principal de obtener 
recursos, y sólo podemos derivar su base constitucional del artículo 31, fracción
IV, donde se enuncia la obligación de contribuir a los gastos de los entes públicos, 
así como la facultad correlativa del Poder Legislativo de establecer las contribu­
ciones necesarias para cubrir el presupuesto, según los artículos 73, fracciones VII 
y XXIX, y 74, fracción IV, de la propia Constitución.

2.3. Los ingresos no tributarios
Como va se explicó, los ingresos no tributarios derivan de la explotación de los 
recursos del Estado y de los financian-tientos que obtiene por diferentes vías a fin

I Os ¡IH’U'sOs IU) ti llHltíH¡OS
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de completar su presupuesto. De ello podemos derivar la existencia de ingresos
patrimoniales y crediticios.

Dentro de los patrimoniales se incluyen todos aquellos ingresos que el Estado 
percibe como contraprestaciones por los servicios que otorga sin que correspondan 
a sus funciones de derecho público, así como por el uso, aprovechamiento o 
enajenación de sus bienes del dominio privado, es decir, los ingresos que el Código 
Fiscal de la Federación denomina productos.

También quedan incluidos en este rubro aquellos ingresos que obtienen 
organismos descentralizados y empresas de participación estatal, ingresos que 
son producto de la propia riqueza del Estado y que forman parte de su patrimonio.

Finalmente, se deben considerar como ingresos patrimoniales del Estado los 
demás ingresos que no obstante tener su origen en actividades realizadas de 
acuerdo con sus funciones de derecho público, no derivan de su poder de imperio, 
como multas, indemnizaciones, reintegros, participaciones, cooperaciones, rega­
lías, etc., enunciados en el Código Fiscal de la Federación y en la Ley de Ingresos 
como aprovechamientos.

De lo anterior concluimos que los ingresos patrimoniales se identifican como 
aquellas cantidades que el Estado obtiene por la administración de su riqueza, es 
decir, por el manejo de su propio patrimonio.

TRIBUTARIOS

IMPUESTOS 

APORTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL 

CONTRIBUCIÓN DE MEJORAS 

DERECHOS 

ACCESORIOS DE CONTRIBUCIONES

NO TRIBUTARIOS

PATRIMONIALES

CREDITICIOS

PRODUCTOS

APROVECHAMIENTOS

ACCESORIOS

EMPRÉSTITOS

Figura 8. Clasificación de los ingresos del Estado
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El otro apartado de los ingresos no tributarios lo constituyen los crediticios; recu rsos 
que con carácter de préstam o se obtienen por diferentes vías: financiam ientos 
internos o externos, a través de préstam os o por la em isión de bonos, cualquiera 
que sea su denom inación, pero que presentan la característica de tener que ser 
reem bolsados en su oportunidad.

N uestra Constitución, en la fracción VIII de su artículo 73, faculta al Poder 
Legislativo para sentar las bases sobre las cuales el E jecutivo pueda celebrar 
em préstitos sobre el crédito de la nación, para aprobar las operaciones que al e lec­
to realice y para reconocer y disponer el pago de la deuda nacional. E>e acuerdo 
con esta facultad, el Congreso de la Unión expidió la L ey G en eral d e la  D cu ds P u­
blica, que norm a todas las actividades relativas a esta materia (véase figura S).
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3. La potestad y 
la competencia tributarias

3.1. La potestad tributaria
3.2. La competencia tributaria
3.3. La distribución de la potestad tribu­

taria
3.4. Facultades exclusivas de la Federa­

ción
3.5. Prohibiciones para los estados
3.6. Facultades concurrentes con los es­

tados
3.7. La hacienda municipal
3.8. El Distrito Federal 

Objetivos específicos

3.9. Sistema de coordinación fiscal. Ley 
de coordinación fiscal

3.10. Límites a la potestad tributaria
3.10.1. Irretroactividad
3.10.2. Legalidad
3.10.3. Libertad de trabajo
3.10.4. Derecho de petición
3.10.5. No confiscación de bienes
3.10.6. Exención de impuestos
3.10.7. Proporcionalidad y equidad

Al finalizar este capítulo el alumno podrá:

1. Precisar el contenido de la potestad tributaria
2. Diferenciar la potestad tributaria de la competencia tributaria
3. Enunciar las facultades tributarias exclusivas de la Federación y su fundamento
4. Explicar las facultades concurrentes en materia tributaria
5. Comentar la evolución de la hacienda municipal
6. Enunciar los conceptos que integran la hacienda municipal
7. Comentar la estructura de la coordinación fiscal
8. Explicar los límites de la potestad tributaria

Cuando planteamos que el Estado necesita recursos para satisfacer necesidades 
de carácter público, y que los particulares tenemos la obligación de contribuir a 
los gastos públicos, presentamos una realidad que el Derecho debe instrumentar 
en la norma para dejar establecida nuestra obligación y la facultad del Estado 
para exigir su cumplimiento.
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Se debe tener presente que el Estado tiene com o fin prim ordial su propia 
subsistencia y salvaguarda de su soberanía, así com o la satisfacción  de las nece­
sidad es que surgen de los individuos al vivir en sociedad, necesidades colectivas 
o públicas, cuya solución perm ite crear las condiciones necesarias para el pleno

desarrollo  de las libertades individuales.
Para tales efectos, el ente público requiere elem entos y recursos materiales 

que deberá captar, ya sea de su propio patrim onio o de los particulares, depen­
diendo de las necesidades que pretenda cubrir; baste recordar que inicial mente 
las necesidades básicas a satisfacer por el Estado fueron identificadas como las 
correspondientes a un Estado Gendarm e, con actividades referidas fundamen­

talm ente a:

• La conservación del orden interior (policía)
• La defensa exterior (ejército)
• La impartición de justicia (tribunales)

Hem os expresado que el Estado, en uso de su poder de im perio, establece las 
contribuciones necesarias, y que los particulares som etidos a ese poder deben 
participar con una parte de su riqueza. "L os im puestos eran, en principio, exaccio­
nes destinadas a un fin determinado: para cubrir los gastos de guerra, etc., y se 
concedieron a petición de los soberanos. Sólo con el tiempo se convirtieron en con­
tribuciones regulares para alimentar la H acienda Pública". (Von Eheberg, Karl 
Theodor. Com pendio de H acienda P ública.)

Sin embargo, la terminología que se ha utilizado para denominar al fenómeno 
por el cual el Estado puede establecer, de manera general, la obligación de con­
tribuir a los gastos públicos, ha dado lugar a una serie de confusiones, ya que al­
gunos autores van más allá de la esencia del propio poder. Así encontramos que 
se le ha denominado "supremacía tributaria", "potestad tributaria", "potestad 
impositiva", "poder fiscal", "poder de im posición", etc., por lo que trataremos de 
precisar la terminología que se utiliza, a partir de la exposición de los fenómenos 
a que nos queremos referir: la facultad del Estado para im poner contribuciones de 
manera general, a cargo de los particulares, y la facultad para determinar, de ma­
nera particular, las cargas a cada contribuyente.

3.1. La potestad tributaria

Cuando el pueblo expresa su voluntad soberana para formar el Estado, plasma en 
su Constitución la existencia, organización y funcionamiento de sus órganos, los 
cuales quedan sometidos al orden jurídico en el ejercicio de las atribuciones ne­
cesarias para su desempeño. De esta manera la fuerza del Estado se transforma en 
poder publico, sometido al Derecho, que le sirve de medida en su manifestación, 
ya que toda su actuación deberá realizarse dentro del marco señalado por él

La potestad y la competencia tributarias _______
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Esta fuerza del Estado ha sido denom inada de diferentes m aneras: "A ris ­
tóteles hablaba de au tarqu ía ', que, com o afirm a Jellinek, era sinónim o de 'au to ­
suficiencia , es decir, im plicaba la capacidad de un pueblo para bastarse a sí m ism o 
y realizar sus fines sin ayuda o cooperación extraña. En Rom a se utilizaban las 
expresiones m aiestas', 'p o testas ' o 'im perium ' que significaban la fuerza de
dom inación y m ando del pueblo rom ano". (Burgoa, Ignacio. D erecho C on stitu cion al 
M exicano .)

A través del estab lecim ien to  de los órganos del Estado se precisan  las 
funciones que debe realizar cada uno de ellos para la consecución de los fines pre­
establecidos. Estos órganos, som etidos al poder general de la organización estatal 
al igual que el propio pueblo, ejercen las facultades que les fueron atribuidas pa­
ra la realización de sus funciones, pero siempre actuando dentro del orden juríd ico 
que les dio origen, nunca al margen ni en contra de él.

Dentro de este orden de ideas nos encontramos que el poder del Estado, 
como organización jurídico-política de la sociedad, queda plasm ado en la Cons­
titución, de donde dim ana la potestad que los órganos pueden ejercer bajo el 
sometim iento al orden jurídico preestablecido.

Acorde con la idea anterior, nuestra Constitución Política en sus artículos 39, 
40 y 41 reconoce esta fuerza como la voluntad del pueblo en quien reside el poder 
superior del Estado, es decir, la soberanía, por cuya manifestación se estructuró el 
Estado mexicano, con una organización determinada para el ejercicio de su po­
der a través de sus funciones legislativa, ejecutiva y judicial.

Con base en lo anterior podemos concluir que el poder del Estado, poder 
tributario cuando lo referimos a nuestra materia en particular, fue plasm ado en 
nuestra Constitución, de donde emana la potestad tributaria, que es ejercida por 
los órganos a quienes se les atribuye expresamente. En este sentido, la potestad 
tributaria se expresa en la norma suprema como facultad para imponer contribucio­
nes, lo cual es inherente al Estado en razón de su poder de imperio, y se ejerce 
cuando el órgano correspondiente, Congreso de la Unión, establece las contribu­
ciones mediante una ley, que vinculará individualmente a los sujetos activo y pasi­
vo de la relación jurídico-tributaria.

Cuando hablam os de la potestad tributaria nos referimos a un poder que 
será ejercido discrecionalm ente por el órgano legislativo, dentro de los lím ites 
que establece la propia Constitución; este poder se concretiza y concluye con la 
emisión de la ley, en la cual, posteriormente, los sujetos destinatarios del precepto 
legal quedan supeditados para su debido cumplimiento. En el mandato legal se 
fundamenta la actuación de las autoridades en materia tributaria, las cuales actúan 
con sujeción a lo dispuesto por la ley, de acuerdo con su competencia tributaria.

Por tanto, cuando hablamos de potestad tributaria nos referimos necesaria­
mente a la fuerza que emana de la propia soberanía del Estado, en tanto que cuando 
nos referimos a la competencia tributaria hacemos alusión a las facultades que la

____________ _ *-a potestad tributaria
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le y  h a  o to rg a d o  a lo s ó rg an o s d el E sta d o . P o te s ta d  e s  p o d e r  q u e  e m a n a  d e  la

so b era n ía  d e l E stad o ; co m p eten cia  es  facu ltad  q u e  e rl c a ra ¿ te r ís t ica s  d e  la
D e m an era  resu m id a , p o d em o s p rec isa r  la s  s .g u .e n te s  c a ra c te r .s t .c a s  d e  la

p o testad  trib u taria :

• E s in h eren te  o con n atu ra l al E stad o .

• E m an a de la norm a suprem a.

• E s e jercid a por el P od er L eg islativ o .

• Facu lta  para im poner con trib u cion es m ed ian te  ley.

• Fu n d am en ta la actu ación  de las au torid ad es.

P or tanto , com o ya se indicó, cuand o h acem os a lu sió n  a la p o testa d  trib u taria  nos 
referim os necesariam ente a la fuerza que em an a de la p ro p ia  so b era n ía  del Esta­
do, que puede ser ejercida d iscrecionalm ente p or el p o d er p u b lico , y  qu e se agota

en  su propio ejercicio.

3.2. La competencia tributaria

D ebem os dejar claro que cuando hablam os del e jercicio  de la co m p eten cia  tribu­
taria no im plica que estem os d escon ocien d o el p o d er d el E stad o  sin o , por el 
contrario, dejam os preestablecido que ese e jercicio  ratifica  la ex isten cia  del poder 
público que, por el som etim iento de sus órganos y de los co n trib u y en tes, perm ite 
la existencia de la relación jurídico-tributaria, com o resu ltad o de la ap licación  del 
Derecho, que es su más clara m anifestación.

Jarach considera que la potestad tributaria se agota con la creación de la ley y 
que la actividad administradora de las contribuciones carece de la connotación de 
potestad en virtud de que no existe una relación de poder sino un som etim iento a 
la norma, tanto por parte del Estado en su calidad de su jeto  activo , com o del par­
ticular como sujeto pasivo de la obligación tributaria. (Jarach, D ino. C u rso Su perior 
d e D erecho Tributario.) Fonrouge nos dice que el poder tributario  se m anifiesta en 
la creación de la ley y que paralelam ente se encuentra la facu ltad  de realizar la 
aplicación concreta de la norm a por parte de la autoridad ad m in istrativa, lo cual
se denomina com petencia trib u taria '. (G iuliani Fonrou ge, C arlos M. D erecho 
F inanciero.)

Por lo tanto, podemos determinar que, efectivam ente, existe una fuerza del 
Estado a través de la cual se establece la obligación a cargo de los particulares 
para contribuir a los gastos públicos. Sin em bargo, esta fuerza, este poder, sola­
mente se ha señalado de manera genérica en nuestra C onstitución.

con la rrpír- ma*Jera' la Potestad tributaria se m anifiesta en el cam po legislativo 
con la creación de las normas que establecen las situ aciones generales que al
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concretarse en la actividad o la situación de los particulares, quedarán som etidas 
a la competencia tributaria del Ejecutivo, el cual la ejercerá conform e a las norm as 
que regulan su ejercicio.

Por lo anterior, resulta que la competencia tributaria es una facultad general 
y abstracta para la actuación de los órganos públicos en esta materia, que se deriva 
del poder del Estado y que se encuentra sometida a un orden jurídico prees­
tablecido.

La Ley establece la imposición... pero la aplicación concreta de 
ese poder pide una actividad distinta de la legislativa, y es la 
del poder administrador, que también tiene cierta facultad pa­
ra determinar unilateralmente la obligación, y luego ejecutarla, 
es decir, para requerir el cumplimiento de ella por los medios 
administrativos o judiciales (apremio), aplicar sanciones (recar­
gos, intereses, multas) y de ejecutar medidas de policía fiscal 
(que las leyes llaman fiscalización). De modo que el poder fis­
cal no es lo mismo que el poder de imposición, aunque se les 
considere sinónimos. (Bielsa, Rafael, Derecho Fiscal)

En nuestro país la facultad de realizar la aplicación concreta de la norma corres­
ponde al Ejecutivo a través de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y en 
particular en materia de administración de contribuciones al Sistema de A dm inis­
tración Tributaria, órgano desconcentrado de aquélla. (Hallivis Pelayo, M anuel. 
Tratado de D erecho F iscal y  A dm inistración Tributaria d e M éxico.)

Por tanto, debemos reiterar que cuando hacemos alusión a la potestad tributa­
ria nos referimos necesariamente a la fuerza que emana de la propia soberanía del 
Estado, en tanto que cuando mencionamos la competencia tributaria nos estamos 
refiriendo a las facultades que la ley otorga a los órganos del Estado.

3.3. La distribución de la potestad tributaria

Señalamos que de acuerdo con lo preceptuado en nuestro artículo 40 constitucional 
por voluntad del pueblo se constituyó el Estado mexicano como una república 
representativa, democrática, federal, compuesta de estados libres y soberanos en 
todo lo concerniente a su régimen interior, pero unidos en una federación estable­
cida según los principios de esa ley fundamental. Esta declaración nos ubica ante 
dos órdenes político-administrativos, que ejercerán la soberanía: el federal v el 
local.

Cuando hablamos de estados unitarios, de organización centralista la dis­
tribución de potestades en esta materia no plantea problema alguno, toda voz que 
nos encontramos ante un solo órgano que absorbe todo el poder público, el cual 
‘-jerce conforme a su estructura.



El problema del ejercicio de la potestad tributaria se presenta en estados 
federales, como es el caso de México, en que se encuentra distribuida entre la Fe­
deración y las entidades federativas, como se revela en lo previsto en el artículo 
31, fracción IV, constitucional, relacionado con la obligación de los mexicanos para 
contribuir a los gastos públicos, de la Federación, Distrito Federal, listado y Muni­
cipio en que residan.

Conforme a la teoría, estado federal es el producto del acuerdo entre los di­
versos entes que le han dado vida, para lo cual se despojan de una serie de facul­
tades que transfieren a la Federación a efecto de que esta pueda ejercerlas y así 
estar en condiciones de alcanzar los objetivos para los que fue creado.

Por tanto, cuando se habla de federalismo se entiende una forma de gobier­
no en la cual opera una distribución vertical del poder y de control reciproco, que 
se lleva a cabo por los órganos constituidos en los distintos niveles de gobierno. 
Ello implica reconocer que existen alcances y limitaciones competenciales, basa­
dos precisamente en la distribución por materia, por jurisdicción y jerárqui­
camente, entre Federación, entidades y municipios.

Este principio tiene su manifestación plena en el artículo 124 de la Cons­
titución, al establecer que las facultades que no estén expresamente concedidas a 
la Federación se entiende que los Estados se las han reservado para su ejercicio. 
De ahí se desprende que la Federación tiene un campo exclusivo, por lo que sola­
mente ella, a través de sus órganos, puede actuar en este ámbito, dando lugar a lo 
que conocemos como "facultades exclusivas".

Sin embargo, también se señalan en la propia Constitución otras facultades 
que pueden ejercer tanto la Federación como los Estados, las cuales se identifican 
como facultades concurrentes entre los Estados y la Federación.

Existen algunas reglas relacionadas con la distribución de facultades, a saber:

• Facultades atribuidas a la Federación, representadas por las señaladas en el 
artículo 73 y las prohibidas a las entidades contenidas en los artículos 117 y 
118;

• Facultades atribuidas a las entidades federativas, como aquellas que de 
acuerdo al artículo 124 no estuvieran expresamente otorgadas a la Federa­
ción o no prohibidas expresamente a los estados;

Facultades prohibidas a la Federación, como las previstas en otras materias, 
por ejemplo el artículo 24;

• Facultades prohibidas a las entidades federativas: a) De manera absoluta, 
las contenidas en el artículo 117, y b) Relativas, que son las contenidas en el 
articulo 118, al señalar que se requiere autorización del Congreso de la Unión;

Facultades coincidentes para los dos órdenes: en algunas materias, como 
por ejemplo el artículo 18;

La potestad y la competencia ti il Hitar ias________ __
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• Facultades coexistentes, en las que una parte de la misma facultad compe­
te a la Federación y otra a las entidades federativas; ejemplo las fracciones 
XVI y XVII del artículo 73, en materia de salubridad general y local; vías 
generales y locales de comunicación;

• Facultades de auxilio, en la que una autoridad auxilia a otra por mandato 
constitucional;

• Facultades que emanan de la jurisprudencia.
{C onstitución P olítica de los Estados U nidos M exicanos Com entada. Instituto de 
Investigaciones Jurídicas)

La Suprema Corte señaló en su jurisprudencia que el sistema fiscal federal abarca 
facultades exclusivas, las prohibiciones expresas para los estados y aquellas que 
restringen la facultad para los estados a una autorización federal.

IMPUESTOS. SISTEMA CONSTITUCIONAL REFERIDO A 
LA M A T E R IA  FISC A L.  C O M P E T E N C IA  EN TR E LA 
FEDERACIÓN Y LAS ENTIDADES FEDERATIVAS PARA 
DECRETARLOS.- Una interpretación sistemática de los pre­
ceptos constitucionales que se refieren a la materia impositiva, 
determina que no existe una delimitación radical entre la com­
petencia federal y la estatal, sino que es un sistema complejo y 
las reglas principales son las siguientes: a) Concurrencia contri­
butiva de la Federación y los Estados en la mayoría de las fuen­
tes de ingresos (artículo 73, fracción VII y 124); b) Limitación a 
la facultad impositiva de los Estados mediante reserva y concreta 
de determinada materia a la Federación (artículo 73, fracción 
XXIX); y c) Restricciones expresas a la potestad tributaria de los 
Estados (artículo 117, fracciones IV, V, VI y VII, y 118).
(Séptima Época, Primera Parte. Vol. 6, pág. 72, Poder Judicial de 
la Federación, Tesis de Ejecutorias 1917-1985, Apéndice a l Semanario 
Judicial de la Tederación, Primera Parte, Pleno, México, Mayo 
Ediciones, 1985.)

3.4. Facultades exclusivas de la Federación

Debemos entender que el fondo de estas facultades, dentro del Federalismo Fis­
cal Mexicano, atiende básicamente a la soberanía nacional en lo exterior, así como 
al desarrollo de la Federación en lo interno. Podemos señalar en principio que son 
las necesarias para el desarrollo y progreso del país.

En el ámbito tributario, el mencionado artículo 124 constitucional marca lo 
que denominamos reserva expresa de la ley, como facultades para el orden fede­
ral, al establecer que "L as facultades que no están expresamente concedidas por
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esta Constitución a los funcionarios federales, se entienden resen a d a s  a los es­

tados".
El m ism o 73, en su fracción XXIX, otorga ni Congreso de la Unión potestad 

tributaria exclusiva en las siguientes materias:
Para establecer contribuciones

1. Sobre el comercio exterior.
2. Sobre el aprovechamiento y explotación de lo s recursos naturales com­

prendidos en los párrafos 4o. y 5o. del artículo .

3. Sobre instituciones de crédito y sociedades de seguros».
4 . Sobre servicios públicos concesionarios o explotados directam ente por la 

Federación, y

5. Especiales sobre:

a) Energía eléctrica.
b) Producción y consumo de tabacos labrados.
c) Gasolina y otros productos derivados del petróleo.
d) Cerillos y fósforos.
e) Aguamiel y productos de su fermentación.
f )  Explotación forestal.
g ) Producción y consumo de cerveza.

Las entidades federativas participarán en el rendimiento de estas contribuciones 
especiales, en la proporción que la ley secundaria federal determine. Las legisla­
turas locales fijarán el porcentaje correspondiente a los municipios, en sus ingresos 
por concepto de impuestos sobre energía eléctrica.

Complementa lo anterior, el artículo 131 al señalar que:

Art. 131. Es facultad privativa de la Federación gravar las 
mercancías que se importen o exporten, o que pasen de tránsito 
por el territorio nacional, así como reglamentar en todo tiempo 
y aun prohibir, por motivos de seguridad o de policía, la circu­
lación en el interior de la República de toda clase de efectos, 
cualquiera que sea su procedencia; pero sin que la misma Fe­
deración pueda establecer, ni dictar, en el Distrito Federal, los 
impuestos y leyes que expresan las fracciones VI y VII del 
artículo 117.

Los aspectos relativos al comercio exterior se encuentran plenamente precisados
en la Constitución. A través de la historia de México encontramos que se reserva a
la Federación la potestad de gravar las importaciones y exportaciones como fuente
exclusiva de sus ingresos, en adición a lo señalado en los artículos 117 y 118 que 
mas adelante se com entan.
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La exclusividad de la Federación en el aprovecham iento y explotación de 
los recursos naturales com prendidos en los párrafos 4o. y 5o. del artículo 27 cons­
titucional es com prensible, ya que la propiedad de dichos recursos corresponde 
originariam ente a la Nación, por tanto, ésta, a través del Congreso de la Unión, es 
la encargada del régim en tributario a que se som eten dichos bienes.

La Federación, a través de leyes reglam entarias, establece participaciones a 
favor de los estados y m unicipios en lo que se refiere al empleo de dichos recursos; 
así, por ejem plo, los estados y los municipios cuentan con una participación en la 
explotación de tierras y bosques nacionales.

Respecto de las contribuciones sobre instituciones de crédito y sociedades 
de seguros se argum enta "...que existiendo una legislación federal para la banca y 
el seguro, todas las empresas dedicadas a ellos se deben gravar de modo uniform e 
independientem ente del lugar en que puedan operar".

Acerca de los servicios públicos concesionarios o explotados directam ente 
por la Federación, el caso más significativo es el de las vías generales de com u­
nicación, radio y televisión, que bajo ninguna circunstancia pueden ser objeto de 
contribuciones de los estados, del Distrito Federal o de los municipios.

3.5. Prohibiciones para los estados

Además de la exclusividad de la Federación en algunas materias, existen otras 
expresamente prohibidas a los estados, de acuerdo con los artículos 117 y 118.

Con carácter de absoluto y que pudiéramos considerar como extensión de 
las facultades exclusivas de la Federación, están las fracciones III, IV, V, VI, VII y 
VIII del artículo 117 constitucional, que prohíben a los estados:

III. Acuñar moneda, emitir papel moneda, estampillas, ni papel sellado.

IV. Gravar el tránsito de personas o cosas que atraviesen su territorio.

V. Prohibir ni gravar, directa ni indirectamente, la entrada a su territorio, ni 
la salida de él a ninguna mercancía nacional o extranjera.

VI. Gravar la circulación, ni el consumo de efectos nacionales o extranjeros, 
con impuestos o derechos cuya exacción se efectúe por aduanas locales, 
requiera inspección o registro de bultos, o exija documentación que acom ­
pañe la mercancía.

VII. Expedir ni mantener en vigor leyes o disposiciones fiscales que importen 
diferencia de impuestos o requisitos por razón de la procedencia de mer­
cancías nacionales o extranjeras, ya sea que estas diferencias se establezcan 
respecto de la producción similar de la localidad, o ya entre producciones 
sem ejantes de distinta procedencia.
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VIII. Contraer directa o indirectamente obligaciones o em préstitos con gobier­
nos de las naciones, con sociedades o particulares extranjeros, o cuando 
deban pagarse en moneda extranjera o fuera del territorio nacional.

Las prohibiciones relativas para los estados, ya que requieren de consentimiento 
o autorización del Congreso de la Unión, son las contenidas en la fracción IX del 
mismo artículo 117, así como las previstas en las tres fracciones del artículo 118.

IX. Gravar la producción, el acopio o la venta del tabaco en rama, en forma 
distinta o con cuotas mayores de las que el Congreso de la Unión autorice. 

Artículo 118. Tampoco pueden, sin el consentimiento del Congreso de la Unión.

I. Establecer derechos de tonelaje, ni otro alguno de puestos, ni imponer 
contribuciones o derechos sobre importaciones o exportaciones,

II. Tener, en ningún tiempo, tropa permanente, ni buque de guerra, y
III. Hacer la guerra por sí a alguna potencia extranjera, exceptuándose los 

casos de invasión y de peligro tan inminente que no admita demora. En 
estos casos darán cuenta inmediata al presidente de la República.

Por lo que hace a la potestad de gravar la entrada, salida o tránsito de mercancías 
o personas, ha sido exclusiva de la Federación a partir del siglo pasado, cuando se 
promovió una reforma a la Constitución de 1857 en la que se prohibió a los estados 
gravar la entrada, salida o circulación de mercancías, o sea, los impuestos alcaba- 
latorios.

La Federación tiene como facultad expresa en el artículo 27, legislar en materia 
agraria, por lo que se desprende que también es la encargada de legislar su aspecto 
tributario, al tratarse de núcleos de población ejidal o comunal, ya que la fracción 
XXX del artículo 73 le faculta para expedir las leyes que sean necesarias para ha­
cer efectivas todas las facultades que la misma Constitución confiere al Congreso de 
la Unión.

3.6. Facultades concurrentes con los estados

Las facultades concurrentes de la Federación en materia tributaria se originan en 
aquel as fuentes que pueden ser gravadas tanto por ésta como por los estados.

C0n „ : COHCT e.nTC,.aCOmpetenCÍaI S8 da en el eÍercicio de la facultad conferida al 
estobíecer t ' ,  tT '  e"  fraCdÓn V"  d d  ar,ÍCul°  73 constitucional, para 
aquellaTmaterias IIeS neCeSarÍas Para el presupuesto federal en
miembros n°  *  eXC'US¡VaS' *  ^  ~  >ambién .os estados

virtud del pacto federal'de ^  i™ mallzada de manera especial en
del poder tributario concurren. ^  qU<! fundamentación y la razón de ser

concurrente se encuentran contenidas en la Constitución.
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HI punto de partida de la potestad tributaria de los estados se encuentra en 
el ai tículo 40, al establecer la existencia de estos entes, que son materia de la volun­
tad del pueblo mexicano, al decidir constituirse en una República, representativa, 
democrática, federal, compuesta por estados libres y soberanos en todo lo concer­
niente a su régimen interior, pero unidos en una Federación establecida según los 
principios de esta ley fundamental. Por lo tanto, el fundamento del poder tributario 
radica en la autonomía y soberanía interna de los estados, ya que la soberanía 
implica el ejercicio de la potestad tributaria.

De esta forma, todas las materias que no sean exclusivas de la Federación 
podi án ser gravadas en forma concurrente por ésta y por los estados. Así lo resolvió 
el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la revisión al amparo 
9521/65, publicada en la página 77 del volumen CXXXIII del Sem anario Ju d icia l de 
la  Federación, que en su parte conducente dice:

El que haya materias reservadas exclusivamente a la Federa 
ción, conforme a las fracciones X y XXIX del artículo 73 consti­
tucional, no significa que sus facultades impositivas deban 
limitarse a dichas materias, sino que los Estados están excluidos 
de ellas. Si bien es verdad que el impuesto citado no está com 
prendido expresamente en dichas fracciones, ello no impide 
que la Federación haga uso de las facultades impositivas en que 
concurre con los estados.

3.7. La hacienda municipal

M I

PLANTEL CHAPULTEP  
CENTRO DE INFORMmC

El desarrollo del municipio mexicano, desde 1917 a la fecha, demuestra que su si­
tuación financiera deja mucho que desear, ya que aun cuando el Congreso Consti­
tuyente de 1917 debatió largamente su autonomía financiera, se aprobó un texto 
que a casi nadie satisfizo, ya que "... las prolongadas sesiones y los numerosos 
asuntos tratados a través de enconados debates, habían acabado por agotar la 
resistencia física de los representantes (D iario de D ebatei).

En la fracción II del artículo 115 constitucional se estableció que "Los munici­
pios administrarán libremente su hacienda, la que se formará con las contribuciones 
que le señalen las legislaturas de los estados...", con lo que dejó en manos de los 
congresos estatales la facultad de asignar las contribuciones que debe recaudar el 
municipio, situación que lo hace depender, en materia tributaria, del poder estatal.

La carencia del poder tributario limita el fortalecimiento del municipio, impi­
diéndole ejercer un régimen hacendado decoroso, ya que en materia financiera 
queda supeditado a las contribuciones que las legislaturas locales le señalan y a 
las participaciones que le sean asignadas con base en la reforma que en 1932 se 
hizo a la fracción XXIX del artículo 73 constitucional.
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El m anejo arbitrario del poder tributario en favor del municipio lo ha man­
tenido supeditado por falta de suficiencia económica. Es cierto que el municipio 
siem pre ha podido m anejar libremente su hacienda, pero ello no le garantiza que 
ésta sea suficiente para satisfacer sus necesidades, ya que su integración quedaba 
sujeta a un criterio más político que económico. El Estado determinaba qué ren­
glones quedarían gravados y de qué manera, y qué participaciones le serían asigna­
das, por lo que en diciembre de 1982 se promovió una reforma al citado artículo 
115 constitucional, en la que, entre otros aspectos, se modificaron las bases de 
integración de la hacienda municipal.

En la exposición de motivos de esta iniciativa se expresa:

...estimamos conveniente asignar a las comunidades municipales 
los impuestos o contribuciones, inclusive con tasas adicionales, 
que establezcan los estados sobre la propiedad inmobiliaria así 
como de su fraccionamiento, división, consolidación, traslado, 
mejora y las que tengan por base el cambio de valor de los in­
muebles...

Se atribuyen igualmente a los municipios los rendimientos de 
sus bienes, así como de las otras contribuciones y los otros in­
gresos que las legislaturas establezcan a su favor y fundamen­
talmente también los ingresos provenientes de la prestación de 
los servicios públicos a su cargo.
...se elevó a la categoría de rango constitucional el derecho de 
los municipios a recibir las participaciones federales que en su 
caso se les asignen, disponiéndose la obligación de las legisla­
turas locales de establecer anualmente las bases, montos y plazos 
con arreglo a los cuales la Federación debe cubrir a los munici­
pios dichas participaciones.

Con las modificaciones de referencia la situación financiera del municipio se me­
jora en algunos aspectos: se le atribuyen materias exclusivas que deberán asignarles 
los estados, de donde podemos delimitar fuentes de ingresos que al igual que en 
el caso de la Federación, sólo les corresponderán a los estados.

Por lo anterior, a partir de esta reforma, la hacienda municipal está formada

por:

a) Contribuciones, fundamentalmente las relativas a la propiedad raíz y sus 

modificaciones.

b) Participaciones federales.

c) Ingresos por los servicios públicos que preste.

d) Rendimientos de sus bienes.
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C om o con clu sión  pod em os afirm ar que el m unicipio carece de p otestad  trib u ta­
ria, ya que no pu ed e establecer sus contribuciones d irectam ente, y só lo  ad m in istra  
su hacienda con base en su com petencia tributaria.

3.8. El Distrito Federal

A partir de las reform as de 1987, m ediante las cuales se creó la A sam blea de R e­
presentantes del D istrito Federal, adicionadas por las de 1996, se d eterm in ó  un 
nuevo orden jurídico para el Distrito Federal, com o asiento de los poderes federales 
y com o una "en tid ad  federativa", con población, territorio, gobierno, y el p od er 
de im perio para ejercer sobre sí mism o.

El artículo 44 constitucional señala que "L a  Ciudad de M éxico es el D istrito  
Federal, sede de los Poderes de la Unión y Capital de los Estados U nidos M exicanos. 
Se com pondrá del territorio que actualm ente tiene y en el caso de que los poderes 
Federales se trasladen a otro lugar, se erigirá en el Estado del Valle de M éxico con 
los lím ites y extensión que le asigne el Congreso G eneral".

En el artículo 122 se establece que el gobierno del Distrito Federal está a car­
go de los poderes de la Unión, y de los órganos del Gobierno del D istrito Federal, 
representativos y democráticos: Asamblea Legislativa, el Jefe de G obierno del D is­
trito Federal y el Tribunal Superior de Justicia y Consejo de la Judicatura.

Dentro de la distribución de competencias, al Congreso de la U nión le co­
rresponde:

• Legislar en lo relativo al Distrito Federal, con excepción de las m aterias
expresamente conferidas a la Asamblea Legislativa;

• Expedir el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal; y

• Legislar en materia de deuda pública del Distrito Federal.

Por su parte, el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos tiene facultad para:

• Iniciar leyes ante el Congreso de la Unión en lo relativo al D istrito Federal;
• Proponer al Senado a quien deba sustituir, en caso de rem oción, al Jefe de 

Gobierno del Distrito Federal;

• Enviar anualmente al Congreso de la Unión la propuesta de los m ontos de 
endeudamiento necesarios para el financiamiento del Presupuesto de Egre­
sos del Distrito Federal. Para tal efecto, el Jefe de Gobierno del Distrito 
Federal someterá a la consideración del Presidente de la República la pro­
puesta correspondiente, en los términos que disponga la ley;

• Proveer en la esfera administrativa a la exacta observancia de las leyes que 
expida el Congreso de la Unión con respecto al Distrito Federal; y
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• U s  dem.ls atribuciones que le señale esla Constitución, el Estatuto de Co- 

bienio y las leyes.

Por lo que se refiere a la Asamblea Legislativa, le com p tt

• Expedir su ley orgánica, la que será enviada al Jefe de Gobierno del Distrito 
Federal, para el solo efecto de que ordene su publicación, y

• Examinar, discutir y aprobar anualmente el Presupuesto de Egresos y la 
Ley de Ingresos del Distrito Federal, aprobando primero las contribucio­
nes necesarias para cubrir el presupuesto.

Dentro de la ley de ingresos no podrán incorporarse montos de endeudamiento 
superiores a los que haya aprobado previamente el Congreso de la Unión para el 
financiamiento del Presupuesto de Egresos del Distrito Federal.

La facultad de iniciativa respecto de la ley de ingresos y el presupuesto de 
egresos corresponde exclusivamente al Jefe de Gobierno del Distrito Federal. El 
plazo para su presentación concluye el 30 de noviembre, con excepción de los 
años en que ocurra la elección ordinaria del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, 
en cuyo caso la fecha límite será el 20 de diciembre.

A la Asamblea Legislativa también le compete formular anualmente su pro­
yecto de presupuesto y enviarlo oportunamente al Jefe de Gobierno del Distrito 
Federal para que éste lo incluya en su iniciativa.

A la hacienda pública del Distrito Federal, en lo que no sea incompatible con 
su naturaleza y su régimen orgánico de gobierno, le son aplicables las disposicio­
nes contenidas en el segundo párrafo del inciso c  de la fracción IV del artículo 115 
de la Constitución, relacionado con la prohibición de las leyes federales para li­
mitar la facultad de imponer las contribuciones a que se refieren los incisos a y  c 
del mismo artículo.

Las prohibiciones y limitaciones que la Constitución establece para los estados 
se aplicarán para las autoridades del Distrito Federal.

3.9. Sistema de coordinación fiscal. 
Ley de Coordinación Fiscal

Con el proposito de solucionar los problemas en materia de potestad y competen­
cia tributarias entre Federación, estados y municipios, y a fin de fortalecer el pacto 
federal, se realizaron tres convenciones nacionales fiscales y eran núm ero de

: Z r r T ICS? e funCÍOnarios fiscales á t a l e s  y federales, siempre pro- 
ria fiscal C° ° rdlnaCl6n en,re la A e ra c ió n  y las entidades federativas en mate-
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En la actualidad esta actividad tiene su base en la Ley de C oordinación Fiscal, 
publicada en el D iario O ficia l d e la  F ederación  el 27 de diciem bre de 1978, con la cual 
se pretende:

a) Coordinar el sistem a fiscal de la Federación, estados, m unicip ios y D istrito
Federal;

b) Organizar el Fondo G eneral de Participaciones;

c) Fijar las participaciones a las entidades federativas;

d) Regular la form a de colaboración adm inistrativa; y

e) Establecer organism os para el m anejo de la coordinación.

El instrumento básico para la operación de este sistem a de coord inación  es el 
convenio de adhesión que celebran las diferentes partes a fin de lograr los p rop ósi­
tos enunciados, en donde se acuerda que las entidades se abstendrán de estab lecer 
o mantener contribuciones previstas expresam ente por leyes fiscales federales; 
además del convenio de colaboración adm inistrativa en m ateria fiscal federal para 
que las autoridades estatales y m unicipales participen en las funciones de recau ­
dación, fiscalización y adm inistración de los ingresos federales.

La coordinación fiscal entre la Federación y los estados, y entre éstos y  los 
municipios, da lugar a las participaciones en el producto de las contribuciones 
federales, para lo cual se crean diferentes fondos, según la Ley de C oordinación 
Fiscal:

a) Fondo General de Participaciones: formado con 20% de la recaudación fe­
deral, así como por los derechos sobre la extracción del petróleo y de m inería; 
1% de la recaudación federal participable en el ejercicio, que corresponderá 
a las entidades federativas y los municipios cuando se coordinen en m ateria 
de derechos, 80% del impuesto recaudado en 1989 por las entidades fed e­
rativas, por concepto de las bases especiales de tributación; los accesorios de 
las contribuciones y 50% de los productos relacionados con la venta o arren­
damiento o explotación de bienes o bosques.

b) Fondo de Fomento Municipal. Con 1% de la recaudación federal participable

Los estados deberán entregar a sus m unicipios cuando m enos 2 0 % del Fondo 
General de Participaciones y del Fondo Financiero Com plem entario. Respecto del 
Fondo de Fomento M unicipal, los municipios lo perciben íntegram ente.

Los organismos que se encargan del desarrollo, vigilancia y perfecciona­
miento de este sistema son:

a)  La Reunión Nacional de Funcionarios Fiscales;

b) La Comisión Perm anente de Funcionarios Fiscales; y
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de las entidades federativas.
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Finalmente, es necesario sei a ai q > t ¡ln|taria de los estados, principalmente
soñera ciertas “ |o ¿  , rán establecerlos en algunos casos de li­
en materia de d e n x h o s y o q .a  . I ^
concias, registros, uso di. vía pul >

3.10. Límites a la potestad tributaria

El ejercicio de la potestad tributaria debe ajustarse a los lineamientos señalados 
por la Constitución, tanto por lo que se refiere al establecimiento de los tributos 
como para la actuación de la autoridad en la aplicación de la ley restricción a la 
que identificamos como el límite a la potestad tributaria del Estado.

El establecimiento de un tributo no sólo debe seguir los lineamientos orgá­
nicos de la Constitución, sino que también debe respetar las garantías del gober­
nado, pues de no sor así, el contribuyente podrá prom over el juicio de amparo, 
para dejar sin eficacia un tributo nacido en contra del orden establecido por la
Constitución.

3.10.1. Irretroactividad

El artículo 14 constitucional establece que: "A  ninguna ley se dará efecto retroactivo 
en perjuicio de persona alguna". Esta prohibición es tanto para el poder encargado 
de expedir las leyes, como para todas aquellas autoridades que las aplican. Se pre­
senta cuando la duración de una situación jurídica, nacida al amparo de una ley, 
se prolonga más allá de la fecha en que dicha ley fue sustituida por otra.

Respecto de esta cuestión la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió 
una ejecutoria donde establece que: "E l problema de la aplicación de las leyes en 
cuanto al tiempo, descansa en la diferencia entre el efecto inm ediato y el efecto re* 
troactivo de una ley, siendo el primero, la aplicación de una ley en el presente y el 
segundo en el pasado. ...Esta distinción se ve con claridad cuando se trata de sitúa- 
Clones jurídicas nacidas y extinguidas bajo el imperio de una sola ley, pero requiere 
algunas explicaciones cuando la duración de una situación jurídica, nacida al am­
paro de una ley, se prolonga más allá de la fecha en que dicha ley fue sustituida

medhtn v 8ra .eSt0S casos- se hace preciso determinar en qué consiste el efecto ¡n
S  °t  “ ' êna 61 retroacti™  de una ley; si la nueva ley pretende aplicarse a

n ^ e n c u ^ t ^  7 “  “  si P - ' - d e  aplicarse a situaciO'cursofaUapeniimtm, ^  necesar¡o ^  P P entre las parte*

, y la «on.|.« K-r«'•> »<«»u.......»...................
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anteriores, para las cuales la ley nueva, al aplicarse, no tendrá un efecto inm e­
diato; por últim o, en relación con los hechos futuros fu tu ra  es claro que la ley 
no puede ser nunca retroactiva".

Esta interpretación nos puede servir com o base para concluir que en  m ateria 
tributaria el punto de partida para determ inar la irretroactividad de la ley se en ­
cuentra en la realización del hecho generador en relación con su vigencia, de tal 
modo que sólo podrán generarse efectos jurídicos conform e a lo d ispuesto en la 
norma tributaria vigente en el m om ento en que el hecho generador se realizó. 
Esta característica se establece en el artículo 6o del C ódigo F isca l d e la  F ederación .

3.10.2. Legalidad

Esta garantía incluye dos aspectos: 1) Sobre el establecimiento de las contribuciones 
y 2) Sobre la actuación de las autoridades.

La primera parte se encuentra regulada en la fracción IV del artículo 31 cons­
titucional, que establece la obligación de los mexicanos de contribuir a los gastos 
públicos de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes, lo que 
significa que sólo por ley, formal y materialmente considerada, pueden ser im ­
puestas las contribuciones, con los elem entos que las integran: sujeto, objeto, base, 
tasa o tarifa, lo que nos permite aplicar en este caso el aforismo de N itllutn Tributum  
sin e lege.

Este precedente nos lleva a considerar el principio de Reserva de la Ley, en 
virtud del cual las contribuciones sólo pueden ser establecidas por una norm a ge­
nerada conforme al proceso legislativo que prevé nuestra Constitución, es decir, 
sólo la ley, formal y materialmente considerada, puede regular los elem entos que 
las integran: sujeto, objeto, base, tasa o tarifa, como lo establece el artículo 5o del 
Código F iscal de la  Federación.

Como excepción a este principio encontramos la posibilidad de que el E jecuti­
vo legisle en los términos de los artículos 29 y 131, párrafo segundo, de la C ons­
titución.

El segundo aspecto se reglamenta en el primer párrafo del artículo 16 consti­
tucional, que condiciona todo acto de molestia y, en general, todo acto de autoridad 
a estar fundado y motivado. Dicho párrafo expresa: "N adie puede ser m olestado 
en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de m anda­
miento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del 
procedimiento".

El Código F iscal d éla  Federación  señala que entre las causas que producen la anu­
lación de una resolución o de un procedimiento administrativo, se encuentra la 
omisión o incumplimiento de las formalidades que legalmente deba revestir la re­
solución o el procedimiento impugnado.
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, , 1  autoriza la realización  de actos de control
El último parrafo de ar íc papeles y libros de los contribuyente*

de impuestos a través de la inspeccio P< l  sigu ien d o las forma’
para conocer el cum plim iento de sus obligaciones

lidades prescritas para los cáteos.

3.10.3. Libertad de trabajo

El articulo 5° de la Constitución consigna la libertad de tralw jo en  la cual existe 
un limite al poder tributario del Estado, ya que un im puesto no debe afectar dicha 
libertad de empleo, como tampoco la libertad y seguridad requeridas para que 
una persona se dedique a la industria o com ercio que le acom ode, siem pre que la

actividad sea lícita.
La libertad de trabajo no debe ser atacada por el ejercicio del poder fiscal al ex­

pedir leyes que graven los productos del trabajo en form a excesiva, privando al 
sujeto de los rendimientos de la labor realizada.

3.10.4. Derecho de petición

La Constitución establece en su artículo 8o que "L os funcionarios y em pleados pú­
blicos respetarán el ejercicio del derecho de petición, siem pre que ésta se formule 
por escrito, de manera pacífica y respetuosa".

La existencia de esta garantía individual es producto de la exigencia social y 
jurídica de un régimen de derecho. En materia tributaria el derecho de petición es 
una facultad que todo individuo tiene para solicitar la intervención de las autori­
dades fiscales a fin de que se cumpla la ley fiscal. Cuando el gobernado ejerza su 
derecho de petición, la autoridad deberá em itir un acuerdo escrito  en respuesta a  

la petición que le fue presentada.
El criterio de la Suprema Corte de Justicia es que: "L a  garantía no consiste en 

que las peticiones se tramiten y resuelvan sin las form alidades y requisitos que 
establecen las leyes relativas; pero sí im pone a las autoridades la obligación de 
dictar a toda petición hecha por escrito, esté bien o m al form ulada, un acuerdo 
también por escrito, que debe hacerse saber en breve térm ino al peticionario".

3.10.5. No confiscación de bienes

De acuerdo con el artículo 22 constitucional, queda prohibida la confiscación d* 
bienes, y el mismo precepto señala de m anera expresa que no se considera confis­
cación la aplicación total o parcial de bienes para el pago de im puestos o m u lt*
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El Estado, es conveniente hacer notar, no está facultado por dicho ordena­
miento para aprobar im puestos confiscatorios; lo que se busca con este precepto 
es evitar que los particulares evadan el pago de sus contribuciones.

3.10.6. Exención de impuestos

El artículo 28 de la Constitución establece que en los Estados U nidos M exicanos 
queda prohibida la exención de impuestos, en los térm inos que establezca en la 
ley secundaria. El texto original de este artículo establecía la prohibición abso lu ­
ta de la exención.

Este enunciado originó grandes controversias entre los doctrinarios, y al res­
pecto la Suprema Corte de Justicia mantuvo el criterio de que mientras la exención 
no se otorgue en forma particular en un momento dado, sino que se aplique a to­
da una categoría de sujetos, estará dentro de los lincam ientos constitucionales. La 
tesis de la Suprema Corte es:

...la prohibición de exención de impuestos a que se refiere el ar­
tículo 28 constitucional está reservada para los casos en que se 
trata de favorecer a determinadas personas, estableciendo un 
privilegio a su favor, pero no cuando la exención alcanza a to­
da una categoría de personas por medio de leyes de carácter 
general.

3.10.7. Proporcionalidad y equidad

La proporcionalidad de las contribuciones se encuentra prevista en la fracción IV 
del artículo 31 constitucional, en la que se establece la obligación de contribuir de 
esta forma para los gastos públicos. En el mismo dispositivo se hace referencia a 
la equidad en la imposición.

La idea de proporcionalidad necesariamente debe ser referida a un todo, del 
que la contribución forma parte, y es de esta forma que se ha determ inado que esa 
proporcionalidad debe identificarse con la capacidad contributiva de las personas, 
no con la capacidad económ ica, que implica una idea más am plia y que no nece­
sariamente coincide con la posibilidad de participar en el sufragio de los gastos 
públicos, puesto que debe entenderse que la capacidad económ ica plantea un pa­
norama muy am plio de todos los elementos que participan en las condiciones 
económicas de las personas, en tanto que la capacidad contributiva im plica una 
depuración de estos elem entos, a fin de fijar la parte en que el individuo puede 
participar para la cobertura de los gastos públicos.

La equidad se identifica como el impacto del gravamen, que debe ser el mismo 
para todas las personas que se encuentren colocadas en la misma circunstancia con-
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4.2.1. Impuestos
4 .2 2 . Aportaciones de seguridad so­

cial
4.2.3. Contribuciones de mejoras
4.2.4. Derechos

4.2.5. Accesorios de las contribu­
ciones

4.3. Los impuestos
4.4. Principios de los impuestos

4.4.1. Los principios generales
4.4.2. Los principios elementales
4.4.3. Los principios constitucionales

4.5. Clasificación de los impuestos
4.6. Efectos de la tributación

4.6.1. La repercusión
4.6.2. La difusión
4.6.3. La utilización del desgrava- 

miento
4.6.4. La evasión

Objetivos específicos

Al finalizar este capítulo el alumno podrá:

1. Describir las características de las contribuciones.
2. Diferenciar los presupuestos de cada una de las contribuciones.
3. Enunciar los principios básicos de las contribuciones.
4. Describir los elementos fundamentales de las contribuciones.
5. Explicar los principios establecidos en la fracción IV del artículo 31 constitucional.
6. Describir el fenómeno de la repercusión.
7. Comentar los efectos económicos de la tributación.
8. Diferenciar los impuestos directos de los indirectos, y los reales de los personales.

Las contribuciones son las aportaciones económicas impuestas por el Estado, 
independientem ente del nombre que se les asigne, como impuestos, derechos, o
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contribuciones especiales, y son id en tificad as con  el n om bre gen érico  de 

en razón de la im posición unilateral por parte del en te p ú blico .
ra ra  exponer un concepto de lo que debem os en ten d er por tributo, partuvnuvs 

de lo d ispuesto por el artículo  31, fracción  IV, con stitu cion al, q u e  establece la obl¡. 
gación de "C on trib u ir para los gastos pú blicos, así de la Fed eración , com o del 
D istrito  Federal o del estado y m unicipio en que resid an, de la m anera proporvio-

nal v equitativa que d ispongan las leyes .
C on base en el texto constitucional transcrito , es posib le id en tifu ar a los

tributos com o las aportaciones económ icas que, de acuerd o con la ley, exige el 
Estado de m anera proporcional y equitativa a los p articu lares su jetos a su potes­
tad soberana, y que se destinan a cubrir el gasto público.

C on la in tención  de reforzar el con cep to  c itarem o s d os d efin icion es de 
distinguidos tratadistas: G iuliani Fonrouge lo define com o "u n a  prestación obli­
gatoria, com únm ente en dinero, exigida por el Estado en virtud de su poder de 
im perio y que da lugar a relaciones ju ríd icas de derecho p ú b lico". De acuerdo con 
el m aestro Sergio F. de la Garza, que tam bién utiliza el térm ino com o equivalente 
de contribución, "e l tributo consiste en una relación que se estab lece entre dos 
sujetos: de un lado el acreedor del tributo, quien tiene derecho a exigir la presta­
ción, esto es, el Estado, y por el otro, el deudor del tributo, quien tiene la obli­
gación de realizar la prestación obligatoria, pecuniaria o en esp ecie".

4.1. Características de las contribuciones

De la disposición constitucional transcrita podem os d eriv ar algu nas notas esen­
ciales para la determ inación del concepto que pretendem os esclarecer. Estas notas 
son:

1. Su naturaleza es netam ente personal.
2. Son aportaciones pecuniarias.

3. Su producto se debe destinar a cu b rir los gastos de los en tes  públicos.
4. La aportación debe ser proporcional y equitativa.

5. Esta obligación se puede establecer sólo m ediante d isposición legal.

4.1.1. Obligación personal

Es obligación de los m exicanos contribuir...". De acuerdo con el principio funda­
mental, el Derecho origina relaciones jurídicas cuyo contenido, facultades y obli­
gaciones, vinculan a las personas y sólo a ellas. Las relaciones ju ríd icas se generan 
entre las personas, no con las cosas, ya que éstas, com o propiedad de las personas, 
sirven como garantía en el cum plim iento de sus obligaciones. A sí la obligación,
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que constituye un elem ento de la relación jurídico-tributaria, es de naturaleza 
personal.

La explicación del sometimiento de los particulares se ha realizado con base 
en dos interpretaciones: por un lado, la relativa a la generalidad de la ley que se 
establece en el artículo primero constitucional, la cual se acepta para todas las 
personas y en todas las ramas del Derecho, ya que sería absurda la sustracción de 
cualquier persona o materia, por ejemplo, los extranjeros. Por otro lado encontra­
mos la explicación que se deriva de las fracciones VII y XXX del artícu lo  73 
constitucional, donde la primera establece la facultad del Congreso para im poner 
las contribuciones necesarias para cubrir el presupuesto, y la segunda incluye las 
facultades implícitas para hacer efectivas las disposiciones expresamente señala­
das y, si el Congreso tiene autorizado el establecimiento de contribuciones, deberá en­
tenderse que podrán imponerse hasta donde el poder de imperio del Estado alcance.

4.1.2. Aportación pecuniaria

"Contribuir para los gastos...". Es indiscutible que se puede contribuir con el Estado 
de muy diversas maneras, sin embargo, cuando se habla de que la aportación es 
para gastos, sólo podremos pensar en que la contribución será de carácter pecu­
niario, dada la naturaleza monetaria de la economía actual. Sin embargo, es posible 
que las contribuciones sean en especie.

4.1.3. Para el gasto público

"Contribuir para los gastos públicos así de la Federación, Distrito Federal, estado o 
municipio en que residan...". De lo anterior derivamos que el producto de las con­
tribuciones solamente se puede destinar para los gastos públicos y no para otro fin, 
pues el destino que se da a los impuestos es elemento esencial de los tributos.

Lo expuesto pone de manifiesto la generalidad del destino de estos productos, 
lo cual no excluye la posibilidad de asignarlos a fines específicos dentro del gasto 
público. Por lo tanto, tenemos que de la masa global de los ingresos tributarios se 
harán las aplicaciones que procedan para aspectos particulares del gasto público, 
aunque también existe la posibilidad de destinar el producto específico de un 
tributo a un fin particular, claro está, siempre apoyados en una disposición legal.

4.1.4. Proporcional y equitativa

"...de la manera proporcional y equitativa... . Quizá sean estos elementos de las 
contribuciones los que más controversias han originado con respecto a las carac- 
terísticas que ellas presentan.
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La proporcionalidad  da la idea de una parte  de algo ; necesariam ente hace 
alusión a una parte de alguna cosa con  características económ icas, por lo que dedu­
cim os que el tributo se debe estab lecer en  p rop orción  a la riqu eza de la persona 
sobre la que va a incidir. La equ id ad , por su p arte , se orig in a en  la idea de la jus­
ticia del caso concreto, de la ap licación  de la ley en igu ald ad  de condiciones a los 
que se encuentran  en igualdad de circunstancias. La Su p rem a C orte de Justicia 
identificó  estos conceptos al m anifestar que el tributo  ...es equitativo en cuanto 
se aplica en form a general a todos los que se en cu en tren  en  la m ism a situación 
tributaria, y es proporcional, puesto que se cobra segú n  la capacid ad  económica 
de los causan tes...".

A dem ás de la anterior existen d iversas tesis de la Su prem a Corte en las que 
se ha pretendido, sin conseguirlo, aclarar los concep tos que nos ocupan. Una de 
esas d efin icion es señala  que una ley tr ib u taria  d e jará  de ser proporcional y 
equitativa "...cuando aparezca que el im puesto es exorbitante y ruinoso..." (Apéndice 
d e Ju risp ru den cia  1917-1975, tesis 54, págs. 127 y 128), lo cual nos deja en la misma 
confusión.

Podem os con clu ir con  la ex p licació n  m ás sen cilla  in d ican d o  que habrá 
proporcionalidad y equidad cuando la carga del im pu esto  sea de acuerdo con la 
capacidad contributiva de los su jetos y se ap liqu e a tod os aquellos que se en­
cuentren en el supuesto señalado por la ley.

4.1.5. Establecimiento sólo a través de una ley

" ...y  equitativa que dispongan las ley es". El m andato  constitucional establece la 
exigencia de que las contribuciones se im pongan so lam en te por m edio de una ley. 
Esta disposición identifica al principio de legalidad  en m ateria tributaria. Confor­
me a la división de poderes el acto legislativo es facultad del Congreso de la Unión, 
razón por la cual él y sólo él podrá em itir leyes en sentid o form al y material; es 
m ás, dentro del proceso legislativo, cuando se trata de leyes relativas a las contri­
buciones se requiere que la cám ara de origen sea precisam ente la Cám ara de Dipu­
tados, la cual, conform e a la teoría constitucional, es la representante de la población 
(artículo 72).

Este criterio sería p lenam ente válido en una estru ctu ra estatal donde la di­
visión de poderes fuera rígida, lo cual, com o se ha d em ostrad o am pliam ente, es 
im p ro a  dente. N uestro sistem a constitucional prevé dos excepciones al principia 

general, cuando se trate de situ aciones de em ergen cia  que pongan en grave p̂ ü 
gro la seguridad del país, y cuando el E jecu tivo  sea au torizad o  por el L e g i s l a t i v o  

para d ictar leyes a fin de regular la econom ía del país y el com ercio exterior (ar­
tículos 29, 49 y 131 constitucionales). En estos casos y sólo  en ellos, el Ejecutivo 
podrá ejercer facultades legislativas em itiend o tos llam ados decretos ley, que s°
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form alm ente d ecretos del E jecutivo y m aterialm ente norm as ju ríd icas generales, 
im personales y abstractas.

Así ten em os qu e solam ente en los dos casos m encionados las co n trib u cio ­
nes pueden ser im puestas por el E jecutivo, pero sin perder de vista que el principio
general o rd en a qu e se estab lezcan  m ediante una ley, form al y m ateria lm en te  
hablando.

4.2. Clasificación de las contribuciones

Cuando realizam os el análisis de los ingresos de la Federación dejam os asentad o 
que, de ellos, los ingresos tributarios solam ente son los im puestos, las ap ortacio ­
nes de seguridad social, las contribuciones de m ejoras y los derechos, así com o los 
accesorios que tengan su origen en situaciones tributarias.

4.2.1. Impuestos

Conform e a la teoría de la tributación, la figura tributaria por excelencia son los 
im puestos, que representan el m onto de ingresos tributarios más im portante que 
perciben la Federación, las entidades federativas y los m unicipios.

De acuerdo con lo que dispone el artículo 2o, fracción I, del C ódigo F isca l d e la  
Federación-. "Im p u estos son las contribuciones establecidas en la ley que deben 
pagar las personas físicas y m orales que se encuentren en la situación jurídica o de 
hecho prevista por la m ism a...". En el propio C ódigo F isca l d e la  F ederación  se 
establece, sin lugar a dudas, que los im puestos son los tributos más representa­
tivos, ya que se tratan com o gravám enes a cargo de los particulares, de tal m ane­
ra que la m ayoría de las relaciones entre el fisco y los contribuyentes se vinculan 
con la determ inación, liquidación, pago y posible impugnación de los ya citados 
impuestos.

4.2.2. Aportaciones de seguridad social

Tenemos otras figuras señaladas en la Ley d e Ingresos d e la  Federación , las cuales se 
catalogan tam bién como tributos. Nos referimos a las aportaciones para el infonavit 
y las cuotas para el seguro social, conocidas como aportaciones de seguridad social.

Estas contribuciones generalmente se refieren a cuotas obrero-patronales que 
tienen com o fin cubrir los gastos necesarios para el otorgamiento de beneficios de 
seguridad social, como asistencia médica, quirúrgica, hospitalaria, seguro de mater­
nidad, indem nización, jubilación, derechos a la vivienda, créditos hipotecarios, 
centros vacacionales y apoyos para capacitación, entre otros.

-----------------Clasificación de las co ntribuciones
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El KtKuIo '• fracción 1L del Código Fiscal señala: "A portaciones de seguridad
El articule -  lecidas en lev a cargo de personas que son sus-

cu m p lim ien to  de obligaciones fijadas por la ley en 

materia í c  p u r id a d  social o «as p e a n a s  que se bene ,c ,en  en  form a esp eca , por 
sen-icios de secundad social proporcionados por el m ism o Estado .

Pero las denominaciones de aportaciones, cuotas o contribuciones, mas que 
ju n d io s  son económ icas, va que sólo se refieren a un  contenido económ ico pe, 0 
no nos informan de su estru ctu ra  y m ucho m enos sobre los elem entos jurídicos 
que las conforman. Según parece, estos nom bres se utilizan solo para caracterizar 
alguna diferencia nominal respecto de los dem ás tributos.

4.2.3. Contribuciones de mejoras

A fin de precisar la naturaleza jurídica de estos gravám enes debem os recurrir a la 
doctrina, que nos proporciona una figura adecuada al caso denom inada contri­
buciones especiales, que se establece por im posición unilateral del Estado en 
función de un beneficio claramente obtenido por el deudor, que se genera por la 
realización de obras públicas o por el establecim iento de servicios cuyo producto 
debe ser destinado a cubrir el gasto originado por la obra o el servicio.

Las contribuciones de mejoras también participan de la naturaleza tributaria, 
sobre todo por la imposición unilateral de la exacción y el fin de su producto para 
un gasto de naturaleza pública, que proporciona ventajas especiales a los propie­
tarios de bienes inmuebles, ya que se trata de una aportación que hacen los particu­
lares para costear una obra pública o un servicio que brinda ventajas económicas 
o de bienestar social al individuo, a la familia y a la com unidad, tales como ca­
rreteras, mercados, escuelas, etc. Cabe resaltar que estas contribuciones incremen­
tan el valor comercial de los bienes inmuebles ubicados en el área de influencia de 
la obra respectiva, beneficiando al contribuyente de manera directa e indirecta.

El Código F iscal de la  Federación  las define en la fracción III de su artículo 2o 
como. ...las establecidas en ley a cargo de personas físicas y m orales que se 
beneficien de manera directa por obras públicas".

4.2.4. Derechos

Otro apartado de la Ley de Ingresos d e la  Federación  lo constituyen los derechos, 
también denommados "tasas" por la doctrina, los cuales han dado lugar a gran 
número de controversias con respecto a su naturaleza tributaria, ya que inicial­
mente una corriente no los consideró com o tributos en virtud de que para el 
nacimiento de la obligación opinaba que era necesaria la participación de la vo-

lü r ¡n I S qU8 uClta d  Servici0' Sin embargo, la generalidad de la doctrina los incluye como contribucionp»; t . . . °  >;c.s, ya que su establecim iento se impone por di~
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posición unilateral del Estado, y la participación de la voluntad del particular lo 
que pretende es la obtención del servicio, no la obligación, que por tratarse de un 
tributo, se genera por disposición de la ley, no por la expresión de la voluntad del 
particular.

Con base en nuestro Código Fiscal tam bién podem os concluir en su natu­
raleza tributaria, puesto que, como contraprestaciones, se trata de aportaciones 
de los particulares cuyo origen es la prestación de un servicio otorgado por el Es­
tado en sus funciones de Derecho Público, o el uso o aprovechamiento de los bienes 
del dominio público de la Nación.

El artículo 2°, fracción IV, del invocado Código Fiscal Federal los define como: 
"...las contribuciones establecidas en ley por el uso o aprovechamiento de los bienes 
del dominio público de la Nación, así como por recibir servicios que presta el Es­
tado en sus funciones de derecho público, excepto cuando se presten por orga­
nismos descentralizados u órganos desconcentrados cuando, en este últim o caso, 
se trate de contraprestaciones que no se encuentren previstas en la ley federal de 
derechos. También son derechos las contribuciones a cargo de los organism os 
públicos descentralizados por prestar servicios exclusivos del Estado."

AI respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció lo siguiente:

DERECHOS TRIBUTARIOS POR SERVICIOS. SU EVO­
LUCIÓN EN LA JURISPRUDENCIA. Las características de 
los derechos tributarios que actualmente prevalecen en la juris­
prudencia de este alto tribunal encuentran sus orígenes, según 
revela un análisis histórico de los precedentes sentados sobre la 
materia, en la distinción establecida entre derechos e impuestos 
conforme al artículo 3o. del Código Fiscal de la Federación del 
año de mil novecientos treinta y ocho, y su similar del Código 
del año de mil novecientos sesenta y siete, a partir de la cual se 
consideró que la causa generadora de los derechos no residía en 
la obligación general de contribuir al gasto público, sino en la 
recepción de un beneficio concreto en favor de ciertas personas, 
derivado de la realización de obras o servicios ("COOPERA­
CIÓN, NATURALEZA DE LA", jurisprudencia 33 del Apéndice 
de 1975, la. Parte; A.R. 7228/57 Eduardo Aunchi Serrano; A.R.
5318/64 Catalina Ensástegui Vda. de la O.; A.R. 4183/59 Marín 
Teresa Chávez Campomanes y coags.). Este criterio, sentado 
originalmente a propósito de los derechos de cooperación (que 
entonces se entendían como una subespecie incluida en el ru­
bro general de derechos), se desarrollaría más adelante con 
motivo del análisis de otros ejemplos de derechos, en el sentido 
de que le eran inaplicables los principios de proporcionalidad y 
equidad en su concepción clásica elaborada para analizar a los 
impuestos, y que los mismos implicaban en materia de derechos

_______________ Clasificación de las contribuciones___________
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r->7nm ble relación entre su cuantía y el costo 
que existiera u n a t ado ("D ERECH O S POR
general y/oespeuficc c m  ACIÓN Y CANJE DF 
PVPFDÍCIÓN TRASPASO, REVALIDACION \ C A I\ Jt DE
p e r “ Í  u c e n c i a s  m u n i c i p a l e s  d e  g i r o s  m e r ­
c a n ™  K  INCONST1TUCIONAL1DAD DEL ARTICULO 14, 

FRACCIONES 1. INCISO C, II, INCISO D, DE LA LEY DE 
INGRESOS DEL M U N ICIPIO  DE TEC A TE, BAJA  C A L I­
FORNIA, PARA EL AÑO DE 1962, QUE FIJA EL M ONTO DE 
ESOS DERECHOS CON BASE EN EL CAPITAL EN GIRO DE LOS 
CAUSANTES, Y NO EN LOS SER\ ICIO S PRESTA D O S A 
LOS PARTICULARES", Vol. CXIV, 6a. Época, Primera Parte; 
"D ER EC H O S FISC A LES. LA P R O P O R C IO N A L ID A D  Y 
EQUIDAD DE ÉSTOS ESTÁ REGIDA POR UN SISTEM A  
DISTINTO DEL DE LOS IMPUESTOS", Vol. 169 a 1 74 ,7a. Época, 
Primera Parte; "AGUA POTABLE, SERVICIO MARÍTIMO DE. 
EL ARTÍCULO 201, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE HACIENDA 
PARA EL TERRITORIO DE BAJA CALIFORNIA, REFORMADO 
POR DECRETO DE 26 DE D IC IEM B R E  DE 1967 , QUE 
AUMENTÓ LA CUOTA DEL DERECHO DE 2 A 4 PESOS EL 
METRO CÚBICO DE AGUA POTABLE EN EL SERVICIO  
MARÍTIMO, ES PROPORCIONAL Y EQUITATIVO; Y POR LO 
TANTO NO ES EXORBITANTE O RUINOSO EL DERECHO 
QUE SE PAGA POR DICHO SERVICIO ", Inform e de 1971, 
Primera Parte, pág. 71). El criterio sentado en estos términos, 
según el cual los principios constitucionales tributarios debían 
interpretarse de acuerdo con la naturaleza del hecho generador 
de los derechos, no se modificó a pesar de que el artículo 2o., 
fracción 111 del Código Fiscal de la Federación del año de mil 
novecientos ochenta y uno abandonó la noción de contrapres­
tación para definir a los derechos como «las contribuciones 
establecidas por la prestación de un servicio prestado por el Estado 
en su carácter de persona de derecho público, así como por el uso 
o aprovechamiento de bienes del dominio público» (A.R. 7233/ 
85 Mexicana del Cobre, S.A. y A.R. 202/91 Comercial Mabe, S.A.). 
De acuerdo con las ideas anteriores avaladas por un gran sector 
de la doctrina clásica tanto nacional como internacional, puede 
afirmarse que los derechos por servicios son una especie del gé­
nero contribuciones que tiene su causa en la recepción de lo que 
propiamente se conoce como una actividad de la Administración, 
individualizada, concreta y determinada, con motivo de la cual 
e es a ece una relación singularizada entre la Administración y 

usuano, que justifica el pago del tributo.

£ t » 6 Urde|r9 dendal P/J-4 V % - N° Vena ÉP ° « -  T° m°  IV- !uli°  de 1996, del Sem anano Ju d ia ,!  de h  FederacU n.)
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4.2.5. Accesorios de las contribuciones

Tratándose de ingresos d erivados de los tributarios no c la s if ica b a s  com o im ­
puestos, aportaciones de seguridad social, derechos o contribuciones especiales, 
como los recargos, las m ultas y los gastos de ejecución, conform e a nuestro código 
se considera que p articipan  de la naturaleza de los ingresos tributarios, por ser 
accesorios de ellos.

Para concluir lo relativo a la clasificación de los tributos y de acuerd o con la 
concepción que tenem os de esta figura genérica, con base en su presupuesto  de 
hecho (hecho im ponible), podem os determ inar que las especies de con tribu cio­
nes son: im puestos, aportaciones de seguridad social, contribuciones de m ejoras 
y derechos.

Conform e a este criterio, en los im puestos el presupuesto de hecho está re­
presentado por cualquier actividad de contenido económ ico que el Estado, a través 
del poder legislativo, considere suficiente para que al efectuarse genere la o b li­
gación.

Respecto de los derechos tenem os que el presupuesto de hecho es la p resta­
ción de un servicio particularizado al contribuyente, o el uso o aprovecham iento 
de bienes de dom inio público de la Federación.

Finalm ente, en las aportaciones de seguridad social el presupuesto de hecho 
será el beneficio recibido por el contribuyente como consecuencia del estab le­
cimiento de un servicio de seguridad social realizado por el Estado, o por haber 
sido sustituido por el m ism o en una obligación de seguridad social; y en las con ­
tribuciones de m ejoras, lo será el beneficio que obtendrá el sujeto corno conse­
cuencia de la realización de una obra pública.

4.3. Los impuestos

El término im puesto se deriva de la raíz latina, im posttus, que expresa: tributo o 
carga. El im puesto es la obligación coactiva y sin contraprestación, de efectuar 
una transm isión de valores económ icos, por lo común en dinero, en favor del Es­
tado y de las entidades autorizadas jurídicam ente para recibirlos, por un sujeto 
económico, con fundam ento en una ley que establece las condiciones de la pres­
tación de m anera autoritaria y unilateral.

El fenómeno tributario se ha m anifestado a través del tiempo de muy diversas 
formas, pero siem pre denotando la existencia del poder que ejercen otros sobre al­
gunos individuos para obtener una parte de su riqueza, de su renta, o trabajos 
personales que les son im puestos unilateralmente.

Los pueblos conquistadores establecían sobre los conquistados diversas car­
cas que éstos debían cubrir, com o porciones determinadas de su producción o la
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ejecución
, ■, - El poder om nipotente del soberano determ inaba qué 

de ciertos traban ». 1 poblaciones som etidas. Luego, con el
cargas debían soportar su» s u x  11 ‘ m anifestó con la im posición de car- 
nacimiento del Estado, su poder también se maniré

g a í 3 [ a  o ‘t r ib u ta r ia  en todos los tiempos ha causado grandes discusiones y |w
dado lu c a ra  diferentes inquietudes que tratan de explicarla. Es muy sigm icativa 

c* , , . . „ rlebía o no pagarse tributo al Cesar.la rreeunta formulada a JesucTisto acerca de si cierna o uuj. b
* r  debido a su conexion con movi-Lo< tributos tuvieron gran importancia acornó »c

m iento* que han transformado a la humanidad. Com o dice A ndre M auro,s en su 
J K m *  1  F M ia al referirse al sistema que la Galia heredo de los romanos: di­
chos impuestos eran muy elevados, y la carga fiscal excesiva fue, sin duda, una de 
las causas de la ruina del Imperio romano." La gran satisfacción que producían las 
campañas napoleónicas no fueron suficientes para contrarrestar las molestias que 

causaban la impuestos para su financiamiento. Es que la exacción tributaria 
afecta los bolsillos de la población, a unos más que otros, pero la molestia siem­
pre estará presente, ya que el establecimiento de contribuciones es la medida me­
nos popular que existe.

Por esto, los principios políticos han planteado que todo gravam en tenga la 
aceptación de la voluntad del pueblo, expresada por sus representantes. La Revo­
lución Francesa, que generó la Declaración de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano, estableció que "Todos los ciudadanos tienen el derecho de comprobar 
por sí o por sus representantes la necesidad de la contribución pública, de consen­
tirla libremente, de ver el empleo que se le da y de determ inar la cuota, el asiento, 
el cobro y la duración". De igual manera se manifiesta la inquietud en el movi­
miento de Independencia de los Estados Unidos de Norteamérica, impulsada ésta 
por el establecimiento de impuestos sin la representación de las colonias ame­

Las contribuc iones------- ---- ---------------------

ricanas.
La manifestación de este poder se ha tratado de justificar de muy diferentes 

formas. Se han expuesto diversas teorías para fundam entar su existencia, entre 
las que encontramos las teorías de la equivalencia, del seguro, del capital nacional, 
\ la del sacrificio, sin que ninguna de ellas haya superado la crítica, puesto que 
exponen argumentos que no llegan a tener el peso suficiente para su justificación.

La teoría de la equivalencia considera al impuesto com o el precio  correspon- 
diente a los sen-icios prestados por el Estado en favor de los particulares. Esta 
idea no es aceptable porque nadie recibe los beneficios de los servicios públicos 
en proporuon de los impuestos que paga y, en muchos casos, el beneficio par­
ticular es inversamente proporcional al impuesto pagado. Por otra parte, no po­
demos aceptar la idea de que lo percibido por el Estado por concepto de impuestos 
sea destinado única y exclusivamente a la prestación de servicios públicos.

teoría del seguro considera al impuesto como una prim a de seguro que 
los particulares pagan por la protección personal; por la seguridad que en sus bie-
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nes y en su persona les proporciona el Estado. No podemos aceptar que el Estado 
tenga como única o principal función la protección individual; su existencia sobre­
pasa con mucho este cometido, además de que el producto de los impuestos tiene 
muy diversas finalidades.

La teoría del capital nacional expone que los impuestos representan la can­
tidad necesaria para cubrir los gastos que demanda el manejo del capital del Estado, 
a fin de mantener y desarrollar la planta generadora de riqueza en un país. También 
se ha atacado esta teoría en virtud de que el fin de los impuestos no puede circuns­
cribirse sólo a esta actividad, sino que se aplica a todo tipo de gastos públicos, 
entre los que se encuentran los servicios públicos, la defensa y las diferentes ac­
tividades para el desarrollo.

La teoría del sacrificio identifica al impuesto como una carga que debe ser 
soportada con el mínimo esfuerzo. Esta teoría más que tratar de justificar la exis­
tencia de los impuestos, proporciona un elemento que se debe considerar en el 
establecimiento de las contribuciones: que el sacrificio producido por el im puesto 
en cada individuo sea el mínimo posible.

La verdad es que el fundamento y la justificación de los impuestos se deben 
encontrar en la propia disposición constitucional que establece la obligación de 
contribuir a los gastos públicos del ente político al cual está ligado el individuo, 
ya sea por razones de residencia, nacionalidad o de economía. Esta teoría se cono­
ce con el nombre de teoría del deber.

La soberanía y el ejercicio de la potestad tributaria otorgan al Estado liber­
tad para elegir los criterios que considere conveniente para establecerlos, conform e 
a los criterios de residencia, producción de riqueza, obtención de ingresos, etcétera.

4.4. Principios de los impuestos

El ejercicio de la potestad tributaria debe observar una serie de principios y prever 
los efectos que puede originar la imposición, ya que la aplicación indiscriminada 
y arbitraria de contribuciones puede provocar graves consecuencias económicas, 
políticas y sociales en un Estado. Por ello, el conocimiento de los principios de la 
imposición es de fundamental importancia para el desenvolvimiento adecuado 
de un país, ya que su manejo apropiado hace de las contribuciones un instrum en­
to muy útil para la consecución de los fines del Estado.

El tema de los principios de la imposición es materia di’ la ciencia de las fi­
nanzas, ya que en ella convergen, como lo anotamos en el primer capítulo, la 
economía, la política y el Derecho, y cada una de estas disciplinas aporta elem en­
tos para la mejor y más adecuada imposición.

Para efectos de nuestro estudio haremos una división en tres clases de 
Principios:
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1. Los principios generales, en donde incluiremos un interesante enfoque de 
Fritz Neumark (Principios de la imposición);

2. Los principios elementales de Adam Smith, expuestos en su obra clásica 
La riqueza de las naciones) y

3. Los principios constitucionales que se derivan de nuestra Carta Magna.

4.4.1. Los principios generales

El tratadista alemán Fritz Neumark nos presenta una visión general, sistemática y 
amplia de los principios a que se debe someter la política fiscal para poder cali­
ficarse como justa y económicamente racional. Este autor considera que a fin de 
alcanzar los objetivos de justicia, economía y eficacia en la tributación, se deben 
observar los principios que denomina político-sociales, político-económicos y 
técnico-tributarios.

Para lograr la justicia en la imposición se deben distribuir los gravámenes de 
tal forma que el reparto de la carga tributaria resulte lo más equilibrado posible, 
lo cual se logra mediante la aplicación de los principios político-sociales.

Los objetivos de economía, que se manifiestan en la consecución de la eficacia, 
la estabilidad y el desarrollo económico, se pueden alcanzar con la aplicación 
de los principios político-económicos, a través de los cuales se permite la libre 
competencia y el desarrollo normal de los diversos sectores de la economía, 
así como la suficiencia presupuestaria y la adaptación a las fluctuaciones de la ac­
tividad económica.

Con el propósito de lograr la eficacia operativa de la imposición, debe existir 
una estructuración adecuada del sistema y de las normas tributarias, que por su 
congruencia, precisión y claridad faciliten su aplicación a los contribuyentes y ala 
administración, lo cual se logra a través de los principios técnico-tributarios.

4.4.2. Los principios elementales

Los principios de igualdad, certidumbre, comodidad y economía, que hace más 
de dos siglos expuso Adam Smith en el libro V, capítulo 11, parte II, de su obra In­
vestigación  sobre la naturaleza y  causas de la riqueza de las naciones, siguen teniendo 
vigencia, ya que su observancia resulta indispensable para el buen funcionamien­
to de todo sistema tributario.

a) Principio de igualdad:

Los ciudadanos de cualquier listado deben contribuir al sosteni­
miento del Gobierno, en cuanto sea posible, en proporción a sus
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respectivas aptitudes, es decir, en proporción a los ingresos que 
disfruten bajo la protección estatal.

Este principio, tam bién denom inado de justicia, se proyecta bajo dos form as: la 
generalidad de los im puestos y la uniformidad de los mismos.

La generalidad se refiere a que todos los individuos debem os pagar im ­
puestos, por lo que nadie puede estar exento de esta obligación. La única excepción 
será la falta de capacidad contributiva. Con ello la idea se reduce a que nadie que 
tenga capacidad contributiva debe abstenerse de pagar impuestos.

La uniformidad significa que todos los contribuyentes deben ser iguales fren­
te al impuesto, lo cual se logra con base en dos criterios: la capacidad contributiva, 
que es posibilidad económ ica de pagar un impuesto, como criterio objetivo; y la 
igualdad de sacrificio, que sirve para repartir equitativamente los im puestos y 
señalar cuotas del gravamen para cada fuente de ingresos, como criterio subjetivo.

b) Principio de certidumbre:

El impuesto que cada individuo está obligado a pagar debe ser 
cierto y no arbitrario. El tiempo de su cobro, la forma de su pa­
go, la cantidad adeudada, todo debe ser claro y preciso, lo mismo 
para el contribuyente que para cualquier persona... La incerti- 
dumbre da pábulo al abuso y favorece la corrupción de ciertas 
gentes que son impopulares por la naturaleza misma de sus 
cargos, aun cuando no incurran en corrupción y abuso.

En este principio se identifica la importancia de que los destinatarios de las 
contribuciones tengan la certeza de sus obligaciones; que cada persona sepa cuál 
es su obligación y hasta qué límites tiene la misma, puesto que, además de la 
tendencia a evadir el mandato legal, en muchas ocasiones se incurre en incum ­
plimiento por el hecho de que no se sabe a ciencia cierta cuál es la obligación, por 
lo complicado o impreciso de las disposiciones que la contienen.

Para el cumplimiento de este principio es necesario especificar con preci­
sión los siguientes datos: el sujeto, el objeto, la cuota, la forma de hacer la valuación 
de la base, la forma de pago, la fecha de pago, quién paga, y las penas en caso de 
infracción, lo cual hace necesario que las normas tributarias sean claras y precisas.

c) Principio de comodidad:

Todo impuesto debe cobrarse en el tiempo y de la forma que 
sean más cómodos para el contribuyente.

Existen una serie de im puestos que por su naturaleza en ocasiones resultan 
problemáticos para su cobro y otros, por el contrarío, se cobran aun sin que el 
consumidor lo sepa. Un impuesto que se cobra inmediata o casi inmediatamente
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a la realización de, hecho g e n e r a d o r  se  resiente menos que e, que se recauda tiempo

deSP’“0  p t o  M i ^ ~ d t a S m o d o  por si mismo, sobro todo por falta de 
hl pago a ti ímj » ^  ,ie e n0 *;u estructura y aplica-

conciencia y aceptación de 8rav‘' ‘11í rl' | contribuvente buscará la forma de 
ción complican su operación, resultara que t
justificar el incumplimiento de su obligación.

d) Principio de economía:

Toda contribución debe percibirse de tal forma que haya la 
menor diferencia posible entre las sumas que salen del bolsillo 
del contribuyente y las que se ingresan en el tesoro público, acor­
tando el periodo de exacción lo más que se pueda.

Si, por el contrario, la diferencia es mucha, es posible que la recaudación del im­
puesto necesite de gran número de funcionarios y em pleados cuyos sueldos 
devoran la mayor parte del producto del mismo, independientemente del costo 
de equipos de recaudación y control que, finalmente lo transforman en antieco­
nómico.

4.4.3. Los principios constitucionales

El ejercicio del poder tributario y la actuación de las autoridades en esta materia 
deben seguir determinados lineamientos que la propia Constitución y las leyes 
establecen. No es posible pensar en que la autoridad, por el hecho de serlo, pue­
da actuar a su libre arbitrio.

Es por ello que del análisis de las disposiciones constitucionales los estudiosos 
del Derecho han derivado una serie de reglas básicas que deben observar las auto­
ridades, tanto legislativas como administrativas, en el ejercicio de sus funciones. 
Estas reglas básicas por tener su origen en la norma fundamental de nuestro sistema 
jurídico, se conocen como Principios Constitucionales de la Tributación, y se 
derivan del artículo 31 fracción IV de nuestra Carta Magna.

a) Principio de legalidad:

La fracción IV del artículo 31 de la Constitución General de la República consa­
gra el prmc.p.o de legalidad a, establecer que son obligaciones de ¡os mexicanos: 

Contribuir para los gastos públicos, así de la Federación como del Distrito Federal,

dispongan las leyes." "  ^  reS'dan' ^  ^  manCTa ProPorcional y equitativa que

galidad podemosdtaT]la siguiente tesÍem arad a d “ "“ P" 3 de‘ PrinciPio dele'g ieme tesis emanada de nuestro máximo tribunal:
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IMPUESTOS, PRINCIPIO DE LEGALIDAD QUE EN MA­
TERIA DE, CONSAGRA LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. El
principio de legalidad se encuentra claramente establecido por 
el artículo 31 constitucional, al expresar, en su fracción IV, que 
los mexicanos deben contribuir para los gastos públicos de la 
manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes, y está, 
además, minuciosamente reglamentado en su aspecto formal 
por diversos preceptos que se refieren a la expedición de la Ley 
General de Ingresos, en la que se determinan los impuestos que 
se causarán y recaudarán durante el periodo que la misma 
abarca. Por otra parte, examinando atentamente este principio 
de legalidad, a la luz del sistema general que informa nuestras 
disposiciones constitucionales en materia impositiva y de expli­
cación racional e histórica, se encuentra que la necesidad de que 
la carga tributaria de los gobernados esté establecida en una 
ley, no significa tan solo que el acto creador del impuesto deba 
emanar de aquel poder que, conforme a la Constitución del Es­
tado, está encargado de la función legislativa, ya que así se 
satisface la exigencia de que sean los propios gobernados, a 
través de sus representantes, los que determinen las cargas 
fiscales que deben soportar, sino fundamentalmente que los 
caracteres esenciales del impuesto y la forma, contenido y alcan­
ce de la obligación tributaria, estén consignados de manera 
expresa en la ley, de tal modo que no quede margen para la ar­
bitrariedad de las autoridades exactoras ni para el cobro de 
impuestos imprevisibles o a título particular, sino que el sujeto 
pasivo de la relación tributaria pueda, en todo momento, cono­
cer la forma cierta de contribuir para los gastos públicos del 
Estado, y a la autoridad no queda otra cosa sino aplicar las dispo­
siciones generales de observancia obligatoria, dictadas con ante­
rioridad al caso concreto de cada causante. Esto, por lo demás, 
es consecuencia del principio general de legalidad, conforme al 
cual ningún órgano del Estado puede realizar actos individua­
les que no estén previstos y autorizados por la disposición ge­
neral anterior, y está reconocido por el artículo 14 de nuestra 
Ley Fundamental. Lo contrario, es decir, la arbitrariedad en la im- 
posición, la imprevisibilidad en las cargas tributarias y los 
impuestos que no tengan un claro apoyo legal, deben cons,- 
derarse absolutamente proscritos en el rég.men consótuconal 
mexicano, sea cual fuere el pretexto con que pretenda ,ust,f,-

cárseles.

(Tesis Jurisprudencial, Séptima Época, Volúmenes 91-96 Primera 
S r t e  Materia Constitucional Administra.,va; de. Se—

Ju dicial de la Federación.)
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»  p™ cir io de Pr°P orcioní,lidad y eqmda‘1' > ,es lr i, nu-n,o, a «na parto do
U p ^ n a H d a d e s u n c o n c e p ^ q u ^ . ^ - -  ¿  carga im,,osiliv,,
un todo, y siempre en relación con econom fa nacional p ara  p o d er de-
Se debe atender al panorama gene distintas fuentes impositivas,
terminar cuál es la relación y p rop orco n  entre 1 1  . Q )m |W I1d a por
Para M argáin M anautou un tributo es P - P "  ^  ,aH|os J ,  la Jnm 
igual... a todos aquellos individuos que se encuentren

situación o circunstancia. > i ,->omn «'1 nrincinio do fi-
Fritz Neumark define el p r i n c i p i o  de p r ^ r o n a '  d a d ¿  - - 1  o c f

¡ación y distribución de las cargas
paso de los contribuyentes, que exige que las carg . ,
to agl individuo se estructuren de tal manera que, después de tenor en atonta «dos 
los factores personales de importancia para los indicadores de la capacidac tribu- 
taria, reflejen la proporción de las capacidades individuales de pago y en conse­
cuencia que las pérdidas ocasionadas al individuo por la imposición, en cuanto a 
su disponibilidad económico-financiera, puedan ser consideradas como igualmen­
te onerosas en términos relativos.

Por su parte, Servando J. Garza en su obra Las G arantías C onstitucionales en el
Derecho Tributario M exicano xvos dice lo siguiente:

Puesto que la proporcionalidad se sustenta en un concepto de 
justicia, debemos concluir que coincide con el de equidad. En el 
precepto constitucional encontramos la exigencia de justicia en 
materia tributaria acentuada mediante una expresión pleonástica 
por su idéntico contenido conceptual.

El principio de equidad concede universalidad al tributo; el impacto que éste ori­
gine debe ser el mismo para todos los implicados en la misma situación. Andrés 
Serra Rojas señala que por equidad debemos entender "U na igualdad de ánimo, 
un sentimiento que nos obliga a actuar de acuerdo con el deber o de la conciencia, 
más que por los mandatos de la justicia o de ley". Asimismo, Margáin Manautou 
estima a su vez que un tributo será equitativo cuando su im pacto económ ico "sea 
el mismo para todos los comprendidos en la misma situación". Conform e a su
acepción aristotélica, la equidad significa la aplicación de la justicia a casos con-
cretos, la cual se obtiene tratando ieual a los iam l ruu J&uai a los iguales y en forma desieunl a los oue 
no se encuentran en igualdad de circunstancias. ^

No obstante los diferentes criterios y tesis oue i
porcionalidad y equidad de los impuestos poden™ !  I T *
por el Pleno de la Suprema Corte en diversos am m roc eXPUCS'°
ros 7332/58 y 4325/64, en cuyas ejecutorias se resc .lv ” ' ° S " Úme'
equitativo en cuanto se aplica en forma general a tod I ^  lm pucsto ~ eS

todos los que se encuentren en la
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^isma situación tributaria, (y) El gravamen es proporcional, supuesto que se co­
bra según la capacidad económica de los causantes." (Inform e de la  Suprem a C orte 
corresp on d ien te a l año 1962, pág. 108.)

En el año de 1985, la Suprema Corte de Justicia de la Nación fijó la juris­
prudencia que expresa su interpretación al respecto:

IMPUESTOS.- SU PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD.- El
artículo 31, fracción IV, de la Constitución establece los principios 
de proporcionalidad y equidad en los tributos. La propor­
cionalidad radica, medularmente, en que los sujetos pasivos 
deben contribuir a los gastos públicos en función de su respectiva 
capacidad económica, debiendo aportar una parte justa y ade­
cuada de sus ingresos, utilidades o rendimientos. Conforme a 
este principio, los gravámenes deben fijarse de acuerdo con la 
capacidad económica de cada sujeto pasivo, de manera que las 
personas que obtengan ingresos elevados tributen en forma 
cualitativamente superior a los de medianos y reducidos recur­
sos. El cumplimiento de este principio se realiza a través de tari­
fas progresivas, pues mediante ellas se consigue que cubran un 
impuesto, en monto superior, los contribuyentes de más eleva­
dos recursos y uno inferior los de menores ingresos, estable­
ciéndose, además, una diferencia congruente entre los diversos 
niveles de ingresos. Expresado en otros términos, la proporcio­
nalidad se encuentra vinculada con la capacidad económica de 
los contribuyentes que debe ser gravada diferencialmente con­
forme a tarifas progresivas, para que en cada caso el impacto 
sea distinto no sólo en cantidad sino en lo tocante al mayor o me­
nor sacrificio, reflejado cualitativamente en la disminución pa­
trimonial que proceda, y que debe encontrarse en proporción a 
los ingresos obtenidos. El principio de equidad radica medular­
mente en la igualdad ante la misma ley tributaria de todos los 
sujetos pasivos de un mismo tributo, los que en tales condiciones 
deben recibir un tratamiento idéntico en lo concerniente a hipó­
tesis de causación, acumulación de ingresos gravables, deduc­
ciones permitidas, plazos de pago, etc., debiendo únicamente 
variar las tarifas tributarias aplicables de acuerdo con la capa­
cidad económica de cada contribuyente para respetar el principio 
de proporcionalidad antes mencionado. La equidad tributaria 
significa, en consecuencia, que los contribuyentes de un mismo 
impuesto deben guardar una situación de igualdad frente a la 
norma jurídica que lo establece y regula.

(Informe rendido a la Suprema Corte de la Nación, primera parte,
Pleno 1985, p. 402.)

71



4.5. Clasificación de los impuestos

L os im p u esto s  p resen tan  d iferen tes características, d iferentes elem entos que nos 
h acen  c la s ifica rlo s  de m u y d iv ersas form as. E xisten  c lasificacion es tradicionales 
q u e  a tien d e n  a las características que les son  m ás peculiares.

U n a p rim era  c lasificación  es la qu e consid era  que los im p u estos se dividen 
en  d irecto s  e in d irectos. Esta clasificación  es básica y  trad icional, aceptada por la 
m ay o ría  de los autores, aunque algunos no están de acuerdo con los puntos de vis­
ta q u e se u tilizan  para d iferenciarlos.

E x isten  d os criterios prin cipales p ara d istingu irlos: uno basad o en la inci­
d en cia  y  o tro  que llam arem os ad m inistrativo.

S eg ú n  el criterio  de la incid encia, los im pu estos d irectos son aquellos en los 
q u e  el leg islad or se p ropone alcanzar inm ed iatam ente al verdadero contribuyente; 
su p rim e  a todo in term ed iario  entre el p agad or y el fisco, de m anera que las cali­
d ad es de su jeto  pasivo y pagador del im puesto se confunden. En los impuestos di­
re c to s  el su je to  p ercu tid o  es tam b ién  e l su jeto  in cid id o ; n o  ocu rre la traslación 
d el im p u esto  a un tercero. Se id en tifica  el su jeto  obligad o con el sujeto pasivo, 
com o en  el im pu esto  sobre la renta.

E n  cuanto  a los im puestos indirectos, según el criterio  de la incidencia, el le­
g islad o r no grava al verdadero contribu yen te, sino que lo grava por repercusión. 
L as ca lid ad es de sujeto del im puesto y  p ag ad or son  distintas. El legislador grava 
al su jeto  a sabiend as de que éste trasladará el im pu esto  al pagador. En los impues­
tos ind irectos el su jeto que está legalm en te obligad o a pagar el im puesto, el sujeto 
p asivo , traslad a el im puesto  a un tercero, su jeto  pagador, qu ien  es el que ver­
d ad eram ente lo paga.

D esd e el punto de vista del criterio  ad m inistrativo , los im puestos directos 
son  los qu e recaen sobre las personas, la  posesión  o el d isfrute de la riqueza; gra­
van  situ acion es norm ales y  perm anentes, son relativam ente estables y pueden 
recau d arse segú n listas nom inativas conocid as com o pad rones de contribuyen­
tes, m ientras que los im puestos indirectos son aqu ellos que se perciben  en ocasión 
de un hecho, de un acto, de un cam bio aislado, o accidental, por lo que no pueden 
form arse listas nom inativas de los contribu yentes.

Por lo que hace a los im puestos d irectos, éstos se d ividen en: a) personales y
b) reales.

Los im p u estos personales son aqu ellos en los que se tom a en cuenta las 
cond icion es de las personas con carácter de su jetos pasivos; en principio recaen 
sobre el total de la capacidad contribu tiva del su jeto  pasivo, ten iend o en consi­
deración su situación especial. Por ejem plo, el im puesto sobre la renta a las personas 

físicas.
Los im p u e sto s  reales recaen sobre la cosa ob jeto  del gravam en sin con sid e­

rar la situ ación  de la persona que es dueña de ella y  qu e es su jeto  del im puesto,
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Efectos de la tributar ion

como en el impuesto predial. En ellos se prescinde de las condicione, p e r s o n e ,  
de contribuyente y del total de su patrimonio o renta, aplicándose ei im tx je * ,  
sólo sobre una manifestación objetiva y aislada de riqueza «capacidad contributiva.

os impuestos indirectos, por su parte, se dividen en: a) impuestos sobre ios 
actos y b) impuestos sobre el consumo.

El legislador debe tomar en cuenta una serie de elementos para determinar
cuándo se van a gravar los actos y cuándo el consumo. El impuesto sobre ios actos
es aquel que recae sobre las operaciones —actos— que son parte del proceso
económico. Un ejemplo de impuestos sobre los actos es el impuesto a ía impor­
tación.

Los impuestos sobre el consumo se establecen al realizarse la última fase del 
proceso económico que se está gravando y cuando se realizan operaciones des- 
tinadas al consumo (figura 9).

CONTRIBUCIÓN PRESUPUESTO DE HECHO CLASIFICACIÓN

IMPUESTOS Manifestación de capacidad 
contributiva prevista por la 
ley

-----
Directos Reales

Personales

APORTACIONES DE SEGURIDAD 
SOCIAL

•

i CONTRIBUCIONES DE MEJORAS

Beneficio que proporciona a 
los particulares la actividad 
que realiza el Estado para la 
satisfacción de necesidades 
colectivas

Indirectos Sobre ¡os actos 

Sobre los consumos

1
; DERECHOS Prestación que otorga el Esta­

do individualmente a los par­
ticulares

Figura 9. Las contribuciones

4.6. Efectos de la tributación
Cuando se produce un fenómeno que el legislador ha tomado para regularlo en la 
norma jurídica, ese fenómeno, independientemente de la naturaleza particular 
que posea (económica, política, social, etc.), adquiere la característica de fenómeno 
jurídico Si en especial el legislador le asigna efectos tributarios, de contenido fun­
damentalmente económico, estaremos frente a un fenómeno jurídico tributario, 
que al producir los efectos a que se refiere la Teoría General del Derecho, y que es­
trictamente se traducen en el nacimiento, modificación, transmisión o extinción 
de derechos y obligaciones, concretamente en el campo económico, producen re­
percusiones que la doctrina denomina efectos económicos de la tributación.
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Ks indudable que como resultado del ejercicio de la potestad tributaria* el 
fenómeno de la imposición produce también otros efectos: políticos, por sus con*;- 
cuencias en las relaciones entre el gobierno y la población; sociales, por la situación 
que se genera en el campo de las relaciones entre los individuos; sicológicos, por 
la reacción que tienen los contribuyentes por el impacto de los gravámenes, etcétera.

Pero de todos estos efectos, los que mayor atención han suscitado son los 
que se refieren a la materia propia de la imposición: la economía de los particulares, 
y por ello, sin tratar de agotar el estudio en este campo, que en este caso tiene una 
esencia eminentemente jurídica, trataremos de analizar los principales efectos de 
la tributación.

La mayoría de los autores se refieren a la repercusión, con sus fases de per­
cusión, traslación e incidencia; a la difusión; a la utilización del desgravamiento; a 
la absorción; a la amortización; a la capitalización, y a la evasión. (Flores Zavaxa, 
Ernesto, Elementos de Finanzas Públicas M exicanas.)

4.6.1. La repercusión

La repercusión, desde el punto de vista jurídico, es la autorización que concede la 
ley para trasladar la carga del impuesto de una persona a otra. Es un fenómeno 
imperante en el pago de los impuestos indirectos, como es el caso del iva y  del im­
puesto especial sobre producción y servicios, y se refiere a la caída del gravamen 
sobre el sujeto pasivo y en terceras personas que ven afectada su economía con el 
impacto del tributo.

Este fenómeno económico ocurre en tres etapas: la percusión, que es el im­
pacto inicial que produce el tributo en un individuo que, conforme al Derecho, es 
el sujeto pasivo de la obligación. Podemos decir que es el efecto que en forma 
directa e inmediata se da sobre el sujeto que realiza el hecho generador.

Sin embargo, puede suceder que el sujeto señalado por la ley logre trasladar 
el efecto económico a otro sujeto que, a pesar de no haber realizado el hecho gene­
rador se encuentra con la obligación de pagarlo; este traslado de la carga fiscal se 
conoce con el nombre de traslación.

Pero dentro del proceso económico jurídico de las relaciones interpersona­
les, el sujeto que sufre la traslación puede encontrar la posibilidad de transmitirlo
a otro, lo que dará lugar a una nueva traslación, que se puede presentar en forma 
ininterrumpida.

Este fenómeno de la traslación se puede analizar desde los puntos de vista 
económico y jurídico. En el primer caso la traslación no tiene ninguna base legal, 
pero puede suceder por las relaciones económicas que se originan entre los par­
ticulares. En el segundo punto el fenómeno se encuentra previsto v autorizado 
por la ley, y en este caso estamos frente a una traslación jurídica '
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Dentro de este procer» .
la traslación se encuentra im po^bn , T ' " " " 0 e "  <?ue ol ültim 0  suÍet0 q '16 sufrió 
puesto. En este caso se r r e i n l  > 1« ¡ S° 8 " " '  trasladmH,°  la car«a del im‘
nombre de incidencia. ' ' ‘U c,vora c,i'P a d*-'este ciclo, la cual recibe el

4.6.2. La difusión

La difusión es un fenómeno económico que consiste en la distribución de la carga
e im puesto entre un numero determinado de personas. Cuando el impuesto se

ap ica, se difunde entre diferentes personas que ven afectada su capacidad eco­
nómica.

Cuando un impuesto llega hasta la persona que no está en condiciones de 
trasladarlo a otra, se presenta la incidencia, con la que termina la repercusión, 
dando lugar a otro fenómeno: la difusión.

La persona que ha sido incidida por un impuesto, el pagador, la persona que 
ha pagado realmente el impuesto, sufre una disminución en su renta o en su capital 
y por consiguiente en su capacidad de compra, exactamente por la cantidad que 
ha pagado por concepto del impuesto.

A pesar de que la difusión se presenta siempre, no se realiza de igual mane­
ra en todos los casos, porque el que sufrió la incidencia del impuesto preferirá 
privarse o limitar el consumo de las cosas menos necesarias; así, habrá una mayor 
difusión del impuesto entre los que operan con artículos de lujo, y menor entre 
aquellos que lo hacen con artículos de consumo necesario.

4.6.3. La utilización del desgravamiento

La utilización del desgravamiento, fenómeno netamente económico, sucede cuan­
do se producen modificaciones debido a la supresión o disminución de un grava­
men, lo cual trae como consecuencia el rompimiento del equilibrio económico por 
la modificación impositiva; este fenómeno se presenta porque existe la tendencia 
natural de aprovechar las ventajas que reporta la desaparición del gravamen.

Cuando hablamos de este efecto tenemos que partir del supuesto del "des- 
gravamiento". El impuesto es un gravamen, y cuando éste se reduce, las personas 
tienen mayores recursos, es decir, les queda más dnero con mot.vo del desgra-

VamÍ Cuando el impuesto se reduce en su tasa produce mayor capacidad eco­
nómica en los particulares, quienes p u e d e n  can.bzarla h aca la obtencon de 

. i ' de satisfactores habra, por consiguiente,
satisfactores; y al haber mas demanda a
aumento de la producción.

-------------------- J f c t o s  de la tributación
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4.6.4. La evasión

Q uizá uno de los efectos que tiene m ayor trascendencia jurídica es la evasión, que 
consiste en la conducta ilícita del contribuyente para om itir el pago de las contri­
buciones a que está obligado. Un efecto sem ejante, pero con diferente mecanismo, 
aunque traiga como consecuencia salvar la carga tributaria, es la elusión, la cual 
consiste en el aprovechamiento de las deficiencias en la estructuración de la nor­
m a tributaria, para alcanzar el fin económ ico sin realizar el hecho generador y, 
por lo tanto, evitar el nacimiento de la obligación.

Otros autores llegan al extremo de hablar de la rem oción (Einaudi) como la 
no causación del impuesto, es decir, no realizar ninguna actividad gravada, pero 
ello para el Derecho es prácticamente inexistente, es la nada jurídica.

La realidad es que desde el punto de vista jurídico nos interesan aquellos 
efectos que, independientemente de su contenido económ ico, com o la repercu­
sión, la evasión y la elusión, se encuentran regulados por el Derecho, por lo que 
todos los demás efectos de la tributación, por su intrascendencia para la ciencia 
jurídica en materia tributaria, no son considerados.
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5. La norma tributaria

5.1. La ley
5.2. El decreto-ley
5.3. Los reglamentos

5.4. Las circulares
5.5. La jurisprudencia

Objetivos específicos

Al finalizar este capítulo el alumno podrá:

1. Comentar la significación de la norma jurídica en el fenómeno tributario.
2. Explicar las peculiaridades en la elaboración de la ley tributaria.
3. Describir los alcances de los principios de legalidad y de reser/a de ¿a ley er 

tributaria.
4. Enunciar las reglas de vigencia e interpretación de la leyes fiscales.
5. Comentar los decretos-ley en materia fiscal.
6. Exponer la significación y alcance de los reglamentos fiscales.
7. Explicar la naturaleza y contenido de las circulares fiscales.
8. Comentar la importancia de la jurisprudencia y las diferentes formas de es^aív^^a

Partiendo de la concepción de la Teoría General del Derecho, encontram os 
establecimiento de d isposiciones em anadas del órgano del E sta d o  en car^ao'o  
la función legislativa para regular la conducta de los individuos d en tro  d e  t>r.a va­
ciedad, nos coloca frente a una norma jurídica, y cuando estas dispostr iones y.a r  
la relación cj ue surge entre las partes relativa a la  obtencion de rec u» sc>s , j a . , > 
y a la correlativa obligación de enterarlos, estam os ante una no. ,( a a,  ,a.

Sin em bargo, esta regulación em inentem ente sustantiva se ene uent.-a ligada 
4 gran número de situaciones que no se refieren precisam ente a la co n tn b u o ó n , 
v'sta ya en su aspecto de facultad o de obligación, sino que condicionan a s ­
pectos colaterales a la entrega de cantidades de dinero; ya sea respecto de i»  t,« m »  
^•organización y funcionam iento de la adm inistración fiscal, d e c u « t ,o n «  per,*- 
k's que castigan las violaciones en esta materia, o respecto a las cuestione» pro-
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cesales que cum plim entan Ja obligación de ju rid icid ad  para tutelar tanto la 
observancia constitucional en la creación de las norm as, com o su aplicación p'_jr
parte de las autoridades.

Gran número de tratadistas han concluido que el Derecho Tributario sólo 
contiene normas relativas a la regulación sustantiva, por Jo que solam ente xnou- 
ven en él las correspondientes a la obligación de enterar el tributo, y dejan tocias 
las demás norm as en el cam po adm inistrativo, penal o procesal. Otros, sin embar­
go, sostienen que tanto las normas sustantivas com o aquellas que regulan situa­
ciones derivadas de éstas, pertenecen al m undo del Derecho Tributario, ya que 
por asim ilación deben quedar com prendidas dentro de éste.

El tratadista latinoam ericano más sobresaliente en esta m ateria, Dino Jarach, 
m enciona que desde el punto de vista didáctico todas las norm as jurídicas que 
tienen al tributo como referencia objetiva y sustancial se pueden agrupar en un 
conjunto unitario que integra el Derecho Tributario, sin que con ello se pretendí 
establecer una autonom ía científica de este Derecho, sino m ás bien una autono­
mía objetiva.

Jarach comenta que "A lrededor de la relación jurídico tributaria propiamente 
dicha, cuyo objeto es el tributo, están las relaciones jurídicas accesorias entre ei 
sujeto activo de la relación tributaria, de un lado, y el sujeto pasivo principal, con­
tribuyente, y otros sujetos pasivos; relaciones cuya finalidad directa e inmediata 
es garantizar el cum plim iento de la obligación principal, y que son relaciones acce­
sorias en cuanto lógica y efectivam ente presuponen la existencia de la obligación 
tributaria". (Jarach, Dino. E l hecho im pon ible, 1943.)

El maestro Sergio Francisco de la Garza cita y sigue a Jarach en su concepción, 
sin que expresam ente m anifieste su apoyo a esta estructuración, ya que solamen­
te concluye con citas de los autores que aceptan esta corriente. (De la G arza, Sergio 
F. D erecho F in an ciero M exicano .)

La realidad es que nuestro sistema jurídico perm ite la integración del Derecho 
Tributario en un conjunto de ordenam ientos específicam ente estructurados e identi­
ficados, sin que sea necesario recurrir a la abstracción para ir entresacando norma? 
de ordenam ientos correspondientes a otras m aterias.

A sí tenem os que el Código Fiscal de la Federación regula el aspecto general 
de la tributación en M éxico con los aspectos sustantivos, adm inistrativos y penales 
relativos a los tributos, y expresam ente dispone en su artícu lo  I o que las contri­
buciones para los gastos públicos se regirán por las leyes fiscales respectivas, y en 
su defecto por lo que se establezca en el propio código.

5.1. La ley

C onform e a lo d ispuesto en la fracción IV del artícu lo  31 constitu cion al, sólo rne~ 
d iante una ley es posib le im poner contribu cion es para cu brir los gastos públicos:

La norma tributaria
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claro que hay que considerar que esta norma general tiene dos excepciones, am­
bas determinadas por el artículo 49 y reguladas en los artículos 29 y 131 del propio 
ordenamiento.

La creación de las disposiciones legales, aparte de cumplir con las bases funda­
mentales del proceso legislativo, presentan características especiales cuando se 
refieren a los tributos, ya que además de los lineamientos generales que regulan la 
elaboración de las leyes, en el inciso h del artículo 72 se indica que "la formación 
de las leyes o decretos puede comenzar indistintamente en cualquiera de las dos 
cámaras, con excepción de los proyectos que versaren sobre empréstitos, contri­
buciones o impuestos, o sobre reclutamiento de tropas, todos los cuales deberán 
discutirse primero en la Cámara de Diputados".

Esto conduce a reflexionar acerca de la característica especial que tiene la ley 
desde su origen en materia tributaria, ya que por su propia naturaleza de inter­
vención en la riqueza de las personas, se establece que sean sus representantes 
directos quienes conozcan primero cualquier proyecto de ley que pueda causar 
alguna afectación en la esfera de derechos de los gobernados. De acuerdo con la 
Teoría del Estado se reafirma la idea de que los diputados constituyen la repre­
sentación de la población, en tanto que los senadores son representantes de las 
entidades federativas ante el Congreso de la Unión.

Considerada así la necesidad de que el establecimiento de las contribuciones 
se realice precisamente a través de una ley en sentido formal y material, también 
dejamos expuesto que, conforme a las excepciones incluidas en los artículos 29 y 
131 de nuestra Constitución, el Ejecutivo puede legislar en caso de que el país se 
encuentre en grave peligro o conflicto, de acuerdo con sus colaboradores directos 
y con autorización del Congreso de la Unión, o cuando el propósito sea regular el 
comercio exterior, la economía del país, la estabilidad de la producción nacional, 
o cualquier otro en beneficio del país, para que el Ejecutivo sea facultado por el 
Congreso para aumentar, disminuir o suprimir las cuotas de las tarifas de ex­
portación e importación expedidas por el propio Congreso, y para crear otras, así 
como para restringir y prohibir las importaciones, las exportaciones y el tránsito 
de productos, artículos y efectos.

En estos casos nos encontramos frente a disposiciones normativas que reúnen 
materialmente las características de leyes, pero que formalmente se trata de ac­
tividades administrativas, por lo que se les denomina decretos-ley.

Considerando la ley como base fundamental de la tributación, precisaremos 
la necesidad de observancia del principio de legalidad en sus dos aspectos: de ela­
boración y de aplicación.

Desde el punto de vista de su elaboración, partimos del principio de que el 
tributo debe estar establecido en una ley, formal y materialmente hablando, y las 
excepciones a este principio deben estar consignadas expresamente en la Cons­
titución. Por tanto, se trata de disposiciones que emanan del Poder Legislativo

_____________ ________________ La ley _______
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siguiendo los lineamientos requeridos para su formulación; se deben circunscri­
bir a la materia ubicada dentro de la competencia de este poder, sin exce^ erse ™ 
sus facultades; serán proporcionales y equitativas, y su producto se debe desti­
nar solamente a cubrir el gasto público. Además, y como punto e Parfl a, en su 
elaboración deberá respetarse el ámbito reservado a los particulares, identificado
como campo de las garantías individuales.

Al respecto, el maestro uruguayo Dr. Ramón Valdés Costa nos dice en el 
fascículo denominado Los prin cipios fun dam en tales d el D erecho T ributario (Servicio 
de documentación jurídica, No. 44) que "La función legislativa y por lo tanto la 
creación de obligaciones tributarias pertenece en principio al poder legislativo. 
Las excepciones y delegaciones de competencias deben estar pues expresamente 
previstas en el ordenamiento constitucional".

El segundo aspecto que contempla el principio de legalidad en relación a la 
elaboración de la ley se traduce en que en su contenido deben estar expresamen­
te previstos los elementos fundamentales que sirvan de base para la determina­
ción de la existencia y cuantía de la obligación, por lo que no será posible que se 
deje al arbitrio de la propia autoridad determinar quiénes, cómo y cuánto, en rela­
ción con la contribución. "Ello implica la necesidad de que la ley creadora del 
tributo deba de contener todos los elementos necesarios para establecer el conteni­
do de la prestación, excluyendo en consecuencia toda arbitrariedad del ejecutivo 
competente". (Micheli, Antonio. Curso de D erecho Tributario.)

Estas ideas sobre el contenido de la ley tributaria han estructurado lo que en 
doctrina se denomina "Reserva de la ley" y que el Modelo de Código Tributario 
para América Latina regula en su artículo 4o al establecer:

Art. 4o Sólo la ley puede:

1) Crear, modificar o suprimir tributos; definir el hecho gene­
rador de la relación tributaria, fijar la alícuota del tributo y la 
base de su cálculo e indicar el respectivo sujeto pasivo; 2) Otor­
gar exenciones, reducciones o beneficios; 3) Establecer los 
procedimientos jurisdiccionales y los relativos a la adminis­
tración activa, en cuanto éstos signifiquen una limitación o regla­
mentación de los derechos o garantías individuales; 4) Tipificar 
las infracciones y establecer privilegios, preferencias y garantías 
para los créditos tributarios; 5) Regular los modos de extinción 
de los créditos tributarios por medios distintos de pago.

En este sentido, también nuestro Código Fiscal de la  Federación señala la reserva de 
a ey en su articulo 5°, en los siguientes términos: "Las disposiciones fiscales 

que establezcan cargas a los particulares y las que señalan excepciones a las 
mismas, as, como las que fijan las infracciones y sanciones, son de a p lic a c ió n
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e s t r ic ta . Se consitiera que establecen cargas a los particulares las normas que se re­
fieren al sujeto, objeto, base, tasa o tarifa".

La disposición transcrita nos muestra el campo de aplicación de la ley a fin 
jeque se cumpla con el principio de legalidad, ya que comprende desde la deter­
minación de los elementos para el nacimiento de la obligación tributaria y sus 
excepciones, el establecimiento de los procedimientos jurisdiccionales, la determi­
nación de las infracciones y sanciones, así como las condiciones preferenciales 
para el cobro de los créditos tributarios, basta la regulación de su extinción, a fin 
de impedir la actuación arbitraria de la autoridad.

Una vez creada la ley conforme a los principios constitucionales, se presenta 
el segundo problema, consistente en la iniciación y terminación de su vigencia, ya 
que en estos aspectos la ley tributaria también sigue sus propios principios.

Respecto de la iniciación de vigencia, el derecho común establece que ésta se 
puede realizar conforme a los sistemas sucesivo o sincrónico, contemplados en los 
artículos 3o y 4o del Código Civil, aunque siguiendo lincamientos de épocas en 
que los medios de comunicación presentaban un panorama completamente dis­
tinto del actual.

Por ello, en materia fiscal el Código de la materia establece expresamente en 
su artículo 7° que "Las leyes fiscales, sus reglamentos y las disposiciones adminis­
trativas de carácter general, entrarán en vigor en toda la República el día siguiente 
al de su publicación en el D iario O ficial de ¡a Federación, salvo que en ellas se esta­
blezca una fecha posterior", pero siempre con la exigencia de que la publicación 
de la ley sea anterior a su entrada en vigor.

Una vez cumplido este requisito como última fase del proceso legislativo, 
nos encontramos que conforme al derecho común la ley tiene plena eficacia y que, 
Por lo tanto, debe cumplirse plenamente, es decir, que debe tener plena aplicación 
en todos sus aspectos mientras no sea derogada o abrogada.

Pero volvamos nuevamente al sistema jurídico tributario que nos plantea 
otra situación especial relativa a la vigencia de las leyes fiscales, derivada del ar­
tículo 74, fracción IV de la Constitución. En este artículo se establece que el Con- 
gres° de la Unión deberá reunirse cada año para, entre otras cosas, determinar o 
establecer cuáles deberán ser las contribuciones necesarias para cubrir el pre­
puesto del año siguiente. Y aquí se plantea la siguiente cuestión, aún a pesar de

una ley de impuestos se encuentre vigente, por no haber sido derogada o 
Por propio legislativo, si no es incluida en la Ley de Ingresos de la Fe­

otón, ¿perderá su vigencia? 
j Es claro que la ley de ingresos constituye una autorización presupuestaria, 

ec*uivale a decir que en cada ejercicio sólo podrán recaudarse los tributos 
füeam°S 0 ^guiados por ley anterior al presupuesto e incluidos en éste como 

ente ^  recursos para el ejercicio correspondiente y, por lo tanto, nos llevaría a
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considerar que el C on greso  no co n sid eró  n ecesario  este  in g reso  p a ra  el e je rc ic io

^  ^ P restim ad o s tratadistas, com o A m flcar de A raujo Falcao , no estón  d e acuerd o 
con el hecho de que la autorización presup uestaria  sea e lem en to  e  v ig en cia  e 
una ley, ya que " ...n o  se relaciona con el hecho generador, en  el sen tid o  d e  qu e 
constituye un elem ento o requisito norm ativo para su form ación  o in teg rac ió n  , y 
que, por lo tan to ," ...si en un ejercicio falta la autorización p resu p u estaria  en  cuan to  
a determ inado tributo, no por ello debe considerarse revocad a la ley  trib u taria  
correspondiente y, por consiguiente, inexistente, cancelado o in co m p leto  el h echo 
generador. La ausencia de dicha autorización sólo obstará a que p rod u cid o  concre­
tam ente el hecho generador, las autoridades ad m inistrativas p u ed an  recau d ar el 
tributo en aquel ejercicio: existirá el hecho generador, pero la ley tribu taria  carecerá 
de un requisito de eficacia necesario para la recaudación para el cobro  del tributo  . 
Este criterio predomina entre los tratadistas de la m ateria y es el qu e sig u en  D e la 
Garza y otros.

Sin embargo, otra corriente se niega a aceptar estos lin cam ien tos, al exp on er 
que la falta de mención de un tributo en la ley de ingresos im plica u na abrogación  
tácita de la ley tributaria, ya que en sentido estricto el m andato  constitu cion al 
dispone que cada año el Congreso debe establecer los tributos n ecesarios, sólo 
que por economía legislativa no es posible discutir cada año las leyes nuevam ente, 
por lo que sólo se limitan a revalidarla con su inclusión en la ley de ingresos, pero 
la exclusión de ella implica una abrogación tácita.

Este último criterio presenta aspectos que es conveniente considerar, ya que 
de acuerdo con las disposiciones constitucionales respecto al proceso  legislativo , 
una ley deja de ser obligatoria cuando otra ley posterior así lo d eclare exp resa­
mente o que contenga disposiciones total o parcialm ente incom patib les con  la ley 
anterior, por lo que, si conforme a la Constitución (art. 74, fracción  IV) el C ongreso 
cada año determina cuáles serán las contribuciones necesarias para cubrir el presu­
puesto, y solo lo puede hacer a través de la Ley de Ingresos de la Fed eración , 
cuando ella no establece la necesidad de un tributo en particular para cubrir el 
gasto público, está abrogando tácitam ente la ley no incluida, ya que de acuerdo 
con sus disposiciones, la existencia de la ley de im puestos d e que se trata es 
plenamente incompatible con la ley que enlista los ingresos

Podemos concluir que no se trata de que el fisco no pueda obtener ese ingre­
so: la realidad es que conform e a un proceso legislativo se abrogó una ley de 
impuestos en particular, lo cual puede provocar graves p ro b lem a ! en  el funcio!
namiento del aparato estatal, al no poder recaudar los recursos necesarios oara !a 
realización de sus necesidades más elem entales nnr n ecesan o s para la
seria conveniente introducir una d i s p "  ^ ^ n s C " T * 3 
mitiera la prórroga automática del presupuesto corresoonH t 7  ' qU6 P ef'  
terior, mientras no se aprobara un ouevo presupuesto e,erC,C'°
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5.2. El decreto-ley

Cuando mencionamos el término "decreto" se nos presenta la imagen de una orden 
o una instrucción que tiene un contenido delimitado a aspectos particulares; mientras 
que la ley se refiere a un objeto general, el decreto sólo comprende una materia en 
particular y puede ser expedido tanto por el Legislativo como por el Ejecutivo.

Los decretos emitidos por el Poder Legislativo no tienen gran significación 
en nuestro sistema ni en nuestra materia, ya que ni siquiera la doctrina se ha de­
dicado a estudiarlos, no obstante que conforme al artículo 70 de nuestra Cons­
titución "Toda resolución del Congreso tendrá el carácter de lev o decreto", y es 
que el ejercicio del poder tributario sólo puede realizarse a través de una lev, y 
sólo el Poder Legislativo tiene la facultad de emitirlas, por ello se deja la emisión 
de los decretos, en nuestra materia, como campo particular del Ejecutivo.

Sin embargo, aquellos ordenamientos que se han denominado decretos-lev, 
por tratarse de preceptos que materialmente son legislativos pero que por dispo­
siciones constitucionales usualmente llamadas "facultades extraordinarias", los 
puede expedir el Ejecutivo, no tienen en nuestro sistema jurídico ninguna justifi­
cación para ser denominados decretos-ley, ya que el hecho de que los expida el 
Ejecutivo con autorización constitucional no impide su carácter genera] y obliga­
torio, ya que en todo caso serán leyes del Ejecutivo, puesto que la Constitución en 
ninguna parte hace referencia a ellos.

5.3. Los reglamentos

En materia fiscal, la actividad reglamentaria presenta una importancia trascen­
dente por la realidad que encontramos en nuestro sistema jurídico; su uso v apli­
cación con frecuencia sobrepasan los límites normales de su función y llegan a ser 
basta derogatorios de las disposiciones legales, lo cual exponemos, sin que ello 
quiera decir que estamos de acuerdo con esa situación.

Conforme al Derecho Administrativo, la facultad reglamentaria a cargo 
principalmente del Poder Ejecutivo, se explica por la necesidad de facilitar la 
comprensión y aplicación de la ley a través de explicar el contenido de las obliga­
ciones que ésta prescribe, haciénciola más accesible a los sujetos a quienes va 
Rígida, para su mejor cumplimiento.

Así, podemos decir de acuerdo con el maestro Fraga que El reglamento es 
Una norma o conjunto de normas jurídicas de carácter abstracto e impersonal que 
exp^e el Poder Ejecutivo en uso de una facultad propia y que tiene por objeto fa- 
Cll,tar la exacta observancia de las leyes expedidas por el Poder Legislativo".

Esta función está expresamente asignada al presidente de la República en la 
raceión I del artículo 89 constitucional como facultad de "...ejecutar las leyes que
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exp¡da el C o n ^ o  de la Unión. preveyendo en la esfera administrativa a su exacta 
o 4 ; a " a  ■ v tiene como mareo absoluto la propia ley ob,eto de la reglamen- 
t a d ó n J (T q u e  significa que en ningún momento y de ninguna forma su con,en,do

’-'uede exceder el contenido de aquellas.
Con la aplicación adecuada del principio de legalidad podemos afirmar que 

sólo a través de la lev es posible establecer las obligaciones tributar,as, y el re­
glamento sólo vendrá a facilitar su aplicación, sin que sea posible ampliar o res­
tringir su existencia y sus electos, ya que, como ha quedado expuesto, sólo la ley 
puede establecer el objeto, los sujetos, la base, las cuotas y las excepciones.

Por la característica especial de las leyes tributarias, que presentan gran com­
plejidad en su contenido, y por los aspectos técnicos que incluyen, los reglamentos 
tributarios son de gran importancia y han venido a significar una gran necesidad 
en la materia. Sin embargo, la complejidad de la ley no es motivo para que a través 
de los reglamentos se lleguen a modificar los elementos esenciales de los tributos, 
como sucede en muchas ocasiones, en contra del principio de reserva de la ley.

Independientemente de su contenido, es necesario aclarar que desde el punto 
de vista formal, los reglamentos exigen para su validez la firma del Secretario de 
Estado encargado del ramo a que corresponda la materia del reglamento, según 
lo dispone el artículo 92 de la propia Constitución.

5.4. Las circulares

El funcionamiento de la organización pública requiere una serie de mecanismos 
que permitan la fluidez de las instrucciones dentro de la organización jerárquica. 
Estas instrucciones que orientan la actividad de los funcionarios y empleados 
reciben el nombre de circulares.

En este sentido, Fraga menciona: "...la circular no contiene normas de carácter 
jurídico, sino simplemente explicaciones dirigidas a los funcionarios, y princi­
pios técnicos o prácticos que aseguren el buen funcionamiento de la organización 
administrativa", lo cual nos lleva a considerar que las circulares no deben tener 
trascendencia en el mundo de las obligaciones tributarias.

Nuestro sistema jurídico regula la existencia de las circulares, y en la expo­
sición de motivos de nuestro Código Fiscal se hace referencia al hecho de oue "En 
la regulación de las facultades de los funrion^r- c  i echo de que
crecento oup 1™ famit !  funcionarios fiscales queda comprendido elprecepto que los faculta para expedir circulara- * j

risprudencia establecida se previene que las d is o n é  °  ^  CUenta.la ,U'
no son obligatorias para los particulares ni crean d COntemdas en las mismaS

Concretamente, en la jurisprudencia *>08 / T  de l0S rnis.m0* '
Tribunal Fiscal de la Federación lu r k n r  A *"■ e la Suprema Corte {Revista del

que " Las circulares no pueden^r terddrs eo V Tf ÍS' 1917 3 1954> 86 eS‘ab'eCeP ser temdas como ley, y los actos de las autoridades que
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se fundan en aquéllas, importan una violación a los artículos 14 y 16 consti­
tucionales".

De acuerdo con el criterio expuesto, el artículo 35 del Código Fiscal previe­
ne que "Los funcionarios fiscales facultados debidamente podrán dar a conocer a 
las diversas dependencias el criterio que deberán seguir en cuanto a la aplicación 
de las disposiciones fiscales, sin que por ello nazcan obligaciones para los par­
ticulares y únicamente derivarán derechos de los mismos cuando se publiquen en 
el D iario O ficial de la  F ederaciórí'.

Pero la realidad tributaria nos presenta una situación diferente. En prim er 
término, existe una gran cantidad de disposiciones circulares que, no obstante pre­
tender referirse a situaciones sólo internas de la administración, en ellas se rela­
cionan gran cantidad de derechos y obligaciones para los particulares, que con la 
pretensión de dar lincamientos a los inferiores jerárquicos, afectan indirectamente 
la esfera jurídica de los particulares.

Todo ello ha dado lugar a que junto a los ordenamientos legislativos encon­
tremos disposiciones secundarias, que son elementales para el manejo de los 
asuntos fiscales, como la resolución que establece reglas generales y otras disposi­
ciones de carácter fiscal para cada año, conocida como "circular miscelánea", así 
como gran número de decretos y acuerdos que se emiten cada año, cuyo desco­
nocimiento puede generar graves consecuencias para los contribuyentes.

5.5. La jurisprudencia

Existe en nuestro sistema otra institución que ha adquirido gran fuerza jurídica 
que se denomina jurisprudencia, y que ha sido considerada fuente importante del 
Derecho. Se define como "Las resoluciones de los tribunales que, por mandato de 
ley, son de observancia obligatoria".

Sin embargo, podemos manifestar que la jurisprudencia no es fuente direc­
ta del Derecho porque su función radica sustancialmente en la interpretación 
judicial de las normas ya existentes, y con su creación no se origina otra norma, ya 
que su contenido no puede ir más allá de lo que la ley establece. Así como el Poder 
Ejecutivo aclara y facilita la aplicación de la ley a través de los reglamentos, el Po­
der Judicial realiza esta misma función a través del establecimiento de la juris­
prudencia.

Para ratificar esta aseveración nos podemos apoyar en la disposición conteni­
da en el artículo 133 de nuestra Constitución, que establece la estructuración de 
nuestro sistema jurídico sólo a través de la propia Constitución, las leyes del Con­
greso y los Tratados internacionales celebrados por el Jefe del Ejecutivo y aprobados 
P0r el Senado.

No obstante todo lo manifestado acerca de la jurisprudencia, debemos re­
conocer que su existencia y aplicación es de importancia significativa en el mundo
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jurídico, toda vez que a través de ella se precisan el contenido y alcance de las nor­
mas jurídicas, y puesto que mediante su formación no se pueden crear nuevas 
disposiciones, una vez establecida, su aplicación constitu) e un medio adecuado 
para la solución de las controversias planteadas, al orientar la aplicación de la ley.

En el ámbito judicial, de acuerdo con la ley de amparo, la jurisprudencia se 
establece cuando un mismo tipo de cuestión se resuelve en cinco ejecutorias con­
tinuas en un mismo sentido, no interrumpidas por otra en contrario, y puede ser 
establecida por la Suprema Corte en pleno, por cada una de las Salas de la Corte y 
por los Tribunales Colegiados de Circuito; es de aplicación obligatoria para el ór­
gano que la establezca y para los inferiores, así como para los tribunales judiciales 
del fuero común y tribunales de lo contencioso administrativo y del trabajo. Tam­
bién se crea jurisprudencia a través de una sola ejecutoria, cuando se resuelve una 
contradicción de sentencias.

En materia fiscal, la formación de la jurisprudencia sigue sus propias normas, 
que presentan un contenido diferente, ya que ésta puede ser creada a través de 
una, de tres o de cinco resoluciones.

En todo caso, solamente la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa puede crearla, y lo hace a través de una resolución sobre 
contradicciones de las Salas Regionales; con tres sentencias que hayan formado 
precedente, cuando el Pleno de la Sala Superior resuelve un mismo planteamien­
to en un mismo sentido y sin resolución en contrario; y con cinco sentencias cuando 
las resoluciones las emite cualquiera de sus dos secciones.

En síntesis, nos encontramos que en la realidad, la jurisprudencia representa 
un adecuado e importante instrumento de precisión del Derecho.
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6. La relación 
jurídico-tributaria

6.1. La obligación tributaria
6.2. Características de la obligación tri­

butaria
6.3. El hecho generador de la obligación 

tributaria

6.4. Nacimiento de la obligación tributaria
6.5. Determinación de la obligación fiscal
6.6. Tarifa y época de pago de la obliga­

ción fiscal
6.7. Exigibilidad de la obligación fiscal

Objetivos específicos

Al finalizar este capítulo el alumno podrá:

1. Diferenciar la obligación tributaria de la relación jurídico tributaria.
2. Explicar las características particulares de la obligación tributaria.
3. Explicar los diferentes tipos de obligaciones tributarias.
4. Comentar los criterios de selección del hecho imponible.
5- Distinguir el hecho imponible del hecho generador. .
6- Identificar los diferentes tipos de obligaciones en la legis ación

manifestación de suComo ya se ¡ndicb, la potestad

Poder soberano, se ejerce y se ago a m anera gen eral impersoi ^  vínculo
t e n  de la ley, en la cual se establece ̂  ^  realizarse, generar

ha' las situaciones jurídicas o de heC °  ición legal. la norma
á ta lo s  sujetos comprendidos en ituaCión concreta p fenómeno

Esa relación que nace al d arse la siW«c ^  se refiere al
lê l  es la relación jurídica, la cual, c 1 , <rídico-tnbutana.
O ta r io  se conoce con el nombre de relación j
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L 1 reí tetón jurídico-tributaria es un vínculo que une a d iferentes su jetos res- 
La relación juuuha m n^tetontes en el nacim iento, 

poeto de la generación de «m secuenci.is ,u u h ca  c en  m ateria de
modificación, transmisión o extinción de derechos y ODng.

“ " " ■ c o n S e n c i l l o  planteamiento so pretende identificar y d iferenciar dos fi­
guras fundamentales de nuestra materia: la relación ju rid ico-tnbu tan a y la ob ig. - 
ción tributaria, las cuales han sido confundidas al utilizarlas indebidam ente con (

sinónimos o equivalentes. ,
Como hemos de estudiar más adelante, la relación ju ríd ica  com prende

derechos y obligaciones, en tanto que la obligación sólo es una parte de dicha re- 

lación.

6.1. La obligación tributaria
A efecto de precisar los conceptos de obligación y relación jurídico-tributaria es 
conveniente partir de la presencia de una norma jurídica que en sí y por sí, no 
obliga a nadie mientras no se dé un hecho o situación previstos por ella; es decir, 
mientras no se realice el presupuesto normativo. Una vez realizado este supues­
to previsto por la norma se producirán las consecuencias jurídicas, las cuales serán 
imputadas a los sujetos que se encuentren ligados por el nexo de causalidad que 
relaciona el presupuesto con la consecuencia. Puede la norma, por ejemplo, pre­
ver la naturaleza de "contribuyente" en todo sujeto que sea propietario o poseedor 
de bienes inmuebles, y mientras una persona no adquiera o no posea un bien in­
mueble, es decir, mientras no realice el supuesto señalado por la norma, las conse­
cuencias de su aplicación no le pueden ser imputadas. Por tanto, respecto de esa 
persona no pueden existir, modificarse, transmitirse o extinguirse derechos ni obli­
gaciones derivados de esa norma; es decir, no habrá relación jurídico-tributaria.

Sin embargo, al realizar el presupuesto de referencia de inmediato se gene­
ran los derechos y obligaciones previstos, con lo que se crea un vínculo jurídico 
entre los sujetos que la propia norma establece. Esto nos lleva a concluir que la re­
lación jurídico-tributaria es un vínculo jurídico entre diversos sujetos respecto del
nacimiento, modificación, transmisión o extinción de derechos y obligaciones en 
materia tributaria.

Este concepto nos permite identificar a la relación jurídico-tributaria v di­
ferenciarla de la obligación tributaria, pues resulta claro que la relación jurídica, 
como vinculo entre diversos sujetos, comprende tanto a los derechos como a las 
obligaciones, de donde se deriva que aquélla es el todo y ésta sólo una de sus partes.

J Í h CSla pnme,ra Cuestiím m’S aboCar™ o s  a otra de mucha mavor 
trascendencia- precisar el contenido y naturaleza dc la obligación tributaria," ya

t e  han soslayad T  T  COnl US'Ón entre '<* conceptos anteriores, los tratadis-
• S° 8layado Problema- Sin embargo, tratándose de la obligación tributaria,
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las opiniones s ig u en  s ien d o  d iv erg en tes respecto  de su conten id o , ya que a lgu ­
nas consideran qu e la o b lig a ció n  so lam en te  se refiere a un dar, m ientras que otros 
la identifican ad em ás co n  u n  hacer, u n  n o h a cer y, otros, hasta con  un tolerar.

En té im in o s g en erales se ha consid erad o com o obligación  a la necesidad  ju ­
rídica que tiene una p erson a  de cu m p lir una prestación  de d iverso conten id o, o 
como la conducta d ebid a en v irtu d  de la su jeción de una persona a un m andato le­
gal. Como h em os v isto , al realizarse el supuesto previsto  por la n orm a surgen 
consecuencias ju ríd icas qu e se m anifiestan  en derechos y obligaciones, y  que la 
teoría considera que p u ed en  ser de dar, hacer, no hacer y tolerar.

En opinión del m aestro H ugo Carrasco Iriarte, los elem entos anteriores (dar, 
hacer, no hacer y tolerar) form an  parte de la obligación tributaria, a saber:

DAR. R efiriéndose a la parte del patrim onio o ingreso de los contribuyentes o 
al porcentaje del precio o del valor de un bien, o a la  cantidad fija que el 
sujeto pasivo tiene que enterar a la hacienda pública para pagar una deu­
da fiscal propia o ajena.

HACER. Q ue se refiere a todos los deberes positivos que establecen las leyes 
fiscales, por ejem plo: presentar declaraciones, cum plir con los requeri­
m ientos de autoridades fiscales, etcétera.

NO HACER. El su jeto pasivo debe abstenerse de realizar conductas no per­
mitidas por la legislación fiscal, esto es, no debe llevar a cabo conductas 
ilícitas, por ejem plo: expedir com probantes fiscales sin los requisitos que 
señalen las leyes.

TOLERAR. Im plica no interferir en el ejercicio directo de un acto de m olestia 
de la autoridad en la esfera jurídica del particular; se diferencia de la de 
no hacer debido a que en ésta no se requiere ejecución previa de la autori­
dad.

Si aplicamos estas ideas, concluirem os necesariamente que el contenido de la obli­
gación tributaria no puede ser diferente de la obligación en general, de donde 
resulta que la obligación tributaria es la conducta consistente en un dar, hacer, no 
hacer o tolerar, que un sujeto debe cum plir por haber realizado el supuesto pre­
visto en la norma tributaria.

Con lo anterior no querem os soslayar lo expuesto por em inentes tratadistas 
de la materia, los cuales m anifiestan que la obligación tributaria se circunscribe a 
la conducta de dar, y consideran a las obligaciones secundarias o accesorias parte 
del Derecho Adm inistrativo.

Esta corriente explica que la lim itación de su contenido se debe a que el ob­
jeto y fin esencial de los tributos o contribuciones es el recaudar los recursos que 
necesita el Estado, por lo que la materia sustancial del Derecho Tributario es la re- 
lativa a la recaudación, dejando de lado otros aspectos tan importantes como las 
l ig a c io n e s  form ales, que van junto con la de contribuir.
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La realidad es que al limitar al Derecho Tributario exclusivamente a la activi­
dad de recaudación, ignorando los aspectos constitucionales, administrativos, 
procesales v penales, se reduce a tal grado nuestra materia que, de tan pura, se 
inutiliza, va que el fenómeno jurídico tributario no puede concebirse sin los otros
aspectos a que nos hemos referido.

Er¡ a rovo a lo anterior debemos remitimos al propio Dino Jarach que, como 
precursor v sistematizador de nuestro Derecho Tributario en América, expone en 
su H echo Im ponible que el Derecho Tributario es una rama plenamente integrada, y 
cue sólo para efectos didácticos se hace la diferenciación en Derecho Tributario 
Constitucional, Derecho Tributario Sustantivo, Derecho Tributario Administrativo, 
etc., de donde se deriva que el Derecho Tributario comprende todos los aspectos 
relativos al fenómeno jurídico de la imposición, los cuales se encuentran sistema­
tizados en una rama autónoma del Derecho, trayendo como consecuencia que la 
obligación, como parte fundamental de esta disciplina, debe ser considerada co­
mo una conducta consistente en dar, hacer, no hacer o tolerar.

Independientemente de lo expuesto, cabe señalar que algunos autores deno­
minan obligación prin cipal a la obligación tributaria de dar y a las otras obliga­
ciones accesorias o secundarias. Sin embargo, hay que aclarar que esta diferenciación 
carece de base, toda vez que lo accesorio implica dependencia y, por lo tanto, sólo 
podría existir si existe aquella de la que se supone se deriva, lo cual, como podemos 
damos cuenta, no se da en el caso de las obligaciones tributarias, ya que las obli­
gaciones de hacer o no hacer son independientes de las de dar y, es más, aquéllas 
pueden existir aun sin que existan éstas, o subsisten aun después de que se haya 
extinguido la obligación principal.

Para corroborar lo anterior bástenos decir que las obligaciones formales de 
hacer y no hacer, como inscribirse en determinados registros o llevar controles, o 
como no destruir documentación o no llevar doble sistema de contabilidad, son 
independientes de la obligación de pagar las contribuciones. Por ello, no es acep­
te; „,e e] cajif¡cativo de obligaciones accesorias. En el mismo sentido se debe rechazar 
ti nombre de obligaciones secundarias, toda vez que éstas son tan importantes
como la obligación de dar, ya que sin ellas la recaudación sería de muy difícil rea­
lización.

De acuerdo con lo expuesto, nos pronunciamos en favor de la denomina- 
crón de obligación tributaria para toda conducta que el sujeto debe realizar cuando
*  coloca en el supuesto que establece la norma tributaria, independientemente 
de que dicha conducta sea de dar, de hacer o de no hacer. De esta manera, identifi­
camos a la conducta de dar como obligación tributaria sustantiva y a las demás 
como obligaciones tributarias formales.

c u e n t T u ° r  par‘e' 65 imP °rtante observar que la obligación tributaria tiene en
“ " “i r  5U ma7 fes,ad6n' ^  sirve de base para aplicar una

jntnbucion, as,, tenemos tres cnterios para la selección del hecho imponible:
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.  El capital, entendido éste como la posesión de riqueza.

.  La renta, como la capacidad para adquirir riqueza 

.  El consumo, es decir el gasto como manifestación de la riqueza.

Finalmente, y sólo como referencia, es conveniente aclarar que algunos autores 
inc uyen a a o i ilación e tolerar, por considerar que se refiere a una conducta di- 
f can  te a a t  no actr, argumentando que no obstante tratarse de una conducta 
nt gativa, c to erar implica el ejercicio directo de un acto de molestia de la autoridad 
en la esfera jurídica del particular, a diferencia de la obligación de no hacer, en la 
que no se requiere ninguna ejecución previa de la autoridad, como lo explicamos 
con anterioridad.

6.2. Características de la 
obligación tributaria

Una vez precisado el contenido de la obligación tributaria, debemos identificar 
sus características esenciales que nos permitirán ubicarla con exactitud en el mar­
co de nuestra materia. Ante todo, debemos mencionar que se trata de una obligación 
ex lege cuyo sujeto activo necesariamente será el Estado a través de sus órganos, y 
cuya finalidad es, directa o indirectamente, la recaudación de ingresos o la reali­
zación de un fin especial de naturaleza económica, política o social.

Es una obligación ex  lege, ya que: "La obligación tributaria nace, se crea, se ins­
taura por fuerza de la ley; en la ley radican todos sus factores germinales". (De 
Araujo Falcao, Amílcar. E l hecho generador de la  obligación tributaria.) Es cierto que el 
individuo es quien realiza las situaciones jurídicas o de hecho que el legislador ha 
previsto en la norma, pero esta obligación no nacerá siempre que el individuo 
actúe, sino sólo en caso de que su situación coincida con el supuesto normativo, 
de donde se deriva que fue la voluntad del legislador la que hizo posible que na­
ciera la obligación. El individuo seguirá realizando sus actividades, pero será la 
disposición legal la que haga surgir la obligación. La voluntad del particular pre­
tenderá adquirir o vender un bien, obtener un ingreso, realizar una operación, y 
la voluntad de la ley será generar la obligación.

Respecto del sujeto activo, hemos dicho que necesariamente será el Estado 
quien, a través de sus órganos, exigirá el cumplimiento de las obligaciones que se 
generen, ya que, como lo dispone nuestra Constitución en la fracción IV de su ar­
tículo 31, la Federación, los estados, los municipios y el Distrito Federal son los 
acreedores de la obligación tributaria, que en forma centralizada o descentrali­
zada ejercerán sus facultades tributarias.

En relación con su objeto, debemos mencionar que la prestación en dinero 
Para cubrir el gasto público es el objeto sustancial de la obligación tributaria, mani­
festado directamente en las obligaciones de dar, y de manera indirecta en las de
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nr(V.k A aunaue en estas obligaciones el contenido 
hacer y no hacer, ya que, como se p r e c , *  gu existencia es para ese efecto.
de la conducta debida no es a en re8 fenómeno de la tributación puede te-
Sin embargo, es preciso mencionar que . . j  „ aanpll-»
ner además un objeto diferente del estrictamente r e c a u d a to r io ,^  M  la
concepción tradicional del ejercicio de la potestad tributaria con f' dato-
rios se ha superado en la actualidad, puesto que se establecen contribu con
propósitos diversos, va sea para regular la economía, como en el caso de los aran- 
c c l¿  al comercio exterior y otros de carácter interno, o para producir efectos sociales 
respecto de ciertas tendencias, como disminuir el consumo de bebidas alcohóli­
cas o de productos nocivos para la salud. Estos fines son conocidos como extrafis- 
cales y son fundamentales en el manejo de la política tributaria de un país.

Como precisamos anteriormente, la razón inicial de la tributación se encontró 
en la necesidad de recaudar recursos para satisfacer los requerimientos públicos, pe­
ro las ideas que la sustentaron fueron válidas en el pasado, en sociedades demasiado 
controladas, en las que el Estado fungió como benefactor, protector, constructor, etc., 
y consecuentemente deben dejarse atrás, en atención a que este criterio sólo apli­
caría para el caso de que el cobro de la contribución fuera destinado al bien común, al 
orden, a la seguridad jurídica o a la justicia en beneficio de los gobernados.

6.3. El hecho generador de la 
obligación tributaria

Como ya se indicó, la obligación tributaria como obligación ex  fegervsice por dispo­
sición de la ley. Sin embargo, ...para su nacim iento es m enester que surja 
concretamente el hecho o presupuesto que el legislador señala como apto para 
servir de fundamento a la ocurrencia de la relación jurídico-tributaria" (Amílcar 
de Araujo Falcao).

En la doctrina encontramos diferentes tendencias respecto de la identificación 
do la conducta que denominamos hecho generador y que en muchas ocasiones se

aue so tratad. H T  '° ^  reSU’fa VeZ' COnCTetarque so dc dos aspectos de un mismo fenómeno de la tributación- el hecho im-Z*ÍT° qûaTst riTd d3 °  de heCh°  qUC d  legÍSlad° r Selecdonó V e“ 6
lo tanto, concluimos que se tra ta re  un h e ^ 0’ §enere,la obli8ación tributaria; por 
que debe estar previsto en la lev fnr ] Sltuacion de c°ntenido económico,

elementos esenciales: objeto, sujeto, b a r ta L T ta r i fa m ente C° nsiderada' con sus
nerador, que es la realización del suramsL ■ P° r ° tra parte el hecho ge'
a la obligación tributaria en general ya s e a d e  T * 0* *  n° rm a’ '°  °Ual ^

El hecho imponible es una ' er °  n0 hacer
para que nazca la carga tributaria v^v.18' ^  COncreta í 110 e! legislador selecciona

8 tributaria, y el hecho generador es una conducta que al ade-



l ü ^ g j g ^ r a d o r d e j a  obligación trjbutaria

ruarse al supuesto genérico de la nnrm-, „ ■ •
! I u-ioiuk) un parangón  podríam os H 118103 ° bli8 ación tributaria en general. 
Tributario lo que el tip o  es al D erecho Pe" T *  ?  Ím ponM e es al Derecho 
Derecho Fiscal correspondería a la con du ct T ' T ' T , 6‘ ^  * en erador del

En este orden de"ideas. Z l Z  t T e l t t  ^ios que el hecho generador determina:

a) El m om ento en que nace la obligación tributaria principal.
b) h\ sujeto pasivo principal.

c) Los conceptos de incidencia, no incidencia y exención.
,1) El regim en ju ríd ico  de la obligación tributaria: alícuota, base de cálculo, 

exenciones, etcétera.

G. Ataliba, al referirse a las diferencias entre hecho imponible y hecho generador, 
nos presenta el siguiente cuadro:

PRESUPUESTO DE HECHO O DE 
HIPÓTESIS DE INCIDENCIA

HECHO GENERADOR

• Descripción genérica e hipotética 
de un hecho

• Hecho concretamente ocurrido 
en el mundo fenoménico, 
empíricamente verificable (h/c ef 
nunc)

• Concepto legal (universo del 

derecho)
• Hecho jurígeno (esfera tangible de 

los hechos)
• Designación del sujeto activo • Sujeto activo ya determinado

• Criterio genérico de identificación 
del sujeto pasivo

• Sujeto pasivo: Ticio

• Criterio de fijación del momento 
de la configuración

• Realización: día y hora determinados

• Eventual previsión genérica de 
circunstancias de modo, tiempo 
y lugar

• Modo determinado y objetivo, local 
determinado

• Criterio genérico de medida (base 
imponible)

• Medida (dimensión determinada)

Figura 10. El presupuesto y el hecho generador

Concluiremos este apartad o indicando que el Codigo Fiscal de la Federación no 
establece una descripción  legal del hecho im ponible, por lo que debem os entender 
que los elem entos del m ism o se encuentran dispersos en todas las leyes fiscales 
especiales; sin  em bargo, los elem entos jurídicos fundam entales que deben con­
templarse en toda ley fiscal son: el objeto, los sujetos, la base, la tasa, la tarifa, la 
época de pago y, en su caso, las excepciones que procedan.
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6.4. Nacimiento de la obligación tributaria
*

La realización del s u p u ro  normativo da lugar a las obligad..,n~ Éstees un pnnci. 
pió fundamental del b rech o , ya que a partir de ese momento £ u cd e  detorm 
la exigibilidad de las conductas comprendidas en la ob igi <- . - p e a ,  el 
momento del nacimiento de la obligación tributaria representa en nuestra mate­
ria un punto de gran importancia debido a que nos permite determinar cual dispo­
sición legal es la aplicable a esa situación, es decir, a partir de que momento será

, __irifri nn (11IP cp extinguirán las facultades de las auto-exigible, asi como el momento en que st txun¡,uiic
ridades fiscales para su cuantificación.

La doctrina coincide en forma absoluta en que "La obligación fiscal nace 
cuando se realizan las situaciones jurídicas o de hecho previstas en las leyes fisca­
les", como lo establecían nuestros códigos fiscales anteriores al vigente, es decir, 
con la realización del hecho generador, por lo que le serán aplicables las disposicio­
nes legales vigentes en el momento de su nacimiento. Sin embargo, en materia 
fiscal, el momento del nacimiento de una obligación no coincide con el de su exigibi­
lidad, ya que por su naturaleza especial requiere del transcurso de un cierto plazo 
para que sea exigible. Así tenemos que el establecimiento de una empresa, la realiza­
ción de una operación, o la obtención de un ingreso, pueden haber sido consi­
derados objeto de gravamen por el legislador y, por tanto, establecidos como hechos 
imponibles; sin embargo, la realización del hecho generador que da lugar al 
nacimiento de la obligación de registrarse, de presentar una declaración o de pa­
gar un impuesto, quedará sujeta a un cierto plazo para su cum plimiento, el cual es 
fijado en las leyes impositivas respectivas, en el Código Fiscal de la Federación y 
en su reglamento.

El Código Fiscal de la Federación vigente ya no regula, como el anterior, el na­
cimiento de la obligación fiscal en general, y en una sola disposición. En la actualidad, 
en su artículo 6o sólo se refiere a la obligación sustantiva al disponer que "Las con­
tribuciones se causan conforme se realizan las situaciones jurídicas o de hecho, previstas 
en las leyes fiscales vigentes durante el lapso en que ocurran" (figura 11).

6.5. Determinación de la obligación fiscal
La figura de la determinación se refiere a la c o n s t a t a r á  a *  i i- -  j  i 
hecho imponible o existencia del hecho .en erad o  v ía rea sa cró n  del
cantidad líquida. Emilio Margáin indica dos reH P reclS10"  de la  deuda en

efecto de determinar la obligación tributaria: * *  te" erSe *

tributaria; ésta nace In eT m om én to  e°   ̂naC Ím iento d e la ° b ' ‘gación
O de hecho previstas por la le T T  ^  ^  reallzan  las situ acion es jurídicas 

P vistas por la ley. La d eterm in ación  del créd ito  es u n  acto  pos-
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Tarifa y época de pago de la obligación fiscal

terior al nacimiento de la obligación y es la aplicación del método adoptado 
por la ley. La obligación del contribuyente nace de la ley, sin embargo su 
cuantificación requiere de un acto nuevo, que es la determinación.

b) Las normas para la determinación del crédito fiscal y las bases para su 
liquidación deben estar previstas en la ley, no así en el reglamento. Esto de­
riva del principio de legalidad que prevalece en nuestro sistema jurídico- 
tributario.

Figura 11. Relación jurídico-tributaria

El método de determinación debe ser sencillo, en cuanto a que el propio contribu­
yente lo comprenda y lo pueda aplicar; cómodo, en cuanto evite molestias inne­
cesarias e inútiles para el contribuyente; y, finalmente, debe ser limpio, en cuanto 
evita el contubernio entre el obligado a pagar y el personal hacendario.

En nuestro derecho corresponde al contribuyente la aplicación del método 
y la determinación de los créditos fiscales a su cargo, salvo disposición en contra­
rio expresamente contenida en la ley.

6 .6. Tarifa y época de pago de 
la obligación fiscal

Las tarifas pueden ser de cuatro tipos: de derrama, cuando la cantidad que preten- 
e obtenerse como rendimiento del tributo se distribuye entre los sujetos afectos
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al m ism o, tom an d o en cuenta la base del trib u to  o las s itu a cio n es  específicas pre­
vistas en la ley para el im pacto  del gravam en; fija , cu an d o  en la ley se expresa la 
cantid ad  exacta que debe p ag arse por unidad trib u taria , proporcional, cuando se 
establece un tanto por ciento fijo, cualquiera que sea el valor de la base; y progresivas,
cuan d o aum entan al aum entar la base.

La época de pago de la obligación  fiscal es el m om en to  p rev isto  por la ley 
para que se satisfaga la obligación . El pago debe e fectu arse  d en tro  del plazo o 
bien  en el m om ento que la ley señala para el efecto.

En nuestra legislación, el artículo 6o del C ódigo F is ca l d e  la  F ederación  esta­
blece que las contribuciones deben pagarse en la fecha o d entro  del plazo señalado 
en las d isposiciones respectivas, y a falta de d isposición  expresa, el pago debe ha­
cerse m ediante declaración que se presentará ante las o ficin as autorizadas dentro 
del plazo que corresponda según sea el caso. Por otra p arte, las contribuciones 
om itidas que determ inen las autoridades fiscales com o consecu en cia  del ejerci­
cio de sus facultades de com probación, así com o los dem ás créd itos fiscales, deben 
pagarse o garantizarse junto con sus accesorios dentro del m es siguiente a la fecha 
en que surta efectos su notificación.

La época de pago puede prorrogarse a petición de los contribuyentes, cuando 
las autoridades fiscales autoricen el pago a plazo, ya sea diferido o en parcialidades, 
de las contribuciones om itidas y de sus accesorios, sin que dicho plazo exceda de 
48 meses. Se causarán recargos sobre el saldo insoluto, incluyendo los accesorios, 
a la tasa que mediante ley fije anualm ente el Congreso de la U nión, considerando el 
costo porcentual promedio de captación de recursos que proporcione el Banco de 
México. En este caso, la autoridad deberá exigir que se garantice el interés fiscal. 
Este beneficio puede suspenderse en caso de que la garantía resulte insuficiente, el 
contribuyente sea declarado en quiebra, o no pague alguna de las parcialidades 
dentro de los 15 días siguientes a aquel en que venza dicha parcialidad.

6.7. Exigibilidad de la obligación fiscal

La exigibilidad de la obligación fiscal consiste en la posibilidad de hacer efectiva
dicha obligación, aun en contra de la voluntad del obligado, en atención a que no
se satisfizo durante la época de pago. Como consecuencia de lo anterior, m ientras
no se venza o transcurra la época de pago, la obligación no es exigible por el sujeto 
activo.

El termino de exigibilidad se encuentra im plícito en el prim er párrafo del ar­
ticulo 145 del C odigo F isca l d e la  F ederación  vigente, el cual establece que las 
autoridades fiscales exigirán el pago de los créditos fiscales que no hubieren sido 
cubiertos o garantizados dentro de los plazos señalados por la ley, m e d ia n te  el 
procedimiento administrativo de ejecución.

La relación jurídico-tributaria_____________________
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7. El crédito fiscal

7.1. Transformación de la obligación tribu- 7.3.1. Derecho de preferencia
7.3.2. Solve et repete
7.3.3. Garantía del crédito fiscal
7.3.4. El embargo precautorio

taria sustantiva
7.2. La determinación fiscal
7.3. Los privilegios del crédito fiscal

Objetivos específicos

Al finalizar este capítulo el alumno podrá:

1. Explicar la transformación de la obligación en crédito fiscal.
2. Describir los elementos que integran el procedimiento de la determinación.
3. Identificar las diferentes formas de determinación.
4. Comentar las razones de preferencia de los créditos fiscales.
5. Señalar la prelación para cubrir créditos fiscales.
6. Explicar el principio Solve et repete.
7. Enunciar las formas de garantizar los créditos fiscales y los casos en que procede.
8. Explicar el embargo precautorio.

7.1. Transformación de la obligación 
tributaria sustantiva

Si la obligación fiscal en general no es exigible de inmediato, tratándose de la obli­
gación sustantiva su exigibilidad adquiere matices especiales, ya que ésta no es 
exigible como tal, puesto que resulta indispensable tener la certeza de la cantidad 
en que se traduce la misma, lo cual se realiza a través de un procedimiento deno­
minado "determ inación", mediante el cual se precisa el cuantum, el monto de 
aquella obligación sustantiva.
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El crédito fiscal

. nile: "El crédito fiscal es la
El artículo 18 del Código F is c a l an terio r  ̂ pQr ,c  q u e  to d a  cantidad

obligación fiscal determ inada en  ca"  cu a lq u ier  co n ce p to , d eb ería  ser
que la Federación tuviera derecho percibir, gu c u a n tía  E n  e, ^

considerada crédito fiscal un^ “ q co n ten ido de e s te  c o n c e p to  al estab lecer 
digo Fiscal vigente se precisa el alcanc y 
en el prim er párrafo de su artículo 4o que:

son créditos fiscales, los que tenga derecho a p erc ib ir  el Estado 
o sus organismos descentralizados que provengan de contribu­
ciones de aprovechamientos o de sus accesorios, incluyendo 
,os qu;  deriven de responsabilidades que el Estado tenga dere­
cho a exigir de sus servidores públicos o de los particulares, asi 
como aquellos a los que las leyes les den ese caracter y el s- 
tado tenga derecho a percibir por cuenta ajena.

Comparando ambas disposiciones nos podem os p ercatar de qu e la  concepción  
genérica que existía conforme al código anterior fue m odificada, ya qu e en  la actua­
lidad se precisa que sólo pueden constituir créditos fiscales aqu ellas cantid ad es que 
provengan de contribuciones, de aprovecham ientos (dentro de los qu e qu ed an  com ­
prendidas las responsabilidades) y de sus accesorios, por lo qu e deja  fu era  a los 
ingresos denominados productos. Sin em bargo, perm ite que ad qu ieran  la caracterís­
tica de crédito fiscal otras cantidades que debe percibir el E stado, qu e sin tener 
naturaleza fiscal la ley les otorga ese carácter con el fin de facilitar su cobro.

De lo anterior derivamos que toda obligación fiscal determ inada en cantidad lí­
quida es un crédito fiscal, pero no todo crédito fiscal deriva de una obligación fiscal.

Es evidente que el legislador del C ódigo F isca l d e la  F ed eración  en  v igor no 
pretendió establecer una definición del crédito fiscal, ya que sólo se lim itó  a realizar 
una descripción de los conceptos que pueden integrarlo. S in  em b arg o , el m aestro 
Augusto Fernández Sagardi identifica al crédito fiscal com o /yel d erecho de percep­
ción, en fecha determinada, a favor del Estado o de sus organ ism os descentra­
lizados, que nace por disposición de la ley, ind ep en d ien tem en te de que se haya o 
no determinado en cantidad líquida".

De lo anterior podemos señalar que para dicho tratad ista  son  características 
del crédito fiscal las siguientes:

^ d escen tra lizad os H e n 0  dereCh°  3  rec ib ir  el E s ta d o  °  s u s  o rg a n ism o s

b) Nace por disposición de la ley.

0  Proviene de contribuciones, aprovecham ientos o d e  su s accesorios.

^ ^ r t ^ r i S S a ar Í n 0 r  necesa; i0  que se h «ya d eterm in ad o  el crédito
del C ódigo F isca l d e la  F ed er ■ * *  P uce de co n fo rm id ad  con  el artícu lo  6»

*  la Federación , cu y o  p rim er p á rra fo  e s ta b le c e  q u e "L as
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contribuciones se causan  conform e se realizan las situaciones ju ríd icas o de hecho 
previstas en las leyes fiscales vigentes durante el lapso en que ocurran".

Es con v en ien te señalar que los productos no son consid erad os créd itos 
fiscales, y son defin idos en  el párrafo tercero del artículo 3 o del C ódigo F isca l d e la  
Federación  com o 'Tas contraprestaciones por los servicios que preste el Estado en 
sus funciones de derecho privado, así com o por el uso, aprovecham iento o ena­
jenación de bienes del dom inio p rivad o", por lo que en su obtención el Estado se 
comporta com o un sim ple particular, por lo que las relaciones que se generen por 
las contraprestaciones que otorgue se regulan por el derecho privado, lo cual se 
confirma por lo expresam ente previsto por el artículo 145 del C ódigo F isca l d e la  
Federación , el cual establece en su últim o párrafo que "E n  ningún caso se aplicará 
el procedim iento adm inistrativo de ejecución para cobrar créditos derivados de 
productos".

Sin embargo, será necesario precisar que los momentos de nacimiento de la 
obligación fiscal y del crédito fiscal son diferentes, como se verá en el siguiente punto.

7.2. La determinación fiscal

Como se explicó en el capítulo anterior, cuando la obligación tributaria sustantiva 
se ha m anifestado con la adecuación del hecho generador al hecho im ponible, se 
debe cum plir la conducta predeterm inada por la norma consistente en un dar. Pa­
ra que esto pueda realizarse es necesario precisar su contenido, es decir, cuál es la 
cantidad que debe darse, el cuantum  de la obligación.

Por la naturaleza de la obligación tributaria sustantiva se deduce que no es 
suficiente el solo nacimiento de la obligación para proceder a la recaudación, puesto 
que con la realización del hecho im ponible no sólo podemos aseverar que una 
obligación en abstracto ha nacido, también podemos tener la seguridad de quiénes 
son los sujetos del impuesto, y quizás qué tarifa podemos aplicar, así como también 
sobre qué base se va a aplicar dicha tarifa. Pero aún con todos estos elem entos to­
davía es necesario efectuar las operaciones para determinar la cantidad específica 
que constituye la deuda o crédito fiscal. A este acto de precisión del cuantum  de la 
obligación se le denom ina determinación fiscal.

Para la determ inación del crédito resulta conveniente que el procedim iento 
previsto en la ley reúna ciertos requisitos:

a) Que sea sencillo, lo cual implica para el contribuyente la posibilidad de 
entender y aplicarlo para determinar el monto del crédito fiscal.

b) Que sea económ ico, es decir, que el procedimiento no cause más cargas al 
contribuyente; que la determinación de su monto no sea onerosa.

c) Que sea cómodo, lo que implica que el cumplimiento de la obligación fiscal 
no cause al contribuyente molestias innecesarias e inútiles.
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. h  determ inación del cuantum de la
d) Que sea limpio, de tal forma qu t ' j contribuvente y el per-txssssssspss*-** , br

. , • - i oc» ih liv e  en qu é m om en to  n ace la obli- 
Com o sabem os, nuestra legis ación isc< 1 j su jeto  activ o  ni el pasivo
gacíón fiscal, pero m ientras ella no se c u a n t.f .q u e  n. el su jeto
tendrán la certeza de qué cantidad es la que se c c ê  ^  ^  ^

Otra cuestión de eran im portancia es la rcla c r ■
ble el créd Uo fiscal, locual sucede, de acu erd o co n  el artícu lo  6* ™
¡a Federación , cuando se ha cum plido con el plazo para su pago, situ ació n  qu e 
confirm ada por el articulo 145 del m ism o ordenam iento  legal, cu an d o  establece 
que la autoridad fiscal exigirá "e l pago de los créd itos fiscales qu e no h ubieren  
sido cubiertos o garantizados dentro de los plazos señalad os por la ley, m ediante
el procedimiento adm inistrativo de ejecución".

Lo anterior significa que el m om ento del nacim iento de la ob ligación  fiscal
es uno; el del crédito fiscal es otro y el m om ento de la exigibilidad  es otro posterior. 
Así, en el primer caso nace cuando se actualiza la hipótesis de hecho o de derecho 
prevista en la ley; en cam bio, la exigibilidad de dicha obligación  requ iere que pri­
mero se haya determinado el crédito v que después se agote el térm ino para el 
pago del mismo.

La distinción antes descrita reviste gran im portancia para los efectos del 
cómputo de los plazos para que operen la caducidad, así com o la p rescrip ción  del 
crédito fiscal.

En el caso de la caducidad estam os ante una consecu encia extin toria  por­
que la autoridad fiscal no ejerció sus facultades para d eterm inar contribu ciones 
omitidas, para lo cual el artículo 67 del C ódigo F isca l d e la  F ed eración  le otorga, 
como regla general, un lapso de cinco años, a partir del nacim iento de la obligación.

Respecto de la prescripción, el artículo 146 del C ódigo Fiscal de la Fed era­
ción señala que es un derecho que el contribuyente puede oponer com o excepción  
o ejercer como acción, cuando transcurrido el p lazo de cinco años a p artir de la fe­
cha en que legalmente pudo ser exigido el crédito, la autoridad  fiscal no lo  hace, 
de donde se deduce que un elemento esencial para que opere esta institución  es la
exigibilidad del crédito, por lo que no podrá iniciar el cóm p u to  del p lazo m ien­
tras ésta no se haya dado.

Por tanto, si en un determ inado tiem po no se fija en  can tid ad  líqu ida la 
obhgacion fiscal, la autoridad pierde su derecho para hacerlo , por lo qu e no llega 
a nacer el crédito fiscal, y menos a ser exigible; sin  em bargo, si com o resu ltad o de 
la determinación realizada por el particular o por la au toridad , n ace el crédito 
ñscal, este debe ser cubierto en cierto plazo, que puede ser hasta de 45 días hábiles 
posteriores a la notificación de la determ inación o el doble de casos especiales; y 

no se paga, entonces ya resulta legalm ente exigible
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La doctrina ha desarrollado am pliam ente la institución de la "determ inación", 
figura que se estableció en nuestro país a partir de la aparición del libro de M ario 
pugliese titulado In stitu cion es d e D erecho F in an ciero, en cuya traducción al idiom a 
español se utilizó la palabra italiana "accertam en to", que dio origen a su uso genera­
lizado y que posteriorm ente se tradujo com o determ inación, térm ino que se u tili­
za en la actualidad para señalar el hecho de fijar en cantidad líquida la cuantía del 
crédito fiscal.

El procedim iento que conocem os com o determ inación está constituido por 
dos aspectos:

a) Por una parte, se integra con el conjunto de actos tendientes a la verificación 
del hecho generador, con  lo cual se com prueba que la h ipótesis conten id a 
en el hecho im ponible se ha realizado.

b) Por la otra, se realiza la calificación de los elem entos de las contribuciones; 
es decir, se precisan el objeto, los sujetos, la base y la tasa o tarifa, y se hace la 
operación aritm ética que nos dará com o resultado la cantidad líquida a pagar.

Durante m ucho tiem po se discutió respecto a la naturaleza de la determ inación, 
tratando de precisar si solam ente era declarativa o constitutiva del crédito fiscal, 
discusión que se desarrolló en nuestro país debido a la distinción que se hacía en 
el Código Fiscal respectivo de los conceptos obligación fiscal y crédito fiscal, los 
cuales eran claros respecto de una y otra figuras: la obligación nacía con la reali­
zación del hecho generador, y el crédito fiscal con el acto de determ inación.

En los térm inos de la legislación vigente no existe duda respecto del m om ento 
del nacim iento de la obligación, que sucede cuando se realizan las situaciones 
jurídicas o de hecho previstas en las disposiciones fiscales. La discusión se ha ge­
nerado con relación al crédito fiscal, tratando de resolver si nace al m ism o tiem po 
que la obligación o cuando ella es determ inada en cantidad líquida, lo cual quedó 
expuesto anteriorm ente, en  el sentido de que el plazo inicia a partir de su exig i­
bilidad, no a partir de su nacim iento, por lo que no es trascendente la fecha de su 
nacimiento.

La d eterm inación puede llevarse a cabo por el contribuyente, tal com o lo 
prevé el artículo 6o del C ódigo F isca l d e la  F ederación , en su tercer párrafo, al señalar 
que "C orrespond e a los contribuyentes la determ inación de las contribuciones a 
su cargo, salvo d isp osición  en co n trario ", lo cual suced e cuando p resenta  su 
declaración o cu an d o in form a sobre su cu m p lim ien to  (regla gen eral); p or la 
autoridad (heterodeterm inación), cuando la autoridad ejerce sus facultades de com ­
probación; y en form a m ixta, cuando el contribuyente proporciona toda la inform a­
ción necesaria para la cuantificación  de la obligación, la cual se puede realizar 
sobre una base cierta o sobre base estim ada o presunta.

La d eterm inación  sobre base cierta se ejecuta, ya sea por el sujeto pasivo o 
por la adm inistración tributaria, con pleno conocim iento y com probación del hecho
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v elem entos, y adem as en cuanto a su 
generador, en cuanto a sus car rteza e \ hecho y valores im ponibles.
m agnitudeconóm ica.Se“ " ^ “ " “ ^ " a  ex tT e cuando la adm inistración tri- 

T a determinación sobre base estim ada exisie cua
butaria! o sea el pmpio sujeto activo, determ ina la base im ponible con  ayuda de
presunciones establecidas por la propia ley.

Los artículos 62 de la Ley del Im puesto Sobre la Renta y 55 al Código
F iscal d e la  Federación  establecen este procedim iento, que se orig in a cuando la 
Administración, ante la imposibilidad de determ inar una base cierta  , tiene que 
partir de presunciones establecidas por la ley, a partir de los hechos que pueda 
comprobar, de la información de terceros, de los libros de la contabilidad del contri­
buyente, de la documentación que obre en su poder y de otros m edios indirectos.

Los autores hacen diferentes clasificaciones de los m étodos de determinación. 
Algunos distinguen el método presu n tivo  del estim ativo, otros d iferencian al obje­
tivo del indieiario, pero la realidad es que, por lo general, siem pre concluirem os en 
los siguientes:

a) Método objetivo, en el cual se señala una cuota o tasa, en  atención  al peso, 
medida, volumen o número de unidades de m ercancía, que son el objeto 
del impuesto.

b) Método indieiario, en el cual se tom an com o referencia ciertos datos sobre 
la actividad del contribuyente, para establecer su capacidad contributiva o 
el objeto a gravar tratándose del consum o, por lo que d ichos signos se en­
cuentran generalmente en la producción abstracta, en el capital invertido 
en el negocio o por los signos de riqueza externa.

c) Método declarativo, en el cual se determ ina un crédito fiscal, a través de
una manifestación formal del contribuyente, la cual puede ser de pago o in- 
formativa. °

7.3. Los privilegios del crédito fiscal
Toda vez que las cantidades constitutivas de créditos f ic ^ i a ■ t
público, éstos presentan características p a r t i c u l a r T o S * ^  f ^
tipos de créditos. ^ d iferen cian  de otros

7.3.1. Derecho de preferencia
El Código Fiscal de la Federación señala PVnm
únicos créditos prioritarios a los fiscales- a Samente en su artículo 149 cuáles son los 

preferencia para recibir el pago de c r é d i t o s ^  d  f¡SCO federal tendrá
<0 Adeudos garantizados con prenda oh' constituidos por:
b) Alimentos. P *  °  hlPoteca.
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c) Salarios o sueldos devengados en el último año o de indemnizaciones a los 
trabajadores de acuerdo con la Ley Federal d el Trabajo.

El mismo artículo, a fin de evitar fraudes al fisco establece:

Para que sea aplicable la excepción a que se refiere el párrafo 
anterior, será requisito indispensable que con anterioridad a la 
fecha en que surta efectos la notificación del crédito fiscal, las 
garantías se hayan inscrito en el registro público que correspon­
da y, respecto de los adeudos por alimentos, que se haya pre­
sentado la demanda ante las autoridades competentes.

En lo que se refiere a la preferencia del crédito fiscal federal respecto de créditos 
fiscales locales, encontramos que el artículo 147 del propio Código Fiscal esta­
blece las reglas de preferencia al disponer que:

Las controversias que surjan entre el fisco federal y los fiscos lo­
cales relativas al derecho de preferencia para recibir el pago de 
los créditos fiscales, se resolverán por los tribunales judiciales 
de la Federación, tomando en cuenta las garantías constituidas 
y conforme a las reglas siguientes:
I. La preferencia corresponderá al fisco que tenga a su favor 

créditos por impuestos sobre la propiedad raíz, tratándo­
se de los frutos de los bienes inmuebles o del producto de la 
venta de éstos.

II. En los demás casos, la preferencia corresponderá al fisco 
que tenga el carácter de primer embargante.

A su vez, el artículo 148 señala que:

Cuando en el procedimiento administrativo de ejecución con­
curran contra un mismo deudor, el fisco federal con los fiscos 
locales fungiendo como autoridad federal, de conformidad con 
los convenios de coordinación fiscal y con los organismos descen­
tralizados que sean competentes para cobrar coactivamente 
contribuciones de carácter federal, la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público iniciará o continuará, según sea el caso, el pro­
cedimiento administrativo de ejecución por todos los créditos 
fiscales federales omitidos.

Del mismo artículo se deriva la prelación de pago, que se precisa en el siguiente 
párrafo:

El producto obtenido en los términos de este artículo se aplicará 
a cubrir los créditos fiscales en el orden siguiente:
1. Los gastos de ejecución.
2. Los accesorios de las aportaciones de seguridad social.
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3. Las aportaciones de se| " ^  S° “ ^ dones y otros créditos
4. Los accesorios de las demas contr

5. l i s t a s  contribuciones y otros créditos fiscales.

7.3.2. Solve et repete

La doctrina enuncia este principio como>
cualquier obligación de pago que se pretenda impugnar,

8Ura íltT g o  d " fm a tó a e s ta b le c e  este principio en forma relativa, al disponer 

en los dos primeros párrafos de su artículo 144 que.

No se ejecutarán los actos administrativos cuando se garantice el 
interés fiscal, satisfaciendo los requisitos legales. Tampoco se ejecu a- 
rá el acto que determine un crédito fiscal hasta que venza el plazo de 
cuarenta y cinco días siguientes a la fecha en que surta efectos su 
notificación, o de quince días, tratándose de la determinación de 
cuotas obrero-patronales o de capitales constitutivos al Seguro So­
cial. Si a más tardar al vencimiento de los citados plazos se acredita 
la impugnación que se hubiere intentado y se garantiza el interés 
fiscal satisfaciendo los requisitos legales, se suspenderá el pro­
cedimiento administrativo de ejecución.

Cuando el contribuyente hubiere interpuesto en tiempo y forma 
el recurso de revocación, o en su caso, el procedimiento de resolu­
ción de controversias previsto en un tratado para evitar la doble 
tributación de los que México es parte, el plazo para garantizar 
el interés fiscal será de cinco meses siguientes a partir de la fe­
cha en que se interponga cualquiera de los referidos medios de 
defensa, debiendo el interesado acreditar ante la autoridad fiscal 
que lo interpuso dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a 
esa fecha, a fin de suspender el procedimiento administrativo 
de ejecución.

Por lo tanto, concluimos que en nuestra legislación este principio sufre una m odifi­
cación, ya que no es necesario que para entablar un pleito legal contra el fisco pri­
mero se tengan que asegurar sus in tereses, a unq ue  el a s e g u ra m ie n to  será

ejecución ^  °  el r e d i m i e n t e  ad m in istrativo  de

7.3.3. Garantía clol crédito fiscal

El artículo 141 del Código Fiscal contiene la lista H„ i c
garantizar los créditos fiscales. Se deben otorcar en f S ,fo™ as °  m ed ios Para

gc n favor de la Tesorería de la Fe-
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d era ció n  o del organismo descentralizado competente para cobrar dichos créditos, 
así como de las tesorerías o dependencias de las entidades federativas que realicen 
estas funciones.

Las garantías subsisten hasta que proceda su cancelación en los términos del 
Código Fiscal y su reglamento. Los gastos que se originen con motivo de la garantía 
son por cuenta del causante.

Para garantizar el interés fiscal sobre un mismo crédito, se podrán combinar 
las diferentes formas que establece el artículo 141 del código de la materia, así 
como sustituirse entre sí, caso en el cual antes de cancelarse la garantía original, se 
deberá constituir la sustituía. La garantía constituida puede garantizar uno o va­
rios créditos fiscales, y se deberá ampliar dentro del mes siguiente a aquel en que 
concluya su vigencia.

Los medios que señala este artículo son:

a) Depósito de dinero en las instituciones de crédito autorizadas para tal efecto.
b) Prenda o hipoteca.
c) Fianza otorgada por institución autorizada, la que no gozará de los beneficios 

de orden y exclusión.
d) Obligación solidaria asumida por tercero que compruebe su idoneidad y 

solvencia.
e) Embargo en la vía administrativa.

La garantía deberá comprender, además de las contribuciones adeudadas, los 
accesorios causados, así como los que se originen en los doce meses posteriores a 
su otorgamiento. Al finalizar este periodo, y en tanto no se cubra el crédito, se de­
berá ampliar la garantía por el importe de los recargos correspondientes a los 
doce meses siguientes.

En el artículo 142 del propio código se precisa que procede garantizar el cré­
dito fiscal cuando:

• Se solicite la suspensión del procedimiento administrativo de ejecución.
• Se solicite prórroga para el pago de los créditos fiscales o para que sean 

cubiertos en parcialidades, si dichas facilidades se conceden individualmente.
• Se solicite la aplicación del producto por tener un crédito preferente.
• En los demás casos que señalen este ordenamiento y las leyes fiscales.

La autoridad fiscal no podrá relevar a los contribuyentes del otorgamiento de ga­
rantía; sin embargo, ella no se otorgará en relación a los gastos de ejecución, excepto 
cuando el crédito fiscal esté formado por dichos conceptos.

Las garantías constituidas para asegurar el interés fiscal a que se refieren las 
fracciones II, IV y V del artículo 141 del Código F iscal de la Federación se harán 
efectivas a través del procedimiento administrativo de ejecución.
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efectos la resolución que dio origen a su otorgam ien o.

7.3.4. El embargo precautorio
El embargo precautorio se encuentra regulado en el artícu lo  145 d el C od igo F isca l 
de la  Federación, el cual dispone que se podrá realizar éste  en d iferen tes casos

regulados en sus cinco fracciones.
El embargo precautorio es una m edida cautelar que p reten d e asegu rar el

interés fiscal en aquellos casos en que exista la presunción  de que el contribu ­
yente tienda a evadir el cumplimiento de la obligación im positiva, d icho em bargo 
tiene el carácter de temporal y provisional, pero será firm e si el con tribu yen te no 
desvirtúa el monto del mismo, y será definitivo en el m om ento en  que sea exigible

el crédito fiscal.

Figura 12. El crédito fiscal

El embargo quedará sin efecto si la autoridad no em ite, dentro de los diversos 
plazos señalados en el Código Fiscal, resolución en  la  qu e d eterm ine el crédito 
fiscal definitivo. Si dentro de los plazos establecidos la au torid ad  lo determ ina,
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8. Los sujetos de la relación 
jurídico-tributaria

8.1. Los sujetos activos 8.4. La capacidad
8.2. Los sujetos pasivos 8.5. El domicilio
8.3. El responsable tributario

Objetivos específicos

Al finalizar este capítulo el alumno podrá:

1. Describir el papel de cada uno de los sujetos activos de la relación jurídico-tributaria.
2. Explicar la existencia de sujetos ac tivos diferentes de la administración fiscal centralizada.
3. Definir el sujeto pasivo de la obligación tributaria.
4. Mencionar las características de la responsabilidad tributaria.
5. Explicar la capacidad del sujeto pasivo en Derecho Fiscal.
6. Enunciar los diferentes tipos de domicilio fiscal.
7. Exponer los criterios legales de "residencia" y "establecimiento permanente".

Al estudiar la potestad tributaria establecimos que ésta se manifiesta como el po­
der del Estado para establecer los gravámenes en un ordenamiento determinado, 
señalando en forma precisa los elementos de las contribuciones: objeto, sujeto, 
base y tasa o tarifa; y que la manifestación de este poder concluye precisamente 
con la culminación del proceso legislativo, razón por la cual a partir del momen­
to en que la ley entra en vigor, los sujetos de la relación jurídico-tributaria, que 
nace con la realización del hecho imponible, quedan supeditados al mandato le­
gal en los térm inos establecidos en este ordenamiento; ambos sujetos u obligados 
al cumplimiento de sus disposiciones.

Estos centros de im putación del Derecho Tributario, como en toda relación 
de derecho, pueden tener el carácter de sujetos activos y de sujetos pasivos. Sin
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embargo, por la naturaleza especial de nuestra materia, ambos sujetos tienen ca­
racterísticas particulares que es necesario precisar.

8.1. Los sujetos activos
Como se indicó, el destino de las contribuciones es el gasto público, que como tal 
son las erogaciones que realizan las entidades del Estado a cualquier nivel, por 
que de esta aseveración podemos derivar la regla general para determinar quiénes 
son o pueden ser los sujetos activos de la relación jurídico-tributaria. Esta regla ge­
neral presenta excepciones que analizaremos en su momento; por ahora sólo 
enunciaremos que los sujetos activos son los que señala el artículo 31 fracción IV 
de la Constitución (Federación, estados, Distrito Federal y municipios), que son 
aquellos en favor de quienes fluye la masa de recursos sustraída del patrimonio 
de otro (sujeto pasivo).

En toda relación jurídica el sujeto activo es quien tiene la facultad de exigir 
el cumplimiento de la obligación, en los términos fijados por la propia ley. Sin 
embargo, en materia tributaria esta facultad no es discrecional, como en el Derecho 
Privado; aquí, por el contrario, se presenta como una facultad-obligación de carác­
ter irrenunciable, de lo que resulta que no sólo tiene el derecho o facultad de exigir 
el cumplimiento, sino también la obligación de hacerlo. Esta afirmación tiene su 
base en dos aspectos fundamentales: la naturaleza de la deuda tributaria y la na­
turaleza del sujeto activo.

Con relación al primer aspecto encontramos que, como ha reconocido la Su­
prema Corte, el cobro del crédito tributario es de interés público, ya que toda la 
legislación tributaria tiende a regular la obtención de los recursos que el Estado re­
quiere para hacer frente a sus gastos, por lo que la administración no puede renun­
ciar a la obtención de aquello a que tiene derecho y necesita, independientemente 
de que ello traería como consecuencia la falta de equidad de la ley al dejar en des­
ventaja a los sujetos que sí pagan, frente a los que no lo hacen.

El segundo aspecto se fundamenta en el principio de que la autoridad sólo 
puede realizar aquello que la ley le autoriza, por lo que, al no estar facultada para 
dejar de cobrar determinadas contribuciones, no puede renunciar a ese derecho, 
pues de lo contrario violaría la ley. Dicho criterio es válido tratándose de un po­
der que no se puede transferir, posponer o renunciar, sino que debe ser ejercido pun­
tualmente cuando se actualiza el supuesto legal, puesto que su realización responde 
a la necesidad de satisfacer el interés general o colectivo.

La posibilidad de que existan sujetos activos diferentes a la Federación, los 
estados, el Distrito Federal o los municipios, es decir, sujetos que tengan una per­
sonalidad jurídica distinta de la del Estado, como excepción a la regla general, la 
encontramos con sujetos que, no obstante tener personalidad jurídica propia y
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diferente a la del Estado, pueden ser sujetos activos de la relación jurídico-tributaria. 
Estos entes son los denominados "organismos fiscales autónomos", ya que, no 
obstante sus características particulares, conforme a la lev tienen la facultad para 
determinar las contribuciones, dar las bases para su liquidación y, en algunos ca­
sos, llevar a cabo el procedimiento administrativo de ejecución.

De acuerdo con este orden de ideas, cuando el crédito tiene un contenido tri­
butario que, como hemos visto, se puede derivar de impuestos, aportaciones de 
seguridad social, contribuciones de mejora y derechos, el autorizado para reali­
zar el cobro es el sujeto activo de la relación jurídico-tributaria; y cuando estamos 
frente a los adeudos originados por cuotas del Seguro Social, del ISSSTE, del 
Infonavit, derechos de carreteras, de aeropuertos, etc., el acreedor es el ente o insti­
tución encargado de recaudar estos recursos.

Cuando hablamos de estos conceptos, adquiere relevancia fundamental el 
Instituto Mexicano del Seguro Social, que como organismo fiscal autónomo, además 
de poder determinar los adeudos, tiene la facultad económico-coactiva, que se tra­
duce en la posibilidad de ejecutar sus propias resoluciones pues, con base en su 
ley, está autorizado para ello.

Por tanto, podemos concluir que el sujeto activo de la relación jurídico-tri­
butaria es el Estado, ya sea la Federación, los estados o los municipios, y el Dis­
trito Federal, y que además puede ser un ente con personalidad jurídica propia, 
diferente a la del Estado, como los organismos fiscales autónomos. Sin embargo, 
por razones de la ley, la persona moral o física, generalmente llamada "sujeto pa­
sivo", se convierte en acreedor o sujeto activo en los casos de generación de saldos 
a favor por pagos en exceso o pagos de lo indebido.

8.2. Los sujetos pasivos

En el otro extremo de la relación jurídica se encuentra el sujeto pasivo que, confor­
me a la teoría general del Derecho, es la persona que tiene a su cargo el cumpli­
miento de la obligación en virtud de haber realizado el supuesto jurídico establecido 
en la norma. Jiménez González afirma que es aquel que ha de sufrir en su patri­
monio la exacción o la salida de recursos monetarios, a título de tributo, para 
servir a los fines del gasto público, y a quien llama "sujeto contribuyente" (Jiménez 
González, Antonio. Lecciones de D erecho Tributario, ECAFSA, México, 2001).

En materia tributaria encontramos que la realización del hecho generador 
crea en favor del sujeto activo la facultad de exigir el cumplimiento de las obli­
gaciones, tanto sustantivas como formales. Por tanto, tampoco es raro que respecto 
de ciertos tributos, y en determinadas condiciones previstas por la ley, pueda dar­
se la pluralidad de sujetos deudores, respecto de los cuales, en forma indistinta el 
Estado pueda exigir el pago de un mismo y único tributo.

__________________Los sujetos pasivos
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Los sujetos de la relación jurídico-jributaria^

Tal es el caso en que la contribud6n no es enterada por la persona que reali­
zó el he ho generador sino por un tercero que de una o otra forma tuvo relación 
con el sujeto del impuesto, ya sea por la coparticipación en la celebración de un ac­
to jurídico, la adquisición de un derecho, u otras circunstancas d.versas, lo que 
nos coloca frente a dos tipos de sujetos: el sujeto d el im puesto o c o n tra y en te  y e 
sujeto pagador, sin que esto quiera decir que la presencia de un sujeto excluya la del 
otro, puesto que de ninguna manera se produce la liberación del adeudo míen- 
tras no sea cubierto totalmente el crédito por alguno de ellos.

Es conveniente precisar que nuestro estudio se refiere exclusivamente al fenó­
meno de las relaciones jurídicas, por lo que deliberadamente excluimos los casos 
en que, independientemente de la relación jurídico-tributaria, surge el aspecto 
económico de la traslación del impuesto, con lo que un tercero ajeno, por situacio­
nes de naturaleza económica, ya no puede trasladar la carga tributaria y le incide 
precisamente a él. Cuando este fenómeno no tiene un soporte jurídico, o no trascien­
de en la regulación que realiza el Derecho Tributario, aunque pueda tener gran 
importancia en el campo de la Economía Financiera o en el de Política Tributaria, 
no la tiene en nuestra materia, por lo que sólo nos quedamos en el campo del 
deudor jurídico-tributario, ya sea como sujeto de la contribución o como sujeto pa­
gador de ella.

Conforme al artículo primero del Código F iscal dc la  Federación , los sujetos 
pasivos de la relación jurídico-tributaria son las personas físicas o morales, que de 
acuerdo con las disposiciones legales se encuentran obligadas al pago de la obliga­
ción tributaria, en virtud de haber realizado el hecho generador que la ley prevé.

La legislación de otros países, a diferencia de la nuestra, identifica plenamen­
te a este sujeto; por ejemplo, en España, la Lev General Tributaria señala en sus 
artículos 30 y 31:

• 30 "...es sujeto pasivo la persona natural o jurídica que según la lev resulta 
obligada al cumplimiento de las prestaciones tributarias, sea como ¿ontribu- 
yente o como sustituto."

• 31. " es contribuyente la persona natural o jurídica a quien la lev impone 
carga tributaria derivada del hecho imponible."

Por su parte, en el artículo 22 del Modelo «i., ca  i; t  •,
Latina se estipula que: C n *n,tar*° Para América

22. “.es sujeto pasivo la persona obliiMd i ii ,*.i i-
tributarias, sea en calidad de comrihuv.mto o de * 'W st'ldl,m 's

realizado^ hrcho’ generld™  por' l>ue 08 aquel que, sin  haber
«ación tributaria. ' P "  d “ P“ K«*" J e  la ley debe cum p lir  con la obli-
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El responsable tributario

En este segundo caso encontramos a la figura del responsable en materia 
tributaria, que integra una institución de gran relevancia por la trascendencia que 
tiene la administración de las contribuciones, ya que a través de él, el fisco ase­
gura de mejor manera el cumplimiento de su función recaudadora y además 
simplifica la actividad de recaudación, de donde deriva la posibilidad de que res­
pecto de un mismo tributo existan varios sujetos con la calidad común de deudo­
res, a los cuales se les puede exigir el pago del crédito fiscal.

8.3. El responsable tributario

La idea del sujeto responsable tiene su origen en los Derechos Civil y Penal. En 
materia civil, se deriva de la responsabilidad por el incumplimiento de las obli­
gaciones, en donde un tercero responde por la conducta de otra persona, lo que ge­
nera la responsabilidad objetiva y la responsabilidad sustituía; en materia penal 
se genera por la comisión de los delitos, con la característica de solidaridad.

En materia tributaria la figura del responsable no tiene su origen en el ilícito, 
sino en la relación del sujeto responsable con el sujeto del impuesto, o con una par­
ticular situación jurídica o de hecho señalada en la ley.

Por tanto, a diferencia de los sujetos pasivos, que son identificados por la ley 
debido a que realizaron el hecho generador, en el caso de los responsables tribu­
tarios les es impuesta esta calidad jurídica por distintas razones, sin que realicen 
el presupuesto generador del tributo. Los responsables solidarios soportan la obli­
gación de pago no a título del deber constitucional de contribuir, sino a título de ga­
rantía, en su más amplia acepción, del pago de la deuda tributaria.

Así como respecto del sujeto pasivo el Derecho mexicano no contiene dispo­
sición expresa que defina genéricamente la figura, tampoco hace diferenciaciones 
de los tipos de responsabilidad, simplemente los establece como responsabilidad 
solidariay en forma taxativa los regula, por lo que, al realizarse los supuestos descri­
tos en la ley, los sujetos quedan como deudores solidarios del crédito fiscal.

Conforme a las consideraciones mencionadas, y con base en lo dispuesto en 
el artículo 26 del Código Fiscal de la Federación, podemos derivar los siguientes 
tipos de responsabilidades:

1. Responsabilidad solidaria por retención o recaudación. En el caso de aquellas 
personas que por disposición legal tienen la obligación de retener la parte 
correspondiente a las contribuciones cuando hacen algún pago al sujeto del 
impuesto, como sería el caso de los patrones al pagar el sueldo, o de retener, 
cuando cobran ciertos servicios, como sucede con los notarios públicos. En 
estos casos la responsabilidad será hasta por el monto de las contribuciones.

2. Responsabilidad solidaria por representación. En esta situación se encuen­
tran algunas personas por una función específica de representación, por
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— *  » . . . r
. . . n d n . í V . J - I . T » ' . ' » 1» ™ ')  « " * “  1, o b l i g . * .  d ,
quiebra, o en cualquier otro caso q rhnventes en qu e se ]es
realizar pagos provisionales por cuenta de los con trib u yen tes, en qu e se es 
red ii^ i y a h y f  cniiA ar\a hasta  p or el m on to  de lasimpone la responsabilidad de caracter solidaria, nasta  pu

prestaciones.

3. Responsabilidad objetiva. Se origina cuando se ad qu iere un b ien  respecto 
del cual se adeudan contribuciones; de esta form a el nuevo ad qu irente tendrá 
la obligación de pagar los adeudos que existan respecto  del b ien  adquirido.

4. Responsabilidad voluntaria. Este caso, com o su nom bre lo indica, se da cuan- 
do la persona, por manifestación expresa de su voluntad, asum e la responsa­
bilidad del pago de un adeudo, o afecta un bien al cum plim iento  del mismo.

La solidaridad constituye un privilegio en favor del acreedor, ya que con ella su cré­
dito tiene un doble deudor para garantizar su cum plim iento, y el pago de cual­
quiera de ellos libera a ambos, independientem ente de las relaciones y efectos que 
se generen particularmente entre el pagador y el deudor originario.

La responsabilidad solidaria im plica una dualidad de su jetos deudores al 
mismo nivel, ya que son titulares de la deuda tanto el contribuyente com o el res­
ponsable, a tal grado que el cum plim iento total de la deuda se pu ed e exigir a 
cualquiera de ellos, y con uno que pague, cualquiera que éste sea, aquélla se 
extingue respecto de los dos. A diferencia de ello, la resp onsabilid ad  subsid ia­
ria involucra la misma dualidad pero a diferentes niveles, ya que no se puede 
exigir el pago al responsable sino una vez que la gestión de cobro se haya reali­
zado respecto del contribuyente y éste resulte insolvente total o parcialm ente, lo 
que implica que el responsable subsidiario responderá en la m ed id a del m on­
to que no logre pagar el contribuyente u obligado principal y sus bienes resulten 
insuficientes para producir la liberación total del com prom iso fiscal. Sin  em bar­
go, hay que tener en cuenta que la responsabilidad en m ateria tributaria siem pre 
será solidaria.

8.4. La capacidad

Conforme al Derecho común, la capacidad es el atributo de las personas oue las 
hace sujetos de derecho, por lo que se consiH»^ , P e o n a s  que las

de derechos o para ser sujeto de obligaciones lo „ aP“ tUd ^  *ÍtU'ar
pacidad de goce y la de ejercicio El an ar ■' ,, , n° S perm ite diferenciar la ca­
d a en materia tributaria cuando se trata de l a , 8 ‘f ' f d d ad  ad qu ¡ere relevan- 
la de goce es una aptitud de la persona por el s „ C l  d e S ^ '  ^

116



El domicilio

En la concepción tradicional de la teoría del Derecho, la capacidad de ejer­
cicio consiste en la aptitud del sujeto para ejercer derechos y contraer obligacio­
nes; pero en materia tributaria esto es diferente, ya que para que nazcan obligaciones 
tributarias la voluntad del obligado es irrelevante, puesto que se trata de obliga­
ciones ex lege, que surgen por disposición de la ley cuando se realizan las situaciones 
jurídicas o de hecho contenidas en la hipótesis normativa.

Cuando el legislador estructura el hecho imponible generalmente no distin­
gue si el sujeto del impuesto tiene o no capacidad de ejercicio conforme al Derecho 
común, sino que sólo identifica el hecho o situación de derecho que tiene conteni­
do económico, por lo que aquella persona que realiza el hecho generador queda 
sujeta a la relación jurídico-tributaria. Por lo tanto, si un menor tiene propiedades
o ingresos diversos comprendidos en el hecho imponible, por ese solo hecho ad­
quiere la calidad de contribuyente.

Claro está que esta condición de capacidad tiene algunas limitaciones, pues­
to que no obstante ser un sujeto obligado carece de personalidad procesal, por lo 
que necesitará un representante legal para ejercer acciones de naturaleza juris­
diccional.

Podemos concluir que la capacidad en materia tributaria tiene un contenido 
más amplio que en materia civil, y que sólo se limitará cuando por disposición ex­
presa de la ley se requiera la capacidad de ejercicio.

8.5. El domicilio
Otro de los elementos de la personalidad con relevancia en materia tributaria es el 
domicilio, ya que de él depende la sujeción de la persona para la aplicación de la 
ley y para el cumplimiento de las obligaciones.

De acuerdo con el Derecho común el domicilio es el lugar donde reside la per­
sona con el propósito de establecerse, concepción que permite identificar la 
existencia de dos elementos: uno objetivo, que consiste en el hecho material de resi­
dencia, y el otro subjetivo, que deriva del propósito de establecerse precisamente
en un lugar determinado.

Considerando que la norma jurídica posee un ámbito espacial de validez, 
que es la porción de territorio en donde puede aplicarse, resulta de vital importan­
cia determinar qué personas quedan incluidas dentro de ese ámbito, para precisar 
su sujeción a la norma, así como también las autoridades que tendrán competen­
cia en esas relaciones, y en dónde deberán cumplir con sus obligaciones los sujetos 

pasivos.
Esta importancia se incrementa por la configuración político-administrativa 

de nuestro país, en que existen tres competencias tributarias diferentes: federal, 
estatal y municipal. Así las cosas, por el domicilio de las personas podemos identi-
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Los su je to sd e ja re lac^ ^

cer sus derechos y cumplir con sus obligac físicas o morales es de vital
En particular, la residencia de las per onas j ^ a s ^  ^  ^  ^

importancia, pues de ella depende e ' e8‘me tributará por la totalidad de
grasos en materia de impuestos; de e la  un establecimiento.

*  la  Federación, el cual, en su artículo 10 establece la diferencia entre el de las 
personas físicas y el de las morales, pero siempre haciendo referencia al lugar en 
que realizan los hechos de contenido económico, que son materia de los gravá­
menes De la misma forma, el Reglamento Interior d el Serutcw de A dm m tstraaon  
Tributaria establece en su artículo 21 que “la administración local de la sede 
conservará la competencia sobre los contribuyentes cuyo domicilio fiscal se en­
cuentre dentro de la circunscripción territorial que señale el respectivo acuerdo .

El legislador estableció una distinción atendiendo la actividad de los suje­
tos. Se considera domicilio fiscal de las personas físicas el local donde se encuentra 
el principal asiento de sus negocios o de sus actividades, ya sea que se trate de 
sujetos que realicen actividades empresariales o prestación de servicios; es decir, 
la ley parte del elemento objetivo y presume el subjetivo, derivado del hecho de 
que su voluntad se externa al haberse establecido en ese lugar; pero si el 
contribuyente manifiesta un domicilio que conforme a estas disposiciones no le 
corresponde, las autoridades podrán practicar diligencias en el que debió ser 
declarado, independientemente de la aplicación de las sanciones que procedan.

Respecto de las personas morales se parte del elemento objetivo, ya que re­
conoce como domicilio el local en donde se encuentra la administración princi­
pal del negocio de las personas morales residentes en el país, o el local en donde 
se encuentra el establecimiento de las personas morales residentes en el extranjero. 
En el caso de que estas últimas posean varios establecimientos, será su domicilio 
el local donde se encuentre la administración principal del negocio en el país, o en 
su defecto, el local que ellos designen.

Con respecto de las personas físicas y morales de nacionalidad mexicana, 
que constitucionalmente tienen la obligación de contribuir a los gastos públicos

e ugar donde residan, se considera, como presunción iu ris tantum , que siem- 
pre serán residentes en territorio nacional

r e s id e m e t lT  * ‘- T ,CUl0 *  *  fed eración , se consideran
T mS L o Pa'S PerS° naS fíSÍCaS qUe ha? a"  d e c i d o  su casa habitación

forme“ r s tx T caPnaTansaS m° ra'eS' SÍ Se in stitu y ero n  con-
país la adminl^ractón principal d Z  aqUe' 'aS ^  *“* “  e“ d°  “principal del negocio o su sede de dirección efectiva.
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Un elemento de gran importancia que se considera parte del domicilio en 
materia fiscal, por generar sujeción de la persona, es el relativo al "establecimiento 
permanente", ya que no obstante que una persona no tenga domicilio o residen­
cia en el país, puede quedar sujeta a nuestras leyes por tener aquí un lugar de 
negocios en el que desarrolle, total o parcialmente, actividades empresariales.

Es más, en el propio artículo 2o de la Ley del Im puesto Sobre la  Renta se es­
tablece que cuando un residente en el extranjero actúe a través de una persona 
física o moral, que tenga y ejerza poderes para celebrar contratos a su nombre, 
tendientes a la realización de actividades empresariales de éste en el país, se con­
sidera que tiene establecimiento permanente, y por tanto quedará sujeto al pago 
de contribuciones, las cuales serán cubiertas por retención que deberá hacer su 
representante.
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9. Extinción de las 
obligaciones

9.1. El pago
9.2. La compensación
9.3. Prescripción y caducidad

9.4. La condonación
9.5. La cancelación
9.6. Amnistía fiscal

Objetivos específicos

Al finalizar este capítulo el alumno podrá:

1. Enunciar los diferentes tipos de pago del crédito fiscal.
2. Calcular los recargos por pago extemporáneo de un crédito fiscal.
3. Señalar los diferentes supuestos para que opere la compensación de créditos fiscales.
4. Explicar el manejo de estímulos fiscales para extinguir créditos.
5. Diferenciar la prescripción de la caducidad.
6. Explicar los casos y requisitos para la procedencia de la condonación.
7. Explicar la procedencia y alcance de la cancelación de créditos fiscales.
8. Comentar los elementos de la amnistía fiscal.

Las obligaciones tributarias, tanto las sustantivas como las formales, pasan por un 
proceso de nacimiento, vigencia y extinción, toda vez que, como fenómenos jurídi­
cos, no pueden permanecer estáticas, ya que es necesario dar certeza jurídica de 
su principio y fin en la esfera jurídica de los particulares.

El principio general de la extinción de las obligaciones es que una vez sa­
tisfecha la conducta debida: dar, hacer, no hacer o tolerar, culminan su existencia, 
de donde derivamos que, tratándose de las obligaciones formales, su extinción se 
produce con la realización de la conducta que la norma señala como consecuencia 
de haberse colocado dentro de la hipótesis contenida en la norma. La presenta­
ción de una declaración, la comprobación de un hecho, el respeto al mandato le-
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■'« Ptr serán el cumplimiento del mandato y, por
1 ja recepción de una inspección, e

lo tanto, la extinción de la obligación or . ^ sustanüva/ la extinción puede

Sin embargo, tratándose de haremos un análisis detallado
presentar diversos matices y formas, por lo qu

de estos aspectos.

9.1. El pago
„ oí ontprn del dinero o de los bienes debidos se 

En principio parecería que co ^  ^  práctica tenemos que dentro del
cumpliría con la obligación fisc , p ^  ^  ducen efec_
Derecho Fiscal existen diversas formas de pago qu
tos jurídicos y económicos diversos.

La entrega de las cantidades que se adeudan representa la forma mas co­
mún de extinción de las obligaciones sustantivas. En la actualidad, nuestro Código 
Fiscal no especifica, como el Código Fiscal anterior, que dichos pagos se pueden efec­
tuar en especie, pero las leyes impositivas pueden disponerlo de esta forma.

Algunos tratadistas, entrando al detalle de la extinción de las obligaciones, 
hacen el análisis y clasificación de las diversas formas de pago que establece nues­
tra legislación, y señalan los siguientes tipos: liso y llano, en garantía, bajo protesta, 
provisional, definitivo, de anticipos, extemporáneo, etc., y podemos agregar to­
dos los tipos de pago que nuestra imaginación identifique, tales como pagos de 
impuestos, de derechos, de lo indebido, pago oportuno, parcial, etc.; sin embargo, 
la naturaleza del cumplimiento de la obligación sustantiva siempre estará presente. 
Así, cada una de las leyes de contribuciones establece diferentes formas, tiempos 
y lugares para hacer estos pagos.

Posiblemente uno de los pagos que tuvo características especiales, con re­
gulación especial en el Código Fiscal, fue el pago bajo protesta  que regulaba el Código 
Fiscal de 1938, y que tenía por característica que a pesar de extinguir el crédito, no 
implicaba la conformidad del causante.

Sin embargo, cuando se impugnaba un crédito que previamente había sido 
pagado, también se reconocía que dicho pago no implicaba conformidad, puesto 
que a interposición del medio de defensa en tiempo demostraba la inconformi-

ouese n, i° ' “ * i aCtUalÍdad 3ra no se hace referencia al pago bajo protesta, de lo
pugna d e n Í o T í  ,qUe Pa§°  de contribud°n es que se haga, si se im-
d a f co— d en°(?  7 1  ^  ? ara eI de las instan-

qUe fUe hecho "bajo  protesta".
aun en contra de la voluntad h T Í ,.011 flSCa' U Posibilidad de hacerla efectiva,
dentro del plazo que la lev ot 6 °  60 VÍrtUd de no haber cubierto el crédito
la época de pago Ta obl t a n  T  T  ‘°  tan‘° ' mientras ™> *  venza o transcurra 

P go, obligación fiscal no será exigible, de donde deriva que la ca-
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lidad de exigibilidad se genera por la falta de pago oportuno, ya que, en los térmi­
nos del artículo 145 del Código Fiscal de la Federación en vigor, las autoridades fiscales 
exigirán el pago de los créditos que no hubieren sido cubiertos o garantizados 
dentro de los plazos señalados por la ley, mediante el procedimiento administrativo 
de ejecución.

El artículo 6o del Código F iscal de la Federación  prevé que las contribuciones se 
deben pagar en la fecha o dentro del plazo señalado en las disposiciones respectivas, 
y para el caso de que no haya disposición expresa, el pago deberá hacerse mediante 
declaración que se presentará ante las oficinas autorizadas dentro del plazo que 
corresponda según sea el caso.

• Si la contribución se calcula por periodos establecidos en ley y en los casos 
de retención o de recaudación de contribuciones, los contribuyentes, rete­
nedores, o las personas a quienes las leyes impongan la obligación de 
recaudarlas, las enterarán a más tardar el día 17 del mes calendario inmedia­
to posterior al de terminación del periodo, de la retención o de la recauda­
ción, respectivamente.

• En cualquier otro caso, dentro de los cinco días siguientes al momento de la 
causación.

Conforme al artículo 20 del Código F iscal de la Federación, el pago de las contribu­
ciones y sus accesorios que se realice dentro del país deberá ser en moneda nacional, 
y cuando se deba llevar a cabo alguna conversión de moneda extranjera a nacio­
nal, se hará al tipo de cambio que rija el día anterior de aquel en que se realizó el 
hecho generador. Para el pago se podrán utilizar cheques certificados y personales 
y giros postales, telegráficos o bancarios.

Las cantidades que se paguen se aplicarán a los créditos más antiguos, siempre 
que se trate de un mismo tipo de contribución; y antes de aplicarse al crédito princi­
pa] se aplicarán a los accesorios en el siguiente orden:

1. Gastos de ejecución.
2. Recargos.
3. Multas.
4. Indemnización por devolución de cheques sin fondos.

También puede suceder que el pago no se realice precisamente dentro del plazo 
que la ley concede para ello. Por regla general, éste se deberá efectuar dentro de 
los 17 días posteriores a la terminación del periodo de causación, cuando se calcula 
por periodos, o en los 17 días siguientes al mes en que se retuvo o recaudó la con­
tribución, y en cualquier otro caso, dentro de los 5 días posteriores al momento de 
su causación.

Fuera de estos plazos se pueden cubrir los créditos con posterioridad a la fe­
cha de su vencimiento, con autorización expresa de la autoridad fiscal para dife­
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rirlos en forma tota, a una fecha, o para cubrrrtos e
que se causarán carg o s sobre saldos en  el pago se rea-
congreso de la Unión; o puede suceder que la tasaPdegreferen.
lire sin previa autorización de la autoridad liscai, en y

sé incrementará en un 50% adiciona!. La tasa autor,,ada ^ r a  l ano 200 ( 
según el artículo 8» de la Ley de Ingresos para este ejercicio, es de 0.75 por mes,
v hasta el 1.50% mensual en algunos casos.
y Por disposición del artículo 21 del Código F is c a l de la  Federación, los recargos:

• Se causan solamente sobre la suerte principal.

• Tienen como límite de causación hasta 5 años, con algunas excepciones.

• Se causan de mes a mes, computando día a día, esto es, se causan de fecha a 

fecha.

El artículo 66 del Código F iscal de la  Federación  prevé la posibilidad de que se 
prorrogue la fecha de pago de la obligación fiscal, al disponer que las autorida­
des fiscales, a petición de los contribuyentes, podrán autorizar el pago a plazo, ya 
sea diferido o en parcialidades, de las contribuciones omitidas y de sus accesorios, 
sin que dichos plazos excedan de 48 meses, y durante el plazo concedido se cau­
sarán recargos sobre el saldo insoluto, incluyendo los accesorios, a la tasa que 
mediante ley fija anualmente el Congreso de la Unión, tom ando en considera­
ción el costo porcentual promedio de captación de recursos del sistem a bancario 
proporcionado por el Banco de México. Se prevé también en este precepto legal, 
que las autoridades fiscales, al autorizar el pago a plazo exigirán se garantice el 
interés fiscal, a excepción de los casos en que dichas autoridades dispensen el otor­
gamiento de garantía en razón de que el contribuyente, en los térm inos del 
reglamento del Código, tenga plena solvencia, o su capacidad económ ica sea 
insuficiente.

9.2. La compensación

El articulo 23 del Código F iscal de la  Federación  dispone que "L os contribuyentes 
obligados a pagar mediante declaración podrán optar por compensar las cantidades 
que tengan a su favor contra las que estén obligados a pagar por adeudo propio o 
por retención a terceros, siempre que ambas deriven de im puestos federales

m i s m ^ u t o r i d a d ^ 'n o t e ^ Y T  m ° tÍV°  ^  im p0rtación' los adm inistre la misma autoridad y no tengan destino específico, incluyendo sus accesorios"

Como sabemos, la compensación es un medio por el m al H
cíprocamente reúnen la calidad de deudores v a c L d  ° S' ^ r8'ue utuaores y acreedores, extinguen sus obli-
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gaciones hasta el límite del adeudo inferior. El principio básico que regula este 
procedimiento responde al fin práctico de liquidar dos adeudos que directamente 
se neutralizan.

Para que este procedimiento se pueda efectuar en materia tributaria, nues­
tro Código Fiscal plantea estos supuestos:

a) Que la obligación de pago se realice mediante la presentación de una decla­
ración.

b) Que el crédito en favor del particular, y el pago que se vaya a realizar, deriven 
de impuestos federales.

Los supuestos de referencia tienen una explicación justificada debido a las nece­
sidades de la autoridad en la administración de las contribuciones, ya que es 
indiscutible que si se trata de una misma contribución, que se realiza con proce­
dimientos formales de declaración, existen los elementos necesarios para la 
identificación de los créditos.

Lo mismo se puede decir con respecto a la naturaleza del crédito, ya que el 
crédito fiscal, en favor o en contra del fisco, se encuentra sujeto al principio de 
igualdad, por lo que al ser de la misma naturaleza, y tanto el adeudo como el 
crédito son líquidos y exigibles, no debe existir limitación alguna para su com­
pensación. Pensar de manera diferente nos colocaría ante un trámite ocioso e 
injusto, puesto que nada justificaría que se pagara el adeudo y al mismo tiempo se 
cobrara la misma cantidad.

Para realizar el procedimiento de compensación, la Secretaría de Hacienda 
ha emitido formatos especiales, con lo que se evita la posibilidad de confusiones 
o deficiencia de datos en la operación, independientemente de que también se 
pueda realizar de oficio aun cuando el crédito a cargo del particular haya quedado 
firme.

El Código Fiscal en vigor regula un aspecto nuevo en la compensación, a 
pesar de no designarlo con este nombre, y es el relativo a la utilización de los 
estímulos fiscales a que tengan derecho los contribuyentes, por lo que al ser 
créditos en favor del particular, se compensan con los adeudos tributarios a su 
cargo.

El artículo 25 del propio ordenamiento establece la posibilidad de pagar con 
el acreditamiento de estímulos fiscales, tratándose de contribuyentes obligados a 
presentar declaraciones periódicas. Este acreditamiento resulta un tipo de compen­
sación de un crédito a cargo de un sujeto, contra un crédito a su favor derivado de 
un estímulo fiscal. Dicho acreditamiento se encuentra sujeto a formalidades, como 
la obligación de comunicarlo a las autoridades administradoras de los estímulos 
y presentar el documento que establezca el certificado de promoción fiscal o el 

certificado de devolución de impuestos.
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9.3. Prescripción y caducidad

Aunque la caducidad es una figura que se origina antes de la
y, por lo mismo, una forma para evitar su nacimien o, en q
ción es una forma de extinción del crédito fiscal que ya nació, con fines académicos
estudiaremos en un mismo apartado estas dos figuras, que por su sem e]anza han

generado innumerables confusiones.
En el derecho común, la prescripción se refiere a la adquisición de un dere­

cho o a la extinción de una obligación por el simple transcurso del tiempo, me íante 
el cumplimiento de los requisitos consignados en las disposiciones legales. En 
este sentido, se habla de la existencia de dos tipos de prescripción, una adquisi­
tiva y otra liberatoria.

Como puede advertirse, la prescripción, ya sea adquisitiva o liberatoria, se
configura por el simple transcurso del tiempo y el cumplimiento de los requisitos 
que marque la ley respectiva. Sin embargo, el concepto no tiene un contenido 
uniforme en el mundo jurídico, ya que en materia penal se refiere a la extinción de 
facultades de la autoridad, como también sucede en materia de responsabilida­
des de los servidores públicos, en que la ley de la materia dispone que la facultad 
sancionadora de la autoridad prescribe en diversos tiempos.

Ahora bien, en materia fiscal el único tipo de prescripción que contempla el 
Código Fiscal de la Federación es la prescripción liberatoria, que opera como una 
forma de extinguir la obligación de pagar tributos o contribuciones; o la de devol­
ver las cantidades que los contribuyentes hayan pagado indebidamente.

Dentro de este contexto, el artículo 146 del Código F iscal de la  Federación  dispone 
que el crédito fiscal se extingue por prescripción en el término de cinco años, y 
aunque este artículo hace referencia en forma genérica a la prescripción del crédito 
fiscal, el artículo 22 del mismo ordenamiento establece en su antepenúltimo párrafo 
que para el fisco La obligación de devolver prescribe en los m ismos términos y 
condiciones que el crédito fiscal".

Por su parte, la caducidad es la pérdida de las facultades de las autoridades 
para comprobar el cumplimiento de las disposiciones fiscales, determ inar crédi­
tos fiscales e imponer sanciones. Esta extinción de facultades de la autoridad 
conforme al artículo 67 del Código Fiscal, opera en un plazo de cinco años a partir 
de la fecha en que se dio el supuesto de la obligación o de la infracción, salvo el caso 
de 10 anos cuando el contribuyente no haya presentado su solicitud en el Re­
gistro Federal de Contribuyentes o no lleve contabilidad, asi como con respecto a 
ejercicios en que omita la presentación de su declaración; o de 3 años en̂  los casos

da p o r — a — -  

por la interposidi^de'cualquier re^rsc^cTiuido6^ ^ ^  X S6' °  86 suspenderájuicio. Es conveniente precisar que la
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interrupción del computo de los cinco años traería como consecuencia la elimina­
ción total del tiempo transcurrido, a fin de que vuelva a empezar el conteo- en 
tanto que la suspensión sólo elimina del cómputo del plazo el tiempo suspen­
dido, y al reiniciarse el computo la cuenta continuará a partir de donde se había 
quedado cuando se presentó la suspensión.

Para que la caducidad opere es necesario que la autoridad fiscal haga la decla­
ración respectiva, a solicitud del particular, ya que de oficio la autoridad no lo 
hace.

La prescripción, por su parte, es la extinción del crédito fiscal por el trans­
curso del tiempo. En este caso estamos frente a una obligación fiscal que fue 
determinada en cantidad líquida. En el presente código se precisa con toda clari­
dad en el artículo 146 que se trata de la extinción del crédito, es decir, de la 
obligación de dar, y no de las demás obligaciones, como lo establecía el Código 
Fiscal de 1938. También cambió el carácter sustantivo de esta institución, para 
convertirse en una figura de procedimiento, ubicada en el capítulo relativo al pro­
cedimiento administrativo de ejecución, con carácter de excepción, independiente­
mente de que los particulares pueden solicitar la declaratoria a la autoridad 
correspondiente. Conforme al precepto señalado, el cómputo de 5 años para la 
prescripción se interrum pe con cada gestión de cobro que realice la autoridad, 
o por cualquier acto de reconocimiento del adeudo.

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación enunció 
claramente la diferencia de estas dos figuras en la jurisprudencia 15/2000, genera­
da al resolver la contradicción de tesis 11/99, publicada en el Sem anario Ju dicial de 
la Federación y  su G aceta, novena época, Tomo XI, febrero de 2000, páginas 159 y

160, cuyo texto dice:

PR ESC R IPC IÓ N  PREVISTA EN EL ARTÍCULO 146 DEL 
CÓ D IG O  FISCAL DE LA FEDERACIÓN. EL PLAZO PARA 
QUE SE INICIE ES LA FECHA EN QUE EL PAGO DE UN 
C R É D IT O  D E TE R M IN A D O  PUDO SER LEGALMENTE 
EXIGIBLE. Conforme al mencionado artículo 146, el crédito 
fiscal se extingue por prescripción en el término de cinco años.
Ese término inicia a partir de la fecha en que el pago pudo ser 
legalmente exigido. Por ello, para que pueda iniciar el término 
de la prescripción, es necesario que exista resolución firme, de­
bidamente notificada, que determine un crédito fiscal a cargo 
del contribuyente, y no puede sostenerse válidamente que 
cuando el contribuyente no presenta su declaración estando 
obligado a ello, el término para la "prescripción" empieza a 
correr al día siguiente en que concluyó el plazo para presen- 
tarla, pretendiendo que desde entonces resulta exigible por la 
autoridad el crédito fiscal, ya que en tal supuesto lo que opera 
es la caducidad de las facultades que tiene el fisco para determi­
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nar el crédito y la multa correspondiente. De otra manera no se 
entendería que el mencionado ordenamiento legal distinguie­
ra entre caducidad y prescripción y que el citado articulo 146 
aludiera al crédito fiscal y al pago que pueda ser legalmente

exigido.

9.4. La condonación
Otra forma de extinguir obligaciones fiscales es mediante la condonación, que 
consiste en la remisión o perdón de la deuda. Esta institución tiene como base la 
autonomía de la voluntad y el respeto a los derechos de las personas que, en tanto 
no lesionen otros intereses protegidos por el derecho, los individuos pueden 
renunciar al ejercicio de sus derechos particulares.

Esta figura es reconocida por el Derecho Fiscal, sujeta a una regulación 
especial en razón del interés público, por los derechos y obligaciones que regula, 
ya que, como se indicó al estudiar las obligaciones tributarias, el derecho del suje­
to activo, como un derecho de carácter público, constituye a la vez una obligación 
a la que no puede renunciar el órgano encargado de su cobro; cuando menos no lo 
puede hacer a su arbitrio, sino sólo en los términos que disponga la ley.

Es indudable que en ocasiones se producen circunstancias que hacen dema­
siado severa la ley al aplicarse a situaciones concretas. No hay discusión con 
respecto a la aplicación del principio romano D ura lex  sed lex , ya que a pesar de la 
dureza de la norma, debe aplicar, aunque en ocasiones se establecen posibilida­
des de atemperar los efectos de las disposiciones legales, con el propósito de 
alcanzar la justicia. Es en estas situaciones cuando la ley autoriza procedimientos 
específicos, ya que las excepciones a las cargas tributarias deben estar expresamente 
previstas en ley, como lo dispone el artículo 5o del Código F iscal d e la  Federación.

Este código establece un régimen diferente con respecto a los créditos deri­
vados de la obligación principal y de los derivados de multas por infracción a las 
disposiciones fiscales, no obstante que en ambos casos se trata de créditos fiscales.

En el caso del pago de las contribuciones y sus accesorios en general, en el 
artículo 39 fracción I del Código de la materia se dispone que la condonación 
podrá ser total o parcial, y que la resolución que la establezca deberá ser de carácter 
general, referida a algún lugar del país, a una rama de actividad, a la producción 
o venta de productos, o a la realización de un tipo de actividad, así como en casos 
de catástrofes derivadas de fenómenos meteorológicos, plagas o epidemias.

Como se ve, en estos casos la finalidad es suavizar la carga tributaria en al­
guna región o en alguna rama de actividad, siempre en razón de la equidad- y 
para que opere se deberán cumplir los siguientes requisitos:

1. La debe otorgar el Ejecutivo Federal.
2. Debe ser general.
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3. Procede por región o por rama de actividad.
4. Debe estar autorizada por la ley.

Sin embargo, a este artículo y en particular a la fracción I, se le ha dado un alcan­
ce inusitado que* ha creado efectos perversos en el pago de las contribuciones, esto 
es, que se ha hecho un uso irracional de esta facultad, extendiendo este benefi­
cio, en algunos casos, a contribuyentes incumplidos.

Tratándose de la condonación de créditos derivados de multas, ésta tiene 
otro contenido, otro procedimiento y un tratamiento diferente, no obstante que 
también se trata de créditos fiscales.

En efecto, el título IV, capítulo I del Código Fiscal vigente, al tratar lo relativo 
a las infracciones, establece la posibilidad de que la Secretaría de Hacienda con­
done multas examinando cada caso en particular, el cual deberá ser revisado in­
dividualmente por la autoridad fiscal y solucionado discrecionalmente.

Se establece que toda condonación se resolverá a petición de parte, sin hacer 
diferenciación como en los anteriores códigos fiscales, entre la condonación par­
cial y la total; además se dispone que las resoluciones que al respecto se dicten no 
podrán ser impugnadas, ya que se emiten con base en una facultad discrecional y 
que, por lo tanto, es potestativo concederla.

Otro de los aspectos relevantes para que proceda la condonación es que la 
multa haya quedado firme, es decir, que no haya ningún medio de defensa en 
contra de ella y que, además, ningún acto conexo a ella se encuentre en proceso de 
impugnación.

9.5. La cancelación
El término cancelación da la idea de extinción, de la terminación de algo, lo cual 
regularmente no sucede con la cancelación en materia tributaria, ya que las dis­
posiciones fiscales establecen que se podrán cancelar los créditos fiscales en las cuen­
tas públicas, es decir, que sólo constituye una operación contable, ya que esa 
cancelación en las cuentas públicas no implica la extinción del crédito, por lo que, 
en cualquier momento la autoridad fiscal puede exigir su pago mientras no haya 
operado la prescripción, de lo que se desprende que quizás sólo se puede conside­
rar como un paso hacia la extinción del crédito por prescripción, ya que esta can­
celación no se considera como elemento de suspensión o interrupción del término.

El artículo 146-A establece que esta cancelación procede por incosteabilidad 
en el cobro o por insolvencia del deudor, únicos casos en que se prevé esta figu­
ra. Sin embargo, el artículo 15 de la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio 
Fiscal 2006, faculta a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para cancelar los 
créditos por imposibilidad práctica de cobro, y señala que se da esta condición
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cuando los deudores no tengan fTime^hubiera
desaparecido sin dejar bienes a su nombre o  cuan j
sido declarado en quiebra por falta de activo.

9.6. Amnistía fiscal
Dentro de los principales objetivos de la actual adm inistración se encuentra incre­
mentar la recaudación, Por lo que, fundándoseen la denom inada am nistía fiscal , 
J.C pretende beneficiar a aquellos contribuyentes que, aun cuando tengan irregulari­
dades con respecto al cumplimiento de sus obligaciones fiscales anteriores al 
ejercicio fiscal del 2000, efectúen en forma correcta el entero de sus contribucio- 
nt*s a partir de este ejercicio. Además, se pretende que los contribuyentes continúen 
pagando las contribuciones a su cargo en los años 2001, 2002, 2003 y subsecuen­
tes, con toda oportunidad y en su totalidad.

Dado lo anterior, en el D iario O ficial dc la  Federac ión  se publicó con fecha 31 
de diciembre del 2000, el decreto por el que se reforman diversas disposiciones 
fiscales, el cual establece en su artículo segundo las disposiciones transitorias del 
Código F iscal de ¡a Federación, v en sus fracciones VII y VIII se prevén los procedi­
mientos o modalidades en los cuales se sustenta la "am nistía fiscal".

Si se incurre en alguna de las irregularidades señaladas en la disposición, 
se podrá incluso determinar contribuciones om itidas d istin tas a aquellas en 
que se com etió la irreg u larid ad , aun cu an d o  co rre sp o n d a n  a e je rc ic io s  
an teriores. Lo d ispu esto  en esta fracc ió n  no será  a p lic a b le  cu a n d o  las 
autoridades fiscales inicien el ejercicio de sus facu ltad es de com probación 
después del 31 de mar/o de 2005.

La denominada amnistía fiscal' consiste sustancialm ente en que, por regla 
general, las autoridades fiscales no podrán determinar créditos fiscales a cargo de 
los contribuyentes, por los ejercicios de 1999,1998,1997, etc., a m enos que previa­
mente les determine créditos fiscales correspondientes a los ejercicios de 2000 
2001, 2002 y 2003.

No obstante, de la simple lectura del inciso *, punto 1, del precepto que la 
contiene se desprende que las autoridades fiscales tuvieron hasta el día 31 de 
marzo del -001 para iniciar el ejercicio de sus facultades de com probación, sin nin­
gún tipo de limitante, por lo que podían revisar ejercicios anteriores al año 2000, 
mas no asi para las revisiones que se efectúen después de dicha fecha

Por tal motivo, resulta necesario que, a partir del ejercicio del 2000 el contribu-

ap esad ° a 10 disp° nen 
objeto de restringir el ejercicio de las far It rl ^  ^  6ncuentran obligados, con el
des fiscales, sobre ejercicios anteriores al citado C° m pr° badÓn de las autorÍda-
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10. La exención 
tributaria

10.1. No sujeción y no causación 10.3. Constitucionalidad
10.2. La condonación 10.4. Los estímulos fiscales

Objetivos específicos

Al finalizar este capítulo el alumno podrá:

1. Enunciar las características de la exención tributaria.
2. Precisar la diferencia entre la no sujecióii y la no causación.
3. Identificar los diferentes momentos en que se generan la no causación, no sujeción,

exención y condonación.
4. Justificar las bases constitucionales de la exención.
5. Explicar la aplicación de estímulos fiscales como instrumento de política tributaria.
6. Identificar las bases legales de los estímulos fiscales.

j  ín r í d i r a  acerca de la tributación,
En el mismo sentido en que existe t o » ™ ^  ^  ^  tributac¡ón. Como sabemos, el
se podría estructurar un am plio r „ una situación de dispensa,
significado genérico del concept ^  ^  perdona o se libera alguna
de liberación, es decir, es un m ecan . ,  obligación a cargo de
carga. En sentido ju ríd ico es la Iteración  del cum plim ento
m a persona, en los térm inos previstos por a ey. un priv¡iegio, razón

Lo anterior ha llevado a identificar a la exencio ^  privilegio establecido 
por la cual podríam os d ecir que la exención n  liberar a una persona de la
« la ley, por razones de equidad  o conveniencia para

l ig a c ió n  de pagar determ inadas contri siguientes características de
De acuerdo con este concepto encontram os las sig

la exención:
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a) Elimina la obligación del pago.

b) Se establece por ley.

c) Se otorga por razones de equidad o conveniencia.

El objetivo fundamental de la exención es la eliminación de las obligaciones de 
o l e  de ir del cumplimiento de la obligación sustantiva ya que en todo caso

importante, en este caso, es que no subsista la oDiigaciui y  b

nes Sin embargo, el principio de aplicación estricta de las norm as que establecen 
cargas tributarias, y de las que señalan excepciones a las m ism as, previsto en el 
artículo 5o del C ó d ig o  F is c a l de la Federación, trae como consecuencia la necesidad 
de una expresa y precisa regulación de las exenciones en esta materia.

En la doctrina se identifican diferentes tipos de exenciones, agrupadas con­
forme al criterio personal de quien plantea la clasificación, por lo que los grupos 
varían de acuerdo con su autor, debido a lo cual a continuación solamente se 
presentan los tipos más significativos.

1. Objetivas y  subjetivas. Según se atienda a los hechos o situaciones jurídicas 
comprendidas en el hecho imponible, o a los sujetos de la obligación.

2. Permanentes y  tem porales. En razón de que se establezcan por un tiempo de­
terminado o sin limitación.

3. Totales o parciales. De acuerdo con la liberación que se haga de la obligación.

4. Absolutas y  relativas. Según se apliquen sobre todas las obligaciones o sobre 
las sustantivas exclusivamente.

10.1. No sujeción y no causación

La exención se ha confundido con otras figuras jurídicas y económ icas, o se ha uti- 
iza o el concepto como sinónimo, algo que es conveniente aclarar y precisar, en 

especial con las figuras de no causación, no sujeción y condonación.

da la r e a l i z a c i ó n * Wb u ‘« i a  Ya ™> se

En la n osu jeaón éI °  libe™
las personas que lo efectuaron no m, pH reallza Per°/ P °r disposición de la ley,

ción; es decir, que a pesar de haber sido reañzadTl ^  C.UmpUmÍent°  de la obUga'
zada la situación jurídica o de hecho
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Constitucionalidad

prevista p or la  ley, la  o b lig a c ió n  n o  n a c e  p o rq u e  el su je to  q u e d ó  e x c lu id o  d e l á m b i­
to personal d e  a p lic a c ió n  d e  la  n o rm a , e s  d ecir , n o  q u e d a  su je to  a la  d isp o s ic ió n  
legal. Por lo  ta n to , n o  se  p u e d e  h a b la r  d e  u n a  lib e ra c ió n  o p erd ó n  d e o b lig a c io n e s , 
ya que p ara  q u e  e s to  s u c e d a , la s  o b lig a c io n e s  p re v ia m e n te  d eb en  n acer, lo  cu a l n o  
se da en  esto s  ca so s .

C om o se e x p licó  a l tra ta r  e l p r in c ip io  d e leg a lid a d , el h ech o  im p o n ib le  d eb e  
señalar qu é o b je to  g ra v a , q u é  su je to s  ab arca , so b re  qu é b ases  se v a  a d e te rm in a r y  
qué cuota o ta r ifa  se v a  ap licar, a s í q u e  a l n o  esta b lecer a d e term in ad o s su je to s  en  
su con figu ración , la  o b lig a c ió n  n o  n a ce  p a ra  ellos.

Por tan to , p o d e m o s  co n c lu ir  co n  resp ecto  a estas tres fig u ras qu e en  la n o  
causación la  re a liz a c ió n  d e la  s itu a c ió n  ju ríd ica  o de h ech o  no está  en  los su p u esto s 
del hecho im p o n ib le ; en  la  n o  su je c ió n  se rea liz a  la  s itu ació n  ju ríd ica  o de h ech o  
establecida en  e l h ech o  im p o n ib le , p ero  el su je to  no qu ed a in clu id o  o ex p resa­
mente se le ex clu y e ; y  e n  la  e x en c ió n  el h ech o  im p o n ib le  se realiza  en  tod os sus 
elementos y la  o b lig a c ió n  n ace  a carg o  de los su jetos, pero n o  se hace ex ig ib le  
debido a que, p o r d isp o sic ió n  de la  ley, e l su je to  q u ed a  liberad o  del cu m p lim ien to  
de la obligación .

10.2. La condonación

El hecho de que ex ista  u na lib eració n , el p erd ón  de una d euda nos coloca frente a 
una figura m uy sem ejante: la  cond on ación , que ya se estudió en  el apartado corres­
pondiente a las form as de ex tin ció n  de los créd itos fiscales.

Sin em bargo, es n ecesario  p recisar las d iferencias entre estas dos figuras, 
que son m uy p arecid as, pero  tien en  puntos que p erm iten  d istinguirlas.

La exención en las contribuciones es una figura que en el tiem po ocurre de m a­
nera inm ediata a la  rea lizació n  del h ech o generador, y que por d isposición  de la 
ley, el crédito fiscal no llega a cuantificarse, puesto que por la liberación que produce 
no tiene objeto con tin u ar con  el procedim iento  para determ inar lo que no se cobra­
rá; en la cond on ación  sí existe la d eterm in ación  del crédito y se precisa el cuantum  
de lo que se va a rem itir o perd onar; por lo tanto , en sentido estricto podem os d e­
cir que la exención  se refiere  a las o b lig acion es sustan tivas, sin  llegar a h ablar 
del crédito, y en  la co n d o n a c ió n  estam os frente a una deuda, determ inada en p e­
sos y centavos llam ada créd ito  fiscal (figura 13).

10.3. Constitucionalidad

Mucho se ha expuesto en la d octrina con respecto a la constitucionalidad de las 
ten cion es, y  se llegaron  a externar d iversas interpretaciones con respecto a la 
Prohibición expresa que de ellas regulaba el artículo 28 constitucional, en el sentido
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Figura 13. La exención tributaria

de que "En los Estados Unidos Mexicanos no habrá monopolios ni estancos de 
ninguna clase; n i exención de im puestos; , al grado de que la propia Suprema 
Corte vaciló en la interpretación de esta disposición, desde el reconocimiento inicial 
de la prohibición absoluta de las exenciones, hasta la interpretación en el sentido de 
que la prohibición sólo procedía con respecto a exenciones a nivel particular; inter­
pretación que fue "legalizada" por el Poder Legislativo al expedir la ley reglam en­
taria de este artículo, reconociendo el último criterio sustentado por la Suprema 
Corte.

La ley reglamentaria del artículo 28 constitucional (Ley Orgánica del artículo 
28 Constitucional en materia de Monopolios), del 25 de agosto de 1934, interpretó 
de manera restrictiva la prohibición constitucional al establecer en su artículo 13 
que sólo se debía considerar que existe exención de impuestos

"...cuando se releva total o parcialmente a una persona deter­
minada, de pagar un impuesto aplicable al resto de los causantes 
en igualdad de circunstancias o se condonan en forma priva­
tiva los impuestos ya causados".
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Constitucionalidad

Aún más, para reafirm ar la interpretación expuesta en el artículo 13 en cuestión, 
se dispuso en el artículo 14 de dicho ordenamiento que no se consideran exen­
ciones de impuestos:

1. Las primas a la exportación y los subsidios que se otorgan, en los términos
de los reglam entos de la presente ley, a las asociaciones o a las sociedades
cooperativas de m exicanos que se organicen en los términos del artículo 28 
constitucional;

2. Los subsidios y prerrogativas que se otorguen a las empresas de nacionales 
en los casos comprendidos en la fracción IV del artículo 7 de la presente ley;

3. Las franquicias y subsidios que se otorguen conforme a disposiciones de 
carácter general para estim ular la organización de empresarios y de consu­
midores o la racionalización de la producción, así como para la creación de 
industrias que, por ser de necesidad imprescindible a la planeación de la 
economía del país, sean declaradas de utilidad nacional por decreto que 
expida el Ejecutivo federal.

Este problema se solucionó con las reformas y adiciones que se hicieron al artículo 28 
constitucional en diciembre de 1982, para permitir que el legislador ordinario de­
termine cuáles exenciones quedan prohibidas. El texto actual de este artículo 
establece que "E n  los Estados Unidos M exicanos quedan prohibidos los mono­
polios, las prácticas m onopólicas, los estancos y las exenciones de impuestos en 
los términos y condiciones que fijan las leyes".

En el Código Fiscal se regula la exención, aunque en forma confusa, puesto 
que el término "exim ir" se utiliza junto al de "condonar", cuando se trata de situa­
ciones graves que afectan a una región o a una rama de la actividad económica.

Para evitar conflictos de interpretación, la mejor solución sería que el le­
gislador, al ejercer la potestad tributaria estructurara el hecho imponible de la 
contribución en la form a más exacta y clara, delimitando el objeto, los sujetos, la 
base y la cuota o tarifa, y precisara los hechos o situaciones objeto de las contribu­
ciones, para que cuando considere que algo debe ser excluido, lo haga con exactitud, 
para lograr la "n o  causación", si es algún tipo de persona la que se pretende liberar, 
señalar que no es sujeto de esa contribución, es decir, fijar la adecuada no sujeción 
para no llegar al extrem o de esperar hasta el momento del nacimiento de la obli­
gación, puesto que toda liberación que aquí se haga dará lugar a caer en la exención.

La realidad es que en nuestra legislación existen muchas indebidamente 
llamadas "exenciones", que en realidad son no sujeciones y hasta no causacio­
nes, por lo que sería conveniente llamarlas por su nombre, a fin de evitar con­

fusiones.
Un caso concreto lo encontram os en el hecho de la inmunidad diplomática, 

^  es un caso típico de no sujeción, ya que los bienes y las personas correspon-
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La exención tributaria

dientes a un gobierno extranjero funcionan de acuerdo con el principio de ex- 
cuentes a un guuien , , eto a \a  soberanía no es posible
traterritorialidad, por lo que en virtud p nuede exentar a
pravarles lo aue nos obliga a considerar que en estos casos no se puede exentar a gravarles, lo que nos oDiigi n la obligación no puede
alguien de una obligación que no tiene, pues q 4
nacer.

10.4. Los estímulos fiscales
La concepción tradicional de que el propósito de la tributación es obtener ingre­
sos para cubrir los gastos públicos, que se deriva del texto de los articu os 
fracción IV, 73, fracción VII, y 74, fracción IV, de nuestra Constitución Federal, 
retrasó su utilización para fines distintos de los estrictamente fiscales. Desde el si­
glo xix los ingresos tributarios, especialmente los aduanales, representaron la fuente
de ingresos más importante para el país.

Sin embargo, poco a poco la política tributaria se fue encauzando hacia otros 
fines, como el de la redistribución del ingreso y el de fomento por rama de actividad
o por región, dando lugar a lo que se conoce como fines extrafiscales de la tri­
butación. Así encontramos que el primer paso que se dio en materia aduanal con 
el fin de regular el comercio exterior, la economía del país, la estabilidad de la pro­
ducción nacional, o de realizar cualquier otro propósito en beneficio del país, fue 
la adición del segundo párrafo al artículo 131 constitucional, el 28 de marzo de 
1951. En las demás materias impositivas el proceso ha sido más lento, por temor a 
violar el principio de proporcionalidad y equidad de la imposición, y por la pro­
hibición absoluta de las exenciones que inicialmente estaba prevista en el artículo 
28 de nuestra Constitución.

En efecto, la actividad de fomento y de promoción fiscal poco a poco se ha es­
tablecido a través de exenciones y subsidios, pero siempre luchando en contra 
de la técnica legislativa, en lugar de utilizarla para estos efectos. Así, en 1934 se 
promulga la Ley de Protección y  Control Industrial; en 1941 la Ley de Indu strias de 
Transformación) y en 1943,1946 y 1955 las respectivas leyes de fomento de industrias 
nuevas y necesarias, que a través del otorgamiento de exenciones y subsidios 
estimularon el desarrollo de diversas actividades industriales.

El paso mas importante para lograr el fomento tributario se dio a través de 
diversos acuerdos y decretos presidenciales que se publicaron a partir de 1971 en 
os que no se uhhzó el establecimiento de exenciones, sino que, con una adecuada 

técnica legislativa^ se crearon instrumentos de crédito en favor de los contribu­
yentes, denommados certificados de devolución de impuestos (cedis) y  certificados

« C Z  e" 108 qUe Se 0t0rgar0n créditos fiscales en favor de
federal a sucareo Para aCredUaran su imP °« e  contra cualquier impuesto 

eral a su cargo, salvo aquellos destinados a  un fin  específico.
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Su otorgamiento sólo quedó condicionado a que el contribuyente comprobara 
la obtención de ciertos resultados que, de acuerdo con los propósitos del gobier- 
n0, coadyuvaran con el en la consecución de metas tendientes a la re a liz a c L  del 
bien común. De manera, en lugar de que el gobierno aplique en forma direc­
ta recursos humanos, economicos y materiales para crear fuentes de trabajo y 
desarrollar una región del país, o una rama de la industria, ofrece "premios" en 
forma de documentos de crédito para el pago de contribuciones.

Este mecanismo tuvo su base en diferentes leyes de ingresos de la Federa­
ción y en acuerdos de vigencia anual derivados de esas leyes, pero carecían de 
sustento constitucional, por lo que, en diciembre de 1982 se reformó el artículo 28 
de nuestra Constitución para establecer en su primer párrafo la posibilidad de 
exenciones en los términos que regularan las leyes secundarias y, en el último el otor­
gamiento de subsidios para actividades prioritarias, siempre que dichos subsidios 
reúnan las características Ae generalidad^  tem poralidad, y no afecten sustancialmen- 
te las finanzas de la Nación.

Otro mecanismo legal para el fomento tributario lo constituyen los "estímulos 
interconstruidos , llamados así debido a que se establecen en cada ley de im­
puestos, por lo que, al ser autoaplicativos, no requieren una disposición adicional
o reglamentaria, ya que cualquier contribuyente que se encuentre en el supuesto 
concreto que la ley prevé para su aprovechamiento, podrá aplicarlo en su favor. 
Así tenemos las disposiciones relativas a depreciación acelerada y a reducciones 
especiales en la Ley d el Im puesto Sobre la  Renta.

A rrioja Vizcaíno, Adolfo, D erecho Fiscal, México, Themis, 1982.
De la G arza, Sergio F„ D erecho Financiero M exicano, México, Porrúa, 1983- 
M argáin M., Emilio, Introducción a l estudio del Derecho Tributario M exicano, México,

Porrúa, 1991.
Rodríguez Lobato, Raúl, D erecho Fiscal, México, Haría, 198 • .
Saunas Arrambide, Pedro, La exención en la teoría general del D erecho Tnbutano, 

México, Tribunal Fiscal de la Federación (colee, de Estudios Jurídicos), 1998.
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11. Los procedimientos 
administrativos en materia fiscal

11.1. La administración tributaria
11.2. El registro de contribuyentes
11.3. Consultas y solicitudes
11.4. Las notificaciones

11.5. Procedimientos de fiscalización
11.5.1. Requisitos
11.5.2. Procedimiento

11.6. Procedimientos de determinación

Objetivos específicos

Al finalizar este capítulo el alumno podrá:

1. Explicar las formas de operación de la Administración Pública en materia fiscal.
2. Indicar la importancia del registro de contribuyentes para la administración de las 

contribuciones.
3. Exponer los requisitos para la procedencia de consultas y solicitudes.
4. Explicar la negativa ficta.
5. Enunciar los diferentes tipos de notificaciones y sus requisitos.
6. Hacer el cómputo de plazos para el cumplimiento de obligaciones fiscales.
7. Enunciar las diferentes formas de fiscalización.
8. Explicar los requisitos y el procedimiento para las visitas domiciliarias.
9. Comentar la razón, contenido y requisitos para realizar dictámenes financieros.
10. Diferenciar los distintos tipos de determinación.
11. Explicar la procedencia de la determinación estimativa.

, . t í t u l o  dentro de las norm as que integran el De- 
Como señalam os en el prim er cap ' üenen pQr objeto asegurar el cumpli-
recho Tributario encontram os aq ^  tivas v regular las relaciones entre la 
miento de las relaciones tributarias su form an al Derecho Tributa-
Administración Pública y los particu are^' agí como ias normas que las
rio Administrativo. El análisis de re a ^  capítul0/ por lo que el estudio 
regulan, constituye el objeto de estu P
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Los procedimientos administrativos en materia fiscal

de la forma de proceder de la administración tributaria se realizaraa través de di- 
ferentes procedimientos administrativos, los cuales, al decir de Gabm o Fraga, 
constituyen un "...conjunto de formalidades y actos que preceden y preparan el

acto administrativo...". . . . ,
Estos actos que se producen en el ámbito interno de la administración tienen

diferente naturaleza. Pueden ser preparatorios o de efecto interno, los cuales se 
integran con diferentes actividades que no trascienden al exterior de la adminis­
tración; se producen con informes, dictámenes y propuestas entre los organos que 
la conforman para llevar los asuntos a estado de resolución. Pueden ser constituti­
vos, ya que por su realización determinan una situación concreta con respecto a 
un asunto en particular, como la verificación de hechos o situaciones, o la valoración 
de pruebas que constituyen un pronunciamiento de la autoridad, por lo que nace 
el acto con plena validez. Finalmente, encontramos los actos de eficacia, a través 
de los cuales se exterioriza la voluntad del órgano.

Como se puede observar, los actos preparatorios y los constitutivos permiten 
el nacimiento del acto o resolución administrativa, que tendrá plena validez por­
que existe la presunción de que en su realización se observaron las disposiciones 
legales que los regulan, pero su eficacia dependerá de la posibilidad de su ejecu­
ción, lo cual será posible a través de la notificación, que implica la comunicación 
de la voluntad de la autoridad al particular.

La legalidad del acto administrativo que produzca efectos de molestia o de 
privación en la esfera jurídica del particular queda sujeto a los requisitos de au­
diencia y debido proceso, en los términos de los artículos 14 y 16 constitucionales, 
que exigen "...se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento..." y que 
la autoridad "...funde y motive la causa legal del procedimiento".

11.1. La administración tributaria

La autoridad encargada de recaudar y vigilar el debido cumplimiento en el pago 
de los impuestos y evitar la evasión fiscal es la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Publico, de conformidad en lo dispuesto por el artículo 31 de la Ley O rgánica de la 
Adm inistración Pública Federal, que le otorga facultades para el cobro y adminis­
tración de las contribuciones que la Federación tiene derecho a percibir, inde- 
pen lentemente de los organismos fiscales autónomos, que, como el Instituto

denominad 7 °  ! f  7 ^  ,NF0NAV,T' adm inistran las contribucionesdenominadas aportaciones de seguridad social

nos er^hTsecretaría d e^ a d er^ a  y’cr^ to ^ P ú b p 08 aUtÓn° m ° S para concretar'
sus facultades con base en una com n l» ? enc ont r amos  que ésta e¡erce 
to del artículo 14 dp la / n  - • estructu ra, que a p artir del manda-
gra por el secretario del « m f  Tos b Administmción Pübli™ F ederal se inte-

ram° ' los ^ S e c r e ta r io s , oficial m ayor, directores,
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subdirectores, jefes y subjefes de departam ento, oficina, sección y mesa así como

c,edito Publico determ ina que esta dependencia contará con: 

A. SERVID ORES PÚ BLICO S
1. Subsecretario de H acienda y Crédito Público
2 . Subsecretario de Ingresos
3. Subsecretario de Egresos
4. Oficial M ayor
5. Procurador Fiscal de la Federación
6. Tesorero de la Federación

B. U N IDADES ADM INISTRATIVAS CENTRALES
C. U N IDADES ADMINISTRATIVAS REGIONALES
D. ÓRGAN OS DESCON CEN TRADOS

Estas unidades se integran a su vez por coordinaciones generales, unidades, direc­
ciones generales, subprocuradurías y subtesorerías, que a la vez están integradas 
por:

a. Coordinadores Generales
b. Jefes de U nidades
c. Directores G enerales Adjuntos
d. Directores
e. Subdirectores
f. Jefaturas de Departam ento, de Oficina, de Sección y de Mesa
g. Coordinadores
h. Supervisores
i. Auditores, Ayudantes de Auditor 
j. Demás personal

La política de adm inistración de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público se ha 
desarrollado a través del funcionam iento centralizado y regional, toda vez que a 
partir de 1973 se crearon unidades administrativas regionales, con el propósito de 
que la mayor parte de la operación administrativa se realizara en la región en 
donde radicara la m ayor cantidad de contribuyentes, a fin de atender los proble­
mas en forma desconcentrada. Esto dio lugar a la creación de las administraciones 
fiscales y las subprocuradurías fiscales regionales, que como las jefaturas del res­
guardo aduanal, las aduanas, las oficinas federales de hacienda, subalternas y 
agencias, y las oficinas federales de muestreo y ensaye, funcionaron a nivel regional.

Una reforma de gran im portancia se dio a partir del 1 de julio de 1997, por 
medio de la cual la parte operativa de recaudación, auditoría y defensa jurídica se

143



i _ íiarnAdo Servicio de A dm inistración Tributa-
r S : ; Óer P - é  .a  sigu iente inte-

gración:

A UNIDADES ADMINISTRATIVAS CENTRALES
, rn m ¡.¡x n j pi Servicio Fiscal de Carrera1. Secretariado Técnico de la C om ision del ^

2. Adm inistración General de Tecnología de la Inform ación
3. Administración General de Asistencia al Contribuyente
4. Administración General de Grandes Contribuyentes
5. Administración General de Recaudación
6. Administración General de Auditoría Fiscal Federal
7. Administración General Jurídica
8. Administración General de Aduanas
9. Administración General de Innovación y Calidad

10. Administración General de Evaluación

B. UNIDADES ADMINISTRATIVAS REGIONALES
1. Administraciones Locales y Aduanas
2. Administraciones Regionales de Evaluación

Dentro de estas unidades hay que destacar a las adm inistraciones generales 
Jurídica, de Auditoría y de Recaudación, ya que, en cuanto a la primera de ellas, 
su función es actuar como el abogado en las controversias en que la autoridad ha­
cendaría sea parte, la segunda se encarga de la determinación de los créditos fiscales 
a cargo de los contribuyentes, en cumplimiento de sus facultades de comprobación, 
y la tercera tiene como función efectuar el cobro coactivo de los créditos fiscales, 
que en su caso corresponda.

11.2. El registro de contribuyentes

Quizás el primer contacto entre la administración y los contribuyentes, particular­
mente tratándose de impuestos directos, es el Registro Federal de Contribuyentes, 
a partir del cual la autoridad puede tener una relación de todas aquellas perso­
nas que normalmente causan contribuciones, lo que permite un control adecuado
de la población que participa en las relaciones fiscales, y del cum plim iento  de sus 
obligaciones.

E l Código F iscal de la Federación  establece en su artículo 27 que:

Las personas morales, así como las personas físicas que deban 
presentar declaraciones periódicas oque estén obligadas a expe- 
d,r comprobantes por las actividades que realicen, deberán 
solidar su mscripción en el Registro Federal de Contribuyentes

Los procedimientos adm^istrativos^njnatenajscal-----
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del Servicio de Administración Tributan,
mformacion relacionada con T f  Y ProPorcionar la
general sobre su situación fiscal a §U domiciIio y en
establecen en el Reglamento de e^ C ód lgo  ^  aVÍS° S ^  56

Por su parte, el Reglam ento del Código Fiscal r W  ,
capítulo segundo a regular esta obligación 1* . Ca_,la sección segunda de su
mes siguiente a la fecha de inicio de las a c tiv id a d  ^  .̂eb erá  cumPlir dentro del 
la norma, con la presentación de la solicitud / S- ^  terminos P a s t o s  por
recaudadora. Igualm ente se deberá presentar a v i ^ T T 101'  ante la autoridad un cambio de: Presentar aviso ante el registro cuando ocurra

I. D enom inación, nom bre o razón social.
II. Dom icilio fiscal.

de“ da°desSm ÍnU d6n *  ° WÍg“ ' su« "  » reanudación

IV. Liquidación o apertura de sucesión.
V. Cancelación en el Registro Federal de Contribuyentes.
VI. Cuando se produzca un cambio de actividad preponderante, y de aper­

tura o cierre de establecimientos o locales.

REGISTRO

PERSONA
FÍSICA

f  PRESENTAR
DECLARACIONES PERIÓDICAS

Están obligadas a registrarse 
cuando tengan que

PERSONA
MORAL

EXPEDIR COMPROBANTES 
POR LAS ACTIVIDADES QUE 

REALICEN

Figura 14. Sujetos obligados a registrarse

11.3. Consultas y solicitudes

1
t e n

fUNl
, PLANTEI 
1 CENTROÍ

I l . J .  ^ o r ib u i ld ^  y ------------
el ámbito de las consultas y 

El derecho de petición se identifica er ante la autoridad ̂ c ^ a ”^
solicitudes que los particulares pue  ̂en ^  ^  ^  determinado, n; ° s ge 
cual deberá em itir su reso lu ción  en fed eración , "Toda promoci

del artículo 18 del C ódigo F isca l d e la
+ a r145
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presente ante las autoridades fiscales deberá estar firm ada por el interesado o por 
o Z  L  legalmente autorizado para ello, a menos que el promovente no sepa o no

PUed D en^ro'dTk^ escritos^u^es posible^resent^r ante la autoridad hacendarla 

se identifican las prom ociones libres, los de justicia de ventanilla y los de reconsi- 

deración
En todo caso, en los términos del mencionado artículo 18, los escritos deben 

presentarse en los formatos que disponga la autoridad hacendaría, junto con os ane­
xos y el número de copias que la propia autoridad disponga, y en caso de que no 
existan tales formatos, el escrito deberá contener por lo menos los siguientes requisitos:

a) Constar por escrito.
b) Llevar el nombre, razón social de la empresa y el registro federal del contri­

buyente del peticionario.

c) Señalar la autoridad a la que se dirige y el propósito de la prom oción.

d) Citar, en su caso, domicilio para oír y recibir toda clase de notificaciones, y 
el nombre de la persona autorizada para recibirlas.

En caso de que no se cumplan los requisitos de referencia, se deberá prevenir al 
promovente para que dentro del término de 10 días cumpla con los que haya omiti­
do y, de no hacerlo, el escrito se tendrá por no presentado.

En materia de representación se admite el mandato en escritura pública o en 
carta poder, así como la autorización otorgada en la propia prom oción para reci­
bir notificaciones, presentar promociones, ofrecer y rendir pruebas. La gestión de 
negocios como figura de representación, no es admisible en m ateria fiscal, por lo 
que toda persona que promueva debe demostrar que tiene interés jurídico en la 
actuación, o la representación legal correspondiente.

Las promociones pueden ser de consulta o solicitudes de autorización en 
términos generales, pero siempre sobre situaciones reales y concretas. También se 
prevén las consultas con respecto a la determinación de precios de transferencia.

Ahora bien, los requisitos de los escritos, cuando no haya forma especial, aparte 
de los consignados en las promociones libres del artículo 18 del Código Fiscal de la 
Federación, los encontramos en el artículo 18-A del mismo ordenam iento, los cuales 
se incrementan considerablemente, dando como consecuencia que en lugar de que 
el particular pueda dirigir un escrito a la autoridad sin m ayor contratiem po, en 
muchas ocasiones resulta problemático. Los requisitos adicionales son los siguientes:

1. Número telefónico del contribuyente y de los autorizados.
2. Nombre, direcciones, RFC, núm eros de identificación fiscal, en caso de

residentes en el extranjero, de todas las personas involucradas en la solicitud
o consulta planteada.
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3. Descripción de las actividades a que se dedica el interesado.
4. M onto de la o p e ra c ió n  objeto de la p rom oció n .

5. H echos y  c ircu n sta n cia s  re lacio n ad o s con  la p rom oció n , así com o a co m p a­
ñar los d o cu m e n to s  e in fo rm ació n  que sop o rten  hechos y  circu nstancias

6. D escripción de las ra z o n e s  del n egocio  que m otivan  la operación en cuestión.
7. E xp resar si la m a te ria  de la co n su lta  y a  fue p lan tead a ante otra au torid ad  

fiscal o ju risd iccio n al y, en  su  caso , el sentido de la resolución.

8. Indicar si el co n trib u y e n te  se en cu en tra  sujeto al ejercicio de facu ltad es de 
com p ro b ació n  so b re  la  con su lta .

Hasta la fecha se encuentra pendiente de que entre en vigor la obligación de incluir 
en las promociones la firm a electrónica avanzada, de tal forma que deberá utilizarse 
el sistema digital para prom over. Esta obligación entrará en vigor hasta que el Sis­
tema de A dm inistración Tributaria establezca las promociones que deberán ser 
presentadas por m edios electrónicos.

Por lo que hace a la ju sticia  de ventanilla, el escrito tiene por objeto hacer 
aclaraciones de m anera pronta y eficaz, pero sin que el mismo se considere como 
una instancia, porque no interrum pe ni suspende los plazos para interponer los 
medios de defensa a que haya lugar.

El fundam ento de este tipo de escrito lo encontram os en el artículo 33-A del 
Código F isca l d e la  F ederación , que autoriza a los particulares para acudir ante las 
autoridades fiscales, dentro de los seis días siguientes a la fecha en que hayan 
surtido sus efectos las notificaciones de diversas resoluciones, como estimacio­
nes de impuestos om itidos e im posición de multas, y la autoridad debe emitir su 
resolución seis días después de integrar el expediente fiscal.

Así se tiene que este tipo de promociones son aclaraciones, y no constituyen una 
instancia, por lo que la resolución que estas promociones generen no es impugnable.

Por últim o, tenem os el escrito conocido como de reconsideración , aunque la 
ley no lo nombre com o tal, que se encuentra previsto en el tercer párrafo del artículo 
36 del C ódigo F isca l d e la  F ederación  com o una promoción cuando las resoluciones 
contrarias a los particulares no se hayan impugnado y hayan transcurrido los plazos 
para ello, para que el superior jerárquico de la autoridad revise las resoluciones 
administrativas que no les sean favorables, y sean m odificadas o revocadas en 
beneficio de los contribuyentes, si se dem uestra que se pronunciaron en contra­

vención a las d isposiciones legales.
Es decir, siem pre qu e el particular no hubiese interpuesto algún medio de 

defensa, que hubieren transcurrido los plazos para hacerlo, y sin que haya prescrito 
el crédito fiscal, éste podrá prom over la reconsideración y la autoridad hacendaría 
discrecionalm enfe p o d rá  rev isar la reso lu ción  m ateria de controversia , y si 
encuentra que fue em itid a en contravención  de las disposiciones fiscales, podra 

revocarla o m o d ificarla  p o r  u n a  so la  vez.
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Figura 15. Procedimientos fiscales

Ante las diversas promociones que se pueden presentar a la autoridad fiscal, 
resulta importante señalar que cuando la autoridad tiene la obligación de respon­
der, se puede producir la negativa fic ta  si no lo hace dentro de los tres meses si­
guientes a la presentación del escrito, o a la integración del expediente.

De conformidad con el artículo 37 del Código F iscal d e la  F ederación , cuando la 
autoridad hacendaría no resuelva las instancias o peticiones de los particulares en 
un plazo de tres meses y por ende su notificación, contados a partir de la pre­
sentación del escrito o en su caso a partir del cum plim iento de prevención si la 
hubiere, considerará que la autoridad resolvió en sentido negativo.

Se precisa que no para toda omisión de contestar una petición o promoción 
de los particulares se configura la n egativaficta, como en los casos de la justicia de 
ventanilla o de la reconsideración. Por otro lado, una vez transcurrido el término 
de tres meses sin que el particular obtenga respuesta o contestación a sus peticio­
nes o instancias, puede interponer los medios de defensa contra la resolución fic­
ta, o esperar a que dicha autoridad emita la contestación correspondiente.

Resulta indispensable señalar que la negativa ficta es diferente al derecho de 
petición, en particular porque éste tiene una regulación constitucional y sólo tiene 
como fin lograr la respuesta de la autoridad, sin ninguna previsión con respecto al 
sentido de la respuesta, en tanto que la negativa ficta tiene su base en la ley, y 
siempre será en sentido negativo. Entonces tenem os que:

1. El derecho de petición se refiere a la obligación de contestar por escrito y 
congruente, o solicitado por los gobernados; en cam bio, la negativa ficta
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no tiene como finalidad obligar a las autoridades a resolver en forma ex­
presa, sino que la falta de respuesta, por disposición legal constituye una 
resolución negativa.

2. Para que se con figu re  la negativa ficta es necesario que se refiera a una 
prom ocion en  qu e la autoridad tenga la obligación de pronunciarse; en 
cam bio, en el d erecho de petición siem pre habrá la obligación de contes­
tar, cuando la petición se presente en forma respetuosa.

£s conveniente señalar que la institución de la negativa ficta también se refiere a 
la falta de resolu ción  del recurso de revocación, ya que en términos del artículo 
131 del C ódigo F isca l d c la  F ederación , cuando la autoridad no emite la resolución al 
recurso, deberá en ten d erse  que está confirm ando su resolución; es decir, está 
negando fictam ente el p lanteam iento form ulado por el particular.

Por últim o y para concluir este apartado, con respecto a las resoluciones de ca­
rácter interno, a través de las cuales las autoridades fiscales dan a conocer a sus de­
pendencias los criterios a seguir en cuanto a la observación y aplicación de las 
disposiciones fiscales, generalm ente conocidas com o circu lares, no generan obli­
gaciones a cargo de los particulares, ya que su naturaleza interna sólo les confiere 
obligatoriedad para los subalternos de la autoridad que las emitió y, como ha que­
dado establecido, conform e al principio de reserva de ley las obligaciones fiscales 
sólo pueden ser im puestas por ley.

1 1.4. Las notificaciones

La com unicación de la voluntad del órgano, que le da plena eficacia al acto 
administrativo, puede realizarse de diferentes formas, de acuerdo con el tipo dc 
resolución de que se trate, por lo que de conform idad con el artículo 134 del Códi­

go F iscal d e la  F ederación  las notificaciones podrán ser:

1. Personalm ente o por correo certificado o electrónico, con acuse de recibo, 
cuando se trate de citatorios, requerim ientos, solicitudes y actos adminis­

trativos que p u ed an  ser recurridos.
™  J -  t n i o o r a m a '  m an d o sean actos distintos a los señala-2. Por correo ord inario  o telegram a, cuanuu secu

dos en el p u nto  anterior.
3. Por estrados; cu an d o el contribuyente desaparezca después de ¡m aadas 

las facultades de com probación; se oponga a la d .l.gencia de notif.ca , y 

en los d em ás casos que establezca la ley.

Este tipo de notificaciones se harán cuando 
ordenam lentos fiscales, fijando durante cinco d.as el docum ento
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4.

i . II- a,t\ inril fiscal, v la notificación se enten- car en un lugar abierto al publico del local riscal, y
derá por realizada al sexto día siguiente.
Por edictos; en el caso de que la persona buscada hubiera faiteado y no se 

al representante de la sucesión, hubiere desaparecido o se ignoreconozca 
su paradero.

Esta notificación se realiza publicando un resumen del acto a notificar 
durante tres días consecutiva en el D iario O ficial d e la  Fcdcracnm  y uno en
un periódico de circulación en la República.

5. Por instructivo; cuando previo citatorio no haya con quien realizar la noti­
ficación, en los términos del artículo 137, segundo párrafo, del Codtgo F ,s- 
cal de la Federación.

Cuando los actos administrativos deban surtir efectos en el extranjero, se podrán 
efectuar a través de los puntos 1, 2 o 4 expuestos con anterioridad, o por mensaje­
ría con acuse de recibo, transmisión facsímil con acuse de recibo por la misma vía,
0 de acuerdo con los tratados internacionales.

Es conveniente señalar que hasta la fecha las notificaciones mediante correo 
electrónico no son muy frecuentes, quizá porque muchos contribuyentes no 
proporcionan su domicilio electrónico para esos efectos. Al notificar por vía elec­
trónica, el acuse de recibo consistirá en el documento digital que transmita el 
destinatario al abrir el documento digital que le hubiera sido enviado.

Cuando se trate de actos administrativos que puedan ser recurridos, las 
notificaciones se deben hacer personalmente o por correo certificado, pero siempre 
procurando que exista una legal y efectiva comunicación de la voluntad de decisión 
de la autoridad, toda vez que cualquier deficiencia en el procedimiento respectivo 
producirá la nulidad de dicha notificación, por lo que el notificador deberá 
asegurarse de que el acto se realice precisamente en el domicilio indicado y con el 
destinatario, y en caso de no encontrarlo, deberá dejarle citatorio en su domicilio 
a fin de que lo espere en una hora determinada del día hábil siguiente, y si en este 
día y hora no lo espera, hará la notificación con quien se encuentre, de conformidad 
con el artículo 137 del Código F iscal de la  Federación, mismo que también establece 
que en su caso se puede dejar citatorio para que dentro del plazo de seis días el 
particular acuda a notificarse en las oficinas de las autoridades fiscales

Asimismo se tiene que si bien es cierto que la notificación debe realizarse en 
el domicilio fiscal del contribuyente o en las oficinas de la autoridad fiscal , no me- 
nos cierto es que también se puede realizar en cualquier lugar o entenderse por 
legalmente hecha a partir de la fecha en que el interesado o su representante legal 
manifiesten que conocen el acto administrativo de que se trate

simnenieH ^  T ^ n0tificaci° " es curten sus efectos el día hábil
001 d d t aq ,en que er0n heChaS y Se deberá proporcionar al interesado

el documenl°  en que conste el acto administrativo.
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Es importante precisar que para efectos fiscales el cómputo de los términos 
^  debe efectuar a partir de la forma en que se fijan los plazos, que puede ser por 
número de días o por periodos, como se menciona en el artículo 12 del Código 
Fiscal de la Federación :

a) Tratándose de plazos fijados en días, sólo se computan los hábiles (excepto 
para la presentación de declaraciones y pago de contribuciones).

b) En los casos en que se fijan por periodo de semana, mes o año, o se señale 
una fecha determinada, el término concluye precisamente en el día fijado o 
el día hábil siguiente si aquél cae en inhábil o no exista el mismo día en el 
mes del calendario correspondiente.

Las diligencias deberán realizarse en días y horas hábiles, que para efectos fiscales 
se consideran las comprendidas entre las 7:30 y las 18:00 horas, pero una diligen­
cia iniciada en hora hábil puede concluir en hora inhábil. La autoridad también 
está facultada para habilitar los días que sean necesarios, previa notificación de ello 
al interesado, de conformidad con el artículo 13 del Código F iscal de la Federación.

Es importante precisar que la notificación legalmente formulada trae como 
consecuencia la eficacia del acto notificado, así como la determinación del momen­
to en que empiezan a correr los plazos para su cumplimiento o para la prescripción.

Al respecto es conveniente reiterar que el cómputo de los plazos transcurre a 
partir del día siguiente a aquel en que surte sus efectos la notificación, por lo que 
se deben tener en cuenta tres fechas importantes:

1. La de notificación.
2. La del surtimiento de efectos.
3. La del inicio del plazo.

Si en materia de procedim iento adm inistrativo tributario las notificaciones sur­
ten sus efectos al día siguiente de su realización, el primer día del plazo se 
cumple al siguiente día de aquel en que surtió efectos la notificación. Estos 
principios tam bién se aplican en el procedim iento contencioso ante el Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y A dm inistrativa, pero varían en m aterias como la 
regulada por la L ey  F ed era l d e P rocedim ien to A dm in istrativo, la Ley F ed eral de 
R esponsabilidades A dm in istrativas d e los S ervidores P ú blicos y la Ley F ederal de 

Instituciones d e F ianzas.

11.5. Procedimientos de fiscalización
La actividad fiscalizadora de las autoridades se puede realizar tanto en el domi­
n o  de los contribuyentes como a través de revisiones de toda clase de bienes en 
los lugares de producción o en tránsito, según lo establece el artículo 42 del Códi-
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g o  F iscal d e la  Federación-, sin embargo, por la im portancia y trascendencia de las 
visitas domiciliarias, nos referimos principalm ente a esta form a de fiscah zaaón .

La autoridad administrativa, obligada a ejecutar las leyes, esta facu ada por 
la propia Constitución para practicar visitas dom iciliarias a fin  de com pro ar que 
se han acatado las disposiciones fiscales, sujetándose a las leyes respectivas y a las

formalidades prescritas para los cáteos.
Los actos de fiscalización que realiza la autoridad ad m inistrativa a través de

las visitas domiciliarias, se traducen en actos de m olestia a los particulares, por lo 
que el procedimiento deberá estar debidamente fundado y m otivado, com o lo esta­
blece el artículo 16 constitucional y, en especial, deberán reunir las form alidades 
de las órdenes de cateo, es decir, cum plir los dem ás requisitos de constitu cion a­
lidad y de legalidad previamente establecidos.

Al respecto, Luis Martínez López (D erecho F isca l M exicano. Editorial ECA SA , 
México, 1979) nos dice que estas visitas son "...e l m edio m ás eficaz con que la 
autoridad cuenta para conocer la situación fiscal de las personas o em presas y po­
der determinar el impuesto a su cargo, verificar si se da cum plim iento a las form ali­
dades que establecen las leyes tributarias y descubrir o com probar la infracción a 
las mismas".

La base legal de las visitas dom iciliarias se encuadra en la fracción  III del 
citado artículo 42 del Código F iscal d é la  F ederación , en donde se establece la facultad 
de la Secretaría de H acienda para practicar v isitas a los co n trib u y en tes , los 
responsables solidarios o terceros relacionados con ellos y revisar su contabili­
dad, bienes y mercancías, a fin de comprobar el cum plim iento de las disposiciones 
fiscales y, en su caso, determinar las contribuciones om itidas o los créditos fiscales, 
así como para comprobar la comisión de delitos fiscales y tam bién para dar infor­
mación a otras autoridades fiscales.

La autoridad hacendaría también puede requerir al contribuyente a los res- 
ponsables solidarios o a terceros, registros, papeles y archivos, fuera d e v isitas 
domiciliarias, para allegarse inform ación que la ayude en el cum plim iento  de sus 
funciones, e^inclusive, en algunos casos se entenderá que no se consid eran  in icia­
das las facultades de comprobación por parte de dicha autoridad

11.5.1. Requisitos

todosycTdtro^
¡2¡2£Tde'° podria ser— *-X í dXa°c“

rpretacion  de sus párrafos pri-
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Requisitos para su emisión (artículos 38 y 43 del Código Fiscal de la Federación)
. por escrito

. señalar la autoridad que la emite

. fundado y motivado, mencionando su objeto

. ostentar la firma del servidor público emisor

. identificar su destinatario

. el lugar a revisar

. el nombre de los agentes de autoridad que practicarán la visita

Figura 16. Inicio de las visitas domiciliarias

mero, octavo y decimoprimero, se tiene que dicho precepto establece como 
requisitos para la realización de las visitas domiciliarias, los siguientes:

a) Que la orden se expida por escrito.
b) Emitida por autoridad competente.
c) Fundada y motivada.
d) Que se realice con el procedimiento legalmente procedente.
e) Que precise el lugar en donde debe realizarse.
f)  Que se mencionen las personas que deben atender la visita o a quien va 

dirigida.
g) Que se identifique el objeto de la misma.
h) Que se levante acta circunstanciada.

0 Que se nombren testigos.

p°r lo que hace a los requisitos legales, los artículos 38 y 43 del Código Fiscal de la 
O ración  establecen los requisitos que debe satisfacer la orden de visita:

a) Constar por escrito.

^  Señalar la autoridad que lo emite.
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c) Estar debidamente fundada y motivada.

d) Precisar su objeto o propósito.
e) Contener firma autógrafa de funcionario competente.
J )  Precisar los nombres de las personas a quienes va dirigida.

11.5.2. Procedimiento

Por lo que hace al procedimiento de fiscalización, existen varias reglas y forma­
lidades, que dependen del tipo o finalidad de la visita. En principio, la visita se 
debe realizar precisamente en el domicilio señalado en la orden, con la persona 
que se visita o su representante legal, excepto si previo citatorio entregado el día 
anterior el visitado no se presenta. Los visitadores deberán identificarse exhausti­
vamente, y requerir al visitado para que designe dos testigos, que en caso de ne­
gativa del visitado o de los nombrados, serán designados por los visitadores. Una 
vez iniciada la visita se procede a revisar y seleccionar la documentación, o a poner 
marcas en los documentos, para asegurar dicha información.

De toda visita deberán levantarse actas en las que se asienten los hechos y 
circunstancias particulares acaecidos durante su realización. Se levantan actas 
parciales hasta concluir la revisión, en que se levanta la última acta parcial, y se le 
dan cuando menos veinte días al visitado para preparar sus observaciones y pruebas 
que constarán en el acta final. También se pueden efectuar compulsas con terceros 
relacionados con el visitado, a fin de conocer con mayor certeza su situación fiscal.

La secuela procesal de la revisión fiscal prácticamente consiste en:

1. Citatorio (en su caso).

2. Entrega de la orden de visita.

3. Primera acta parcial.

4. Actas parciales o complementarias.
5. Ultima acta parcial.

6. Autocorrección (en su caso).
7. Acta final.

8. Oficio de observaciones (en su caso).

mente cuando el visitado haya entre- 
ejercicio que pretende dictaminar, aviso



Procedimientos de fiscalización

a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, para presentar sus estados financieros 
d ic ta m in a d o s , cuando durante la visita el contribuyente corrija las anomalías 
fiscales que existan, y ‘amblen cuando se vaya a  determinar presuntivamente su 
situación  fiscal (articulo 4 7  del Código F iscal de la Federación), por no encontrar 
elementos suficientes para conocer su situación fiscal.

Otra de las fo rm a s  de ejercer las facultades de fiscalización so n  las llamadas 
revisiones de escritorio o de gabinete, que se re a liz a n  en el domicilio del particu­
lar o en el de las autoridades fiscales, revisando la documentación que se haya 
recogido al contribuyente, los inform es de terceros, y la información de que d is­

pongan las autoridades fiscales. Al concluirlas se deben notificar al contribuyen­
te los resultados encontrados, a fin de que corrija su situación fiscal.

Los resultados aludidos en el parrafo anterior se traducen en un oficio de ob­
servacion es, en donde se consignan hechos u omisiones que puedan generar 
incumplimiento a las disposiciones fiscales.

Dentro del plazo de 20 días siguientes a la fecha de notificación del oficio de 
referencia, el contribuyente podrá desvirtuar los hechos u omisiones que se le impu­
tan, por medio de docum entos, libros y registros, así como optar por corregir su 
situación fiscal, pero si no logra desvirtuarlos, se tendrán por consentidos para la 
autoridad hacendaría, de conform idad con el artículo 48, fracción VI, segundo 
párrafo, del Código F iscal de la  Federación, pero no para un tribunal.

En este orden de ideas, se tiene que una vez transcurrido el plazo para des­
virtuar las im putaciones del oficio de observaciones, la autoridad hacendaría 
contará con 6 m eses para em itir la determ inación fiscal y notificarla, de confor­
midad con el artículo 50 del Código F iscal de la  Federación.

Independientem ente de las visitas domiciliarias, las facultades fiscalizado- 
ras de la adm inistración se pueden efectuar en las oficinas de la autoridad adminis­
tradora con un procedim iento específico, tal es el caso de: revisiones de escritorio , 
o de las revisiones de "d ictám en es de estados financieros ; también tenemos la 
“revisión para la expedición de com probantes fiscales , la revisión de mercancías 
en tránsito" e incluso revisiones fuera del inicio de las facultades de comprobación 
del artículo 42  del Código Fiscal de la Federación, com o en la "revisión de aclaraciones 
y de planeación fisca l" , en los térm inos de los artículos 41-A  y 42-A  de este 

ordenamiento.
Los dictám enes de estados financieros, cuya revisión realiza la Secretaria de 

Hacienda, tienen un valor semejante a las visitas domiciliarias, por lo que la auto­
rización para realizarlos se otorga a profesionales, sujeta a requisitos especia es y 
a un control estricto por parte de la autoridad fiscal. Estos requisitos, de acuerdo 
con el artículo 52 del C ódigo F isca l d e la  Federación, son los siguientes:

a)  Que sea contador público titulado. río„~ioc
b)  Que el contador se encuentre registrado ante las autori a es
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Los procedimientos administrativos en materia fiscal

c) De nacionalidad mexicana, y si es extranjero se estará de conformidad con

los tratados internacionales.
d) Ser miembro de un colegio de contadores.

Levantamiento de actas

Figura 17. Realización de la visita domiciliaria

Instancia de inconformidad

20 días + 15 días por ejercicio 
revisado o fracción adicional

Desvirtuar hechos u omisiones consignados en las actas

Figura 18. Instancia de conformidad 
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u s  omisiones que detecten las autoridades fiscales en ejercicio de sus facultades 
fiscalizadoras deberán notificarse mediante oficio al contribuyente, pa^a que dentm 
de, plazo legal m anifieste lo que a su derecho convenga en la inconformfdad™ 

e se ha hecho referencia con lo cual se cumple la garantía de audiencia que es! 
tablece nuestra Constitución. 4 eí5

11 .6. Procedimientos de determinación

Como se explicó en el capítulo referente a la relación jurídico-tributaria, las au­
toridades pueden llevar a cabo la determinación de las contribuciones que el 
contribuyente no haya cubierto en su oportunidad. Esta determinación la efectúa 
la autoridad fiscal sobre base cierta o sobre base presunta, en los términos de los 
artículos 55 a 64 del C ódigo F isca l de la  Federación.

En el presente caso partimos del supuesto de que la administración fiscal, en 
ejercicio de sus facultades de fiscalización, descubrió que el particular no cum­
plió con sus obligaciones de autodeterminación y pago de las contribuciones que 
le corresponden, por lo que procede que cuantifique la base de las contribucio­
nes que adeuda y aplique las tasas correspondientes para cuantificar las obliga­
ciones fiscales, es decir, la determinación estará a cargo de la autoridad.

A efecto de realizar esta determinación, la autoridad necesita precisar la ba­
se del impuesto a través de la información que, de acuerdo con sus facultades de 
fiscalización, pueda obtener con respecto a las utilidades del contribuyente o del 
valor de los actos o actividades por las que se deban pagar contribuciones.

Cuando mediante el ejercicio de sus facultades de fiscalización, la autoridad 
pueda conocer con certeza la totalidad de las operaciones realizadas por el contribu­
yente a partir de la inform ación contable y administrativa que haya obtenido, o 
de la que obre en su poder, la determinación será sobre base cierta, aunque en la 
mayoría de los casos de incum plimiento se encuentran irregularidades que hacen 
necesario determinar las contribuciones sobre base presunta o estimada. Al res­
pecto, el artículo 55 del Código Fiscal prevé que ésta procede cuando:

1. Se opongan u obstaculicen la iniciación o desarrollo de las facultades de 
comprobación de las autoridades fiscales; u omitan presentar la declaración 
del ejercicio de cualquier contribución hasta el momento en que se inicie el 
ejercicio de dichas facultades y siempre que haya transcurrido mas de un 
mes desde el día en que venció el plazo para la presentación de la declaración 
de que se trate. Lo dispuesto en esta fracción no es aplicable a aportaciones de

seguridad social. , , , , , .Ari
Z No presenten los libros y registros de contabilidad la documentac 

comprobatoria de más de 3% de los conceptos de las declaraciones,
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proporcionen los informes relativos al cum plim iento de las disposiciones 

fiscal 6S
3. Se dé alguna de las siguientes irregularidades:

a) Omisión del registro de operaciones, ingresos o com pras, así como alte­
ración del costo, por más de 3% sobre los declarados en el ejercicio.

b) Registro de compras, gastos o servicios no realizados o no recibidos.
c) Omisión o alteración en el registro de existencias que deban figurar en 

los inventarios, o registren dichas existencias a precios distintos de los 
de costo, siempre que en ambos casos el im porte exceda del 3 /o del 

costo de los inventarios.

4. No cumplan con las obligaciones sobre valuación de inventarios o no lleven 
el procedimiento de control de los mismos que establezcan las disposicio­
nes fiscales.

5. No se tenga en operación los equipos y sistemas electrónicos de registro 
fiscal que hubiera autorizado la Secretaría de H acienda y C rédito Públi­
co, los destruyan, alteren o impidan el propósito para el que fueron insta­
lados.

6. Por otras irregularidades en la contabilidad, que im posibiliten el conoci­
miento de sus operaciones.

DETERMINACION

POR EL SUJETO PASIVO PO R LA AUTO RID AD

VERIFICA LA REALIZACIÓN DEL H ECH O  

VALORA LA BASE IMPONIBLE 

APLICA LA TASA A LA BASE

Figura 19. La determinación 

A efecto de estimar los ingresos omitidos, la autoridad puede utilizar-

y salidas de bodegas. ncanas, inform es de producción, entradas
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B. Inform ación que obtenga por m edio de compulsas a proveedores y clien­
tes con quienes el contribuyente realice operaciones, ya que estos informes 
en muchas ocasiones perm iten el conocimiento de datos que el contribuyen­
te no registró.

C. Por últim o, la autoridad puede estimar la utilidad del contribuyente con 
base en las declaraciones que obren en su poder con respecto a otros ejercicios 
fiscales, con las que calculará la base del impuesto que corresponda deter­
minar presuntivam ente.

Estas tres fuentes de inform ación se pueden utilizar de manera conjunta o sepa­

rada.
La determ inación por parte de la autoridad, ya sea sobre base cierta o so­

bre base presunta, se deberá iniciar con el último ejercicio de doce meses por el que 
se hubiera presentado o debió presentarse declaración, y si se comprueba que en 
ese periodo se com etieron irregularidades, se procederá a la determinación de 
contribuciones om itidas en ejercicios anteriores.
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12. El procedimiento 
administrativo de 

ejecución

12.1. La facultad económ ico-coactiva
12.2. El embargo

12.3. El remate
12.4. La suspensión del procedimiento

Objetivos específicos

Al finalizar este capítulo el alumno podrá:

1. Exponer la justificación de la facultad económico-coactiva.
2v Identificar las fases del procedimiento administrativo de ejecución.

3. Explicar los diferentes tipos de embargo.
4. Enunciar los diferentes pasos para el remate.
5. Explicar la suspensión del procedimiento administrativo de ejecución.

p mo Parte del proceso fiscal se encuentra la fase relativa al cobro coactivo de las 
- r^ ones que se adeudan al fisco, la cual supone el agotamiento previo de

procedimientos para la determ inación del crédito, 
san ^0rn°  establece el artículo 6o del Código Fiscal, las contribuciones se cau-
det COn̂ orrne se realizan los hechos generadores correspondientes y deberán

rrnmarse por los particulares de acuerdo con las disposiciones vigentes en el
disment°  de su causación, y  pagarse en la fecha o dentro del plazo señalado en las
p l¿ ° SlCÍ° nes respectivas. En caso de que el contribuyente no pague dentro del
term° mdicado, las autoridades ejercerán sus facultades de fiscalización para de-

el monto de las contribuciones omitidas, las cuales deberán ser pagadas



_________^prnrpHimiento administrativo deejecuc^ ----------

• Hpntro de los cuarenta y cinco días si- 

-  — ■ -  ™  -  ,” ,1 “  

uso de su facultad económico-coactiva. ,
Este procedimiento se inicia y desarrolla a partir de la presunción de que la

resolución que se va a ejecutar es legal y definitiva. Su legalidad se presum e en los 
términos del artículo 68 del código de la materia, y la definitividad se deriva de que 
en la esfera administrativa no puede ser modificada, por no existir pendiente nin­
gún procedimiento de revisión o porque no fue intentado algún medio de defensa.

12.1. La facultad económico-coactiva

La existencia de esta facultad en favor de la autoridad administrativa ha sido obje­
to de argumentaciones aisladas en su contra, que le califican de anticonstitucional, 
en especial por considerar que es violatoria de las garantías consagradas en los 
artículos 14 y 17 de nuestra Constitución, porque con base en ella la autoridad ad­
ministrativa priva de bienes, propiedades, posesiones o derechos a los contri­
buyentes, sin juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, por lo 
que la autoridad fiscal se hace justicia por sí misma.

Estas argumentaciones no han tenido la aceptación suficiente como para 
ormar una corriente significativa, puesto que desde el siglo xix las Tesis de Vallarta

aTanecedad dejüktoprevio0™ ' "  a u f  ’ d 7 “ : ya q U £ r e S p e C t °  
nos dicen que- autoridad pueda ejecutar su resolución,

Del mismo modo que no es de la competencia judicial apremiar 
al ciudadano a tomar ,as armas,

cuestión contenciosa, tampoco lo es hacor ef„ ,• , ™ a
impuesto, ni aún en el casoque ei dcudorsp °  Pag°  ^  
para convertir así en iudiHal °Ponga a verificarlo
nistrativo. qUe P«r esencia es admi-

En el mismo sentido se pronunció 1, q,
que estableció que: "El uso de la facu U ^ 60^  C° rte a  ̂ ^Íar jurisprudencia en la 

es, no está en pugna con el artículo 14 c o n s t^ 0 ™ ^0 0 0 3 0 * ™  ^ ° r *aS autori^a”
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CI emoargo

Con respecto a la opimon de que al ejercer la facultad ecor 
administración se está haciendo justicia violando el mandato 
propio Vallaría expuso que:

económico-coactiva la 
dato constitucional, el

...si a ese Poder le estuviera prohibido obligar al particular aun 
por la fuerza a que preste los servicios públicos que le toca él 
sería imposible, y estaría de sobra aquel de los tres poderes a 
quien la Constitución encarga que provea en la esfera admi­
nistrativa a la exacta observancia de las leyes, puesto que para 
cada uno de sus actos necesitaría el auxilio de un juez que le-

En particular, el criterio utilizado para justificar la facultad económico-coactiva 
de la administración se apoya en la naturaleza del crédito fiscal, que responde a 
necesidades de carácter público a cargo del Estado, ya que frente al interés públi­
co no puede prevalecer el interés particular.

La doctrina del Derecho Administrativo resulta la más adecuada para explicar 
el procedimiento administrativo de ejecución a partir de la "ejecutoriedad del acto 
administrativo". En efecto, si partimos del hecho de que a través de este procedi­
miento se va a ejecutar un acto administrativo, que es la resolución en la que se 
determina un crédito fiscal, la explicación de la procedencia y legalidad de esta 
ejecución deriva de la naturaleza del propio acto, que al ser válido en razón de la 
presunción de legalidad que la ley le atribuye por haber completado su ciclo de 
formación con todos los elementos que lo integran, y ser eficaz como consecuen­
cia de su notificación al particular, debe producir sus efectos, que en este caso con­
sisten en que el fisco obtenga el ingreso que se le adeuda. Si no se cumple 
voluntariamente con su contenido, la administración puede ejecutarlo en los tér­
minos que la ley le confiere; es decir, hará efectiva la característica de ejecutorie­
dad del acto. (Diez, Manuel María. M anual de D erecho Adm inistrativo. Editorial
Plus Ultra, Buenos Aires, 1983.)

gitimara estas violaciones.

12.2. El embargo
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a  procedimiento administrativoje e je c u c ió n

« 1 - _ — «% y~v-
Al efectuar la < 
pormenorizad

_____m bran dos testigos y se levanta un
•* • i 1*1* •

acta po
tendrá derecho a señalar de entre sus 
el embargo, pero siguiendo un orden
155, y que comprende:

1. Dinero, metales preciosos y depósitos bancarios.

2. Acciones, bonos, cupones vencidos, valores m obiliarios y, en  general cré­
ditos de inmediato y fácil cobro a cargo de entidades o dependencias pu leas 
y de instituciones o empresas particulares de reconocida solvencia.

3. Bienes muebles no comprendidos en las fracciones anteriores.

4. Bienes inmuebles.

Si el ejecutado no se sujeta al orden establecido, los bienes que señala no son sufi­
cientes o se encuentran fuera de la circunscripción de la oficina ejecutora, ya tienen 
otros gravámenes o son bienes de fácil descom posición o deterioro, o se trata de 
materias inflamables, el ejecutor trabará el embargo sobre los que a su ju icio  garan­
ticen mejor el interés de Hacienda, pero siempre respetando aquellos bienes que 
conforme al derecho común y al propio C ódigo F isca l d e la  F ederación  son inem ­
bargables, como los personalísimos, los de uso indispensable, el m aterial y equipo 
de trabajo y el patrimonio de familia.

Las objeciones de terceros a la traba del em bargo se deberán resolver con 
carácter provisional en el mismo acto, y quedarán sujetas a la ratificación de la ofi­
cina ejecutora, que en caso de lesionar los derechos de terceros serán susceptibles 
de impugnación a través del recurso de revocación que el propio código establece.

La oposición a la realización de la diligencia tam bién deberá resolverla el 
ejecutor, previo acuerdo del jefe de la oficina ejecutora, procediendo a fracturar 
cerraduras ante testigos, sellando cajas de seguridad o m uebles, em barcando in-
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El rematei--- ----------- -

a) Embargo adm inistrativo a solicitud del deudor, a efecto de garantizar un 
crédito fiscal, previsto en el artículo 141, fracción V, del Código F iscal de la 
Federación .

b) Embargo precautorio, cuando la autoridad considere que existe el peligro 
de que el contribuyente se ausente, oculte bienes o realice maniobras para 
quedar en estado de insolvencia. Este embargo no puede subsistir por tiem­
po indeterm inado, ya que no existe un crédito fiscal definitivo, por lo que la 
autoridad deberá hacer la determ inación en el plazo que fije la ley a fin de 
que se convierta en definitivo y continué el procedimiento de ejecución.

c) Embargo de bienes ilegalm ente introducidos al país, que en sentido estric­
to se debe denom inar secuestro, ya que se sustraen al particular para asegurar 
su control. Se encuentra regulado en los artículos 44, fracción II, y 152, párrafo
III, del C ódigo F isca l d e la  Federación .

Con respecto al em bargo de negociaciones, el procedimiento presenta dos carac­
terísticas peculiares que se describen a continuación:

1. En relación con el depositario, éste actúa como interventor con cargo a la 
caja o com o interventor administrador. El interventor con cargo a la caja 
sólo participa en el control de los egresos e ingresos de la negociación, y dic­
ta m edidas con carácter de urgentes y provisionales cuando conoce de 
irregularidades en la adm inistración del negocio, que pongan en peligro 
los intereses del fisco. El interventor adm inistrador actúa con todas las 
facultades de adm inistrador de una sociedad mercantil o como dueño, cuan­
do la negociación no es una sociedad.

2. Con respecto a la extinción del crédito fiscal, no se procede vía remate sino 
a través de am ortizaciones del 10% de los ingresos de la negociación, que el 
interventor va recaudando diariamente. La enajenación sólo procedería en 
caso de que existieran graves irregularidades que la justificaran.

12.3. El remate

Con el propósito de obtener el mejor precio de los bienes embargados, su enaje­
nación deberá realizarse en subasta pública o almoneda (aunque se utilizan como 
sinónimos, en estricto sentido la alm oneda se refiere sólo a la venta publica de 
bienes muebles), que generalm ente se realiza en el local de la oficina ejecutora, 
mediante convocatoria publicada cuando menos diez días antes del remate.

Podrán efectuarse hasta dos subastas, con 15 días de diferencia cada una, y 
Sl el remate no se realiza o no se presentan postores en la primera, se podrán ena­
jenar directamente o por tercera persona, o adquirirlos el fisco.
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Figura 20. Procedimiento administrativo de ejecución

También procede la enajenación fuera de subasta, cuando el em bargado propon- 
ga comprador, hasta antes de que se finque el rem ate; cuando el ad qu irente sea el 
fisco debido a falta de postores, a falta de pujas o en casos de em pate; y cuand o los 
bienes sean de fácil descomposición o deterioro, o se trate de m ateriales inflam ables.

El día y hora señalados para el remate, el jefe de la oficina e jecu tora  infor­
mara a quienes hayan concurrido a él los nom bres de las p ersonas que podrán 
participar en la almoneda, por haber presentado los siguientes docum entos;
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La suspensión del procedimiento

a) Escrito con los datos del oferente.

t)  Postura no m enor de las dos terceras partes de la base fijada para el remate,
la cua se eterm ina por el valor de avalúo del bien o por el precio acordado 
entre la ejecutora y el embargado.

c) Certificado de deposito, cuando menos por el 10% de la base fijada para el 
remate.

Los participantes harán los ofrecimientos, o pujas, para mejorar sus posturas, y el 
jefe de la oficina ejecutora fincará el remate a quien sostenga la más alta. Tratándo­
se de bienes muebles, el vencedor dispondrá de tres días para enterar el resto de 
la cantidad ofrecida de contado, ya que una parte de la postura puede ser ofreci­
da a plazos. El adquirente de inmuebles o negociaciones tendrá 10 días para cubrir 
las diferencias del precio ofrecido de contado, y dentro de los 10 días posteriores 
se deberá firmar la escritura y entregar al adquirente los bienes adjudicados, li­
bres de todo gravamen. En todo caso, cuando los adquirentes no enteren la di­
ferencia del precio dentro de los plazos señalados, perderán su depósito en favor 
del fisco.

El producto del remate, de la venta fuera de subasta o de la adjudicación al 
fisco, deberá aplicarse a cubrir el crédito fiscal, de acuerdo con la prelación de 
pagos expuesta en el capítulo de extinción de las obligaciones, y el excedente se 
entregará al embargado (f’gura 20).

12.4. La suspensión del procedimiento

Como se explicó, la ejecutoriedad del acto administrativo trae como consecuen­
cia que el cobro del crédito se realice en contra de la voluntad del deudor y sin 
orden judicial, por lo que la suspensión del procedimiento está sujeta al principio 
Solve et repete, lo que implica el previo aseguramiento del interés fiscal.

La suspensión del procedimiento se establece en el artículo 144 del Código 
Fiscal como un medio para evitar la ejecución cuando los créditos fiscales, a pe­
sar de ser definitivos en la esfera administrativa, no han sido consentidos, ya que 
pueden ser impugnados y revocados o anulados, por lo que, mientras no queden 
firmes, puede suspenderse su ejecución, previa solicitud del interesado ante la
oficina ejecutora y aseguram iento del interés fiscal.

En este sentido se establece que independientemente de la solicitud del par­
ticular y el aseguram iento del interés fiscal, dentro de los 45 días siguientes a a 
'«cha en que surta sus efectos la notificación de la resolucon cuya ejecución se 
suspende, se deberá com probar que fue promovido recurso admiraste» | 
c¡o, ya que en caso contrario se entenderá que se consintio la resolucon y deberá
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El procedimiento administrativo de ejecución

continuarse el procedim iento. Si se com p ru eb a  la in te rp o s ic ió n  d el recu rso  o ju icio , 
la su spensión  procederá h asta  qu e se d icte  la  re so lu c ió n  d efin itiv a .

La suspensión  pod rá ser ord en ad a p o r el su p e rio r  je rá rq u ic o  d e la  e jecu tora  
o por el Tribunal Federal de Ju sticia  Fiscal y A d m in istra tiv a , a so lic itu d  d el deudor.

Tam bién se puede dar el caso  de u na su sp e n sió n  p a rc ia l cu a n d o  el p articu ­
lar sólo haya im pugnado una p arte  de la reso lu ció n , en  cu y o  ca so  se  d e b e rá  con ti­
nuar el procedim iento con  resp ecto  a la p arte  co n sen tid a .
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13. El ilícito tributario

13.1. El hecho ilícito
13.2. La facultad sancionadora

13.3. Infracciones y sanciones
13.4. Delitos y penas

Objetivos específicos

Al finalizar este capítulo el alumno podrá:

1. Exponer las bases constitucionales de la facultad sancionadora de la administración 
pública.

2. Hacer la diferenciación entre infracciones y delitos.
3. Enunciar los principios fundamentales que la autoridad debe tomar en cuenta al 

imponer sanciones.
4. Identificar las diferentes infracciones por omisión de impuestos.
5. Exponer las principales infracciones formales.
6. Señalar los principales agravantes y atenuantes para sancionar infracciones.
7. Enunciar los diferentes sujetos responsables en la comisión de delitos.
8. Explicar la tipificación del contrabando y de la defraudación fiscal.
9. Diferenciar los delitos fiscales que se persiguen por querella necesaria.
10. Explicar cuándo procede el sobreseimiento del juicio penal.

El estudio del ilícito tributario ha dado lugar a grandes

a la rama del Derecho en que debe.ser PemX n0 obstante
prende ha s i d o  considerado como una pe P ingresan cor los deli-
que los especialistas de esta disciplina generalmente no^  de esta
tos fiscales. Aunado a ello encontramos que los programas de estud °  d , » 
materia no contemplan estos delitos. Por el contrano, la mayor p a r t d  
distas de Derecho Fiscal, Derecho Financiero y Derecho Tnbutano meluy 
aspecto penal fiscal.
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El ilícito tributario

Dentro de la propia especialidad existe una corriente reducida que trata el 
aspecto penal fiscal o penal tributario, como una rama autónoma del Derec o, sin 
embargo ni científica ni didácticamente podría considerarse acertado este enfoque.

Por nuestra parte, trataremos el ilícito tributario como un apar ado de nuestra 
disciplina, con un análisis de las dos figuras fundamentales que la integran, as 
infracciones y los delitos, con sus respectivas sanciones y penas, asi como a acu -

tad de la autoridad para imponerlas.
"Llamamos hecho ilícito a la conducta contraria a la prescrita por una norma

jurídica o, lo que es lo mismo, a la conducta prohibida por dicha norma. (Kelsen, 
Hans. Teoría pura del D erecho.) En materia tributaria el ilícito se produce en el mo­
mento en que el sujeto pasivo de la relación jurídica no cumple con alguna de las 
obligaciones sustantivas o formales que tiene a su cargo, por lo que su acción u omi­
sión concretiza la aplicación de una sanción prevista en la ley al considerarla como 
conducta ilícita.

El ilícito tributario se puede tipificar como infracción y como delito, figuras 
que no han sido diferenciadas de manera precisa y unívoca, ya que en la legisla­
ción y en la doctrina tienen diferentes significaciones y elementos de distinción. 
Por lo general, en sentido amplio se considera a la infracción como el género y se 
le define como "toda acción u omisión que importa violación a un mandato tri­
butario", y dentro de ese género se incluye a los delitos y a las contravenciones, 
figura esta última que en nuestra legislación se denomina "infracción en sentido 
estricto". En la actualidad, el Código F iscal de ia Federación  omite definir las in­
fracciones y los delitos, y los regula en capítulos diferentes.

13.1. El hecho ¡lícito

De acuerdo con nuestro sistema jurídico, el incumplimiento de una obligación tri­
butaria se puede calificar como infracción o como delito, lo cual en principio plantea 
el problema de que un hecho ilícito sea castigado simultáneamente en los ámbitos 
penal y administrativo, que puede llevar a pensar que se castiga a una persona 
dos veces por un mismo hecho, en contra del principio constitucional de que:

Nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo delito, ya sea que se le absuel­
va o se le condene" (non bis in Ídem). *  q

ta ihcUa n T sÍ s !n c ^ n a T SUnl°  Pr° b'ema *  reS° ' VÍÓ consid^ «  que la conduc- ia incita no se sanciona dos veces sinn mw co a i
desde dos aspectos: el penal y el administrativo (pena lo ™ ”  f  CaSH8° ' 
ca), que son competencia de autoridades diferentes y S3nC'0n eC° nÓm"

En materia penal las sanciones son pecuniarias v ™ i 
dinero y privación de la libertad. Pero en materia f i “ r,P° raIes:. se ™ Ponen en 
impondrá sanción pecuniaria-lac -a 1SC “ autoridad judicial no 

pecuniaria, las autoridades administrativas, con arreglo a las
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La facultad sancionadora

leyes fiscales, harán efectivas las contribuciones omitidas, los recargos y las san­
ciones administrativas correspondientes..."; por lo tanto, los jueces y tribunales 
que conozcan de procesos por violaciones a las disposiciones fiscales deben respe­
tar las declaraciones administrativas con respecto a impuestos y multas, por con­
siderar que son en sí mismas independientes de la sentencia que recaiga en el 
proceso, la cual no podrá ocuparse de ellos para modificarlos o revocarlos, con lo 
que se confirma la idea de los dos aspectos del castigo por las conductas ilícitas 
de los contribuyentes.

Las principales corrientes que pretenden diferenciar las infracciones de los 
delitos han sido agrupadas de acuerdo con la naturaleza de los elementos básicos 
que utilizan al realizar la diferenciación. Así tenemos las teorías cualitativa, 
cuantitativa y legislativa.

La teoría cualitativa  señala que entre ambas figuras existen diferencias esen­
ciales (García Domínguez, Miguel Ángel. Teoría de la infracción fisca l. Cárdenas 
Editor, México, 1982), puesto que el delito se produce cuando el hecho ilícito atenta 
directamente contra los derechos subjetivos de los ciudadanos al violar princi­
pios morales o de derecho natural que la norma jurídica protege, produciendo un 
daño o manifestando la intención de producirlo, a diferencia de la infracción, en 
la que el hecho ilícito lesiona la actividad que la administración realiza en favor 
de los gobernados, por lo que, al perturbar su buen funcionamiento, lesiona 
indirectamente los intereses particulares.

Por su parte, la teoría cuantitativa se desentiende de la naturaleza de las con­
ductas que constituyen ambos ilícitos, al considerar que para la diferenciación 
sólo se debe tomar en cuenta su grado de peligrosidad para la conservación del or­
den social. Así, cuando la conducta ilícita ponga en peligro la conservación del 
orden social o su estabilidad, estaremos frente a un delito, pero si sólo se trata de 
una violación a reglas de poca importancia, entonces será una infracción.

Por último, la teoría legislativa considera que la diferencia está en la apreciación 
del legislador, quien, por razones circunstanciales y de necesidades sociales, de­
limita el campo de la infracción y lo separa del delito con base en decisiones de 
política criminal, por lo que será necesario consultar la legislación en cada 
caso para determinar si un ilícito queda comprendido en las infracciones o en los 

delitos (figura 21).

13.2. La facultad sancionadora
Conforme al artículo  21 de la C onstitución.

La imposición do las ponas os propia y exclusiva do la autoridad 
judicial. La investigación y persecución de los delitos incumbe 
al Ministerio Público, el cual se auxiliará con una pol.da que
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ILICITO
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INFRACCIÓN DELITO

t e o r ía s

DIFERENCIAS

CUALITATIVA
CUANTITATIVA

LEGISLATIVA

Figura 21. E l il íc ito  tr ib u ta r io  
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pe acuerdo con la disposición transcrita, queda plenamente delimitada y funda­
mentada la facultad de la autoridad judicial para sancionar la comisión de los 
delitos en materia tributaria, la cual procede de acuerdo con las facultades que la 
ley  Orgánica d el P oder Ju d icia l de la  Federación  atribuye a sus diferentes órganos, a 
fin de que actúen conforme a los procedimientos que el código adjetivo establece 
para el castigo de los delitos tipificados en el Código F iscal de la Federación, pero 
observando en primer término normas de procedimiento de este ordenamiento, 
por la especialidad de la materia fiscal.

Mucho se ha discutido con respecto a la constitucionalidad de la facultad 
sancionadora de las autoridades administrativas, puesto que, como se indicó, el 
artículo 21 constitucional se refiere únicamente a infracciones a los reglamentos 
de policía y buen gobierno, en los cuales no quedan incluidas las normas de índo­
le tributaria.

El primer planteamiento hecho al respecto fue si el Constituyente de 1917 
quiso limitar la facultad sancionadora de la administración pública sólo a infrac­
ciones a los reglamentos de policía y buen gobierno, restringiéndole sus facultades 
para que no impusiera otro tipo de sanciones o si, por el contrario, en esta disposi­
ción sólo se quiso determinar el sujeto que sancionaría la comisión de infracciones 
a reglamentos, dejando que el legislador ordinario regulara lo relativo a las infrac­
ciones a la ley

Al respecto, la Dra. Margarita Lomelí Cerezo en su obra Derecho F iscal Re­
presivo nos dice que para esclarecer esta situación debemos remontarnos a los 
antecedentes constitucionales, donde encontramos que el artículo 21 de la Cons­
titución de 1857 establecía que:

La aplicación de las penas propiamente tales, es exclusiva de la 
autoridad judicial. La política o administrativa sólo podrá im­
poner, como corrección, hasta quinientos pesos de multa o hasta 
un mes de reclusión, en los casos y modos que expresamente 

determine la ley.

Del análisis de esta disposición encontramos que existen dos tipos de castigo, las 
penas y las correcciones que impone la autoridad política o administrativa, 
correcciones que debían estar previstas en las leyes a fin de que la autoridad admi­
nistrativa las aplicara, de donde se desprende la existencia de infracciones esta­
blecidas en las leyes, cuya sanción corresponde a la autoridad administrativa.

Al elaborar el actual artículo 21 de nuestra Constitución Política, el consti­
tuyente hizo la diferencia entre delitos e infracciones, y determinó la competen­
cia de la autoridad judicial en lo que se refiere a los primeros, pero al referirse a las 
sanciones (correcciones administrativas) no incluyó su establecimiento en ley, y 
sólo hizo alusión a violaciones a los reglamentos de policía y buen gobierno.

173



r e g l a m e n t o s  gubernativo5! ,  por lo que las otras¡violar 
te serían delitos, lo cual no es estnctamento c ie rta  Por o P
que si el constituyente hubiera pretendido limitar t a t e  ^  ^  ^  ^

autoridad administrativa, hubiera agrega „ ,  , autoridad administra-
conducente quedara de la siguiente forma. Compete
tiva sólo la aplicación de sanciones... .

13.3. Infracciones y sanciones
Nuestra legislación, y concretamente el Código Fiscal de la Federación, no define 
la infracción, limitándose a enunciar las conductas que considera como tales.

Por lo tanto, será responsable por la comisión de una infracción toda aquella 
persona que concretice en el mundo fáctico, los supuestos que la norma jurídica 
señale para que una conducta se considere como infracción, según lo establece el 
artículo 71 del ordenamiento en cuestión, y agrega que tam bién son responsa­
bles quienes "...omitan el cumplimiento de obligaciones previstas por las dispo­
siciones fiscales, incluyendo aquellas que lo hagan fuera de los plazos establecidos". 
De esta forma el legislador no quiso que escapara ningún incumplimiento de su 
detallada relación de infracciones.

Por lo tanto, tienen carácter de sujetos responsables por la comisión de una 
infracción los contribuyentes, los terceros, así como los funcionarios y empleados 
públicos, en los casos y con las condiciones que la ley establece. En caso de plura­
lidad de responsables, cada uno deberá soportar a su cargo el importe total de la 
multa impuesta.

El sujeto sancionador lo constituyen las autoridades fiscales y son, confor­
me a lo dispuesto en los artículos 40, fracción II, 41, fracción III, 67, 75 y 94 del 
Código Fiscal de la Federación: el Sistema de Administración Tributaria y la 
Procuraduría Fiscal de la Federación, en los términos de la Ley del Servicio de Ad-
ministración Tributaria y su reglamento, así como del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

Al ser la infracción una conducta que realiza lo que la ley prohíbe, u omite lo 
que ordena, su comisión implica el incumplimiento de una obligación, y como 
estas pueden consistir en un dar, un hacer, un no hacer, o tolerar, las agrupare­
mos en infracciones por incumplimiento de obligaciones tributarias sustantivas y 
de obligaciones tributarias formales. £>umuv<*& y

La comisión de infracciones por violación de obligaciones tributarias sus­
tantivas se verifica en el momento en que el suiPtn , , 
establecida en las leyes fiscales respectivas n J  K . Umple COn la obligación
el pago de las contribuciones y sus accesorios C° nS1S‘e “  daf °

N o  o b s t a n t e  l o  a n t e r i o r ,  d e b e m o s  — « q u e s i  e s t o  ^
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Infracciones y sanciones

Nuestro C ódigo F isca l d e la  F ederación  regula este tipo de infracciones en sus 
artículos 76 y 78, y las podem os clasificar de la siguiente forma:

1. Infracciones descubiertas por la autoridad al ejercer sus facultades de com ­
probación, en cuyo caso el m onto de las sanciones será un porcentaje de las 
contribuciones om itidas, dependiendo de que el pago de dichas contribucio­
nes se realice antes o después del cierre del acta final, o de la determ inación 
del crédito.

Conform e al artículo 77 del Código Fiscal, estas sanciones se podrán 
increm entar en diversos porcentajes en  caso de reincidencia, de infraccio­
nes continuadas, de utilización indebida de documentos o de la contabilidad, 
y cuando se trate de contribuciones retenidas o recaudadas pero no enteradas.

La dism inución de la m ulta procede si se pagan las contribuciones 
omitidas en caso de autocorrecciones, o se devuelve el monto del beneficio 
indebidam ente obtenido, con sus accesorios, dentro de los cuarenta y cinco 
días siguientes a la fecha en que surta efectos la notificación de la sanción.

2. Infracciones por om isión de contribuciones derivadas de errores aritm éti­
cos en declaraciones, en cuvo caso la m ulta será del 20 al 25% de las can-' J
tidades om itidas (artículo 78).

En los casos de infracciones por incum plim iento de obligaciones tributarias for­
males, los artículos 79, 81 y 83 presentan una relación casuística, entre cuyas 
conductas ilícitas encontram os:

1. Incum plir obligaciones relacionadas con el Registro Federal de C ontri­
buyentes: falta o extem poraneidad de inscripción y avisos, señalar domicilio 
fiscal diferente al que corresponda, om isión de cita de la clave, o hacerlo 
erróneam ente, o utilizarla de m anera indebida. Cuando la inscripción del 
contribuyente sea obligación de otra persona, como en el caso de patrones, 
se excluye de responsabilidad al contribuyente.

2. Autorizar actas constitutivas, de fusión o liquidación de personas m orales 
sin la com probación de inscripción en el Registro Federal de Contribuyen­
tes; no asentar o asentar datos incorrectos en actas de asamblea o en escrituras 

públicas.
3. No presentar, o hacerlo a requerimiento, las declaraciones, solicitudes, avisos

o constancias que exijan las norm as fiscales o no hacerlo a través de los m e­
dios electrónicos que señale la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
También se incluye su presentación incom pleta o con errores, y los diver­
sos casos de pago extem poráneo de declaraciones, salvo cuando se realice

en form a espontánea.
4. No cum plir con las diversas obligaciones de proporcionar inform aciones a

las autoridades fiscales.
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5.

6 .

7.

8 . 
9.

i .  ^nfahilidad: no llevarla, realizarla en 
Incumplir obligaciones relativas *  ervarla Q no legalizarla, 
forma incompleta o distinta, n cuando exista la obligación
No expedir comprobantes de sus actividaae

de hacerlo. AnfiroS o en otros medios, sin cumplir con
Microfilmar o gravar en discos opticos
los requisitos legales. de obligación.

S  e " : ^ n : c l e n t a c i ó n  que acredite la estancia lega, 

de mercancía extranjera.

Es importante señalar la  p o sib ilid a d  de imponer la sanción de clausura preventiva 
d e e sta b lec im ie n to s  por un plazo de 3 a 15 días, en los casos en que haya ,  m e  
dencia de la infracción de falta de expedición de comprobantes fiscales con todos

los requisitos fiscales. _
En especial, en el artículo 84-A del Código Fiscal se hace un señalamiento de

infracciones en que pueden incurrir las instituciones de crédito, como no anotar 
en los esqueletos para expedición de cheques el nombre, denominación o razón 
social y la clave que corresponda al primer titular de la cuenta; pagar en efectivo o 
abonar en cuenta distinta a la del beneficiario un cheque que tenga inserta la 
expresión "para abono en cuenta"; procesar incorrectamente las declaraciones de 
pago de contribuciones; no proporcionar información; o asentar incorrectamen­
te datos fiscales; no hacer correctamente las transferencias a la Tesorería de la 
Federación, para las que se establecen diversas sanciones económicas.

También se hace el señalamiento de las infracciones de los usuarios de ser­
vicios bancarios y de instituciones de crédito, como la omisión total o parcial de la 
obligación de proporcionar sus datos, o hacerlo en forma incorrecta o falsa. En 
materia de factoraje financiero se establecen las infracciones en que pueden in­
currir las empresas que realizan operaciones de factoraje financiero, así como las ca­
sas de bolsa, según los artículos 84-E al 84-H del referido código.

Por otra parte, el artículo 85 regula infracciones relacionadas con el ejercicio 
de la facultad de comprobación, que se traducen en incumplimiento a las obliga­
ciones cuyo objeto es un no hacer o tolerar como: oponerse a la práctica de visi- 
tas domiciliarias, no proporcionar documentos que sean requeridos, no conservar 
la documentación que se deje en depósito, o declarar falsam ente que cumple con

3 t c é t e r a ° m0 presentado avisos' de“  que cum plió con los requerimien-

oblig^o^1d e ^ a “ ™?blten:precinteaUl ÍnfraCd° neS relacionadas con
contengan bebidas alcohólicas- otra* r  ?  envases o recipientes que
impone la Ley delIm vuestn F e' ■ onsistentes en no llevar los controles que

productores o envasadores debebidas Z c o h ó Y ^ ?  *  3 ' ° S fabrÍCan' eS'
refrescantes y de tabacos labra H * P l ic a s  ferm entadas, cerveza, bebidas 

Y tabacos labrados; así como otras infracciones relativas a la falta
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¿e  cumplimiento de las obligaciones de garantizar el interés fiscal al solicitar la 
autorización de pago a plazos, según los artículos 86-A al 86-F del Código F isca l de 
la Federación.

En el artículo 87 se establecen las infracciones que pueden cometer los funcio­
narios o em pleados públicos consistentes en no exigir el pago total de las contri­
buciones y sus accesorios que sea debido, o recibirlo en forma distinta a la prevista 
por las norm as fisca les; asen tar hechos o datos falsos, requerir prestaciones 
no previstas en las leyes, o hacer uso personal o indebido de la información con­
fidencial.

Por lo que se refiere a las infracciones a cargo de terceros, de acuerdo con el 
artículo 89 se producen por asesorar, aconsejar o colaborar en la omisión de con­
tribuciones, o alteración de documentos o datos, o por ser cómplice de cualquier 
otra manera.

De acuerdo con el artículo 70 del Código F iscal de la  Federación , las multas son 
independientes del pago de las contribuciones y demás accesorios, así como de 
las penas que im pongan las autoridades judiciales, y deberán ser actualizadas 
desde el mes en que debió hacerse el pago, y hasta que el mismo se realice.

Conforme al artículo 75, al calificar la infracción, la autoridad tomará en 
cuenta las siguientes agravantes:

1. Reincidencia, cuando se sancione la segunda o posteriores veces a una per­
sona por la comisión de una infracción.

2. Usar documentos, ya sean falsos, que contengan operaciones inexistentes, o 
sin derecho a ellos.

3. Utilizar dos o más sistemas de contabilidad de contenido distinto, o libros 
sociales con contenido diferente.

4. Destruir la contabilidad o microfilmar documentos sin cumplir con los re­
quisitos fiscales.

5. Hacer mal uso de la información confidencial.
6. Omitir el entero de contribuciones retenidas o recaudadas.
7. Cometer una infracción en forma continuada.

También se deberán considerar las siguientes reglas: cuando una conducta im pli­
que la omisión de diversas infracciones, sólo se aplicará la multa mayor; cuando 
se incurra en la infracción por cumplimiento extemporáneo pero espontáneo, o se hu­
biere cometido por causa de fuerza mayor o caso fortuito, la autoridad no deberá 
imponer multa alguna. Cuando la multa aplicable sea posteriormente reforma­
da, se aplicará la multa que resulte menor entre la existente en el momento de la in­
fracción y la vigente en el momento de la imposición.

No se considera que el cumplimiento es espontáneo cuando la omisión sea 
descubierta por la autoridad, o cuando sea corregida después de cualquier ges­
tión de autoridad.
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13.4. Delitos y penas
■Htos son las conductas ilícitas sancionadas en las

el Código F iscal d e la  F ederaaon  los regula en el

capítulo II del título IV.
Al respecto, en el artículo 95 se e: 

delitos fiscales, aquellas personas que:

serán sujetos responsables de

1. Concierten la realización del delito.
2. Realicen la conducta o el hecho descritos en la ley.

3. Cometan conjuntamente el delito.
4. Se sirvan de otra persona como instrumento para ejecutarlo.

5. Induzcan dolosamente a otro a cometerlo.
6. Ayuden dolosamente a otro para su comisión.
7. Auxilien a otro después de su ejecución, cumpliendo una promesa anterior.

También será sujeto responsable por encubrimiento quien, sin previo acuerdo y 
sin haber participado en la comisión del delito:

1. Con ánimo de lucro adquiera, reciba, traslade u oculte el objeto del delito a 
sabiendas de que provenía de éste, o si de acuerdo con las circunstancias 
debía presumir su ilegítima procedencia, o ayude a otro a los mismos fines.

2. Ayude en cualquier forma al inculpado a eludir las investigaciones de la 
autoridad o a sustraerse de la acción de ésta, u oculte, altere, destruya o 
haga desaparecer las huellas, pruebas o instrumentos del delito o asegure 
para el inculpado el objeto o provecho del mismo.

Los delitos establecidos en el Código F iscal de la  Federación  se pueden clasificar en
nominados e innominados. Esto obedece a que solamente dos tipos delictivos se
han calificado con una nominación: el contrabando y la defraudación fiscal. Las
otras conductas punibles que en forma casuística han sido relacionadas no tienen 
nombre específico.
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Delitos y penas

can elas de procedencia extranjera que no cuenten con documentación legítima, y 
que no puedan ser consideradas como de uso personal y en estancia legal, en los 
términos de los artículos 105 ,106  y 107 del código citado.

El delito de contrabando puede ser calificado  cuando se comete con violen­
cia física o moral, de noche o por lugar no autorizado para la salida o entrada al 
país o para el tráfico de mercancías; cuando el autor se ostente como funcionario o 
empleado público; o bien cuando se utilice documentación apócrifa.

El otro delito nominado es el de defraudación fiscal, que se comete cuando 
una persona omite en forma parcial o total el pago de contribuciones u obtiene un 
beneficio indebido con engaños o aprovechando errores en perjuicio del fisco fe­
deral; además de que se sanciona con las mismas penas de la defraudación fiscal 
a quien declare menores ingresos o incluya deducciones falsas en sus declaraciones 
fiscales, omita el entero en tiempo de contribuciones retenidas o recaudadas, o al 
que ilegítimamente se beneficie de un subsidio o estímulo fiscal, en los términos 
de los artículos 108 y 109 del Código F iscal de la  Federación.

Los delitos innominados se tipifican con las siguientes conductas:

1. Omitir el cumplimiento de la obligación, por más de un año, de inscrip­
ción propia o ajena en el Registro Federal de Contribuyentes.

2. No rendir al citado registro los informes requeridos, o hacerlo asentando 
falsedades.

3. Utilizar intencionalmente más de una clave que otorgue el citado registro.
4. Desocupar dolosamente el local donde tenga su domicilio fiscal.
5. Registrar operaciones contables en dos o más libros, o sistemas, con diferente 

contenido.
6. Ocultar, alterar o destruir los libros o sistemas contables, o la documenta­

ción que soporte los datos en ellos contenidos.
7. Determinar pérdidas con falsedad.
8. Omitr por más de tres meses la declaración informativa de inversiones en 

jurisdicciones de baja imposición fiscal.
9. Divulgar o hacer mal uso de información confidencial.
10. Disponer el depositario o interventor designado por la autoridad, para sí o 

para otro, del bien depositado, de sus productos, o de las garantías que se 
hubieren constituido.

11. Alterar o destruir en forma dolosa aparatos, sellos o marcas oficiales de 
control con fines fiscales, así como de máquinas registradoras de operación 
de caja en las oficinas recaudadoras, o tener ilegalmente en su poder mar­
betes o precintos.

12. Imprimir, o reproducir comprobantes impresos, sin autorización de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

13. Apoderarse, destruir o deteriorar, en forma dolosa, mercancías que se en­
cuentren en recinto fiscal o fiscalizado.
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Por último encontram os que constituye delito fiscal, com etido por funcionarios o
empleados públicos, la orden o práctica de visitas dom iciliarias o em bargos, sin 
empieaaot. puu r  , rom D etente , o  la  rea lizació n  de 
mandamiento escrito por la autoridad fiscal com pet , 
verificación física de mercancías en lugar distinto a los recintos fisca ,
amenazar de cualquier modo a. contribuyente, o apoderarse de m ercancía que se

encuentre en recinto fiscal.
La sanción que procede para los delitos fiscales enunciados es la privación

de la libertad, que va de 3 meses a 6 años, s e g ú n  e l  d e l i t o  de que se trate, y tom an o 

en consideración las siguientes agravantes:

a) Que el delito sea cometido por, o participe en cualquier form a, un funcio­
nario o empleado público.

b) Que se trate de un delito continuado.

La tentativa sólo se sancionará cuando no se produzca el resultado deseado debido 
a causas ajenas a la voluntad del autor.

El procedimiento penal está sujeto a requisitos especiales de procedencia 
según el delito de que se trate. Estos requisitos consisten en que la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, a través de la Procuraduría Fiscal de la Federación:

1. Formule querella en los casos de:

a) Asimilación al contrabando (artículo 105).
b) Defraudación fiscal (artículo 108).
c) Asimilación a la defraudación fiscal (artículo 109).
d) Delitos relacionados con el Registro Federal de Contribuyentes (artículo 

110).

e) Delitos por incumplimiento de obligaciones formales (artículo 111). 
j )  Disposición de bienes por depositarios o interventores (artículo 112). 
g ) Visitas o embargos sin mandamiento escrito (artículo 114).

2. Emita declaratoria de que el fisco federal sufrió o pudo sufrir perjuicio en 
los delitos de:

a) Contrabando (artículo 102).

b) Robo o destrucción de mercancía en dominio fiscal (artículo 115).

3. Declaratoria de contrabando en los casos de contrabando de mercancías por 
las que no deban pagarse impuestos y requieran del perm iso respectivo o 
bien cuando se trate de mercancías de tráfico prohibido.

El Código Fiscal establece que en los dpmác -1
de hechos ante el ministerio público federal casos aue T ™  neC6SarÍa la denuncia
litos incluidos en los artículos 113 y 114-Adel códh, ‘í ?  Clrcunscnben a los de'

y °d igo, relativos a la destrucción o
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14. Los recursos 
administrativos

14.1. Elementos de los recursos
14.2. Principios de los recursos
14.3. El recurso de revocación del Código 

Fiscal de la Federación
14.4. Otros recursos administrativos en 

materia fiscal

Objetivos específicos

Al finalizar este capítulo el alumno podrá:

1. Exponer los elementos que integran los recursos administrativos.
2. Comentar los requisitos generales de procedencia de los recursos administrativos en

materia fiscal.
3. Enunciar los diferentes tipos de resoluciones en los recursos administrativos en mate­

ria fiscal.
4. Identificar los supuestos de procedencia del recurso de revocación.
5. Explicar los recursos de inconformidad ante el imss y  el infonavit.

Para que la adm inistración pública verifique la legalidad de sus actos, a solici­
tud del gobernado, la ley establece un procedimiento que permite a la autoridad 
administrativa recorrer nuevam ente el camino que siguió en su elaboración, a fin 
de verificar que su actuación se ajuste al orden legal vigente.

El recurso ha sido identificado como un medio de impugnación de los actos 
administrativos, pero tam bién com o la oportunidad que se le da a la adm inistra­
ción pública para corregir sus errores, "...aunque ello no significa que su finalidad 
sea precisamente otorgar una prerrogativa a la autoridad, sino más bien es su con­

14.4.1. Recurso de inconformidad 
de la ley del Seguro Social

14.4.2. Recurso de la  le y  d e l in -

FONAVIT
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secuencia, pues fundam entalm ente sirve de instrum ento al P a u l a r  para que 
« e  en lavfa  prejudicial, pueda obtener de la autoridad la m odificación  o mvali- 
dación de una resolución ilegal". (A rm ienta H ernández G o n z a la  Tratado teonco 
práctico de los re c u r s o s  adm inistrativos. Editorial Porrua, M éxico, 1991, pag. 57.)

14.1. Elementos de los recursos

La existencia de los recursos administrativos exige una serie de elementos, sin los cua­
les no sería posible alcanzar el propósito de autocontrol de la legalidad de los 
actos de la administración. Los elementos esenciales determ inan la existencia de! re- 
curso y necesariamente deben cum plirse para su procedencia. Estos elem entos

son:

1. Prelusión en ln ley. La revisión de legalidad con base en una instancia del 
particular sólo puede proceder cuando en la ley está expresam ente previsto 
el procedimiento que debe desahogarse, y la autoridad que deberá hacerlo, 
que puede ser la misma que em itió el acto, el superior jerárquico, o una au­
toridad administrativa especial para esos efectos, ya que las prom ociones 
sin base legal no vinculan a la autoridad para em itir una resolución, y, por 
otra parte, si la revisión la realiza de m anera oficiosa, su actividad sólo 
constituye una forma de m anifestación interna de su autoridad.

2. Un acto adm in istrativo prev io. Para que exista el recurso debe haber un objeto 
sobre el cual incida la actuación de la adm inistración, a fin de revisar la le­
galidad de la resolución pronunciada con anterioridad.

3. Una instancia de parte. Estos m edios de defensa sólo pueden existir m edian­
te el impulso inicial de un particular a quien, se supone, afecta la actuación 
de la autoridad, ya que si no existiera la prom oción del gobernado, la ac­
tuación oficiosa no constituiría un recurso.

4. Un Ínteres ju ríd ico  lesionado. La prom oción para que la autoridad proceda a 
la revisión de sus actuaciones sólo puede realizarla quien tenga un interés 
jui ídico, es decir, el reconocimiento que la norm a jurídica hace para la defen­
sa de un derecho del particular, o, en todo caso, el reconocim iento de un 
interés legítimo por la situación particular del gobernado, de tal form a que 
la falta del interés jurídico o legítim o, en su caso, dará lugar al desecham ien­
to de la instancia, o a su sobreseim iento.

14.2. Principios de los recursos

m in r in io ? 13 V '™m 'ia c 'án  de estos m ed‘“  de defensa está su jeta  a una serie de
L  d e te c n n CH m,an SU1. PrOCCd,m,emo' y de una u otra form a el legisla­
dor debe considerar al establecerlos en el texto legal:
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1. P rin cip io  d e leg a lid a d  ob jetiv a . A dem ás de procurar la protección de los 
intereses de los adm inistrados, se pretende m antener la legalidad y justicia 
en el funcionam iento de la adm inistración, por lo que la revisión de los actos 
administrativos debe realizarse frente a la disposición legal existente, aunque 
no sea planteada por el particular. En cierta forma, este principio da lugar a 
suplir la deficiencia de la queja.

2. P rin cipio d e o ficia lid ad . Independientem ente de que el procedim iento sólo se 
puede iniciar a petición de parte, su impulsión es de oficio, ya que no sólo 
se pretende satisfacer un interés individual sino también un interés colecti­
vo, que se traduce en el interés general de que la adm inistración actúe 
conforme a la ley. Así tenem os que la autoridad debe realizar todos los ac­
tos necesarios para integrar el expediente a fin de dictar resolución.

3. P rincipio d e la  verdad  m aterial. La autoridad debe tomar en cuenta todos los 
elementos posibles, no solamente lo alegado por el particular, por lo que, 
para resolver lo que legalm ente proceda debe allegarse todo lo que consi­
dere necesario para emitir una decisión justa.

4. P rincipio d e in form alidad. Conforme a este principio se deben establecer el 
mínimo de requisitos para que el recurrente acredite los presupuestos de 
sus agravios y, en caso de alguna omisión, debe dársele la oportunidad para 
que aclare, corrija o complete el escrito en que interponga su recurso. Este 
principio ha llevado a manifestar que "los recursos no son trampas proce­
sales".

5. P rincipio d e debido proceso. Consagrado en los artículos 14 y 16 de nuestra 
Constitución, se ha interpretado como una garantía de los gobernados, que 
se traduce en:

a) Que sea tram itado y resuelto por autoridad competente.
b) Que se otorgue al particular la oportunidad de formular agravios, los 

cuales deben ser analizados y valorados por la autoridad.
c) Que se le permita ofrecer y rendir pruebas.
d) Que se deje constancia por escrito de todas las actuaciones.
e) Que sea ágil, sin trámites que dificulten su desarrollo.
f )  Que el particular conozca todas las actuaciones administrativas.
g ) Que se funde y motive la resolución.

14.3. El recurso de Revocación del Código Fiscal 
de la Federación

Conforme a lo dispuesto en los artículos 116,117 y 118 del Código F iscal d e la  F e­
deración, este recurso procede en contra de resoluciones definitivas dictadas por
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precios de transferencia, procedimientos de reconsideración y 
tas; así como en contra de diversos actos que las autoridac 
emiten en el procedimiento administrativo de ejecución.C 1 1 U I C 1 1  C l l  t i  — -------------------------  '  ,  ,  .  J

Tratándose de tercerías dentro del procedimiento administrativo de ejecu­
ción, procede su impugnación en los términos del artículo 128 del Codigo Fiscal, 
el cual dispone que los interesados a quienes se les haya embargado indebida­
mente bienes de su propiedad, podrán interponer este recurso en cualquier tiempo 
antes de que se finque el remate, se enajenen bienes fuera de subasta o se adjudi­
quen a favor del fisco federal. Si se trata de un acreedor preferente, el recurso 
procederá en cualquier tiempo antes de que se haya aplicado el importe del remate.

En contra de las notificaciones efectuadas sin cumplir con las disposiciones 
legales, el Código F iscal de la Federación  establece en sus artículos 121 y 129 la 
procedencia de este recurso, cuya interposición suspende los plazos para el ejercicio 
de las facultades de las autoridades y de los derechos de los particulares, así co­
mo el término legal para impugnar la resolución de fondo.

Si la notificación que se pretende impugnar se realizó cuando ya se hubiere 
interpuesto juicio contencioso administrativo, el recurso será improcedente, por 
lo que la notificación se deberá combatir mediante la ampliación de la demanda. 
Si se resuelve que la notificación es nula, automáticamente quedan anuladas las 
actuaciones hechas a partir de la notificación combatida.

Es importante destacar que la resolución que se im pugne debe ser de­
finitiva, lo cual significa que ya no puede ser modificada unilateralm ente por 
la autoridad.

La interposición de este recurso es optativa para el interesado, ya que pue­
de, en todo caso, escoger entre esta vía y el juicio ante el Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa. Si opta por interponer el recurso administrativo, contra 
la resolución que se dicte en éste puede promover el juicio de referencia.

Cuando exista conexidad en tre la resolución que se pretende im nuenar v otra
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l certificado, siempre que se deposite en la oficina postal del domicilio del promo-
vente. Si se presenta ante alguna autoridad incompetente, ésta lo deberá turnar a 
la que deba conocerlo.

La presentación extem poránea del escrito dará lugar a su desechamiento 
por improcedente, toda vez que conforme a la ley se considera que el acto fue con­
sentido cuando no se impugnó dentro del plazo establecido para ese efecto.

También hay que considerar que el plazo puede duplicarse cuando la 
autoridad omita señalar en la resolución impugnada los plazos en que la misma 
puede ser im pugnada, tal como lo disponen el penúltimo párrafo del artículo 50 y 
el 132 del C ódigo F isca l d e la  Federación , así como también el artículo 23 de la Ley  
Federal de los D erechos d el C ontribuyente.

El recurso se deberá interponer por escrito, en el que además de cumplir con 
los requisitos generales de toda promoción, en los términos del artículo 18 del 
Código F iscal d e la  Federación , se deberá señalar:

1. La resolución o el acto que se impugna.
2. Los agravios que le cause la resolución o el acto impugnado.
3. Las pruebas y los hechos controvertidos.

Cuando no se expresen los agravios, no se señale la resolución o el acto que se im­
pugna, o los hechos controvertidos o no se ofrezcan las pruebas, la autoridad fiscal 
requerirá al prom ovente para que dentro de un plazo de cinco días subsane la 
omisión. Si dentro de ese plazo no se expresan los agravios que cause la resolu­
ción o acto impugnado, la autoridad fiscal desechará el recurso; si el requerimiento 
que se incumple se refiere al señalamiento de los hechos controvertidos o al ofre­
cimiento de pruebas, el promovente perderá el derecho a señalar los citados hechos 
o se tendrán por no ofrecidas las pruebas, respectivamente.

En el artículo 123 del Código Fiscal se establece que con la promoción del re­
curso se deberá adjuntar la siguiente documentación:

1. Los documentos que acrediten la personalidad cuando promueva a nombre 
de otro o de personas morales, o en los que conste que ésta ya hubiera sido 
reconocida por la autoridad fiscal que emitió el acto o resolución impug­

nada.
2. El documento en que conste el acto impugnado.
3. La constancia de notificación del acto impugnado, excepto cuando el pro­

movente declare bajo protesta de decir verdad que no recibió constancia o 
cuando la notificación se haya practicado por correo certificado con acuse 
de recibo, o se trate de negativa ficta. Si la notificación fue hecha por edic­
tos, deberá señalar la fecha de la última publicación y el órgano en que ésta 

se hizo.
4. Las pruebas docum entales que ofrezca y el dictamen pericial, en su caso.

187



Los recursos administrativos

H, código establece en su S S

^ ^ K ^ ^ r ^ u r s o  se intente en contra de actos:

a) Que no afecten el interés ju ríd ic o  d e l p r o m o vente.

b) Que se trate de resoluciones que resuelvan un recurso o se icten en cum p i

miento de éstas o de una sentencia.
c) Que hayan sido impugnados ante el Tribunal Federal de Justicia Fisca y

Administrativa.
d) Que no se hayan impugnado oportunamente.
e) Que sean conexos a uno ya impugnado en otro recurso o m edio de defensa 

diferente.

La resolución que ponga fin al recurso deberá, como todo acto de autoridad, estar funda­
da y motivada, y examinar todos los agravios que se hicieron valer, excepto cuando uno 
de ellos sea suficiente para desvirtuar la validez del acto. Además, la autoridad puede 
invocar hechos notorios y corregir los errores que advierta en la cita de disposicio­
nes legales, a fin de apreciar la resolución de manera objetiva y resolver en razón de la 
legalidad, de acuerdo con los principios de legalidad objetiva y  de la  verdad m aterial antes 
expuestos, pero sólo con respecto a lo que haya sido materia del recurso.

La resolución que se dicte, precisando su alcance podrá, en los térm inos del 
artículo 133 del referido código:

a) Desechar el recurso por improcedente, tenerlo por no interpuesto o sobre­
seerlo, en su caso.

b) Confirmar el acto impugnado.

c) Mandar reponer el procedimiento o que se emita una nueva resolución.
d) Dejar sin efectos el acto impugnado.

e) Modificar el acto impugnado o dictar uno nuevo que lo sustituya.

La autoridad dispone de tres meses para dictar la resolución y n otificarla  al 
promovente, ya que en caso de no hacerlo en ese tiempo se nrnH,,,-» L  ! '
(confirmación tácita de la resolución recurrida en este caso) por lo que tan scu rrid o  
este plazo sin que el particular reciba la notificación de la resolución Ü  
puede interponer el juicio ante el Tribunal Federal de Justicia P ^ a l  y Adn^nisbrativa!

14.4. Otros recursos administrativos en materia fiscal
14.4.!. Recurso de inconformidad de la ley del Seguro Social

recursode inconform idad''eí “  SU artícul°  294 el
ser interpuesto dentro de los 15 días
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siguientes a la fecha en que surta sus efectos la notificación de la resolución. El 
recurso procede en contra de los actos definitivos que dicten las dependencias o 
autoridades del propio instituto, que afecten los derechos de los patrones o de­
más sujetos asegurados, a fin de que los revise, de conformidad con lo alegado y 
probado en el medio de defensa hecho valer.

El recurso de inconformidad sólo puede intentarse contra actos del Institu­
to del Seguro Social que sean definitivos, considerando como tales los que ya no 
puedan ser revisados y, por ende, modificados por la propia autoridad que los 
emitió.

El escrito del recurso debe cumplir los siguientes requisitos:

1. Nombre, razón o denominación social del recurrente, firma, domicilio para 
oír y recibir notificaciones y número de registro patronal; si se trata de asegu­
rados debe indicarse el número de afiliación.

2. Mencionar la dependencia de la que emana el acto recurrido, indicando con 
claridad en qué consistió dicho acto y, en su caso, fechas y números de liqui­
daciones, oficios y demás documentos en los que conste la determinación 
que se ataca.

3. La fecha en que se hicieron del conocimiento del recurrente los actos com­
batidos.

4. Exponer en forma clara y precisa los motivos de inconformidad (agravios) 
y los fundamentos legales en que se apoye la misma.

5. Ofrecer las pruebas que tengan relación con los hechos.
6. Una manifestación de los hechos que originan la impugnación, en que se 

apoye el recurso hecho valer, narrados en forma sucinta.
7. Indicar el documento en que se basa la personalidad del promovente, cuan­

do no se recurra a nombre propio.

Al escrito que contiene el medio de impugnación se le debe anexar lo siguiente:

1. El oficio materia del recurso.
2. Los documentos que determinan la personalidad, bajo las reglas del derecho 

común, cuando se actúa por cuenta ajena.
3. La constancia de notificación del acto combatido, salvo cuando se exprese, 

bajo protesta de decir verdad, que no se recibió el oficio.
4. Las pruebas documentales, públicas o privadas, que se ofrezcan. Se admi­

ten toda clase de pruebas, con excepción de la confesional mediante la 
absolución de posiciones.

Si el recurso omitiere alguno de dichos requisitos, la dependencia del instituto 
que conozca del mismo requerirá al recurrente para que aclare, corrija o comple­
te su escrito, debiendo precisar concretam ente sus defectos y om isiones, con el
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apercibimiento de que si en ei —  de cinco días no lo ajusta, ,o d esechar, de 

‘" " v e z  que se haya satisfecho el requerimiento antes
correspondiente le dará trámite de admisión >-sii po 8 dfá m over
dicho medio de defensa, o las pruebas ofrecidas, pro P g d d
el recurso de revocación en contra de la referida resolución, en
reglamento de la materia, en un plazo de tres días. rn n seio

El escrito que contiene el medio de protección debe dirigir •
Consultivo Delegacional del im ss, y  se presentará directamente en la sede deleg - 
cional o subdelegacional que corresponda a la autoridad que emitió el ac to .b i e 
recurrente tiene su domicilio fuera de la población en donde esta la sede de la 
autoridad antes citada, lo podrá interponer mediante correo certificado con acu­
se de recibo.

El recurso podrá ser desechado por improcedente cuando se haga valer en 
las siguientes circunstancias:

1. Que no cause agravios.
2. Que sean resoluciones dictadas en recursos administrativos o en cum pli­

miento de laudos o sentencias.
3. Que se hayan impugnado mediante juicio ante el Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa.
4. Que sean materia de otro recurso o juicio.
5. Que se hayan consentido, o sea que no se agotó dentro del término de 15 

días.
6. Que sea conexo a otro que se hubiese impugnado por diferente vía.
7. Que se haya revocado administrativamente por parte de la entidad.
8. Que no se realice la ampliación al recurso o no se exprese en dicha ampliación

agravio alguno, cuando se hubiese impugnado la notificación de cierto acto 
del Seguro Social.

9. Que estén previstos otros casos por distintas leyes o reglamentos.

El secretario del Consejo Consultivo Delegacional preparará un proyecto de reso 
lucion, el cual se someterá a votación ante el Consejo Consultivo n„l 
Dicha resolución será aprobada por unanimidad o mayoría de votos d ^  
grantes de la autoridad que deba resolverlo. En la resolución bn,t l m 'e‘

*  -  « STSKSEí"-
14.4.2. Recurso de la ley del infonavit

las empresas, de los y de ^  defe" Sa en favor de
cíanos, en contra de resoluciones
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¿el instituto sobre su scrip ció n , créd itos, cuan tía  de aportaciones y descuentos, y 
cualquier otro acto qu e lesio n e sus derechos.

En el reglam en to  de este  artícu lo  se estab lece el procedim iento para el trá­
mite y resolución d el recu rso , qu e d eberá in terponerse en un plazo de 15 días a 
partir de que surta e fectos la  n otificació n  del acto reclam ado en el caso del p a­
trón, y de 30 días p ara el trab a jad or o sus beneficiarios.

En el escrito  en  qu e se in terp on ga el recurso se deberá señalar el nom bre del 
prom ovente y, en  su caso , el de su representante; su núm ero de inscripción en el 
Registro Federal de C on trib u y en tes y el dom icilio  para oír y recibir notificacio­
nes; el nom bre y  d om icilio  de los terceros interesados; el acto reclam ado y las 
razones por las que a su ju ic io  se lesion an  sus derechos. Tam bién se deberán ane­
xar las pruebas que ofrezca.

Si el escrito del recu rso  presenta irregularidades, com o no haber acreditado 
la personalidad del p rom ovente, o existe falta de claridad o precisión en el conte­
nido del escrito, se d eberá apercib ir al prom ovente para que en el térm ino de 10 
días lo subsane, y en caso de no hacerlo  será desechado.

Una vez in tegrad o el exp ed ien te correspondiente y desahogadas las prue­
bas ofrecidas, se elaborará el proyecto  de resolución, m ism a que deberá em itirse 
dentro de los 15 días p osteriores a la elaboración  del proyecto.
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15. El procedimiento 
contencioso administrativo

15.1. Sistemas de lo contencioso admi­
nistrativo

15.2. El contencioso administrativo en 
México

15.3. El Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa

Objetivos específicos

Al finalizar este capítulo el alumno podrá:

1. Dar un concepto de la materia que integra lo contencioso administrativo.
2. Exponer la evolución del procedimiento contencioso administrativo en México.
3. Enunciar las características del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.
4. Explicar la diferencia entre contencioso administrativo objetivo y subjetivo.
5. Enunciar las diferentes fases del juicio contencioso administrativo.
6. Identificar la competencia del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.
7. Señalar los casos de improcedencia del juicio contencioso administrativo.
8- Enunciar los requisitos de la demanda y la contestación.
9. Comentar las causales de anulación que establece el Código Fiscal de la Federación.
10. Explicar los supuestos do procedencia do los recursos dentro del juicio contencioso 

administrativo.

El contencioso adm inistrativo constituye una posibilidad adicional para que los 
>S d^fiimdan sus intereses frente a los actos de la administración que 

c>n su esfera jurídica. Sin em bargo, el establecimiento de tribunales admi-

15.4. Cuestiones particulares del procedi­
miento

15.5. Demanda y contestación
15.6. Instrucción y sentencia
15.7. Los recursos
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El procedimiento^

En el presente capitulo se nara t 
tencioso administrativo y su desarroll 
Tribunal Fiscal de la Federación y sus 
de la estructura y competencia del Tri 
trativa.

15.1. Sistemas de lo contencioso administrativo

El término contencioso en su aspecto general significa contienda, litigio, pugna de 
intereses. Es el juicio seguido ante un juez competente sobre derechos o cosas que 
disputan entre sí las partes en pugna. Cuando el señalamiento se hace con respec­
to a la materia administrativa, el contencioso se refiere a la jurisdicción encar­
gada de resolver las cuestiones litigiosas entre los particulares y la administración

El contencioso administrativo surgió por la necesidad que tienen los gober­
nados de combatir los actos de la administración pública, cuando consideran que 
la actuación de la autoridad es ilegal, por lo que su materia está constituida:

ministrativa al vulnerar derechos subjetivos o agraviar intereses 
legítimos de algún particular o de otra autoridad autárquica, 
por haber infringido aquélla, de algún modo la norma legal que 
regula su autoridad y a la vez protege tales derechos o intereses. 
(Argañaráz, Manuel ]., Tratado de lo contencioso adm inistrativo, 
pág. 13. Buenos Aires, Tipográfica Editora Argentina, 1955.)

Desde el punto de vista formal, el contencioso administrativo se concibe en razón 
de los órganos que conocen las controversias provocadas por la actuación admi­
nistrativa, ya que se refiere a tribunales ubicados en el ámbito del Poder Ejecutivo. 
Desde el punto de vista material, esta institución está constituida por las contro­
versias que generan los actos de la administración cuando lesionan intereses 
jurídicos de los particulares, independientemente de la ubicación de los órganos 
encargados de su conocimiento.

pública.

...por el conflicto jurídico que crea el acto de la autoridad ad-
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sistemas ae lo contencioso administrativo

pendencia  entre ellos, por lo que se opusieron a que los actos del Poder Ejecutivo 
fueran juzgados por tribunales, puesto que si su actuación quedaba supeditada a 
los órganos judiciales, habría subordinación de un poder al otro, por lo que en el 
artículo 13 de la prim era constitución  revolucionaria", identificada com o Ley 16-  

24 de agosto de 1790, se determ inó la independencia de las funciones judiciales y 
administrativas, prohibiendo a los jueces perturbar de cualquier form a las opera­
ciones de los cuerpos adm inistrativos, así com o hacer com parecer ante ellos a los 
encargados de los m ism os, por razón de sus funciones. Posteriorm ente, el 2 de 
septiembre de 1795, por decreto del 16fru ctid o r d el año III, La Asamblea prohibió a 
los tribunales jurisdiccionales tom ar conocim iento de los asuntos de la adm inis­
tración pública, con lo cual delim itó claram ente la existencia de una jurisdicción 
administrativa ajena al Poder Judicial, al cual le corresponde juzgar los asuntos 
criminales y los del orden com ún.

A partir de la idea de que "ju zgar a la administración es adm inistrar", se 
constituyó el Consejo de Estado francés, como una reminiscencia de la C orte d el 
Rey, que en principio instruyó los expedientes de las controversias entre la adminis­
tración y los gobernados, para que la resolución definitiva la dictara el soberano; 
es decir, se trataba de un sistem a de ju stic ia  retenida. Posteriormente, en 1848, se 
otorgaron facultades para que este órgano instruyera la causa y emitiera la reso­
lución, dando lugar a un tribunal de ju stic ia  delegada, todo ello en el ámbito de la 
administración.

El sistema angloam ericano, con una diferente interpretación de la división 
de poderes, atribuye a los órganos judiciales la facultad de conocer y resolver 
todo tipo de controversias, ya que las partes en los litigios deben ser sometidas 
por igual a la jurisdicción, debido a que los actos de la administración no tienen 
la presunción de legalidad que los sustente, porque su fuerza no reside en su na­
turaleza sino en la fuerza de la ley que aplican, por lo que, si puede demostrarse 
que el acto no está sustentado en la ley, su cumplimiento no es obligatorio, pero si 
se demuestra que la resolución es legítima, su incumplimiento puede dar lugar a 
una condena penal al gobernado, con lo que deja el control de la legalidad de los 
actos de la adm inistración en el Poder Judicial.

Dentro del sistema francés los tipos más significativos del contencioso admi­
nistrativo son el de anulación, objetivo o de ilegitimidad, y el de plena jurisdicción o 
subjetivo, cuyo origen y razón de ser son diferentes, pues el primero de ellos fue 
instaurado para juzgar la legalidad del acto de autoridad por sí mismo, en tanto que 
el subjetivo o de plena jurisdicción conoce sobre la violación de derechos subjetivos.

La protección del derecho subjetivo, en este caso, genera la facultad o poder 
del particular para exigir de la administración una acción u omisión concreta, 
protegiendo directam ente el derecho personal. En otras palabras, el derecho su je- 
tiv°  supone la existencia de dos elem entos: una facultad de exigir y una o ígacion
c°rrelativa.



ti proceaimieniu m i nei m ioi;

Al respecto, el maestro Ignacio Burgoa (E lju ic io  d e am paro, pág. 469. México, 
Porrúa, 1984), siguiendo el criterio de la Suprem a Corte de Justicia de la Nación, 
que en forma reiterada ha identificado al interés jurídico con el derecho subjeti­

vo, nos dice que este último

"...se ha considerado como una facultad que la norma jurídica 
objetiva concede a cualquier sujeto, de donde deriva su denomi­
nación. Esta facultad no entraña simplemente el poder de obrar, 
sino una potestad de exigencia... Ahora bien, es evidente que esta 
potestad debe ejercitarse frente a otro sujeto distinto del titular de 
dicha jacultad, el cual es obligado a cumplir o acatar las preten­
siones que se reclamen a través del ejercicio de ésta. En otras 
palabras, todo derecho subjetivo implica necesariamente una obligación 
correlativa, la cual corresponde lógicamente a otro sujeto'.

En cambio, frente a un interés legítimo la persona no tiene la facultad o poder de exi­
gencia con respecto a un derecho personal ante la Adm inistración Pública, pues el 
orden jurídico no se lo concede, ya que sólo le otorga la mera facultad de actuar.

Alfonso Noriega (Lecciones de am paro, pág. 466. M éxico, Porrúa, 1980) nos 
dice que:

"No existe derecho subjetivo, ni por tanto interés jurídico cuando 
una persona tiene únicamente una mera facultad o potestad, 
que se da cuando el orden jurídico objetivo solamente concede 
o regula, una mera actuación particular, sin que éste tenga la 
capacidad otorgada por dicha orden, para imponerse coacti­
vamente a otro sujeto; es decir, cuando no hay un poder de 
exigencia imperativa...".

Es por esto que el contencioso de anulación sólo persigue el restablecim iento de la 
legalidad violada cuando la Administración Pública ha actuado con exceso de 
poder, que se manifiesta cuando el acto administrativo ha sido emitido:

1. Por funcionario incompetente.
2. Por inobservancia de las formas o procedimientos señalados por la ley.
3. Por no haberse aplicado la disposición debida.
4. Por desvío de poder.

Estas formas de manifestación de exceso de poder son lo que las diversas legisla­
ciones han considerado como causales de anulación en el contencioso objetivo.

Por su parte, el contencioso subjetivo, al versar sobre derechos subjetivos, 
no requiere a existencia de causas de anulación, pues para que proceda la acción 
sólo basta plantear la violación del derecho subjetivo de algún particular.

196



u c  ikj iici iL.iubu duiiunibudiivu

En nuestro país tien en  ap licación  los dos sistem as de lo contencioso adm inis­
trativo, ya que para algu nos actos ad m inistrativos a n ivel federal y local existen  
tribunales ad m in istrativos esp ecializad os, con  lo cual estaríam os en presencia del 
sistema continental eu ropeo, ad m in istrativo  o francés; y  para otro tipo de actos, 
también a n ivel fed eral y estatal, cuyo conocim iento no esté reservado a los tri­
bunales ad m inistrativos, existe el ju icio  ordinario  adm inistrativo federal ante los 
jueces de d istrito , por lo  que para este tipo de actos se ha establecido el sistem a 
anglosajón, an gloam erican o o ju dicial.

El sistema francés, a nivel federal, fue im plantado en nuestro país en el siglo xx, 
mediante el estab lecim iento  del Tribunal Fiscal de la Federación en 1936, el cual 
sirvió de m odelo para la creación  de algunos tribunales locales com o el Tribunal 
de lo Contencioso A dm inistrativo del D istrito  Federal, el Tribunal de lo C ontencio­
so A dm inistrativo del Estado de Sonora, el Tribunal de lo C ontencioso A dm i­
nistrativo del E stado de H idalgo, el Tribunal de lo C ontencioso A dm inistrativo 
del Estado de M éxico, el Tribunal Fiscal del Estado de Veracruz y el Tribunal F is­
cal del Estado de Sinaloa, entre otros.

FRANCÉS
O
ADMINISTRATIVO

OBJETIVO 
O DE
ANULACIÓN

'Afectación del interés 
legítimo. Busca 
restablecer la legalidad. 
Sólo hace la 
declaración

ENFOQUE
FORMAL

POR LOS 
ÓRGANOS 
QUE JUZGAN

SUBJETIVO 
O DE 
PLENA
JURISDICCIÓN

Violación de un derecho 
subjetivo. Busca
restablecer derechos 
violados. Ejecuta sus 
propias resoluciones

ANGLOAMERICANO 
O JUDICIAL

PROCEDIMIENTO Y 
TRIBUNALES DEL 
PODER 
JUDICIAL

v

POR EL
ENFOQUE , CONTENIDO 
MATERIAL DE LA

» CONTROVERSIA

ACTO DE LA 
ADMINISTRACIÓN 
QUE LESIONA EL 
INTERÉS DE LOS 
PARTICULARES

v

Figura 22. Sistema de lo contencioso administrativo
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15.2. El contencioso administrativo en México

El establecimiento del contencioso adm inistrativo en núes ro país íene su an­
tecedente en la Ley para e l arreglo d e lo  con ten cioso adm in istrativo  del 25 de noviem  re 
de 1853, conocida como Ley Lares, en la que se prohibió a los tribunales judiciales 
actuar sobre las cuestiones de la administración, por la independencia e sus ac­
tos y sus agentes frente al Poder Judicial, con lo que se concedio al C on sejo d e 
Estado el carácter de tribunal administrativo para conocer las controversias relati­
vas a obras públicas, contratos de la adm inistración, rentas nacionales, policía,

agricultura, industria y comercio.
Este planteamiento provocó diversas controversias, puesto que la idea ge­

neralizada era una estricta división de las funciones, por lo que no se podía aceptar 
que el Ejecutivo realizara una función jurisdiccional en ningún sentido, y con esta 
idea se elaboró la Constitución de 1857, que en su artículo 97 atribuyó a los tri­
bunales de la Federación, dependientes del Poder Judicial, el conocimiento y resolu­
ción de todo tipo de controversias, por lo que se pronunciaron diferentes tesis 
para combatir la existencia de tribunales administrativos, al considerar que vul­
neraban el principio de la división de poderes, entre las que resaltan las de Va- 
llarta y Pallares.

Por su parte, la Constitución de 1917, en el texto original del artículo 104, 
tampoco previo la existencia de tribunales administrativos, por lo que se le hicieron 
dos reformas y adiciones que fueron publicadas en el D iario O ficial d e la  F edera­
ción  los días 30 de diciembre de 1946 y 25 de octubre de 1967, a fin de darles un 
sustento constitucional. Este proceso culminó con las reformas publicadas en el 
D iario O ficial de la Federación  el 10 de agosto de 1987, que adicionaron al artículo 
104 la fracción I-B, y al 73 la fracción XXIX-H, esta última con el fin de otorgar fa­
cultades al Congreso de la Unión "Para expedir leyes que instituyan tribunales de 
lo contencioso administrativo dotados de plena autonomía para dictar sus fallos, 
que tengan a su cargo dirimir las controversias que se susciten entre la adm inis­
tración pública federal o del Distrito Federal y los particulares, estableciendo las 
normas para su organización, su funcionamiento, el procedim iento y los recursos 
contra sus resoluciones".

Desde el punto de vista de las leyes que regularon el contencioso adm i­
nistrativo en el siglo pasado, la primera manifestación la encontramos en el Ju rado  
de Penas Fiscales, creado por la Ley para la  calificación  de las in fraccion es a  las leyes 
fisca les  el 8 de abril de 1924, en que a petición de parte se revisaba la legalidad de 
las resoluciones que imponían multas.

Así llegamos al 27 de agosto de 1936 en que se emitió la L ey d e Ju sticia  F iscal, 
la cual estableció el Tribunal Fiscal de la Federación, como un organismo con auto­
nomía para dictar sus fallos por delegación de facultades que la propia ley estable­
ce, es decir, como un tribunal administrativo de justicia delegada, lo que originó
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numerosas controversias acerca de su constitucionalidad, aspecto que solucionó 
la suprema C orte al considerar que la garantía de jurisdiccionalidad que consagra 
el articulo 14 constitucional no im plica que el juicio se tenga que seguir ante un 
órgano )udicial, y que m ientras el Poder Judicial tuviese conocim iento de los 
asuntos contencioso adm im strativos a través del Juicio de Amparo, la Constitución 
no sería violada.

La doctora D olores H edúan Virués, magistrada del Tribunal Fiscal de la Fede­
ración y fundadora de la A cadem ia M exicana de Derecho Fiscal, en su obra Las 
funciones d e l T ribunal F isca l d e  la  Federación , nos dice que la constitucionalidad de la 
competencia atribuida por la ley al Tribunal Fiscal de la Federación tiene los si- 
guientes fundam entos:

a) El hecho de que la Suprem a Corte en ningún momento haya objetado 
la constitucionalidad de organismos administrativos encargados de re­
visar resoluciones en m ateria fiscal.

b) La interpretación jurisprudencial del artículo 14 constitucional, con­
form e a la cual, si bien la garantía que consagra es la de que se siga un 
juicio, éste puede consistir en un procedimiento contencioso de carác­
ter jurisdiccional prom ovido ante autoridad administrativa.

c) La liquidación y el cobro de las prestaciones fiscales se debe regular en 
dos periodos: el oficioso, dentro del cual el Estado ejerce unilateral y 
ejecutivam ente funciones del poder público, y el contencioso, que tie­
ne por objeto la revisión, en vía jurisdiccional, de los actos que se produ­
cen por el ejercicio de dichas atribuciones, revisión que en nuestro país 
tradicionalm ente se ha ejercido a través del juicio de amparo.

d) La ubicación del Tribunal Fiscal de la Federación dentro del marco del 
Poder Ejecutivo no implica ataque al principio constitucional de sepa­
ración de poderes, ya que la seguridad del particular se encuentra 
garantizada al poder interponer el juicio de amparo en contra de las re­
soluciones del Tribunal Fiscal de la Federación.

En relación con la naturaleza del Tribunal Fiscal de la Federación mucho se ha dis­
cutido. Algunos autores, como Emilio Margáin Manautou lo consideraron tribu­
nal de anulación; en cambio, los magistrados Alfonso Cortina Gutiérrez y Alfonso 
Nava Negrete lo identificaron como un tribunal de plena jurisdicción. Otros dis­
tinguidos juristas, como el doctor Gonzalo A. Armienta Calderón y el magistrado 
Manuel Lucero Espinosa, han externado su opinión en el sentido de que tiene ca­
racterísticas de ambos tipos, por lo que consideran que se trata de un contencioso

administrativo mixto. ^  , .
Al analizar el desarrollo que este tribunal tuvo desde 1936, en que fue es a- 

bl«*ido por la L ey  de Ju sticia  F iscal, hasta el año 2000, en que sufrió co n sid e ra b le s  
^formas sustantivas y el cambio de nombre, podemos concluir que el contencioso
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administrativo en M éxico tiene características propias, ya que no es totalm ente 
de anulación, y cada día tiende más a un tribunal de plena jurisdicción, aunque si 
recordamos la finalidad de cada uno de los tipos del contencioso adm inistrativo del 
sistema francés, podemos percatam os de que el nuestro reúne características de 
ambos tipos; y a partir del 2006 se identifica más con el de plena jurisdicción, en 
razón de la regulación del proceso establecido en la L e y  F ed eral d e  P rocedim ien to

C ontencioso A dm inistrativo.
Conforme a la doctrina (Argañaráz; op. cit., pág. 19), las diferencias sus­

tanciales entre un contencioso de anulación, objetivo o de ilegitim ación, y un con 
tencioso de plena jurisdicción o subjetivo, pueden identificarse en cuanto a su 
finalidad, al procedimiento, a su sentencia y a sus efectos.

Con respecto a su finalidad, tenemos que en el tribunal de sim ple anulación 
sólo se busca el mantenimiento de la legalidad en la actuación de la adm inistra­
ción, por tal motivo se instaura este tipo de contencioso para conocer la afectación 
de un interés legítimo; mientras que en el de plena jurisdicción se pretende el re­
conocimiento o la reparación de un derecho subjetivo vulnerado por el acto adm i­
nistrativo; por lo tanto, este contencioso se establece para conocer sobre la violación 
de derechos subjetivos.

En cuanto a la finalidad de nuestro contencioso administrativo, fue instaurado 
para la protección de los derechos subjetivos públicos, pues para la procedencia 
del juicio es necesaria la afectación del interés jurídico del demandante, como se des­
prende a con trario sensu  de la fracción I del artículo 8o de la L ey  F ed era l d e  
P rocedim ien to C ontencioso A dm in istrativo, adem ás de la posibilidad de que el 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa dicte sentencia de condena, 
como se puede apreciar del contenido del los artículos 14, fracción VIII, 50, últim o 
párrafo, 52, fracción V, y 57, fracción II de la mencionada ley.

Por lo que respecta al procedimiento, en el de anulación se desarrolla el juicio 
simple, sin que sea indispensable la participación de la Administración como parte 
demandada, pues su intervención sólo se reduce a rendir un informe que le requiere el 
tribunal. La administración, en el contencioso de anulación no es parte. Su interven­
ción consiste más en informar que en defender. Hay en este juicio un interés mayor en 
rever el acto y conformarlo a la legalidad que en dar razón a la administración pública o 
al recurrente. El tribunal suple las deficiencias que hubiesen en el recurso" (Bielsa, Sobre 
lo contencioso administrativo). En cambio, el procedimiento en el contencioso de plena 
jurisdicción es de tipo judicial, con la participación de una parte demandante y una 
demandada, un proceso con todas sus etapas procedim entales: instrucción y sen­
tencia o juicio, dando oportunidad a los colitigantes a formular sus acciones y defensas 
correspondientes, así como la aportación de pruebas que consideren pertinentes.

En este aspecto, el contencioso administrativo regulado a partir del I o de 
enero de 2006 por la Ley F ederal d e P rocedim iento C ontencioso y  A dm im strativo, tiene
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El contencioso administrativo en México

carácter subjetivo o de plena jurisdicción, pues el procedimiento instaurado está 
estructurado con los principios de un verdadero juicio procesal.

Con respecto a la sentencia, el de simple anulación sólo se constriñe a reco­
nocer la validez o declarar la nulidad del acto, según corresponda; en cambio, en 
el de plena jurisdicción se emite una sentencia de condena.

OBJETIVO O  DE 
ANULACIÓN

SUBJETIVO O  DE PLENA 
JURISDICCIÓN

FINALIDAD Sólo se busca el 
mantenimiento de la legalidad 
en la actuación de la 
administración

Se pretende el reconocimiento o 
la reparación de un derecho 
subjetivo vulnerado por el acto 
administrativo

SENTENCIA Sólo se constriñe a reconocer 
la validez o declarar la nulidad 
del acto

Se emite una sentencia de 
condena

PROCEDIMIENTO Juicio simple, sin que sea 
indispensable la participación 
de la administración

De tipo judicial, con la 
participación de una parte 
demandante y una demandada, 
un proceso con todas sus etapas 
procedimentales: instrucción y 
sentencia o juicio

EFECTOS Sólo anula la resolución 
combatida, a través de una 
declaración que no puede ser 
ejecutada por el propio tribunal

El tribunal puede ejecutar sus 
resoluciones en virtud de que 
busca el restablecimiento de un 
derecho subjetivo

Figura 23. Diferencias de los tipos de contencioso administrativo

Conforme a esta categoría, nuestro contencioso administrativo en algunos casos 
es de anulación, particularmente cuando sólo se constriñe a reconocer la validez o 
declarar la nulidad; sin embargo, en otros casos la sentencia puede contener una 
condena para la autoridad demandada, como por ejemplo en asuntos de pensiones 
civiles o militares, cuando la nulidad es para el efecto de que se otorgue al actor 
una pensión mayor de la que había considerado la demandada, en materia de res­
ponsabilidades de servidores públicos, en que se condena a la dependencia o en­
tidad a reponer prestaciones de que fue privado el servidor público o de responsa­
bilidad patrimonial del Estado; así como en los casos de devolución de impuestos, 
en que la sentencia condena a la restitución del pago de más o de lo indebido.

Finalmente, en cuanto a los efectos de la sentencia, la que dicta el tribunal en 
el contencioso objetivo sólo anula la resolución combatida, a través de una decla­
ración que no puede ser ejecutada por el propio tribunal, en tanto que en el de
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p,ena jurisdicción el tribunal sí puede ejecutar sus resoluciones en virtud de que

busca el restablecimiento de un derecho su je11 ^  en e \
Conforme a lo planteado, el contencioso adm im strat *  un

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y A dm in istrativa se i T ítu lo II
procedimiento de plena jurisdicción, en los términos de capí  ̂ ^  ^  ^
de la Ley F e d e r a l  d e  Procedim iento A dm inistrativo, en vigor P ^  particular
de 2006, que regula el cumplimiento de las sentencias e /

el artículo 58 de este ordenamiento, que faculta al organo juris P '
de oficio o a petición de parte, requiera a la responsable e im pong 
apremio y requiera al superior jerárquico del responsable para que obligue a 
cumplimiento y, en caso de rebeldía, se sancione también a éste, asi com o tam bién 
comisionar a un funcionario jurisdiccional a fin de que lleve a cabo el cum plim iento, 
independientemente de pedir intervención de la Contraloría Interna com petente 

para sancionar la rebeldía.

15.3. El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa

Como quedó anotado en el apartado anterior, mediante el "D ecreto que reform a 
diversas disposiciones fiscales", publicado el 31 de diciembre del año 2000, el 
Tribunal Fiscal de la Federación cambió a Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, además de que fue ampliada su competencia al reformar la fracción 
XIII del artículo 11 de su ley orgánica.

Se creó, con el nombre de Tribunal Fiscal de la Federación m ediante la L ey  de 
Ju sticia Fiscal, el 27 de agosto de 1936, como un tribunal administrativo dotado 
con plena autonomía para emitir fallos, buscando preservar el principio de la divi­
sión de poderes y el respeto a la acción del Poder Ejecutivo Federal.

Continúa como un tribunal con plena autonomía para em itir sus fallos, 
además de que tiene la administración de su propio presupuesto, por lo que aún 
responde a la idea vertida en la Exposición de Motivos de la L ey de Ju stic ia  F isca l 
que al crear el Tribunal Fiscal de la Federación señaló que: "N i el Presidente de la 
República ni ninguna otra autoridad administrativa, tendrá intervención algu­
na en los procedimientos o en las resoluciones del tribunal. Se consagrará así con 
toda precisión, la autonomía orgánica del cuerpo que se crea, pues el ejecutivo pien­
sa que si esa autonomía no se otorga de manera amplia, no se puede hablar 
propiamente de una justicia administrativa. "

trativífY6130*0"  C° n ‘a estructura de  ̂Tribunal Federa' de Justicia Fiscal y Adminis- 

* .  presidente „
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ESTRUCTURA

Figura 24. Estructura del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa

hace en Pleno requiere la presencia mínima de siete magistrados. Cuando sesio­
na en secciones, cada una de ellas se integra por cinco magistrados y se requieren 
cuando menos la presencia de cuatro magistrados para sesionar. Las salas re­
gionales se integran por tres magistrados cada una, y para sesionar se requiere la 
presencia de todos.

El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, por conducto del pleno 
de la Sala Superior, y con fundamento en el artículo 28 de su ley orgánica, emitió 
el acuerdo G/10/ 2001, por el que se determinan los límites territoriales y denomi­
nación de las regiones del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 
número y sede de sus salas regionales, publicado en el D iario O ficial de la  Federa­
ción del 25 de enero del 2001, mediante el cual el territorio nacional se divide en 
diecisiete regiones con el nombre y límites territoriales que a continuación se 
mencionan:

I. Del Noroeste I, que comprende el estado de Baja California.
II. Del Noroeste II, que comprende el estado de Sonora.
III. Del Noroeste III, que comprende los estados de Baja California Sur y Si- 

naloa.
IV. Del Norte-Centro I, que comprende el estado de Chihuahua,
V. Del Norte-Centro II, que comprende los estados de Durango y Coahuila.
VE Del Noreste, que comprende los estados de Nuevo León y Tamaulipas.
VIL De Occidente, que comprende los estados de Colima, Jalisco y Nayarit.
VIII. Del Centro I, que comprende los estados de Zacatecas y Aguascalientes.
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IX. Del Centro II, que comprende los estados de San Luis Potosí y Querétaro.
X. Del Centro III, que com prende los estados de G uanajuato y M ichoacán.
XI. Hidalgo-México, que com prende los estados de H idalgo y M éxico.
XII. De Oriente, que comprende los estados de Tlaxcala y Puebla.

XIII. Del Golfo, que comprende el estado de Veracruz.
XIV. Del Pacífico, que comprende el estado de Guerrero.
XV. Del Sureste, que comprende los estados de Chiapas y O axaca.
XVI. Peninsular, que comprende los estados de Cam peche, Tabasco, Q uintana 

Roo y Yucatán.
XVII. Metropolitana, que comprende el Distrito Federal y el estado de M orelos.

Además de señalar las regiones, nombre y límites territoriales de las salas regio­
nales, el acuerdo se refiere al número de salas que habrá en cada región y al lugar 
de su respectiva sede en los siguientes términos:

I. Región del Noroeste I. Habrá una sala que se denom inará: Sala Regional 
del Noroeste I, con sede en la ciudad de Tijuana, B.C.

II. Región del Noroeste II. Habrá una sala que se denom inará: Sala Regional 
del Noroeste II, con sede en Ciudad Obregón, Son.

III. Región del Noroeste III. Habrá una sala que se denominará: Sala Regional 
del Noroeste III, con sede en la ciudad de Culiacán, Sin.

IV. Región del Norte-Centro I. Habrá una sala que se denom inará: Sala Re­
gional del Norte-Centro I, con sede en la ciudad de Chihuahua, Chih.

V. Región del Norte-Centro II. Habrá dos salas que se denominarán: Primera 
Sala Regional del Norte-Centro II y Segunda Sala Regional del Norte- 
Centro II, ambas con sede en la ciudad de Torreón, Coah.

VI. Región del Noreste. Habrá dos salas que se denominarán: Primera Sala 
Regional del Noreste y Segunda Sala Regional del Noreste, am bas con 
sede en la ciudad de Monterrey, N.L.

VII. Región de Occidente. Habrá dos salas que se denominarán: Prim era Sala 
Regional de Occidente y Segunda Sala Regional de Occidente, am bas con 
sede en la ciudad de Guadalajara, Jal.

Región del Centro I. Habrá una sala que se denominará: Sala Regional 
del Centro I, con sede en la ciudad de Aguascalientes, Ags.

Región del Centro II Habrá una sala que se denom inará: Sala Regional 
del Centro II, con sede en la ciudad de Querétaro, Qro 

L T c e ^ r o m 111"0 V * * ?  Una SaU qUe SC denominará: Sala Regional del Centro III, con sede en la ciudad de Celaya, Gto. 

S ™ : ! ^ r iĈ Habrá tres Salas 1 ue se denominarán: Primera 
Sala Regional Hidalgo-Mexico, Segunda Sala Regional Hidalgo-México y
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Tercera Sala Regional Hidalgo-México
Edo. de M éxico. ' con sec*e en Tlalnepantla,

XH. Región de O riente. H abrá dos salas que se d en om in a- t> •

X IIL  S C  í  r t í S S í ü s  ̂ e n o m ü la tó : S a la  R e 8 io n a l  d eI

XIV. Región del P a c íf ic a  H abrá una sala que se denominará: Sala Regional 
del Pacifico, con  sede en la ciudad de Acapulco, Gro.

XV. Región del Sureste. H abrá una sala que se denominará: Sala Regional del 
Sureste, con sede en la ciudad de Oaxaca, Oax.

XVI. Región Peninsular. H abrá una sala, que se denominará: Sala Regional 
Peninsular, con sede en la ciudad de Mérida, Yuc.

XVII. Región M etropolitana. H abrá once salas, que se denominarán en forma 
consecutiva, de la Prim era Sala Regional Metropolitana a la Décimo pri­
mera Sala Regional M etropolitana, todas ellas con sede en la Ciudad de 
México, D istrito Federal.

El número de regiones y salas regionales fue incrementado mediante la expedi­
ción del acuerdo G/43/2001, del 5 de septiem bre de 2001, en el que se crearon tres 
regiones a partir de la subdivisión de las ya existentes: la del Golfo Norte, con una 
sala que lleva el m ism o nom bre y con jurisdicción en casi todo el estado de Ta- 
maulipas, con excepción de algunos m unicipios de la frontera norte del estado, 
que derivó de la región del Noreste; la de Chiapas-Tabasco, con una sala en la ciu­
dad de Tuxtla Gutiérrez, con jurisdicción en los dos estados que integran esta re­
gión; la del Caribe, para la región del mismo nombre, que fue escindida de la 
región Peninsular, con jurisdicción en el estado de Quintana Roo; y además se 
creó una nueva sala, con el nom bre de Segunda Sala Regional del Noroeste II, con
sede en la ciudad de H erm osillo, Sonora.

La regionalización del Tribunal fue modificada nuevamente con el Acuerdo 
G/29/2005, del 12 de agosto de 2005, mediante el cual se adicionó una nueva 
región, la Pacífico Centro; y se increm entaron 5 salas regionales con el Acuerdo 
G/30/2005, una en la Región Pacífico Centro, con sede en Morelia, Michoacán,; 
otra en la Norte Centro con sede en Torreón, Coahuila; una más en Occidente, con 
sede en Guadalajara, Jalisco; otra en la Región Oriente, con sede en Puebla, Puebla; 
y una más en la Región Pacífico Centro, con sede en Xalapa, Veracruz, dejan o sin 
efect°  la creación de la Sala Regional con sede en Hermosillo, Sonora, por lo que 
al viciarse el año 2006, el Tribunal cuenta con 41 Salas Regiona es y una a

Superi0r- , r i
p En e lació n  con los m agistrados del tribunal, su ™ mbraml" f ^ ¡ s 
^residente de la República, con aprobación del Senado, para un penodo
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TRÁÑSFORM ACIÓÑDELTRÍBUNALRSCALDELA FEDERACIÓN

DEL NOROESTE 1 DEL NOROESTE II DEL NOROESTE III
_ Se incrementa una sala

DEL NORTE 
CENTRO 1

DEL NORTE CENTRO II
(2 SALAS)

DEL NORESTE
(2 SALAS)

DE OCCIDENTE 
(2 SALAS)

DEL CENTRO 1 DEL CENTRO II

DEL CENTRO III
DE HIDALGO-MÉXICO 

(3 SALAS)
DE ORIENTE 
(2 SALAS)

DEL GOLFO DEL PACÍFICO DEL SURESTE

PENINSULAR
37 SALAS 

REGIONALES
METROPOLITANA 

(11 SALAS)

CHIAPAS-TABASCO GOLFO NORTE DEL CARIBE

Figura 25. Salas regionales del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa hasta el 2005

años. En la designación se deberá señalar si es para integrar la Sala Superior o al­
guna sala regional. Al término de este periodo los magistrados de sala regional 
pueden ser ratificados para un nuevo periodo por el mismo tiempo, y si al concluir 
este nuevo periodo son ratificados de nueva cuenta, adquieren la calidad de ina­
movibles. Los magistrados de la sala superior pueden ser ratificados solamente 
para un periodo adicional de nueve años.

Los requisitos para ser nombrado magistrado son: ser mexicano por naci­
miento, que no se adquiera otra nacionalidad, estar en pleno goce y ejercicio de 
sus derechos civiles y políticos; mayor de treinta y cinco años; tener notoria bue­
na conducta; ser licenciado en Derecho con título debidamente registrado, expedido 
cuando menos diez anos antes de la fecha de la designación, y tener un mínimo de 
siete años de práctica en materia fiscal.

Ningún magistrado puede ser removido sino en ciertos casos, y de acuerdo
con el procedimiento aplicable para los funcionarios del Poder Judicial de la 
Federación.

Las faltas definitivas de los magistrados de la Sala Superior se comunicarán 
de inmediato al Presidente de la República por conducto del Presidente del tribu-
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COMPETENCIA

FISCAL

MULTAS
ADMINISTRATIVAS

PENSIONES

CONTRATOS DE OBRA 
PÚBLICA

RESPONSABILIDADES 

FIANZAS 

COMERCIO EXTERIOR 

RESOLUCIONES DE RECURSOS 

LAS DEMÁS

Especial de la Sala Superior

Figura 26. Competencia actual del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa

nal para que proceda a designar al nuevo magistrado. Las faltas temporales de los 
magistrados de las salas regionales se suplirán por el primer secretario de cada ma­
gistrado; las faltas definitivas se suplirán con nueva designación. Con respecto a 
las ausencias temporales de los magistrados de la Sala Superior, no hay proce­
dimiento de sustitución, por lo que sólo se puede considerar la posibilidad de la 
falta definitiva, en cuyo caso el Pleno de la Sala Superior propondrá una terna

para nuevo nombramiento. Hpsrribe en el artículo 11 de su
La competencia por materia del tribuna ^  territorio se establece

ley orgánica, y con respecto a la competencia ŝta se determina por el
como regla en el artículo 31 de este,°r J ^ golución impUgnada. La competen-
domicilio de la autoridad que emi nrrión sólo es por materia, en los
cia de la Sala Superior, ya sea especial o p ar a t acción,
términos de los artículos 16 y 20 de su ey °*  ^  leno Q en saias, se da cuando 

La competencia especial de la Sala up ' n  J e  la aplicación de cuotas 
se trate de asuntos de comercio exterior, co -ón Q violación de tratados o
compensatorias, y cuando versen so re a competencia por atracción se sur
acuerdos comerciales celebrados por Mexic . ^  procedim iento Contencioso

te en los términos del artículo 48 de la y  ^  ^  mil quinientas veces ê  
Administrativo, cuando el valor de ne§°^lCL , i Q cuando se interprete por p 
salario mínimo general diario del Distrito Fe era , ^  dementos constitutivos de
mera vez una ley o sea necesario fijar e

“na contribución, hasta fijar jurispru.J * nc1®’ en su artículo 11, Párraío se®U. ‘ 
U  misma ley orgánica del tribunal e stab le^ e  de Justicia Frscal y

d°. el > ic io  de lesividad" al señalar que el Tnbu
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nu-Administrativa conocerá de los juicios que prom uevan las au to rid ad es para 
Ufícar las resoluciones adm inistrativas favorables a un particular, siem pre que

dichas resoluciones sean m ateria de su com petencia , . .
El juicio de lesividad tam bién está previsto en los artícu los 2 y 13,

II, de la  Ley F ed era l de P rocedim iento C ontencioso A dm in istrativo, p a ra  cu y a  
procedencia establece com o requisito que la dem anda se p resen te dentro de los 
cinco años siguientes a la fecha en que se em ita la resolución que se p reten d e dejar 
sin efectos, salvo que se trate de resoluciones de tracto sucesivo, en que la dem an a

se podrá interponer en cualquier mom ento.
Este tribunal, que en sus inicios tuvo una com petencia exclusivam en te fis­

cal, que denom inam os tributaria, en la actualidad tam bién  con oce de m ultas 
administrativas por violación a leyes federales; pensiones civ iles o m ilitares, so­
bre interpretación y cumplimiento de contratos de obras públicas celebrad os por 
la adm inistración pública centralizada; sobre resp on sab ilid ad es resarcito rias 
provenientes de daños y perjuicios causados a la hacienda pública federal o al p a­
trimonio de las entidades paraestatales, las que requieran el pago de garantías a 
favor de la Federación, Distrito Federal, estados y m unicipios, así com o de sus ór­
ganos descentralizados, las que se refieran al com ercio exterior, las dictadas por 
las autoridades administrativas que pongan fin a un procedim iento adm inistra­
tivo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los térm inos de la L ey F ederal de 
Procedim iento A dm inistrativo, com petencia que se encuentra prevista, com o ya se 
dijo, en el artículo 11 de la ley orgánica de dicho tribunal.

Sin embargo, esta ley no es la única que regula su com petencia, ya que ex is­
ten otros ordenamientos que le otorgan facultades para conocer de diversos actos: 
en materia de responsabilidades administrativas de servidores públicos y negativas 
de resarcimiento de daños causados a los particulares, la L ey F ederal de R esponsa­
bilidades A dm inistrativas de los Servidores Públicos-, en m ateria de fianzas con respecto 
a los requerim ientos de pago efectuados por la Tesorería de la Fed eració n  y 
autoridades locales, la Ley Federal de Instituciones de Fianzas-, en m ateria de conflictos 
entre entidades federativas y la Federación en m ateria de coordinación fiscal, en 
los términos de la Ley de Coordinación Fiscal-, en m ateria de sanciones im puestas 
por la Auditoría Superior de la Federación, según la Ley de F iscalización  S u perior d e  
la  Federación-, y en materia de Responsabilidad Patrim onial del Estado com o lo 
dispone la ley reglamentaria del segundo párrafo del artícu lo 113 constitucional.

15.4. Cuestiones particulares del procedimiento

El procedim iento con ten cioso  ad m in istra tiv o  se en cu en tra  reg u la d o  u or la
Ley O rgam ca d el Tribunal F edera! d e fu stic ia  F isca ly  A dm in istrativa  y la  L ey  F ed era l 
de P rocedim ien to C on tencioso A d m in istrativo, y su p le to r ia m e n te  p o r  í c t d .g o
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federal P rocedim ientos C iv iles cuando la disposición que se vaya a aplicar sea 
compatible con el procedim iento establecido en el Código Fiscal, es decir, que no 
vaya a introducir instituciones ajenas o extrañas a él, al grado de que en lugar de 
complementarlo llegara a desvirtuar su naturaleza. Tal sería el caso de pretender 
apücar supletoriamente la caducidad de la instancia, que es una institución ajena 
al contencioso administrativo.

Las partes que intervienen en estos juicios son: el demandante, los de­
mandados, el titular de la dependencia o entidad de quien dependa la autoridad 
demandada, la Secretaría de H acienda y Crédito Público, cuando se controvier­
ta el interés fiscal federal, y los terceros que tengan un derecho incompatible con 
la pretensión del demandante.

Tienen el carácter de demandados, la autoridad que emitió la resolución im­
pugnada y el particular a quien favorezca una resolución que sea materia de un 
juicio de lesividad.

La procedencia del juicio está íntimamente ligada a la competencia del pro­
pio tribunal, por lo que el juicio será improcedente cuando se trate de una materia 
distinta de las señaladas en el artículo 11 de la Ley O rgánica del Tribunal Federal de 
Justicia F iscal y  A dm in istrativa, o que tratándose de esta materia ya se haya 
impugnado mediante otro medio de defensa, o se trate de una resolución conexa 
a otra ya impugnada, o que ya sea cosa juzgada. También es improcedente el juicio 
cuando el promovente no tenga interés jurídico, sea extemporánea la presen­
tación de la demanda, no exista el acto reclamado, o no se haga valer agravio 
alguno; cuando la resolución pueda impugnarse en los términos del artículo

CAUSALES DE IMPROCEDENCIA

Falta de interés jurídico .

Cosa juzgada .

Materia de recurso o juicio ■

Conexidad ■

Ordenamiento general o ■ 

abstracto

Impugnación ■

Inexistencia de acto «

Que cumplimenten resoluciones ■

En ejecución de sentencias 
extranjeras

Incompetencia del tribunal

Consentimiento

Definitividad

Materia de un proceso judicial 

Faltan conceptos

Mecanismos alternativos 

Resoluciones de tratados 

Otros casos legales

Figura 27. Causales de improcedencia del juicio
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97 de la L ey  d e C om ercio E x terior y no haya transcurrido el plazo para el ejercicio 
de la opción o cuando la opción ya haya sido ejercida; cuando la reso lu co n  haya 
Í d o  dictada por una autoridad administrativa para dar cum plim iento a la decisión 
que emane de los mecanismos alternativos de solución de controversias a que se 
refiere el artículo 97 de la Ley de C om ercio E xterior, cuando la re so lu co n  im pugna­
da haya sido dictada por autoridad ad m inistrativa en un p ro ced im ien  o e 
resolución de controversias previsto en un tratado para evitar la doble tn  u íl­
e o n , siempre y cuando dicho procedimiento haya iniciado con posterioridad  a la 
resolución que recaiga a un recurso de revocación o después de la conclusión  de 
un juicio de nulidad ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y A dm inistrativa; 
que sean resoluciones dictadas por autoridades extranjeras que d eterm inen im ­
puestos y accesorios, cuyo cobro y recaudación hayan sido solicitados a las au 
toridades mexicanas, en atención a lo dispuesto por los tratados in ternacionales

sobre asistencia mutua.
Los casos de improcedencia darán lugar al desecham iento de la d em and a o 

al sobreseimiento parcial o total, que deberá resolverse, adem ás, por d esistim ien­
to o muerte del demandante, por revocación del acto, o cuando la ley establezca 
un impedimento para que se emita resolución de fondo.

Las promociones que se presenten ante las salas, inclusive la demanda, deberán 
estar firmadas por quien las formule, ya que de no cumplir con este requisito se 
tendrán por no presentadas, a menos que el promovente no sepa o no pueda firmar, 
para lo cual se prevé que estampe su huella digital y firme otra persona a su ruego.

Cuando no se promueva a nombre propio, la representación en ju icio deberá 
estar plenamente acreditada, ya que se prohíbe la gestión de negocios. Para el 
acreditamiento de la personalidad es necesario que ésta se haya otorgado a m ás 
tardar en la fecha de la presentación de la demanda o de la contestación, en su caso. 
Para tal efecto es necesario que los particulares lo hagan en escritura pública o 
mediante carta poder firmada ante dos testigos, ratificadas las firm as del otorgante 
y de los testigos ante notario o ante los secretarios del tribunal. La representación de 
las autoridades corresponderá a la unidad administrativa encargada de su defensa 
jurídica tratándose de autoridades federales; con respecto a autoridades locales, la 
representación se regirá de conformidad con las disposiciones locales aplicables.

Los particulares o sus representantes podrán autorizar por escrito a p erso­
nas que a su nombre reciban notificaciones, las cuales podrán hacer prom ociones de 
trámite, rendir pruebas, presentar alegatos e interponer recursos; las autoridades 
podrán nombrar delegados para los mismos fines. Tanto los autorizados de los par­
ticulares, como los delegados de las autoridades, deberán ser licen ciad os en 

erecho, ya que sin este requisito no podrán actuar en nom bre de sus patrocinados, 
inalmente, los magistrados deberán excusarse de conocer de un juicio cuando 

exista la posibilidad de parcialidad por intereses personales, de parentesco o de 
amistad, excusa que será calificada por la Sala Superior.
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Demanda y contestación

Una vez iniciado el juicio se pueden presentar diversos incidentes, de los 
cuales cuatro son de previo y especial pronunciamiento y tres son ordinarios.

Los incidentes de previo y especial pronunciamiento son: incompetencia en 
razón del territorio, acum ulación de juicios, nulidad de notificaciones, recusación 
por causa de impedimento, reposición de autos, e interrupción por causa de muerte, 
disolución, d eclaratoria  de ausencia o incapacidad. Estos incidentes y su 
procedimiento de trámite se encuentran regulados en los artículos del 29 al 39 de 
la Ley Federal de P rocedim iento C ontencioso A dm inistrativo que, en especial, regula 
las medidas cautelares para evitar que el juicio quede sin materia, según artículos 
24 al 28 de este ordenamiento.

Son de previo y especial pronunciamiento:

■ Incompetencia por territorio

■ Acumulación de autos

. Nulidad de notificaciones

■ Interrupción por causa de muerte, disolución, incapacidad 
o declaratoria de ausencia

■ Recusación por impedimento de magistrado o de perito

Figura 28. Incidentes en el juicio contencioso administrativo

15.5. Demanda y contestación
La demanda se deberá presentar ante la sala regional del domicilio de la autori­
dad que emitió el acto impugnado, o enviarse por correo certificado con acuse de 
recibo, siempre y cuando el actor tenga su domicilio fuera de la población en que 
se encuentre la sede de la sala regional competente, y que el depósito se haga en la 
oficina de correos del domicilio del demandante dentro de los 45 días posteriores 
a la fecha en que surta efecto la notificación del acto impugnado o de que el pro- 
movente tuvo conocimiento de su existencia. En el juicio de lesividad la autoridad 
puede demandar la nulidad de su resolución dentro cíe los cinco años siguientes a
la fecha en que la emitió.

Los requisitos fundamentales de la demanda son: el nombre del demandan­
te y domicilio para recibir notificaciones en la sede de la sala regional competente, 
la resolución que se impugna, el nombre de las autoridades demandadas o de los 
demandados y su domicilio en el juicio de lesividad, los hechos que originaron la de­
manda, las pruebas que ofrezca; en caso de ofrecer prueba pericial o testimonial se
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precisarán los hechos sobre los que deban  v ersar y  señ a larán  los n om bres y 
dom icilios del perito o de los testigos, los conceptos de im p u gn ación , el nom bre 
y el dom icilio del tercero in teresad o y lo que se p id a ; sen alan d o  en  caso  de 
solicitar una sentencia de condena, las can tid ad es o actos cu y o  cu m p lim ien to  
se dem anda. Salvo que no se señale cuál es la reso lu ció n  o reso lu cio n es im ­
pugnadas y no se hagan valer conceptos de v io lación  o de im p u gn ación , cuand o 
sea necesario, el m agistrado instructor requ erirá  al p ro m o v en te  p ara  qu e en 
un plazo de cinco días com plem ente o aclare su dem anda, con  el ap ercib im ien to  
que de no hacerlo, se le tendrá por no presentada o por no o frecid as las p ru eb as,

según corresponda.
Procede la ampliación de la demanda cuando se im pugne una n egativa ic 

ta o cuando el actor no haya conocido los m otivos o fundam entos de la reso lu ción  
impugnada antes de la contestación de la demanda, y tam bién cuando, ya in icia­
do el juicio, el actor tenga conocimiento de la notificación de un acto ad m in istrati­
vo hecha anteriormente.

Los terceros y coadyuvantes se pueden apersonar en el ju icio  m ediante escri­
to y pruebas que deberán presentar dentro de los 45 días siguientes a aquel en que 
les surta sus efectos el traslado de la demanda.

Junto con la demanda se deberán adjuntar copias de la dem anda y de los 
anexos para cada una de las partes, el documento con el que se acredite la p erso­
nalidad del promovente, el docum ento que com pruebe la existencia  del acto 
impugnado y la constancia de su notificación, en su caso; los cuestionarios de 
peritos y las pruebas documentales, o señalar el archivo en que se encuentren  
estos documentos; siempre y cuando se hayan solicitado con anterioridad a la 
presentación de la demanda y la autoridad que los tiene no los haya expedido 
oportunamente (se deberán solicitar los docum entos cuando m enos cinco días 
antes de la presentación de la demanda).

En caso de que el promovente no exhiba las copias de la dem anda y de sus 
anexos, el documento con el que acredite su personalidad, el docum ento en que 
se haga constar el acto impugnado y el documento en que conste su notificación, 
el magistrado instructor dará un plazo de cinco días para que se presenten de lo 
contrario se tendrá por no presentada la demanda; en caso de no ofrecer los cues 
tionarios para el perito o los testigos, o las pruebas docum entales, se tend rán  por 
no ofrecidas si no las exhibe dentro del plazo m encionado con anterioridad

Por su parte, la demandada también cuenta con 45 días hábiles para contestar 
la demanda y 20 para contestar la ampliación de demanda. D eberá referirse a los 
m edentes d e .prev.o y especial pronunciamiento, en su caso, a la im procedencia y 
sobreseimiento, a cada uno de los hechos de la dem anda, a sus argum entos de de^ 
fensa, a sus pruebas. Igualmente, deberá adjuntar copias de su contestación  y de

men“ ' Y ampHad6n *  ‘° S de SU y P - b a s  do™ -
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Instrucción y sentencia

En la contestación, y hasta antes del cierre de instrucción, la autoridad po­
drá allanarse a las pretensiones del actor o revocar su resolución. En ningún caso 
podrá mejorar su resolución, ya que el tribunal deberá juzgar en los términos en 
que ésta fue dictada.

Tratándose de impugnación de una negativa ficta, la contestación hará las 
veces de emisión de la resolución que no fue dictada en tiempo, por lo que la auto­
ridad deberá fundar y motivar la negativa al contestar la demanda.

A partir del año 2001, y sin perjuicio de solicitar la suspensión del acto 
reclamado directamente a la autoridad ejecutora, el demandante podrá solicitar la 
suspensión del acto im pugnado en el escrito de demanda o con posterioridad, 
hasta antes de que se dicte sentencia definitiva, directamente a la sala regional 
competente, para lo cual se deberá cumplir con los requisitos a que se refiere el ar­
tículo 24 de la Ley Federal de Procedim iento Contencioso Administrativo.

El magistrado instructor que admita la demanda, podrá conceder la suspen­
sión provisional de la ejecución del acto impugnado, y dará cuenta a la sala, para 
que dentro del término de cinco días ésta resuelva en definitiva. La sala negará la 
suspensión cuando con ella se puedan ocasionar perjuicios al interés general; en 
los demás casos se otorgará cuando se exhiba garantía para reparar los daños y 
perjuicios que pudiera ocasionar si no obtiene sentencia favorable en el juicio con­
tencioso administrativo. Cuando la suspensión se trate de contribuciones, se podrá 
otorgar cuando se garantice el interés fiscal, salvo que a juicio del magistrado el 
promovente no pueda hacer depósito de la cantidad en cuestión o se haya garan­
tizado ante la autoridad ejecutora, en la form a y términos que establece el artículo 
141 del Código F iscal de la Federación.

Hasta en tanto no se dicte sentencia definitiva, la sala regional podrá modificar 
o revocar el auto que haya otorgado o negado la suspensión definitiva del acto 

reclamado.

15.6. Instrucción y sentencia
Ya integrado el expediente con la dem anda, la contestación, la am pliación de la 
demanda y su contestación, cuando sea el caso, el m agistrado instructor procede­
rá al desahogo de pruebas, entre las que no procede la confesional de las autori­
dades m ediante absolución de posiciones; y si considera que hace falta alguna 
diligencia a fin de apreciar debidam ente la controversia, podrá ordenar su práctica. 
La confesión expresa de las partes y los hechos legalm ente afirm ados por la autori­
dad hacen prueba plena; las periciales y testim oniales pueden ser apreciadas con 
amplia libertad por la sala; pero si del enlace de las pruebas rendidas y de las pre­
sunciones form adas la sala adquiere una convicción distinta sobre los hec os, 

puede realizar una nueva valoración, previa justificación del caso.
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Figura 29. El procedimiento contencioso administrativo
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0 último elem ento con que cuenta la sala para cerrar la instrucción son los aleeatos 
,os cuales deben rend.r las partes dentro de los 5 días después de que ya n o C á  
trámite pendiente que desahoga,, o de la notificación de que se han desahogado 
las pruebas, con lo que el expediente quedará para sentencia, situación común- 
mente conocida com o vistos , y la resolución deberá ser dictada dentro de los 
sesenta días siguientes, con base en el proyecto que el magistrado instructor debe 
elaborar durante los prim eros cuarenta y cinco días de este plazo.

El sentido de la sentencia podrá ser de validez, de nulidad, de nulidad para 
efectos, en cuyo caso se deberá precisar con claridad la forma y términos en que se 
deberá cum plim entar; y cuando además sea de condena, deberá declarar la exis­
tencia de un derecho subjetivo y ordenar el cumplimiento de la obligación.

La declaración de nulidad procede en cualquiera de los cinco supuestos seña­
lados por el artículo 51 de la L ey F ederal d e P rocedim iento Contencioso A dm inistrativo 
que se enuncian a continuación:

1. Incompetencia del funcionario que la haya dictado u ordenado, o tramitado 
el procedim iento del que se deriva dicha resolución. Cuando se trate de la 
incom petencia del funcionario que em itió la resolución, la sala puede 
estudiarla de oficio.

2. Omisión de los requisitos formales exigidos en las leyes, que afecten las 
defensas del particular y trascienda al sentido de la resolución impugnada, 
inclusive la ausencia de fundam entación o motivación, en su caso. La 
ausencia total de fundam entación y motivación del acto también puede ser
decretada de oficio.

3. Vicios del procedim iento que afecten las defensas del particular y trascien­
dan el sentido de la resolución impugnada.

4. Si los hechos que la m otivaron no se realizaron, fueron distintos o se apre­
ciaron en form a equivocada, o bien se dictó en contravención de las dis­
posiciones aplicadas o dejó de aplicar las debidas.

5. Cuando la resolución adm inistrativa dictada en ejercicio de facultades 
discrecionales no corresponda a los fines para los cuales la ley con íera í-

chas facultades.

En caso de que el m agistrado instructor no formule su proyecto de sentencia en el 
plazo correspondiente, o la sala no la dicte en el tiempo estableado, procede la 
excitativa d e ju stic ia  ante el Presidente del Tribunal Federal de Ju sh ca  Fiscal y 
Administrativa, que puede hacer valer cualquiera de las partes.

15.7. Los recursos
Dentro del procedimiento contencioso administrativo se preven dos recursos. el de 
reclamación ante el propio tribunal y el de revisión ante los tribunales colegiados

del Poder Judicial de la Federación.
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El procedimiento contencioso administrativo

El recurso de reclam ación, establecido en los artículos 59 a 62 de la L ey  F ed era l 
de Procedim iento C ontencioso A dm in istrativo, procede ante la sala regional en contra 
de las resoluciones del magistrado instructor que admitan, desechen o tengan por 
no presentada la demanda, la contestación, la ampliación de ambas o las pruebas, 
que decreten o nieguen el sobreseimiento del juicio o que admitan o rechacen la
intervención del coadyuvante o del tercero interesado.

Este recurso se deberá interponer ante la sala o sección dentro de los quince días 
posteriores a aquel en que surta efectos la notificación de la resolución que se pre­
tenda impugnar, cuestión que la sala deberá resolver dentro de los cinco días 
siguientes a aquel en que la contraparte exprese lo que a su derecho convenga, 
dentro del plazo de quince días posteriores a la notificación de la interposición 
del recurso.

El recurso de revisión, establecido en los artículos 63 y 64 de la ley, debe ser 
interpuesto por el titular de la dependencia o entidad, cuando considere que el 
asunto es de importancia y trascendencia, dentro de los 15 días siguientes a aquel 
en que surtan efecto las resoluciones definitivas de la sala regional, las que decreten 
o nieguen el sobreseimiento y las que se hayan dictado con violaciones procesales 
durante el procedimiento, siempre que afecten las defensas del recurrente y 
trasciendan al sentido del fallo, y cuando el interés del negocio exceda tres mil 
quinientas veces el salario mínimo general diario del Distrito Federal, vigente al 
momento de la emisión de la resolución o sentencia recurrida.

Si la cuantía del asunto es indeterminada, el recurso procederá cuando el 
negocio sea de importancia y trascendencia, a juicio del titular de la Secretaría de 
Estado, departamento administrativo u organismo descentralizado a que el asunto 
corresponda. Cuando se controvierta el interés fiscal de la Federación, cualquiera 
que sea el monto del negocio, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá 
interponer este recurso si su titular estima que el asunto es importante y trascendente.

DEFENSAS

♦ Instancia de queja

♦ Instancia de aclaración de sentencia

♦ Recurso de reclamación

♦ Recurso de revisión

Figura 30. Defensas posteriores al judo 
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Independ ientem ente de la cuan tía  y la im portancia y trascendencia, procede 
el recurso de rev isión  si la reso lu ción  im pugnada ante el tribunal fue em itida por 
la Secretaría de H acien d a y C réd ito  Público o por autoridades fiscales de las enti­
dades federativas coord in ad as en  m ateria de ingresos federales, siem pre y cuando 
el asunto se refiera a la in terp retación  de leyes o reglam entos en form a expresa o 
tácita; a la  d e te r m in a c ió n  d e l a lc a n c e  de lo s  e le m e n to s  e se n c ia le s  de las 
contribuciones; a la  co m p eten cia  de la au torid ad  resp on sable ; a v io laciones 
procesales; a v io lacion es en  las sentencias; o que afecten el interés fiscal de la 
Federación; adem ás de aqu ellos asuntos en que la resolución se refiera a la m ateria 
de la L ey  F ed era l d e R esp on sab ilid ad es A d m in istrativ as d e lo s  S erv idores P ú blicos; sea 
una resolución en m ateria  de ap ortaciones de seguridad social y el asunto verse 
sobre la determ inación  de los su jetos obligados, conceptos que integren la base de 
cotización o sobre el grad o de riesgo de las em presas.

También se prevé una instancia de qu eja zn la fracción II del artículo 58 de la Ley  
Federal de P rocedim ien to C onten cioso A dm in istrativo, que procede por una sola vez, en 
los casos de incum plim iento de sentencia firme o sentencia interlocutoria que haya 
otorgado la su spensión  d efin itiva, ante la sala que dictó la sentencia recurrida.
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